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Señoras y señores.

Me complace profundamente darles la más cordial bienvenida a la Universidad Na-
cional Autónoma de México para la inauguración de los Foros sobre la Reforma 
Constitucional en Materia de Justicia.

Aprecio enormemente la presencia de distinguidas y distinguidos académicos, juris-
tas, investigadores, miembros de la comunidad universitaria y representantes de la 
sociedad civil, quienes juegan un papel fundamental en este evento.

Nos encontramos en un momento crucial para nuestro México. La coyuntura social 
y política actual nos presenta un escenario único para construir un consenso en torno 
a un tema tan apremiante y complejo como lo es la impartición de justicia en nuestro 
país, un pilar vital de cualquier sociedad democrática contemporánea. 

Sin embargo, a nivel nacional hemos enfrentado grandes retos estructurales en este 
ámbito, producto de largos y complejos procesos históricos. 

Por lo que este evento representa una oportunidad única para reflexionar y dialogar 
sobre las reformas necesarias que refuercen y mejoren el sistema de justicia mexicano. 

En ese sentido, es necesario solucionar estas problemáticas para garantizar la conso-
lidación de un estado de derecho robusto e inclusivo.

La percepción de impunidad, la corrupción y la falta de acceso a la justicia son pro-
blemas que han minado la confianza de las y los ciudadanos en las instancias públicas 
encargadas de velar y salvaguardar los derechos fundamentales a lo largo de varios 
momentos.

La UNAM, comprometida con el conocimiento, la verdad y la justicia, se enorgullece 
de ser anfitriona de este diálogo constructivo.

Es imperativo que, desde esta casa de estudios, se promueva un debate amplio y críti-
co sobre cómo podemos transformar nuestro sistema judicial para que sea más justo, 
accesible, eficiente y transparente.

Inauguración de los Foros sobre la 
Reforma Constitucional  
en Materia de Justicia

L e o n a r d o  L o m e l í  V a n e g a s
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Durante los próximos días, se abordarán temas fundamentales para la reforma ju-
dicial en siete diferentes mesas, que comprenden temas como:

•	 El fortalecimiento de la autonomía del poder judicial; 
•	 La claridad y apertura en los procesos judiciales; 
•	 La garantía de un acceso equitativo a la justicia; 
•	 Las estrategias para combatir la corrupción; y 
•	 La incorporación de las mejores prácticas internacionales y cómo pueden ser 

adaptadas a nuestro contexto.

Estos foros representan un espacio de diálogo, reflexión y consulta donde la diver-
sidad de voces y perspectivas es esencial para repensar y diseñar una reforma que 
responda a las necesidades y expectativas de todas y todos los mexicanos. 

Es primordial que consideremos la independencia judicial y la división de poderes 
como ejes centrales de este intercambio de ideas, pues son la garantía para que las 
decisiones de las y los jueces se basen en el derecho y la jurisprudencia, y no en pre-
siones externas o intereses de grupo. 

Como bien recordaba la doctora Mónica González Contró, estamos cumpliendo 
dos siglos de haber optado por la forma de gobierno republicana, representativa 
y federal. Sin duda han sido dos siglos de una evolución política azarosa en donde 
queda pendiente todavía consolidar plenamente el federalismo y la división de po-
deres. En ese sentido no puede haber retrocesos en estas materias,

También asegurar que las y los funcionarios judiciales cuenten con los saberes, las 
habilidades, las condiciones y las herramientas necesarias para ejercer su labor con 
autonomía, ética y profesionalismo.
 
Por estas razones, la justicia debe ser asequible, visible y entendible para todas y 
todos. El acceso a ella es un derecho humano inalienable; sin embargo, en muchas 
regiones de nuestro país, es prácticamente inexistente para muchas personas, espe-
cialmente para las más vulnerables. 

Para lograrlo, debemos concebir y planificar políticas públicas que aseguren que to-
das las personas, de manera universal, puedan acceder a una justicia pronta y expe-
dita. Asimismo, la lucha contra la corrupción debe ser una prioridad, pues erosiona 
la legitimidad de nuestras instituciones. Por ello, necesitan establecer controles y 
sanciones efectivas para erradicar esta práctica.

En este contexto, es significativo tomar en cuenta las lecciones aprendidas de otros 
países. El intercambio de experiencias y la adopción de buenas prácticas interna-
cionales pueden enriquecernos y ofrecernos soluciones innovadoras para nuestros 
propios desafíos.

También es relevante fomentar la participación ciudadana en este proceso de re-
forma. La sociedad civil debe estar involucrada activamente en la creación de un 
sistema de justicia efectivo y representativo. 
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Paralelamente, debemos impulsar una mayor educación en derechos y deberes en-
tre la población. Una ciudadanía informada puede exigir y contribuir a una justicia 
efectiva. 

En su rol educativo, autónomo y comprometido con la libertad de cátedra, la Uni-
versidad de la Nación tiene una responsabilidad insoslayable en la construcción y 
divulgación de estos conocimientos.

A lo largo de estas jornadas de trabajo, contaremos con la participación de distin-
guidas y distinguidos expertos, quienes compartirán sus saberes y experiencias con 
nosotros. 

Sin duda, sus aportaciones serán de gran valor para el diseño de una reforma judi-
cial que responda a las demandas de nuestra sociedad.

Quiero reiterar el compromiso de la Universidad Nacional Autónoma de México 
con la justicia y el bienestar de nuestro país. Estas discusiones son una manifesta-
ción más de nuestra responsabilidad social y de nuestra misión para contribuir a 
crear una nueva ruta de desarrollo más justa, igualitaria, sostenible y equitativa,

Es nuestro deseo que los diálogos y deliberaciones realizados aquí sienten las bases 
para futuras iniciativas que generen y evalúen en colaboración con todos los secto-
res de nuestra sociedad y las estructuras gubernamentales. 

Agradezco nuevamente su presencia y les deseo mucho éxito en los trabajos que hoy 
iniciamos. Les invito a sumarse plenamente en este ejercicio democrático y plural, 
y a aportar sus ideas y reflexiones con plena libertad y con un espíritu constructivo.

Siendo las 10:28 horas del 29 de julio de 2024, declaro formalmente inaugurados 
los Foros sobre la Reforma Constitucional en Materia de Justicia. 

Que este espacio sea propicio para el diálogo fructífero y la generación de propues-
tas que fortalezcan nuestro sistema judicial en beneficio de todas y todos los mexi-
canos y la consolidación de nuestro estado derecho, democrático y el equilibrio de 
poderes que necesita la salud de la república. 

Por mi raza hablará el espíritu. 



Hechos y Derechos
Número especial

Foros 
sobre la Reforma Constitucional 

en Materia de Justicia

1

El foro que hoy se inaugura tiene como finalidad poner sobre la mesa el debate aca-
démico de la reforma al sistema de justicia. Quisiera colocar algunas ideas para abo-
nar a la discusión, desde una perspectiva teórica. Por ello, en mi opinión, la pregunta 
que debe orientar la reflexión sobre cualquier reforma del Estado es: ¿cuál es el fin 
del Estado, es decir, de nuestra organización política? Ello debe incluir a todos los 
poderes del Estado y este foro se centrará en el sistema de justicia y, en concreto, en 
el Poder Judicial.

Desde la perspectiva del Estado democrático de derecho, del Estado constitucional, 
el fin del Estado es garantizar la vida, la dignidad y la libertad de las personas. El Es-
tado existe en función de las personas y comunidades, debiendo asegurar que cada 
una pueda vivir y desarrollarse de acuerdo con lo que libremente elija. 

El Estado debe garantizar el bienestar y las condiciones de igualdad que hagan posi-
ble que cada una y cada uno cuente con lo necesario no solo para vivir, sino para rea-
lizar su plan de vida. Para ello debe garantizar lo que hoy conocemos como derechos 
humanos que, como sostienen muchas personas especialistas, constituyen el elemento 
fundamental de lo que se considera como justo. 

Los derechos humanos entrañan hoy la concreción del concepto de justicia a la que 
debe responder el Estado. Pero permítanme una breve digresión histórica para com-
prender el momento en que vivimos hoy desde la perspectiva del debate sobre la 
justicia.

El Estado moderno, tal como lo concebimos actualmente, se desarrolla principalmen-
te en el siglo XVIII en el contexto de la Ilustración europea y como reacción al ab-
solutismo. Los autores contractualistas plantearon el modelo del contrato social para 
legitimar el poder en el que el hombre en Estado de naturaleza cedía al Estado la 
posibilidad de utilizar la fuerza para reivindicar sus derechos a cambio de seguridad. 
Surge así la idea del monopolio del uso de la fuerza, elemento central de los Estados 
en el mundo occidental. Así, el poder soberano era el único legitimado para hacer 
cumplir la ley, decidiendo a quién correspondía la razón en cualquier controversia. 

A lo largo de los siguientes siglos este modelo derivó en los Estados democráticos, en 
los que la soberanía se deposita en tres poderes que ejercen cada una de las funciones 

Reforma constitucional 
en materia de justicia

M ó n i c a  G o n z á l e z - C o n t r ó
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que conlleva el Estado de derecho: la creación, la aplicación de la ley y la resolu-
ción de conflictos.

Estas ideas fueron en buena medida el detonante para la reivindicación de la sobe-
ranía independiente de nuestro país, e inspiró a nuestra primera Constitución como 
nación independiente, la de 1824, cuyo bicentenario conmemoraremos el próximo 
4 de octubre. Como es lógico suponer, a lo largo del tiempo el modelo emanado de 
la Ilustración fue modificándose para responder a las necesidades de los tiempos. 

Es necesario destacar que la propuesta original del contrato social consideraba úni-
camente a los varones, adultos, propietarios, por lo que a lo largo del tiempo di-
versos grupos fueron reivindicando su inclusión en los derechos que reconocía el 
Estado: mujeres, minorías raciales, personas indígenas, etcétera. Con ello, la idea 
del contrato social se fue transformando.

Hoy en día el pacto social tiene como fundamento los derechos humanos. A par-
tir de la idea de la universalidad de los derechos, que implica el reconocimiento de 
que todas las personas somos iguales y, por tanto, tenemos los mismos derechos, el 
Estado y el poder político se legitima. Por ello hoy las Constituciones no admiten 
cualquier contenido, sino que deben reconocer los derechos humanos que nos ha-
cen iguales. Los poderes estatales también deben organizarse en torno a estos de-
rechos, promoviéndolos, protegiéndolos, respetándolos y garantizándolos, tal como 
establece nuestro artículo 1o. constitucional. 

Los derechos humanos no están supeditados a ninguna otra condición que no sea la 
de ser humana, ser humano. Lo anterior no resulta sencillo, pues es evidente que en 
toda sociedad existen fuertes asimetrías de poder —político, económico, social—
que tienen como efecto que algunas personas y grupos se encuentran en condición 
de desventaja y, por tanto, sean vulnerables a que sus derechos no sean reconocidos 
y satisfechos. 

Esta desventaja puede derivar de un criterio numérico, es decir, ser una minoría 
invisibilizada como lo fue y siguen siendo los pueblos originarios, la comunidad 
LGBTIQ+, las personas con discapacidad, entre otras. Pero también hay personas 
que tienen una vulnerabilidad jurídica, pues al no tener derechos de participación 
política no pueden ver reflejados sus intereses en los órganos que representan a 
quienes sí gozan de la ciudadanía, tal es el caso de las niñas y niños o de las perso-
nas migrantes.

Es por ello que la democracia no puede considerarse simplemente como un proceso 
de selección de personas representantes basado en las mayorías, sino que atiende 
hoy a una concepción más robusta, en la que los derechos humanos constituyen un 
elemento esencial, tal como lo señala la Carta Democrática Interamericana y nues-
tro propio texto constitucional.

En este contexto, cabe preguntarse por la función del Poder Judicial, siguiendo la lí-
nea del fin del Estado. El Poder Judicial, al igual que los demás poderes, tiene como 
fin último la garantía de los derechos humanos y la Constitución en los asuntos que 
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se le plantean y, dentro de esta importante función debe destacar el garantizar los 
intereses de las personas en condición de desventaja por razones de minoría numé-
rica o de vulnerabilidad jurídica. 

Son los derechos humanos, reconocidos en la Constitución y en los tratados inter-
nacionales de los que nuestro país es parte, el fin último de cada decisión judicial. 
Para ello, una condición indispensable es la independencia judicial. La persona 
juzgadora debe tomar decisiones con base exclusivamente en la ley, pero no en la 
aplicación ciega como se pretendió mucho tiempo, sino considerando las circuns-
tancias de exclusión histórica de personas y grupos como pieza clave para alcanzar 
la justicia.

Mucho habría que decir sobre los elementos indispensables para la independencia 
judicial y sobre la necesaria división de poderes, temas que estoy segura serán abor-
dados a lo largo de los siguientes días por las expertas y los expertos que participa-
rán en las mesas de discusión.

Una reflexión final: la Universidad Nacional es también una institución de Estado, 
y como tal comparte sus fines: el trabajar por una sociedad más justa, en la que se 
garantice la igualdad y en donde cada una de las personas y grupos vean garantiza-
dos sus derechos y libertades. A ello se orientan sus funciones sustantivas. Este foro 
constituye un aporte desde nuestro quehacer a partir del análisis académico de las 
iniciativas y la generación de propuestas desde lo que sabemos hacer y lo que cons-
tituye nuestra esencia, con un enfoque de pluralidad y libertad, tal como correspon-
de a la misión de nuestra Universidad.
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Buenos días tengan todas y todos ustedes. Es para mí un gran honor y un enorme 
gusto poder estar el día de hoy en esta ceremonia de inauguración de los Foros Reforma 
Constitucional en materia de Justicia, organizados por la Universidad Nacional Autónoma 
de México a través de sus entidades involucradas con el estudio y análisis del derecho: 
la Facultad de Derecho, el Instituto de Investigaciones Jurídicas, la FES Acatlán, la 
FES Aragón y la Oficina de la Abogacía General.

Saludo con mucho aprecio al Dr. Leonardo Lomelí Vanegas, Rector de la Universi-
dad Nacional Autónoma de México, a la Dra. Mónica González Contró, Directora 
del Instituto de Investigaciones Jurídicas, al Mtro. Hugo Concha Cantú, Abogado 
General de la UNAM y al Dr. Diego Valadés, Investigador Emérito del Instituto de 
Investigaciones Jurídicas. Saludo también a las profesoras y profesores, colegas parti-
cipantes en estos foros, a los funcionarios, y a las alumnas y alumnos que nos acom-
pañan el día de hoy en este auditorio. 

A lo largo del decurso de la historia, pocas preguntas se han formulado con tanta 
persistencia y con la peculiaridad de haberse atendido por diferentes pensadores, fi-
lósofos, literatos o juristas, como es el caso de la interrogante: ¿Qué es la justicia? La 
justicia no solo es un ideal o un concepto abstracto; puesto que es también una rea-
lidad que impacta en la vida de cada ciudadano, pasando desde el acceso efectivo, 
en condiciones de igualdad a los tribunales, hasta la protección de los derechos hu-
manos. Sin duda alguna, la justicia es un valor fundamental del derecho; es el pilar 
sobre el cual se edifica la certidumbre en nuestras instituciones, coadyuvando al bien 
común y el orden público.

Hablar sobre la justicia supone traer a la discusión un concepto que produce contro-
versia y reflexión. A pesar de lo complejo que resulta determinar su esencia, podemos 
delimitarla en una función muy importante que realiza el Estado, que es la imparti-
ción de justicia. 

La impartición de justicia está primordialmente a cargo del Poder Judicial y a pesar 
de frecuentes reformas legislativas a dicho poder a lo largo de la historia, el escenario 
actual nuestro país se enfrenta a desafíos significativos en materia de justicia, como 
la desconfianza en las instituciones, la impunidad y la falta de acceso. Simplemente, 
observemos que de acuerdo a datos de Latinobarómetro —en su penúltima edición— 

Palabras de bienvenida 
a los Foros sobre la Reforma 

Constitucional en Materia de Justicia
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la población desconfía bastante del Poder Judicial, con una aprobación del 24%, y 
sólo por encima del Congreso y los Partidos Políticos.

El Poder Judicial es uno de los tres poderes que conforman la tríada de la teoría de 
la división de poderes o de la división de funciones. Y desde una óptica estrictamen-
te normativa, el Poder Judicial tiene la función esencial de asegurar la estabilidad 
del sistema político. 

En las delimitaciones del Estado Constitucional, el Poder Judicial y esencialmente 
los tribunales constitucionales conforman una pieza invaluable para los engranajes 
del desarrollo óptimo de la vida humana, en virtud de que dentro de sus funciones 
se hallan la interpretación de la Constitución y la resolución de controversias jurí-
dicas particulares. En pocas palabras, el Poder Judicial es el guardián de la Consti-
tución, como en su momento ya lo debatieron juristas de la talla de Carl Schmitt y 
Hans Kelsen. 

Tomando en cuenta que el Poder Judicial responde al reclamo de justicia de las y 
los mexicanos, el pasado 5 de febrero, el Ejecutivo Federal presentó a la Cámara de 
Diputados un paquete de iniciativas y reformas constitucionales, entre las que des-
taca la iniciativa en materia de reformas al Poder Judicial. En principio el propósi-
to de la reforma consiste en modernizar en términos funcionales y estructurales al 
Poder Judicial, en miras de una actuación más eficiente y cercana a la ciudadanía. 
Al tratarse de un tema vital para el Estado mexicano se han organizado los Foros 
de Diálogos Nacionales para la Reforma del Poder Judicial, en los que se analizará, 
discutirá y debatirá la iniciativa. 

La Universidad Nacional Autónoma de México íntimamente ligada al futuro y pro-
greso del Estado mexicano, tiene un compromiso ineludible con la solución de las 
grandes problemáticas que enfrenta nuestro país. La UNAM está plenamente cons-
ciente de que su labor trasciende a las aulas y laboratorios; por ello, como institu-
ción de carácter social, asume con responsabilidad el análisis crítico de la realidad 
nacional. 

Bajo esta coyuntura, ha convocado a los Foros Universitarios sobre la Reforma 
Judicial, los cuales se llevarán a cabo los días 29, 30 y 31 de julio, y 1 de agosto, 
con el objetivo de examinar y discutir de manera libre y plural el contenido de la 
iniciativa. 

En estos foros universitarios, participarán destacados académicos y juristas de pri-
mer plano a nivel nacional. Es urgente reflexionar sobre la viabilidad de la reforma 
por varios motivos: su impacto en la independencia judicial; la eficacia y eficiencia 
en la administración de justicia; la transparencia y rendición de cuentas; la influen-
cia en la política y la sociedad, así como la evaluación de la justicia.

Resulta imprescindible mirar la experiencia comparada para evitar la fragilización 
de la Independencia Judicial, concepto que implica la ausencia de influjos externos 
de carácter político o económico, pues, cuando el Poder Judicial no goza de inde-
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pendencia y existe una subordinación a intereses ajenos o privados, se corre el ries-
go de que la justicia se trastoque en un instrumento de dominación y control. 

Finalmente, reiterar que en este espacio de diálogo y reflexión se hará una explo-
ración integral en los diversos aspectos e implicaciones de la reforma al Poder Judi-
cial. Quiero subrayar que, la independencia judicial no es un lujo, sino una conditio 
sine qua non para el buen funcionamiento de nuestra Democracia Constitucional. 
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Reflexiones sobre la 
reforma judicial en México1

D i e g o  V a l a d é s

A lo largo de décadas hemos acumulado muchas esperanzas fallidas. Una de ellas 
concierne a la justicia. En esta materia necesitamos una reforma razonada, seria, 
completa.

Debaten una propuesta de reforma constitucional, anunciada como decisión irrevo-
cable, la cual pretende promover la imparcialidad, garantizar la independencia, com-
batir la corrupción y mejorar la calidad en la impartición de justicia. Estos objetivos 
dependen de varias medidas, entre las que sobresalen tres:

•	 Seleccionar a los juzgadores por elección popular;
•	 reducir sus ingresos, y 
•	 someterlos a un órgano disciplinario que censure sus sentencias. 

Tales providencias no resolverán los problemas existentes y en cambio derogarán 
avances logrados a lo largo de décadas. 

No hay soluciones perfectas, pero sí las hay mejores o peores. El país necesita y mere-
ce escuchar todas las voces interesadas en opinar, de manera libre e incondicionada, 
y darse tiempo para reflexionar.

Para identificar remedios eficaces en el combate a la impunidad los juzgadores tienen 
que ser oídos con atención y respeto, no como un formalismo sin consecuencias. Los 
juzgadores saben dónde están los escollos y las trampas. 

La impunidad debe ser desterrada. A ella contribuyen múltiples factores. Uno de 
ellos resulta de normas que convierten a culpables en inocentes.2 Si los agentes del 
Estado violan los procedimientos debidos, por arbitrariedad, por error o por conni-
vencia con los delincuentes, obligan a los juzgadores a nulificar evidencias incrimina-
torias como armas, droga, dinero y otras pruebas. 

1   Este texto corresponde a las palabras que pronuncié en los Foros sobre la reforma constitucional en materia judicial 
convocados por la UNAM. Julio 29-agosto 1º de 2024.

2   Constitución, artículo 20 apartado A, fracción IX; Código Nacional de Procedimientos Penales, artículo 97. “Prin-
cipio general. Cualquier acto realizado con violación de derechos humanos será nulo y no podrá ser saneado, ni 
convalidado y su nulidad deberá ser declarada de oficio por el Órgano jurisdiccional al momento de advertirla o a 
petición de parte en cualquier momento.” En un Estado constitucional toda violación a los derechos humanos debe 
ser sancionada, pero en el caso de estas normas lo que además se hace es anular pruebas de posibles actos delictivos.

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/valades
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En muchos países con Estados constitucionales la impartición y administración de 
justicia es satisfactoria para sus sociedades. En ninguno de ellos aplican medidas 
semejantes a las que han propuesto en México. 

Nadie puede ofrecer evidencias de que la elección popular sea una garantía de ho-
norabilidad o de capacidad de los elegidos. La elección popular es un instrumento 
de la democracia, pero no es toda la democracia.

Una elección expone a los candidatos a presiones políticas. Este no es un escenario 
ideal para los juzgadores. Además, en México muchos aspirantes a cargos electi-
vos son víctimas de acciones delincuenciales, los cuales suelen quedar impunes. Es 
inexplicable que pretendan someter a los juzgadores a esos intereses y peligros. 

Comprometer la independencia de los poderes judiciales federal y locales dejaría 
sin defensa a los derechos fundamentales en el país. Sería una derogación parcial 
de las garantías constitucionales y contravendría acuerdos internacionales suscritos 
por el Estado mexicano, como la Declaración Universal de los Derechos Huma-
nos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y la Carta Democrática 
Interamericana.

Las elecciones judiciales también propiciarían estrategias similares a las esgrimidas 
con motivo de los comicios federales recientes. Nos acercamos a un desenlace insó-
lito: que con el 54% de los votos dispongan del 74% de la representación nacional, 
y que al 46% de los electores se le asigne apenas el 24% restante. El derecho a la 
igualdad aproxima a una crisis. Las minorías parlamentarias perderían sus dere-
chos pues no reunirían el 33% requerido para formular acciones de inconstitucio-
nalidad, haciendo ineficaz una parte del artículo 105 constitucional.

Durante la dictadura porfirista y la hegemonía de partido tuvieron un control com-
pleto de los procesos electorales; un pragmatismo mínimo llevó a preservar algunos 
espacios para la libertad personal y la seguridad jurídica a través del juicio de am-
paro. La elección de juzgadores abriría el camino para la concentración absoluta 
del poder. Si se produjera, sería inevitable un desenlace adverso para los derechos 
fundamentales.

Para anticipar lo que podría venir, veamos la experiencia de Bolivia. En diciembre 
pasado el Tribunal Constitucional de ese país, emitió una declaración prorrogando 
su ejercicio “hasta que se elijan y posesionen las nuevas autoridades”.3 Bastó el ar-
did parlamentario de no aprobar la lista de candidatos al Tribunal, para perpetuar 
a los juzgadores. Tiempo atrás, ese Tribunal había autorizado la reelección presi-
dencial, en contra de lo establecido por la letra expresa de la Constitución.

Un dato adicional: pese a la andanada política contra la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, un indicador internacional4 registra que en 2023 el 51% de los mexi-

3   Declaración Constitucional Plurinacional 0049/2023 del 11 de diciembre de 2023.
4   Barómetro de las Américas. www.vanderbilt.edu/lapop/ab2023/AB2023-Pulso-de-la-democracia-fi-

nal-20240219.pdf

http://www.vanderbilt.edu/lapop/ab2023/AB2023-Pulso-de-la-democracia-final-20240219.pdf
http://www.vanderbilt.edu/lapop/ab2023/AB2023-Pulso-de-la-democracia-final-20240219.pdf
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canos confiaba en ella, mientras que sólo el 22% de los bolivianos expresó su con-
fianza en su Tribunal Constitucional, en ese mismo año.

La iniciativa elude una auténtica reforma de la justicia y mantiene el atavismo de 
un Estado carente de política en materia de justicia.

Una política de justicia puede incluir al menos las siguientes acciones:

1)	 Medir la eficiencia de la función jurisdiccional;
2)	 Evitar que la justicia siga expuesta al caciquismo político y a las presiones de 

la delincuencia organizada;
3)	 Definir una proporción adecuada entre el número de juzgadores y el de justi-

ciables. En Costa Rica cuentan con veinticinco jueces por cada cien mil ha-
bitantes mientras que aquí sólo tenemos cinco;

4)	 Advertir que más de dos mil escuelas de derecho presentan un nivel académi-
co reprobable, por lo que defraudan las expectativas de una juventud deseosa 
de aprender. Sus egresados carecen de conocimientos para la abogacía;

5)	 Promover que el foro sea más homogéneo. Falta una colegiación obligatoria 
que permita certificar la capacidad profesional y la idoneidad ética de los 
litigantes;

6)	 Conocer cuánto duran los juicios en cada entidad, por cada especialidad; de-
terminar las causas de su lentitud e identificar los remedios; 

7)	 Evaluar el sistema de justicia acusatoria adoptado hace 16 años y el impacto 
en la impunidad por las diferencias entre los fueros federal y local;

8)	 Auspiciar nuevos derechos fundamentales, como la interdicción de la arbitra-
riedad, el derecho a la verdad y el derecho al lenguaje claro en los instrumen-
tos legales y en las actuaciones administrativas y jurisdiccionales.

En cuanto a una genuina democratización de la justicia, son posibles medidas como 
las siguientes:

1)	 Admitir el pluralismo en las propuestas para la designación de los juzgadores 
constitucionales, escuchando a la academia, al foro, a la judicatura y a los or-
ganismos públicos y privados concernidos con los derechos fundamentales;

2)	 Construir espacios para que los usuarios de los servicios públicos y los desti-
natarios de algunas funciones públicas, como la de justicia, puedan observar 
su funcionamiento e interactuar con los funcionarios; 

3)	 Estandarizar prácticas dialógicas jurisdiccionales mediante audiencias siste-
máticas a las personas interesadas en opinar sobre cuestiones litigiosas (amicus 
curiae);

4)	 Introducir procedimientos aleatorios para la adscripción de los juzgadores;
5)	 Impulsar los juicios abreviados y fortalecer los medios alternativos de solución 

de conflictos; 
6)	 Fomentar la cultura jurídica a través de medios formales e informales de edu-

cación y difusión; 
7)	 Realizar estudios de impacto normativo y jurisdiccional para conocer la efica-

cia de las leyes, los reglamentos y las sentencias;
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8)	 Diseñar instrumentos dinámicos de acceso a la justicia. Las comisiones de de-
rechos humanos podrían ser el punto de partida para una nueva modalidad 
institucional.

Señoras, señores, colegas:

El Estado constitucional representa el triunfo de la razón.

El derecho es el deber ser; la política es el hacer. 

En un Estado constitucional el derecho y la política se complementan; cuando de-
recho y política se enfrentan, prevalece el derecho.

La fractura de los equilibrios institucionales genera entropía.

La justicia, como función del Estado, consiste en dirimir los conflictos con lealtad 
a la ley, actuando en forma independiente, objetiva, imparcial, diligente, transpa-
rente y honesta.

La independencia de los juzgadores es un derecho de los justiciables.

Los juzgadores deben actuar sin sesgos ideológicos. 

La justicia no se imparte poniendo al pueblo contra el pueblo.

En el Estado constitucional el poder político respeta a los juzgadores. 

Los tribunales no deben convertirse en asambleas políticas.

En los Estados constitucionales no existe la justicia por aclamación, por encargo 
mayoritario o por comisión política. 

La democracia es un orden colectivo libre y responsable, no un pretexto para can-
celar la independencia de los juzgadores, conculcar las libertades de los justiciables 
o abolir la seguridad jurídica.

Quien derruye las instituciones para los demás, las derruye para sí mismo.

Goya acertó al afirmar: “el sueño de la razón produce monstruos”.



Hechos y Derechos
Número especial

Foros 
sobre la Reforma Constitucional 

en Materia de Justicia

1

Existen distintas maneras para entender por qué se dará la reforma judicial que se 
avecina y también distintas discusiones para optimizar la iniciativa de reforma consti-
tucional de 5 de febrero del 2024 en la materia formulada por el presidente de la Re-
pública. En este breve ensayo trataremos de contextualizar, explicar y justificar el por 
qué de la reforma y por qué se plantea para posteriormente reflexionar sobre cómo 
podemos posibilitar su mejora.

Desde una perspectiva teórica la propuesta de reforma deriva de la crisis del modelo 
neopositivista hoy vigente en México y en muchos países de occidente. Este modelo, 
como se sabe, confiere un gran poder a los jueces para interpretar la Constitución y 
los Tratados, así como para definir el alcance y profundidad de los derechos huma-
nos y de los principios constitucionales. Ese inmenso poder distorsiona el principio 
de división de poderes y coloca al poder judicial y/o a los tribunales constitucionales 
en una posición de poder y jerarquía por encima del legislativo y el ejecutivo, sin que 
los poderes judiciales tengan una legitimidad democrática de origen.

En el modelo, los poderes legislativos y ejecutivos que, derivan de la soberanía popu-
lar observan cómo el respaldo mayoritario que obtienen en las urnas sucumbe ante 
las decisiones del poder judicial, las que carece de cualquier respaldo ciudadano, con 
el argumento de que esas determinaciones se fundan en razones técnicas y neutra-
les fundadas en la Constitución y en los Tratados. Se asume que el Derecho es una 
suerte de conocimiento neutral, técnico y científico, sin que se adviertan también 
los elementos contextuales, políticos, e ideológicos que lo nutren y le dan sentido. El 
Derecho se convierte en una variable tecnocrática alejada de los ciudadanos, de sus 
intereses y necesidades: lo jurídico pertenece a los juristas y jueces, pero no a la so-
ciedad y sus mayorías.

Existe en el modelo neopositivista, también llamado por algunos neoconstitucionalis-
ta, una limitación muy fuerte del poder de las mayorías a favor de élites y oligarquías. 
Se intenta justificar diciendo que los jueces defienden los derechos de las minorías 
respecto de las mayorías, pero muchas veces esas minorías no suelen ser los más dé-
biles o excluidos del sistema, sino los que viven en el privilegio, dando lugar a la pa-
radoja, en naciones como la nuestra de grandes desigualdades y pobreza que, los más 
débiles son las mayorías, y éstas no son protegidas por el poder judicial —tal como lo 
ilustra según la estadística el mínimo compromiso de nuestra Suprema Corte de Jus-

La reforma judicial 
que viene

J a i m e  C á r d e n a s  G r a c i a

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/jcardenas
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ticia de la Nación con los derechos sociales y la igualdad, y no así con los derechos 
de los que intentan eludir el pago de contribuciones fiscales o de los que buscan ga-
rantías reforzadas en defensa del derecho de propiedad—.

Además, en el modelo neopositivista se alienta la interpretación de la convenciona-
lidad (Tratados) por encima de la Constitución, la que es apuntalada por instancias 
supranacionales como la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la que ca-
rece en mayor medida que nuestro máximo Tribunal de legitimidad democrática 
de origen porque esos jueces no son electos por los pueblos de las naciones que la 
integran. No hay que olvidar que esas instancias supranacionales son instrumento 
de control geopolítico del gobierno de los Estados Unidos sobre los países de Amé-
rica Latina como lo prueba, por ejemplo, la actuación sesgada del actual Secreta-
rio General de la OEA en relación con conflictos políticos y constitucionales como 
el acaecido en Bolivia en 2019. Los mexicanos, como otros latinoamericanos, no 
tienen incidencia alguna, ni en la creación de ese Derecho supranacional, ni en las 
designaciones de comisionados o jueces de las instituciones interamericanas, ni en 
la interpretación y aplicación de ese Derecho. Se pretende por el sector más elitis-
ta del neopositivismo que las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos estén por encima de la Constitución mexicana como lo ha hecho el Po-
der Judicial mexicano en el caso de la prisión preventiva oficiosa, en donde sin que 
se haya derogado el párrafo segundo del artículo 19 de la Constitución conforme 
a los procedimientos constitucionales contemplados en el artículo 135 constitucio-
nal, se quiere, por una porción de los juzgadores, que la prisión preventiva oficiosa 
desparezca. Es decir, los jueces federales mexicanos o parte de ellos, eliminan artí-
culos de la Constitución sin estar facultados para ello y en contra de nuestra norma 
fundamental.

Adicionalmente, en la iniciativa de reforma judicial, se crítica implícitamente a las 
instancias contramayoritarias —aquellas que existen en las Constituciones para li-
mitar el poder de las mayorías—. La pregunta es: ¿En una democracia avanzada 
está justificado que existan instituciones contramayoritarias para menoscabar y en-
frentar el poder de las mayorías? Como se sabe, las instituciones contramayorita-
rias, tales como el Senado, la Corte, y otras, fueron diseñadas para proteger a las 
minorías oligárquicas de las mayorías. Estas instituciones fueron propuestas en el 
constitucionalismo norteamericano en la época en la que los federalistas —Madi-
son, Hamilton y Jay— discutían cómo se debía organizar el poder público en los 
Estados Unidos. Algunos de esos federalistas tenían pánico a las mayorías y deci-
dieron que deberían existir instituciones en las Constituciones para reducir el poder 
del pueblo. En nuestro país ese debate se dio en torno a la existencia del Senado en 
la Constitución de 1857 y, como sabemos, los constituyentes liberales que aproba-
ron ese texto no contemplaron a la cámara alta —institución contramayoritaria— y 
exclusivamente autorizaron la vigencia de la Cámara de Diputados.

Desde mi punto de vista, las instancias contramayoritarias podrían estar justifi-
cadas, si y sólo sí, sirven para garantizar derechos de las minorías cuando éstas 
no equivalen a los beneficiados u oligarcas del sistema. Cuando las instituciones 
contramayoritarias se diseñan y aprueban para proteger preponderantemente los 
derechos de la élite, considero que no tienen justificación, y, por ello, el constitu-
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cionalismo democrático debe diseñarlas de forma que tutelen los derechos de los 
más débiles y, fortalezcan al mismo tiempo el poder de las mayorías, para que éstas 
realicen las transformaciones al “status quo” que posibiliten sociedades más justas 
y libres.

Pero donde la propuesta de reforma judicial funda sus principales argumentos de 
transformación es en los vicios en México del poder judicial. Entre otros, éstos son: 
el nepotismo, una carrera judicial espuria, el gremialismo, privilegios y retribucio-
nes, propensión a resolver “contra legem”, actuar como oposición política —terce-
ra Cámara Legislativa—, y, resolver a favor de los intereses de la élite.

El poder judicial es de los tres, el que presenta los mayores problemas de nepotismo 
como lo ilustró hace algunos años el estudio de Felipe Borrego quien fuera conseje-
ro de la judicatura federal; según ese análisis, existían circuitos judiciales como el de 
Jalisco, en donde en casi el 80% de sus integrantes había relaciones de parentesco.
En el poder judicial sus miembros suelen presumir de la carrera judicial —se trata 
principalmente de concursos para ingresar o ascender en los cargos—. La mayoría 
de esos concursos son cerrados y en ellos no suelen participar abogadas o abogados 
externos al poder judicial, lo que refuerza la endogamia y el gremialismo. Como 
son concursos cerrados, realizados por las propias instancias judiciales, se propicia 
que los resultados beneficien a las personas que determina y quiere la jerarquía ju-
dicial. Además, han existido no pocos escándalos en donde servidores públicos del 
propio poder judicial han robado los exámenes o éstos se han filtrado previamente 
para beneficiar a ciertos concursantes. En ese sentido, la carrera judicial es espuria 
o cuando mucho constituye una ensoñación.

El gremialismo es otra nota presente en el poder judicial que defiende privilegios y 
beneficios por encima del orden constitucional y de la sociedad. El gremio es lo pri-
mero frente a los derechos de los ciudadanos y de trabajadores de otras institucio-
nes y poderes, y no importa, así lo estiman, que existan diferencias de derechos para 
beneficiarlos, pues ellos, así se consideran, son un estamento especial integrante de 
la alta élite burocrática nacional.

Los integrantes el poder judicial se han resistido a cumplir con el artículo 127 frac-
ción II de la Constitución, mismo que establece que ningún servidor público debe 
percibir retribuciones superiores a las del presidente de la República. Mediante in-
terpretaciones jurídicas carentes de justificación y de razonabilidad para vulnerar 
esa norma, se han colocado, una y otra vez en este rubro por encima de la Cons-
titución: los garantes de la Constitución son los primeros en trastocarla mediante 
la privatización del presupuesto público para defender sus intereses patrimoniales.
Como nunca antes en la historia de México, durante este sexenio, el poder judicial 
federal mexicano se ha destacado por resolver muchas veces en contra de la ley 
— deciden “contra legem”—. Por ejemplo, han concedido suspensiones en accio-
nes de inconstitucionalidad y controversias constitucionales para impedir la apli-
cación de las leyes —ley de la industria eléctrica— cuando la ley respectiva de 
carácter reglamentario les prohíbe expresamente suspenderla en esos casos. O en 
juicios de amparo, un solo juez ha concedido suspensiones con efectos generales 
respecto a una ley sin tener competencia para ello y haciéndolo de manera anóma-
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la y desusada. Durante los años del actual gobierno, el poder judicial ha actuado 
en distintas ocasiones, sin que haya muchas veces fundamentos constitucionales y 
democráticos, como una tercera cámara legislativa, “vetando” las leyes que habían 
sido previamente respaldadas por las mayorías sociales y políticas, y que constitu-
yen la columna vertebral de las políticas públicas del actual gobierno en materia de 
seguridad, infraestructuras, soberanía energética, entre otras.

En su actuar histórico, el poder judicial, a pesar de las enormes diferencias sociales 
y económicas presentes en nuestra población, no ha sido un poder especialmente 
garante de los derechos sociales: la educación, la salud, la alimentación, la vivien-
da, el agua, entre otros derechos, no ocupan muchas de sus decisiones, son muy po-
bres y mínimas. Por el contrario, es un poder concentrado en resolver sobre temas 
tributarios y de propiedad para beneficiar a los sectores más pudientes de nuestra 
sociedad.

Además, no podemos perder de vista que el diseño de las instituciones, entre ellas, 
el poder judicial, tiene que ver con el modelo de dominación política dominante. 
Pensemos, por ejemplo, de la Constitución de 1917 al presente. El primer modelo 
judicial aprobado por el constituyente de Querétaro, de 1917 a 1928, otorgó a las 
legislaturas de las entidades federativas un gran protagonismo en la designación de 
ministros. Los Congresos locales proponían al Congreso de la Unión los nombra-
mientos. En esos años el presidencialismo no se había consolidado, no había aún 
un partido hegemónico, y existían gran número de caciques locales y partidos que 
rivalizaban entre sí. El modelo judicial de aquellos años tuvo que ver con esa com-
posición política de la nación.

El segundo modelo, de 1928 a 1994, coincide con el presidencialismo hegemóni-
co, el partido casi único, y el control pleno del presidente sobre el Congreso, inclu-
yendo a la Cámara alta. El presidente proponía al Senado a una persona para ser 
ministro y esta instancia legislativa invariablemente lo designaba por mayoría cali-
ficada. El resto de la estructura judicial dependía de la voluntad del presidente en 
turno y de los ministros de la Corte promovidos por los presidentes. Los ministros 
se repartían por cuotas la integración de tribunales y juzgados.

El modelo actual, de 1994 a la fecha, obedece a los acuerdos del PRI y el PAN, 
cuando el PRI ya no pudo por sí mismo imponer su voluntad. Esos partidos dise-
ñaron el modelo que ahora tenemos. Los ministros son designados a propuesta me-
diante terna del presidente de la República y según la voluntad de los dos partidos 
mayoritarios. Ese modelo estableció algunas bases de racionalización de toda la es-
tructura del poder judicial, pero lo hizo comparsa de los intereses del “status quo”, 
de ahí derivan cuestiones como las altas retribuciones, la supuesta carrera judicial, 
y el modo de vida que muchos de ellos reclaman. Se trata de un poder judicial com-
patible con el modelo de dominación de la globalización neoliberal, sin un compro-
miso fuerte con la igualdad y los derechos sociales, al grado de colocar sus intereses 
gremiales por encima de cualquier consideración que pretenda transformar el “sta-
tus quo” como ha quedado de manifiesto en las discusiones políticas y académicas 
que hemos tenido en estas semanas.
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La elección de 2018, el fin del poderío del PRI-PAN, el cuestionamiento al modelo 
neoliberal, la cuarta transformación pensada más allá del esquema político de la 
transición a la democracia ha cambiado las cosas. El modelo que propone el presi-
dente de la República reclama un poder judicial cercano a la sociedad, principal-
mente a las mayorías, a los más pobres, por eso exige que sea el pueblo el que elija 
a las y los ministros, magistrados y jueces.

Los fundamentos constitucionales son evidentes. El artículo 39 constitucional se-
ñala que la soberanía reside en el pueblo y que éste tiene el derecho inalienable de 
elegir a sus autoridades, de cambiar su forma de gobierno, y de exigir a las auto-
ridades que actúen en su beneficio. El artículo 40 establece el régimen republica-
no que significa que todas las autoridades -al menos las fundamentales- deben ser 
electas, estar vinculadas a la sociedad porque ésta decide su ingreso, permanencia 
y salida en los cargos, y que las prendas de los servidores públicos, principalmente 
de los más altos de los tres poderes, no depende exclusivamente del mérito o de la 
virtud —no se está en contra de ello pero es secundario—, sino principalmente de 
su compromiso y vínculo con la comunidad.

La propuesta de reforma judicial como lo hemos dicho en otras ocasiones combate 
el elitismo judicial. Desde el siglo XIX la Corte mexicana ha sido elitista. Sus mi-
nistros no son abogados del gremio en general, representan y han representado a 
las élites políticas y económicas del país, y suelen resolver desde las concepciones 
de los grupos dominantes. En nuestra época, el elitismo es mayor, sobre todo des-
pués de las reformas constitucionales de 1994 y 2011, en donde el poder judicial 
federal asumió nuevas competencias de control de constitucionalidad y de conven-
cionalidad, potenciando su papel en el orden constitucional, así como su poder en 
las esferas sociales, políticas y económicas de la nación por ser el máximo tribunal 
y la última instancia para decidir y definir qué es el Derecho, qué extensión y pro-
fundidad tienen los derechos humanos o la democracia. Los filtros procedimenta-
les que establece la Constitución y la ley hacen que el universo de los que podrían 
ser designados ministros se reduzca. Se requiere que el presidente tenga algún tipo 
de conocimiento directo o al menos indirecto de los que propondrá en cada terna, 
y una vez que la terna llega al Senado, la determinación de quién será ministro o 
ministra depende del mayor o menor nivel de vínculos personales, profesionales y 
políticos que tienen los candidatos con los legisladores de los dos grupos parlamen-
tarios mayoritarios. A la Suprema Corte es difícil, como si lo era en el pasado, que 
abogados de las entidades federativas sean propuestos y nombrados. Casi todos los 
designados hoy en día son abogadas y abogados residentes en la Ciudad de México 
con vínculos políticos importantes, y parte de las élites intelectuales del país. En las 
últimas décadas no hay ministros que provengan del mundo sindical, de organiza-
ciones campesinas o indígenas, ni de las minorías oprimidas o excluidas de nuestra 
nación. En México no se puede ser ministro de la Suprema Corte si no se tiene cer-
canía con el poder político, intelectual o económico.

El elitismo del poder judicial y de los ministros de la Corte también se manifiesta 
porque entre sus integrantes no suele habitar ni predominar el pluralismo jurídico, 
político o ideológico; los jueces reproducen las concepciones jurídicas o políticas 
de las clases dominantes.  Actúan como poder contramayoritario porque es com-
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petente la Corte para anular o desaplicar normas jurídicas que han sido aprobadas 
por las mayorías o por los representantes de éstas, y al hacerlo suelen defender in-
tereses de los privilegiados, y no necesariamente de los más débiles o excluidos. El 
estatuto de sus integrantes con las prestaciones privilegiadas de las que gozan en 
relación con otros servidores públicos los conduce también al elitismo. El método 
de designación y de la carrera judicial no les permite generar vínculos efectivos ni 
permanentes con la ciudadanía ni promueve la rendición de cuentas a la sociedad. 
Los jueces resuelven de espaldas a la sociedad y, por lo mismo, no sienten que estén 
en el cargo para garantizar las necesidades, los intereses y los derechos de los ciu-
dadanos, sino los intereses y privilegios de los dirigentes y beneficiarios del “statu 
quo” que maximizan sus ganancias en el modelo neoliberal. Nos parece obvio que 
ese poder requiere democratizarse, empezando por la Corte, pues la soberanía re-
side esencial y originalmente en el pueblo, y los poderes públicos —todos— deben 
ser delegados del pueblo. No puede, a mi juicio concebirse democráticamente que, 
un poder público no dimane de la voluntad popular.

En cuanto a la iniciativa de reforma del presidente, ésta es susceptible de mejora en 
distintos aspectos, entre ellos y sin ser exhaustivo, los siguientes: 1) En el origen de 
las propuestas que hará cada poder; 2) En las competencias del Tribunal Federal de 
Disciplina Judicial; y, 3) En el modelo electoral para simplificar y reducir el costo 
de las votaciones.

Respecto al origen de las propuestas que cada poder público hará para ocupar los 
distintos cargos judiciales, es conveniente que todas y todos los interesados se regis-
tren ante cada poder para que no se trate de propuestas discrecionales, y que me-
diante un concurso de méritos se escoja a los mejores, en donde podría intervenir 
un comité de selección o una universidad pública para esos propósitos. Los mejores 
de ellos serían los propuestos a la elección ciudadana. En estos procedimientos se 
debe garantizar la paridad de género, los derechos de las minorías, y la composi-
ción federal del Estado mexicano. Es posible que en la primera elección sólo parti-
cipen mujeres.

Las competencias del Tribunal Federal de Disciplina Judicial deben quedar clara-
mente establecidas. Por ejemplo, durante los procedimientos de elección podría 
tener facultades para inhabilitar a los participantes que violen las reglas por reci-
bir financiamiento prohibido. Entre sus atribuciones, podrían estar las de asegura-
miento de bienes y el congelamiento de cuentas bancarias o financieras. Las faltas 
administrativas y responsabilidades judiciales deben estar debidamente tipificadas 
para respetar los principios de legalidad y de reserva de ley.

El modelo electoral debe prever que el día de las elecciones sea el de las eleccio-
nes generales para abaratar costos y propiciar una mayor participación ciudadana. 
Para simplificar las votaciones se pueden combinar los sistemas mayoritarios y de 
representación proporcional. Mediante el principio de mayoría se elegiría a los mi-
nistros y, los magistrados y jueces se podrían elegir mediante un sistema de listas, 
en donde ningún poder supere el 40% de la representación. La ley electoral debe 
establecer los circuitos y distritos electorales, tanto federales como locales, en donde 
se busque la coincidencia entre esos ámbitos.
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Finalmente, entiendo que la reforma propuesta por el presidente López Obrador, 
es un primer paso para la transformación del poder judicial mexicano. Un poder 
que ha adquirido facultades por encima de los otros poderes, y que con ellos no se 
ha colocado al lado de las mayorías de la sociedad, sino muchas veces en su contra 
para proteger en cambio, so pretexto de la garantía de los derechos de las minorías, 
los intereses de los poderes fácticos.
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Como antecedente para el análisis de la integración de la Suprema Corte de Justicia, 
presentaré una somera exposición de las soluciones que adoptaron los constituyen-
tes durante los siglos XIX y XX. Cabe advertir que me centraré en tres importantes 
momentos constitucionales —1824, 1857 y 1917— y que consideraré los siguientes 
puntos: funcionamiento de la Suprema Corte de Justicia (en pleno o en salas), núme-
ro de ministros que la integraban, requisitos que deberían reunir, duración del cargo 
y vía de designación. Señalaré los aspectos que más debatieron o más preocuparon a 
los diputados de cada uno de los constituyentes y, en la medida de lo posible, contex-
tualizaré sus resoluciones en el marco político y cultural del momento. 

Primer momento constitucional, 1824

El congreso constituyente de 1824 concibió una Suprema Corte integrada por once 
ministros, divididos en tres salas (art. 124). 

Los requisitos que debían cumplir para fungir como ministros fueron ampliamen-
te debatidos. Se consideró una edad mínima de entre 30 y 40 años, para finalmen-
te establecerse que debían ser mayores de 35. Además, si en un primer proyecto se 
propuso admitir a personas nacidas en la federación o que hubieren residido ininte-
rrumpidamente en ella por más de diez años, en su redacción final, el artículo sólo 
contempló a los primeros (art. 125).

Más polémica fue la cuestión de la formación. Hay que recordar que en Antiguo Ré-
gimen y en un contexto de pluralismo normativo, el juez no solamente sentenciaba 
con base en ley, sino que podía recurrir a un amplio cúmulo de derechos, escritos o no 
escritos, por lo cual debía tener una amplia formación en diversas materias. Al obte-
ner su Independencia y al igual que otras naciones que adoptaron el modelo liberal, 
en México quedó atrás el orden jurídico plural y se optó por la existencia de un dere-
cho único, la legislación, a la cual debían someterse los funcionarios y los ciudadanos, 
entre ellos los jueces. El modelo exigía conocimiento de la legislación o formación en 
el derecho, pero dicho modelo acababa de adoptarse y no se implementó de forma 
inmediata sino tras un proceso de transición, además, en las primeras décadas del si-
glo XIX, el naciente país contaba con un escaso número de abogados titulados. La 
formación en derecho, por ello, solamente se exigía a los jueces de mayor jerarquía, 
lo cual aplica en este caso: los ministros debían estar instruidos en la ciencia del dere-

La integración de la 
Suprema Corte de Justicia: 

un examen histórico

E l i s a  S p e c k m a n  G u e r r a

https://historicas.unam.mx/investigadores/elisa-speckman-guerra
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cho a juicio de los electores (art. 125). Una decisión, por lo expuesto anteriormente, 
muy debatida en el constituyente. Algunos, como Rejón, defendieron la posibilidad 
de que fueran legos, pudiendo ser “aptos, sin estar viciados en los embrollos de los 
que habían confundido la verdadera ciencia del Derecho en perjuicio de los pue-
blos”, mientras que Cañedo aseveró que bastaba “saber discurrir” para cotejar las 
leyes con los hechos.1 Sin embargo, diputados, como Bustamante, Guerra y Espino-
sa defendieron la necesaria formación en el Derecho.

Otro asunto que se discutió fue la duración del cargo. Para entender las opciones 
que se consideraron en 1824 resulta interesante, de nuevo, remontarse a la situa-
ción imperante en la etapa novohispana. En Antiguo Régimen los cargos judiciales 
eran patrimoniales, perpetuos. La tradición explica que los constituyentes hayan 
adoptado la inamovilidad (art. 126). Sin embargo, como sugiere David Pantoja, lo 
hicieron con una lógica diferente, propia de la modernidad y el esquema político 
liberal: la independencia de los jueces.2 Los diputados Rejón, Cañedo y Becerra 
esgrimieron otros dos argumentos. Sostuvieron que la inamovilidad era necesaria 
para que, con el tiempo, los jueces adquirieran el conocimiento necesario (lo cual 
se relaciona con el punto de la formación). En segundo lugar, en un argumento que 
se seguiría esgrimiendo a lo largo del tiempo, la inamovilidad se presentó como vía 
para asegurar la honradez, pues se dijo, los ministros no tendrían que corromperse 
para generar una suma que les permitiría sostenerse al dejar el cargo.3 

Cabe añadir que el principio de inamovilidad se mantuvo en los documentos cons-
titucionales promulgados en las siguientes décadas, no obstante, según Pablo Mi-
jangos, entre 1824 y 1853 el promedio de permanencia de los integrantes de la 
Suprema Corte de Justicia en el cargo fue de 8 años (hay que considerar que, en pro-
medio, se incorporaban siendo mayores de 50 años, edad avanzada en esa época).4

Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1824
Composición Requisitos para ocupar el cargo Vía de 

designación
Duración del 

cargo
11 ministros 
en tres salas 
(art. 124)

Más de 35 años.
Ser ciudadano natural de la Repúbli-
ca o nacido en cualquier parte de la 
América que antes de 1810 dependía 
de la España con tal que tenga la ve-
cindad de cinco años en el territorio 
de la República. 
Instrucción en la ciencia del derecho, 
a juicio de los electores.
(Art. 125)

Legislaturas de 
los estados a 
mayoría absolu-
ta de votos (art. 
127).

Inamovibles.
Sólo podían ser 
removidos con 
arreglo a las 
leyes.
(Art. 126)

1   Tomado de David Pantoja Morán, La Corte Suprema de Justicia de 1824. Notas para una perspectiva de continuidades y rup-
turas en la cultura jurídica, México, Facultad de Ciencias Políticas y Sociales, 2013, p. 61

2   David Pantoja, La Corte Suprema de Justicia de 1824, p. 60.
3   Tomado de David Pantoja, La Corte Suprema de Justicia de 1824, p. 60.
4   Pablo Mijangos, La Suprema Corte de Justicia de México, México, El Colegio de México, 2019 (Colección Historias 

Mínimas), p. 37.
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Por último, es preciso mencionar lo relativo a la designación. En 1824, a diferencia 
de lo que sucedería más tarde, prácticamente hubo consenso entre los diputados. 
Mier intervino a favor de la designación por la Cámara de Diputados a propuesta 
del Ejecutivo. No obstante, Rejón y Becerra adujeron que el Poder Judicial, igual a 
los otros dos, el Ejecutivo y el Legislativo, debía ser diferente y no podía ser desig-
nado por ninguno de ellos.5 De acuerdo con sus argumentos privó la solución ori-
ginal, a saber, elección por parte de las legislaturas estatales a mayoría absoluta de 
votos (art. 127).

Segundo momento constitucional, 1857

Sin haberlo debatido, el constituyente estableció que la Suprema Corte estaría con-
formada por 11 ministros propietarios y 4 supernumerarios (art. 91). Antes de con-
cluir el Porfiriato, en 1900, hubo una reforma: se estableció que el supremo tribunal 
se conformaría por 15 ministros y podía funcionar en pleno o en salas.6

En cambio, varios diputados intervinieron para definir el perfil deseable para los 
ministros. Todavía no culminaba la etapa de transición, es decir, el modelo liberal 
de justicia no se había adoptado plenamente. La determinación sobre la exigencia 
de formación volvió a emerger. Algunos consideraron que los ministros no debían 
ser profesionales en el Derecho, entre ellos Arriaga, quien se preguntó por qué si 
para ocupar cargos en el Poder Ejecutivo o formar parte del Legislativo y, por tan-
to, “tratar de los asuntos políticos de más gravedad, aquellos que afectan a la na-
ción entera”, no se solicitaban tantos requisitos, si se exigían para “fallar en asuntos 
de mucha menor entidad, pues sólo afectan intereses particulares”, concluyó que 
en el caso de los ministros, al igual que para los otros funcionarios por elección, 
lo esencial era la aptitud y honradez.7 En el mismo sentido, Zarco sostuvo que la 
Suprema Corte había estado muy lejos de “corresponder a las esperanzas que aún 
se tienen en la sabiduría oficial” y que la garantía de su actuación estribaba en su 
virtud y probidad, no en su erudición”.8 En cambio, Reyes aseveró para los acusa-
dos era una garantía la participación de jurisconsultos con conocimiento sobre las 
fórmulas legales y los elementos de protección del inocente.9 Se impuso la segunda 
tendencia, y el artículo 93 dispuso que para ser ministro se requería ser mayor de 
35 años, mexicano por nacimiento en ejercicio de sus derechos, y tener instrucción 
en la ciencia del derecho. 

Por otra parte, se terminó con la inamovilidad. Como ejemplo de la defensa de la 
alternancia en el cargo, la argumentación de Zarco: “Los buenos serán reelectos, 
los malos no se perpetuarán en la magistratura, y habrá así un estímulo a la probi-

5   Tomado de David Pantoja, La Corte Suprema de Justicia de 1824, p. 61.
6   Reforma de los artículos 91 y 96, 22 de mayo de 1900. Ver también Imer B. Flores, “La constitución de 1857 y 

sus reformas: a 150 años de su promulgación”, en El proceso constituyente mexicano. A 150 años de la Constitución de 1857 
y 90 de la constitución de 1817, Diego Valadés y Miguel Carbonell (coordinadores), México, Instituto de Investigacio-
nes Jurídicas, UNAM, 2007, pp. 285-324, p. 309

7   Sesión del 23 de octubre de 1856, en Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente 1856-1857, 
México, El Colegio de México, 1956, pp. 975 y 976.  

8   Sesión del 23 de octubre de 1856, en Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente 1856-1857, 
pp. 976-977

9   Sesión del 23 de octubre de 1856, en Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente 1856-1857, 
p. 975.
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dad, sabiendo que todos están vigilados por la opinión pública y sujetos a su fallo”.10 
Se determinó que el cargo duraría seis años y era irrenunciable (arts. 92 y 95).

Por último, se decidió que los ministros serían electos en elecciones indirectas, es 
decir, los votantes elegirían a sus electores. Se desechó el camino de la elección di-
recta o la designación, para rechazar esto último, sostuvo Portillo que si “el poder 
público” los eligiera influiría de manera directa en los jueces que nombraba.11

Para entonces, la vía de elección indirecta gozaba de simpatía. En 1882 se decidió 
adoptar la misma vía de designación para magistrados y jueces de la capital del 
país, antes designados por el Presidente de la República, determinándose: las auto-
ridades judiciales del Distrito Federal serán electas popularmente.12 

Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos, 1857
Composi-

ción
Requisitos para ocupar el 

cargo
Vía de designación Duración del cargo

11 mi-
n i s t r o s 
propietarios 
4 supernu-
m e r a r i o s 
(Art. 91)

Más de 35 años.
Ser ciudadano mexicano 
por nacimiento, en ejerci-
cio de sus derechos. 
Instrucción en la ciencia 
del derecho, a juicio de los 
electores.
(Art. 93)

Elección indirec-
ta en primer grado.  
(Art. 92) 

6 años (art. 92). 
Sólo renunciable por 
causa grave, calificada 
por el Congreso y, en 
sus recesos, por la dipu-
tación permanente (art. 
95).

Años después se cuestionaría tanto la duración del cargo como la votación indirec-
ta, no tanto para ministros como para los demás juzgadores. Vale la pena mostrar 
los argumentos esgrimidos y, a través de ellos, adentrarse en las ideas de la época. 
En 1892 la Unión Liberal presentó un programa de reformas. No se trataba de un 
grupo opositor ni extraño al régimen, de la unión formaban parte intelectuales por-
firianos tan destacados como Francisco Bulnes, Joaquín Casasús, José Ives Liman-
tour, los hermanos Macedo o Justo Sierra. La iniciativa estuvo apoyada por otros 
notables juristas o abogados, como Francisco Serralde. Como ejemplo de los argu-
mentos esgrimidos en ese momento puede tomarse lo dicho por Serralde, quien sos-
tuvo que el juzgador debía ser inamovible pues el miedo a ser destituido “le mueve 
a obsequiar los deseos de quien tiene el poder de reelegirlo, las indicaciones de los 
poderosos para contar con su apoyo a aceptar el cohecho y el soborno para for-
marse un fondo con el cual pueda subvenir a sus necesidades al dejar el puesto que 
transitoriamente desempeña”. Por el contrario, “con la seguridad de un porvenir 
seguro, los jueces serían cautos en sus resoluciones y “sólo se cuidarán de ser justos, 
para ser dignos; de ser imparciales, para ser estimados; de ser honrados, para ser 

10   Sesión del 23 de octubre de 1856, en Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente 1856-1857, 
p. 978.

11   Sesión del 24 de octubre de 1856, en Francisco Zarco, Historia del Congreso Extraordinario Constituyente 1856-1857, 
p. 979. 

12   Decreto del Congreso que establece la elección popular para el nombramiento de las autoridades judiciales del 
Distrito Federal, 20 de noviembre de 1882.
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creídos; de ser probos, para ser admirados”.13 Sus consideraciones en cuanto a la 
vía de designación resultan interesantes. Aseveró: si las elecciones fueran “sinceras” 
los jueces se deberían a los intereses o compromisos con su partido; y si no fueran 
sinceras debían lealtad a quien estaba en el poder y los elegía.14

El perfil de los ministros, según el historiador Pablo Mijangos, seguía siendo similar: 
no eran jóvenes, muchos habían ejercido antes altos cargos políticos, otros tenían 
prestigio en el ámbito intelectual y al tribunal llegaron excelentes juristas, como 
Vallarta, Moreno Cora o Lozano. Siguiendo con el autor, si bien sus resoluciones 
no eran contrarias a la política de Porfirio Díaz, ministros como el ya mencionado 
Vallarta, promovieron la despolitización de la Corte y se comprometieron con la 
defensa de los derechos fundamentales. No por ello puede negarse la poca indepen-
dencia de los ministros, preocupación presente durante el Porfiriato y acentuada al 
estallido de la Revolución.15

Tercer momento constitucional, 1917

En la exposición de este tercer momento constitucional me referiré a la propuesta 
original del artículo presentado por Venustiano Carranza, el dictamen de la comi-
sión correspondiente, los debates o participaciones de los disputados, y la redacción 
final.

Los requisitos que debían cumplir los ministros permanecieron inalterados desde 
la propuesta original hasta el artículo final y, de hecho, fueron casi los mismos que 
en constituciones previas:  se exigía tener más de 35 años, ser ciudadano mexicano 
por nacimiento y haber residido en el país durante los últimos cinco años. Con un 
ajuste en la formación: se demandó poseer título profesional de abogado, expedi-
do por la autoridad o corporación legalmente facultada para ello (art. 95). Aislada 
fue la voz de Alberto González, quien propuso que no se exigiera formación profe-
sional: “No es el hombre científico el mejor magistrado; el mejor magistrado es el 
hombre práctico, conocedor de la ciencia del derecho, que ha luchado, que se ha 
acrisolado en esta lucha, que sabe lo que es el mundo, que sabe lo que son intereses, 
que sabe lo que cuesta ganar un peso y lo que cuesta perderlo”.16 Para entonces, la 
transición había culminado y solamente en los tribunales de menor jerarquía se ad-
mitían jueces legos. 

A los requisitos se agregó el gozar de buena reputación y no haber sido condenado 
por delito que ameritaba pena corporal de más de un año de prisión, quien había 
cometido una acción que “lastimaba seriamente a la buena fama” no podía ocupar 
el cargo (art. 95).

13   Francisco Serralde, La organización judicial, México, Tipografía de O. R. Spíndola y Compañía, 1889, p. 73. Para 
la propuesta de la Unión Liberal, Diario de debates, XVI Legislatura, Tomo III, pp. 219-223 y 447-513

14   Francisco Serralde, La organización judicial, pp. 51-53.
15   Pablo Mijangos, La Suprema Corte de Justicia de México, pp. 90-91.
16   Sesión del 20 de enero de 1917, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, Tomo III, México, 

Instituto Nacional de Historia de las Revoluciones de México de la Secretaría de Cultura, 2016, pp. 201 y 202.
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En cuanto a la duración del cargo, Venustiano Carranza propuso la inamovilidad 
pero sólo a partir de 1921, es decir, contempló una primera designación por cuatro 
años. En su dictamen los miembros de la comisión (integrada por Paulino Macho-
rro, Heriberto Jara, Arturo Méndez e Hilario Medina), manifestaron su acuerdo 
con el proyecto y argumentaron que la inamovilidad garantizaría la más completa 
independencia de los ministros, pero que se necesitaba un periodo que permitiera 
experimentar “al personal que en funciones”, es decir, probar a los jueces que se 
convertirían en inamovibles.17

Al igual que los miembros de la comisión, los diputados que participaron a favor de 
la iniciativa relacionaron a la inamovilidad con la autonomía del Poder Judicial y 
la independencia de los ministros. Lizardi rememoró que a la posibilidad de adop-
tarla, propuesta por Justo Sierra, se había opuesto Porfirio Díaz, pues estaba cons-
ciente de que, si la hubiera concedido, “aun de aquella corte corrompida que tuvo, 
hubiera surgido un individuo que habiendo asegurado ya para toda su vida una 
posición desahogada, se hubiera enfrentado con el mismo tirano”.18 Así, presentó 
la permanencia indefinida de los ministros en el cargo como opuesta a la dictadu-
ra-tiranía y, por tanto, como característica de la democracia. Cabe recordar que los 
constituyentes, encabezados por Carranza, buscaban conciliar las demandas revo-
lucionarias y sociales con los principios liberales, muchos inobservados en el régi-
men porfirista.

A diferencia de Lizardi, dos diputados se opusieron a la inamovilidad. Alberto 
González afirmó que era indispensable la renovación de poderes y consideró que la 
inamovilidad nunca sería bien entendida por los jueces que sabían que no podían 
ser removidos y se convertirían en elementos injustos y venales.19 Por su parte, Tru-
chuelo  la calificó como “el más grande error que pueda concebirse”. Aseveró que 
mermaría la soberanía nacional y los derechos del pueblo, privándolo de su libertad 
de remover constantemente a los empleados de la administración. Además, consi-
deró imposible establecerla en México por la inexistencia de varios factores, entre 
otros, un colegio de abogados que indicara cuáles eran los verdaderos jurisconsul-
tos, jurisprudencia establecida, carrera judicial o funcionarios de fama intachable. 
Agregó que no habría posibilidad de remover a los hombres que por equivocación 
hubieran sido nombrados o que con el tiempo dejaran de corresponder “por su 
conducta o por su ciencia” a tan elevado puesto. Añadió un  punto interesante: alu-
dió al cambio social y cultural con el cual los ministros debían estar acordes y pro-
puso etapas de ocho años, “porque en ese periodo puede cambiar un pueblo en sus 
costumbres, en sus tendencias, en sus aspiraciones”.20

El constituyente optó por la inamovilidad, pero no a partir de 1921, sino con más 
fases: designación inmediata para dos años (1917-1919), designación consecuente 
por cuatro años (1919-1923) e inamovilidad a partir de 1923 (art. 94). Además, dis-
puso que el cargo de ministro solo era renunciable por causa grave (art. 99) y que 

17   Sesión del 17 de enero de 1917, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, p. 61.
18   Sesión del 20 de enero de 1917, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, p. 198.
19   Sesión del 20 de enero de 1917, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, p. 202.
20   Sesión del 20 de enero, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 195-196.
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los ministros podían perder el cargo si aceptaban o desempeñaban otro empleo o 
encargo de la Federación, de los Estados o particulares (art. 101).

El debate para determinar la vía de designación y, a partir de ello, el número de 
ministros y funcionamiento de la Corte, fue todavía más intenso. En la propuesta 
del Primer Jefe del Ejército Constitucionalista, se contempló la existencia de once 
ministros y un funcionamiento del tribunal exclusivo en pleno, con la concurrencia 
mínima de dos terceras partes de sus miembros. Esa fue la determinación final (art. 
94). Por otra parte, en dicha propuesta, los ministros serían electos por el Congreso 
de la Unión en funciones de Colegio Electoral, en escrutinio secreto y por mayoría 
absoluta de votos, siendo indispensable que concurrieran cuando menos las dos ter-
ceras partes del número total de diputados y senadores. La elección debía hacerse 
entre los candidatos admitidos y previa discusión general de las candidaturas pre-
sentadas, de las cuales se daría conocimiento al Ejecutivo para que hiciera observa-
ciones y propusiera otros candidatos si lo estimaba conveniente.

Los miembros de la comisión dictaminadora manifestaron su acuerdo con el pro-
yecto, enfatizando el interés por garantizar la erradicación, de la mejor manera, de 
los “vicios del Poder Judicial”. Sus argumentaron se centraron en dos cuestiones: 
la aptitud del Congreso para elegir a los ministros más convenientes y la preserva-
ción del equilibrio de poderes. En cuanto a lo primero, aseveraron: “Una asamblea 
tan numerosa como el Congreso y en la que hay representantes de las diversas ten-
dencias de la opinión pública, es muy apta para aquilatar los méritos de los funcio-
narios”. En lo relativo a lo segundo, presentaron este camino como una elección 
indirecta, inspirada en el espíritu democrático. El legislativo era electo por el voto 
directo de los ciudadanos y, al elegir a los jueces, éste se convertía en una especie de 
Colegio Electoral y abría paso a una elección indirecta o en segundo grado. Consi-
deraron que el equilibrio de poderes se lograba, en este sistema, gracias a la inter-
vención del Ejecutivo, la cual además evitaría que los ministros electos atribuyeran 
el origen de su nombramiento a la influencia de diputados influyentes y quedaran 
obligados con ellos. Así, explicaron que la participación de dos poderes daría lugar 
a la autonomía de los ministros, pues así no deberían su cargo solamente a uno de 
ellos.21

En las intervenciones de los diputados de nota, de nuevo, la preocupación por el 
equilibrio de poderes y una reacción al excesivo autoritarismo y centralización del 
Ejecutivo durante el Porfiriato.  Propusieron y debatieron varias vías de designación:

1. Voto, directo o indirecto:

En defensa de la elección por voto directo intervino Truchuelo. Inició su inter-
vención aseverando: “Todas las revoluciones se han hecho por falta de justicia, y 
cuando nosotros hemos venido a este recinto a proclamar el principio más liberal 
en todas las reformas constitucionales, ahora que tratamos de la Suprema Corte de 
Justicia, que es el Poder más alto que deben tener los pueblos cultos, damos mucho 
más de cincuenta pasos atrás y hacemos una deformidad jurídica”. Una deformi-
dad que, en su opinión, respondía a las ideas previas al siglo XVIII, ya superadas, 

21   Sesión del 17 de enero de 1917, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, p. 61.
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desde la Ilustración, con el principio de la división de poderes. El Judicial, sostuvo, 
era un poder equiparable a los otros dos (se separó, con ello, de la idea de Emilio 
Rabasa) y, al igual que ellos, debía ser autónomo. ¿Cómo lograr la independencia 
de los tres poderes? En su opinión, otorgándoles el mismo origen: el voto del pue-
blo. De lo contrario, la soberanía del pueblo estaría mutilada. Propuso que cada 
uno de los estados de la federación, el Distrito Federal y los territorios, eligieran a 
un ministro por voto directo. Con ello se tendrían 31 ministros, número “apenas 
bastante” para resolver las necesidades del “Poder Judicial y para formar una juris-
prudencia verdaderamente nacional”.22

Lo apoyó Alberto González. Consideró que una Corte “reducida a su mínima ex-
presión” , como la existente en el Porfiriato, “no daba abasto a la cantidad de am-
paros y negocios”. Sostuvo que las asambleas compuestas por un buen número de 
miembros unificaban mejor su criterio. Rechazó la posibilidad de que los ministros 
fueran designados por el Legislativo, por considerarlo un poder eminentemente po-
lítico. Por ello, agregó, los legisladores, al nombrar a los ministros, “siempre tendrán 
en cuenta al partido político y nunca a los méritos de los abogados o de las personas 
conocedoras de la ciencia”.  Afirmó que, siendo un poder, el Judicial no tendría que 
depender de otro poder, el Legislativo. En cambio, debía emanar del pueblo, fuente 
de todas las instituciones y leyes. En sus palabras: “La justicia, institución en la que 
está depositado el honor, el crédito, los intereses de la sociedad y hasta la vida del 
ciudadano, es una cosa tan sagrada, que sólo la nación y el pueblo pueden delegar 
a sus funcionarios para poderla ejercer”. Enfatizó: “Los principios, la democracia, 
nos exigen que vayamos a la única fuente del poder, al pueblo mismo”.23

También estuvo de acuerdo con ellos, en una breve intervención, Silvestre Aguilar 
quien, al igual que otros diputados, acudió al derecho comparado, en este caso para 
traer a colación la práctica prevaleciente en Estados Unidos.24

Por su parte, Lizardi intervino a favor del voto indirecto. Consideró inconvenien-
te contar con 31 ministros como lo había propuesto Truchuelo, pues creyó que las 
asambleas numerosas tomaban un carácter político y “los tribunales precisamente 
deben ser poco numerosos para hacerles perder su carácter político, para que cum-
plan debidamente con su misión, que es la de administrar justicia y no la de hacer 
política”. Añadió que, no siendo una asamblea numerosa, como si lo era el legis-
lativo, la judicatura no justificaba la representación de diversas tendencias y “se 
necesita sencillamente un criterio claro y bastante serenidad para aplicar debida-
mente la ley”. Además, estimó que los votantes no podrían conocer a los candida-
tos y sus cualidades, al respecto preguntó: ¿Sería posible que en los más apartados 
pueblos, que en los más remotos de nuestros Estados, los más humildes ciudadanos 
estuvieran al tanto de quienes eran los jurisconsultos más competentes? Por ello, se 
impondrían los partidos y los ministros actuarían conforme un programa político.25

Pastrana Jaimes también desechó la posibilidad de que los ministros fueran electos 
por voto directo, más de no tratarse de un ministro electo por cada estado sino de 

22   Sesión del 20 de enero, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 191-194.
23   Sesión del 20 de enero, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 198-201.
24   Sesión del 20 de enero por la noche, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 213 y 214.
25   Sesión el 20 de enero, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 197-198.
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una votación por el total de los ministros que integrarían el tribunal. Optó por la 
elección indirecta a cargo de los ayuntamientos, con la siguiente lógica: “Si deja-
mos la elección en manos del Congreso nacional, se tendrán estos grandes incon-
venientes: primero: que saldrán como magistrados todos los abogados del Distrito 
Federal; si dejamos la elección a los ayuntamientos, irán a la Suprema Corte como 
magistrados los abogados de las provincias, que son tan competentes como los del 
Distrito Federal; son más honrados los de las provincias, los de las montañas, que 
los que han vivido en esa ciudad”.26

2. Designación del legislativo, sin o con intervención del Ejecutivo:

La primera posibilidad fue defendida por el diputado Martínez de Escobar, quien 
aseveró que en el Porfiriato la Suprema Corte era un tribunal de abyección y servi-
lismo, que había estado integrada por un conjunto de individuos carentes de prin-
cipios y decoro quienes, nombrados por el Ejecutivo de la Unión, no habían hecho 
sino aquello que les ordenaba Díaz. Agregó que de aceptarse el proyecto de Ca-
rranza la injerencia del Ejecutivo en la Suprema Corte continuaría: “¿Queréis que 
los magistrados de la Suprema Corte de Justicia no vayan a interpretar la ley, no 
vayan a interpretar aquellas disposiciones que han estimado convenientes para las 
necesidades sociales del Poder Legislativo, sino que vayan a hacer lo que convenga 
al Poder Ejecutivo? Pues entonces, repito, votad por el dictamen de la Comisión”.  
También rechazó la posibilidad de que los integrantes de la Corte fueran electos 
por voto, pues explicó que para ser votado se necesita el apoyo de un partido políti-
co y el alto tribunal no debía estar integrada por políticos militantes ni tener com-
promiso con ningún partido. En sus palabras: “Los ministros deben ser hombres de 
conocimientos profundos, de ciencia, deben estar en su gabinete de estudio, cono-
cer ampliamente la ciencia del derecho” y estas cualidades no concuerdan con la 
realización de campañas electorales. Concluyó que para lograr que el Poder Judi-
cial fuera independiente, garantizara el equilibrio de fuerzas y protegiera derechos, 
debería evitarse la injerencia de otro poder y propuso que los nombrara exclusiva-
mente el Legislativo. 27

La vía de designación presente en el proyecto y en el dictamen de la comisión, es 
decir, la designación por parte del Legislativo pero con intervención del Ejecutivo, 
fue defendida precisamente por parte de dos miembros de la mencionada comisión. 
Machorro afirmó: “El sistema de elección popular ha sido una innovación introdu-
cida por las democracias más exaltadas, ha venido en aquellos momentos en que 
se considera que la voluntad popular, en su expresión primera de voto directo del 
pueblo, es la única fuente del poder: se ha fundado en principios metafísicos y no 
en principios prácticos. Cuando los pueblos han tenido oportunidad de hacer un 
alto en su marcha y considerar los malos resultados de sus instituciones, han toma-
do otros caminos para la elección del Poder Judicial”. Consideró que el magistrado 
no es igual al diputado o al senador, pues en el ejercicio de sus funciones no debe 
representar la opinión de sus electores sino que debe actuar según la voz de su con-
ciencia y de la ley, y por tanto, era necesario alejarlo de la política. En sus palabras: 
“La administración de justicia no tiene un programa … no hay más que una sola 

26   Sesión del 20 de enero por la tarde, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 218-222.
27   Sesión del 20 de enero, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 203-211.
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ley y un solo criterio, no puede haber más que una sola honradez”. Adicionalmen-
te, sostuvo que los electores estaban impedidos de conocer las cualidades intelec-
tuales del funcionario a quien elegiría. Una vez rechazada la elección, consideró 
que en la designación debía privar el sistema de equilibrio de un poder con otro.28

En su intervención y en coincidencia con Machorro, Medina sostuvo que el pue-
blo no estaba en condiciones de conocer las características de los candidatos y que 
los nombramientos serían resultado de campañas políticas, quedando los ministros 
electos obligados a seguir el programa del partido que los había apoyado. Tampoco 
consideró conveniente la elección por parte de legislaturas estatales, pues sostuvo 
que 28 ministros no podrían funcionar en pleno y sus discusiones no serían públi-
cas. Estimó que la preocupación por la intervención del Ejecutivo era infundada, 
pues el congreso podía o no admitir su propuesta. Por último, afirmó que la teoría 
de la división de poderes estaba ya superada y había sido eficazmente sustituida por 
la teoría de la ponderación de los poderes, lo cual se lograría con el sistema origi-
nalmente propuesto.29

En el constituyente se impuso la preocupación por la intromisión del Ejecutivo y se 
determinó que la Suprema Corte estaría conformada por once ministros y debía 
exclusivamente sesionar en pleno (art. 94). Asimismo, eliminó de la vía de designa-
ción la intervención del Ejecutivo, los ministros eran electos por el Congreso de la 
Unión en funciones de Colegio Electoral y los candidatos serán propuestos por las 
Legislatura de los Estados (art. 96).

28   Sesión del 20 de enero por la tarde, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 214-218.
29   Sesión del 20 de enero por la tarde, en Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, pp. 222-230.
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Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1917
Composi-

ción
Requisitos para ocupar el 

cargo
Vía de 

designación
Duración del cargo

11 minis-
tros (art. 
94)
Tr i b u n a l 
Pleno.

Más de 35 años.
Ser ciudadano mexicano 
por nacimiento, en pleno 
ejercicio de sus derechos 
políticos y civiles.
Residencia en el país du-
rante los últimos cinco 
años, salvo ausencia en ser-
vicio de la República por 
un tiempo menor de seis 
meses.
Título profesional de abo-
gado, expedido por la au-
toridad o corporación 
legalmente facultada para 
ello.
Buena reputación, no ha-
ber sido condenado por 
delito que ameritaba pena 
corporal de más de un año 
de prisión o cualquier pena 
si se trataba de robo, frau-
de, falsificación, abuso de 
confianza u otro que las-
timaba seriamente la bue-
na fama en el concepto 
público.
(Art. 95). 

Electos por el 
Congreso de la 
Unión en funcio-
nes de Colegio 
Electoral y con 
concurrencia mí-
nima de las dos 
terceras partes 
del número total 
de diputados y 
senadores. 
Cada legislatura 
estatal proponía 
un candidato.
La elección se 
efectuaba en es-
crutinio secreto y 
por mayoría ab-
soluta de votos. 
De no obtenerse 
en la primera vo-
tación, se repetía 
entre los dos can-
didatos que hu-
bieren obtenido 
más votos.
(Art. 96).

2 años los electos en 
1917
4 años los electos en 
1923
Inamovibles a partir 
de 1923
(Art. 94).
Sólo renunciable 
por causa grave, ca-
lificada por la Co-
misión Permanente 
(art. 99).
Remoción sólo por 
mala conducta tras 
un juicio de respon-
sabilidad (art. 94).
También perdían su 
cargo si aceptaban o 
desempeñaban em-
pleo o encargo de la 
Federación, de los 
Estados o particula-
res, salvo los cargos 
honoríficos en aso-
ciaciones científicas, 
literarias o de bene-
ficencia (art. 101).

Durante el siglo XX los artículos mencionados se reformaron en varias ocasiones:

1. Reforma de 1928:

Durante la década de 1920 no terminó la violencia en la alternancia política, el país 
atravesó, además, por la Guerra Cristera. Los gobiernos posrevolucionarios dieron 
pasos hacia la institucionalización y el fortalecimiento, entre otras, la creación del 
partido que más tarde se convertiría, con transformaciones, en el partido oficial. Y 
estaban ante una Suprema Corte que se mostró contraria. Tanto Mijangos como 
Timothy James concluyen que la Suprema Corte actuó con independencia en ma-
terias sensibles, la fiscal y la agraria.30

En este contexto, el presidente Álvaro Obregón presentó una iniciativa de reforma 
relativa a la integración de la Suprema Corte y la designación de sus miembros. 

30   Pablo Mijangos, La Suprema Corte de Justicia de México, p. 129.
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Como consecuencia, el número de ministros se elevó de once a dieciséis y se admi-
tió que la Suprema Corte funcionara en pleno y en tres salas (art. 94). 

Lo más relevante fue la propuesta en la vía de designación pues se propuso reto-
mar la propuesta original de Carranza y de la comisión dictaminadora en torno a 
la intervención del Ejecutivo. Las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales 
y de Justicia, justificaron la iniciativa refiriéndose al estado endémico de la justicia, 
causado por el “nombramiento exclusivo del Congreso de la Unión”. Aseveraron: 
“El procedimiento actual que da competencia exclusiva al Congreso de la Unión, 
ha sido un doloroso fracaso para la nación por la perniciosa influencia política en 
la justicia y, peor todavía, por la torpe ansia de lucro de algunos legisladores que 
preparan deliberadamente tribunales ad hoc para sus negocios”. No proponían una 
designación exclusiva por parte del Presidente de la República. De nuevo se remi-
tieron al Porfiriato y la tradición, expresada en forma negativa: “El procedimiento 
de encomendar el nombramiento de tribunales al Poder Ejecutivo exclusivamente, 
por más que sea el aceptado por algunas naciones cultas, entre nosotros está defini-
tivamente desprestigiado por el porfirismo que hizo de todos los tribunales, con la 
famosa “consigna”, simples dependencias de orden inferior del Ejecutivo” De ahí 
que propusieran un “sistema mixto”, con intervención de Ejecutivo y Legislativo.31

La propuesta revivió discusiones y recelos, como puede observarse en las interven-
ciones de los diputados conservadas en el Diario de Debates de la Cámara de Diputados: 
por una parte y atendiendo a la iniciativa, el equilibrio de poderes y el temor al 
reforzamiento del Ejecutivo y otro debate, ajeno a la propuesta, sobre la inamovi-
lidad. Empiezo por lo segundo. En su intervención, Díaz Soto y Gama criticó la 
inamovilidad. Se refirió a la corrupción: “Tenemos frente a frente, compañeros, y 
lo sabemos todos, nada menos que el más arduo, el más difícil, el más difícilmente 
soluble, el más pavoroso de todos los problemas nacionales: el de la depuración de 
la administración de justicia, el de la purificación de lo corrupto”. En cuanto a la 
vía de designación, volvieron a barajarse tres opciones. Elección por voto y designa-
ción exclusiva por el legislativo (sistema entonces vigente). Por ejemplo, Lombardo 
Toledano se inclinó por la primera y rechazó la intervención del Ejecutivo. En su 
opinión era necesario que cada poder sirviera “de contrapeso a los otros” y sostuvo 
que la propuesta de reforma equivalía al nombramiento por parte del Ejecutivo, lo 
cual reforzaría una supremacía que ya le había dado el constituyente de 1917 a di-
ferencia del de 1857. En cambio, a favor de la iniciativa de reforma constitucional 
intervino Díaz Soto y Gama, aduciendo que era necesaria la vigilancia de la Corte 
de Justicia por el Ejecutivo. Sostuvo que debía existir “un poder que lleve la direc-
ción de la cosa pública” y que éste debía ser el Poder Ejecutivo; consideró que lo 
contrario equivalía al “suicidio” de la Revolución, pues se caería en una “dictadura 
judicial” y el rumbo del país se encargaría a jueces salidos directamente de los an-
tros del porfirismo”.32

La iniciativa de Obregón se aceptó y en 1928 cambió la vía de designación. Las 
designaciones de los ministros las hacía el Legislativo a propuesta del Ejecutivo con 

31   Sesión del 13 de mayo de 1928, Legislatura XXXII, Año II, Periodo Extraordinario, en Diario de los Debates de la 
Cámara de Diputados, Tomo III, Número de diario 5.  

32   Sesión del 13 de mayo de 1928, en Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, Tomo III, Número de diario 5.
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aprobación de la Cámara de Senadores y ésta tenía un improrrogable término de 
diez días para aceptar o negar la propuesta, la falta de declaración tras el plazo se 
consideraba como resolución aprobatoria (art. 96).33

Además, el presidente de la República, en cualquier momento, podía solicitar la re-
moción de un ministro por mala conducta (art. 111).34 Con ello, en opinión de las 
comisiones unidas, terminaría otro mal que aquejaba a la justicia, la impunidad de 
los juzgadores. Aseveraron: “Las leyes de responsabilidades de los jueces son en la 
práctica de efectos nugatorios. Nunca se aplican por la dificultad de la prueba. La 
iniciativa crea el Tribunal de Conciencia para los jueces que observen mala con-
ducta. Este procedimiento va a garantizar a la nación en general y, especialmen-
te al Distrito Federal y a los Territorios, la existencia de jueces rectos y laboriosos. 
Para castigar a los funcionarios venales, ineptos, inmorales, perezosos o negligen-
tes, no será menester prueba material jurídica, sino que en conciencia se formarán 
una opinión justa sobre dichos funcionarios, primero, el presidente de la República; 
después, la Cámara de Diputados y en tercer lugar la Cámara de Senadores; y si las 
tres instituciones encuentran que existe mala conducta, destituirán a los repetidos 
funcionarios”.35

Las reformas continuaron, una importante iniciativa fue aceptada en 1934.36 Para 
combatir el rezago, se amplió el número de ministros a 21 y se contempló la exis-
tencia de una cuarta sala, especializada en materia laboral, todas ellas debían se-
sionar de forma pública. Además, se reforzó la profesionalización y se exigió título 
expedido al menos 5 años antes (arts. 94 y 95). Lo más importante fue el fin de la 
inamovilidad, a partir de entonces se determinó que los ministros sólo ocuparían 
el cargo por seis años (art. 94). La iniciativa fue presentada por el presidente Láza-
ro Cárdenas, quien se refirió a la necesidad de contar con juzgadores que sintieran 
“sinceramente” la Revolución.37 Aprobada por el Senado, se puso a consideración 
de la Cámara de Diputados siendo aceptada sin discusión y de forma unánime.38 
La medida se contextualiza en una etapa de centralización y aumento del poder del 
Ejecutivo federal frente a los otros poderes o al inicio del fortalecimiento del presi-
dencialismo mexicano. Efectivamente, en los siguientes años, el tribunal fue cerca-
no a las políticas promovidas por el Ejecutivo.

En 1944 se retornó a la inamovilidad tras la iniciativa propuesta por el presidente 
Manuel Ávila Camacho.39 En un discurso pronunciado al inaugurar la sede del Po-

33  Ley que reforma los artículos 73, 74, 76, 79, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 111 de la Constitución Política de la 
República, Diario Oficial, 20 de agosto de 1928.

34  Ley que reforma los artículos 73, 74, 76, 79, 89, 94, 96, 97, 98, 99, 100 y 111 de la Constitución Política de la 
República, Diario Oficial, 20 de agosto de 1928.

35  Sesión del 13 de mayo de 1928, en Diario de los Debates de la Cámara de Diputados, Tomo III, Número de diario 5.
36  Decreto que reforma el último párrafo de la base 4ª de la fracción VI del artículo 73, el artículo 94 y las fracciones 

II y III del 95 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial, 15 de diciembre de 1934.
37  Iniciativa del C. General de División Lázaro Cárdenas, Presidente Electo de la República, Relativa a que se Re-

formen los Artículos 73, 94, 95 y 97 de la Constitución (en Diario de Debates de la Cámara de Diputados, Legislatura 
XXXVI, Año I, Periodo Ordinario, Diario 11, sesión del 12 de septiembre de 1934).

38  Diario de Debates de la Cámara de Diputados, Legislatura XXXVI, Año I, Periodo Ordinario, Diario 29, sesión del 28 
de noviembre de 1934.

39  Decreto que reforma los artículos 73 fracción VI base 4ª, 94 y 11 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, Diario Oficial, 21 de septiembre de 1944.
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der Judicial, el mandatario expresó que el sistema de renovación sexenal había pri-
vado a los ministros de la posibilidad de actuar de forma imparcial y serena y que, 
para devolverles la independencia y lograr que resolvieran “sin más norma que la 
ley ni más dictado que el de la propia conciencia”, era necesario terminar con la 
movilidad. En su concepción, seis años no bastaban para que los juzgadores pudie-
ran escapar de los compromisos creados.40 Como apuntan autores que han estudia-
do a los ministros de la época, Héctor Fix-Fierro y Pilar Domínguez, la duración 
promedio en el cargo era de once años, la edad promedio de ingreso ahora era de 
55 años y algunos ministros ocuparon puestos importantes al dejar la corte, guber-
naturas, secretarías, entre otros.41

Finalmente, en 1994, en medio de una crisis económica y acentuadas manifesta-
ciones de malestar y oposición, el presidente Zedillo presentó una iniciativa de 
reforma.42 El número de ministros se redujo a once (art. 94). En cuanto al perfil, 
se determinó que los ministros no podían haber desempeñado altos cargos en los 
poderes Ejecutivo o Legislativo. Se elevó la exigencia de experiencia: diez años de 
haberse titulado. Además, en esta misma línea, se estipuló que los nombramientos 
deberían recaer preferentemente en personas que hubieran servido con eficiencia 
capacidad y probidad en la impartición de justicia (art. 95). En cuanto a la desig-
nación: el Presidente de la República no sometería la propuesta de un candidato 
sino una terna y los tres candidatos debían comparecer ante el Senado. En caso de 
que la Cámara de Senadores rechazara la totalidad de la terna propuesta somete-
ría una nueva terna, si fuera de nuevo rechazada el ministro sería designado por el 
presidente dentro de esa última terna (art. 96). Por último, la duración del cargo se 
fijó en 15 años (art. 94). Se trata de una reforma trascendental, que daría inicio a 
una nueva Corte.

Consideración final

Por ende, como dije al inicio, a lo largo de dos siglos se han propuesto y experimen-
tado diferentes vías de designación y diversos periodos de duración del cargo para 
ministros con diverso perfil. Además, a las constituyentes les han preocupado dife-
rentes puntos, por ejemplo, si en 1824 la cuestión de la formación en Derecho fue 
un importante punto del debate, en el siglo XX se daba por sentada; en cambio, en 
la década de 1960 se abrió la puerta a Ministras, hecho impensable hasta la primera 
mitad del siglo XX. En cambio, hay preocupaciones que se han mantenido, como 
el respeto a la división y la autonomía de poderes y la garantía de la autonomía del 
Judicial.

Confío en que esta somera exposición de las soluciones, las tendencias y los argu-
mentos expresados en el pasado sirvan de base y puedan enriquecer el debate que 
se abrirá en esta mesa.

40   Discurso pronunciado en el acto inaugural del Palacio Federal del Poder Judicial el 2 de junio de 1941, en “El 
Presidente de la República desea que sea una realidad la independencia del Poder Judicial”, en Igualdad democrática 
de los pueblos (México ante el conflicto mundial. La justicia es la paz, México, Secretaría de Gobernación, 1941, pp. 13-20.

41   Tomado de Pablo Mijangos, La Suprema Corte de Justicia de México, p. 160.
42   Decreto mediante el cual se declaran reformados los artículos 21, 55, 73, 76, 79, 89, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 

100, 101, 102, 103, 104, 105, 106, 107, 108, 110, 111, 116, 122 y 123 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, Diario Oficial, 31 de diciembre de 1944.
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Introducción

Comienzo con una breve interrogante: ¿Reforma? Tendríamos que recordar 
que el término “reforma” conlleva un cambio para mejorar, y cuando éste 
se realiza con la finalidad de empeorar, la denominación correcta sería 
“contrarreforma”.

Bajo esa tesitura, recordemos la paráfrasis del ilustre politólogo Giovanni Sartori 
quien señaló que en las Ciencias Sociales impera una babel de lenguas2, al grado que 
cada uno le denomina a los términos como bien lo llega a considerar. Sin embar-
go, tratemos de hablar con puntualidad y pertinencia, la propuesta de modificación 
constitucional del Ejecutivo Federal en comento es una contrarreforma, y a lo largo 
de esta ponencia, la documentaremos en ese sentido.

Causas y consecuencias del control político en 
los poderes judiciales de América Latina

Como soy el penúltimo en participar, pareciera que queda poca materia por discutir, 
para no repetir lo ya analizado en esta mesa. Sin embargo, existe un punto muy im-
portante por explorar: Las causas y consecuencias del control político en los Poderes 
Judiciales de América Latina. Incluso, revisaremos un caso que tuvimos en el Estado 
Mexicano donde se daba dicho control.

La presente ponencia tratará brevemente aspectos introductorios, los análisis de los 
mencionados casos y conclusiones.

Hemos de recordar que pareciera que la Historia es superflua y, por lo tanto, ten-
dríamos que dejarla en un archivo muerto, sin embargo, no hay más grave error que 
considerar esa circunstancia. En realidad, la Historia es la maestra del Derecho y de 
la Política, no lo olvidemos como juristas en esta Casa de Estudios.

1   Profesor de asignatura B definitivo de las cátedras: Teoría Política y Teoría General del Estado en la Facultad de De-
recho, y de Historia de las Ideas Políticas y Derecho Constitucional en la FES Acatlán. Asimismo, es Consejero Téc-
nico en la Facultad de Derecho, investigador en UAEMex-COMECYT. Doctor en Ciencias Políticas por la UNAM 
y Doctorando en Derecho por la UBA.

2   Sartori, Giovanni, La Política. Lógica y método en las Ciencias Sociales, 6ª reimpresión, Fondo de Cultura Económica, Mé-
xico, 2012, p. 9.
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Allá de 1748, Montesquieu en su famosa obra “El espíritu de las leyes” ya hablaba 
de la importancia de dividir y equilibrar el poder, cito:

Cuando el poder legislativo y el poder ejecutivo se reúnen en la misma persona o en el 
mismo cuerpo, no hay libertad […] No hay libertad si el poder de juzgar no está bien 
deslindado del legislativo y del poder ejecutivo […] Todo se habría perdido si el mismo 
hombre, la misma corporación de próceres, la misma asamblea del pueblo ejerciera los 
tres poderes: el de dictar las leyes; el de ejecutar las resoluciones públicas y el de juzgar 
los delitos o los pleitos entre los particulares3.

Pareciera que lo anterior quedó en el archivo muerto, y tal vez así fue, porque en 
el siglo XX tuvimos experiencias en el mundo que nos demuestran el mencionado 
olvido. Sin embargo, dividir y controlar el poder son parte de los principios en los 
que se fundamenta el Estado Constitucional.

Recordemos que 1951, Hannah Arendt escribió el libro intitulado: “Los orígenes 
del totalitarismo”. En este documento analiza que dentro de los múltiples aspectos 
que originaron el totalitarismo nazi, tenemos la lealtad extrema de los colaborado-
res hacia el aparato político; las policías secretas; la propaganda para el adoctrina-
miento (se buscó realizar constantemente sus doctrinas ideológicas y sus mentiras 
prácticas); y desde luego, lo más lamentable, la posesión de todos los instrumentos 
del poder gubernamental4.

Tendríamos que preguntarnos: ¿para qué queremos que el poder político también 
controle al poder judicial? ¿queremos un tipo de Estado de esta magnitud? Es-
tas interrogantes pareciera que pasan de largo, pero, repito, es algo de extrema 
importancia.

Chile

El caso de Chile, que es el primero que estaré comentando, tuvo una dictadura mi-
litar de 1973 a 1990. Dentro de los primeros cambios que llevó a cabo el dictador 
Augusto Pinochet, quien derrocó y asesinó a Salvador Allende, fue controlar al Po-
der Judicial en 1973.

El año pasado (2023), se conmemoró dicho golpe militar y la Asociación Nacional 
de Magistrados del Poder Judicial de Chile expresó una disculpa pública e históri-
ca, por las omisiones que se cometieron en aquel entonces. Hicieron referencia a 
que los juzgadores fueron copartícipes de la vulneración de derechos humanos de 
la ciudadanía durante la dictadura militar, que dejó aproximadamente un saldo de 
3000 muertos y más de 1000 personas desaparecidas. 

En ese contexto, se dio una dinámica constante de rechazar los recursos de amparo, 
muchos de los cuales a pesar de estar debidamente fundamentados fueron desecha-
dos por venir de personas que buscaban una defensa frente a los abusos del poder. 

3   Montesquieu, El espíritu de las leyes, Estudio preliminar de Daniel Moreno, 19ª Edición, Porrúa, México, 2013, p. 
146.

4   Cfr. Arendt, Hannah, Los orígenes del totalitarismo, Editorial Taurus, Madrid, 1974, p. 385 y s.
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Además, hubo una renuencia constante para documentar y detener los centros de 
tortura que estaban a todas luces cometiendo una serie de tropelías. 

Argentina

Este es el segundo caso que trataremos. En aquel país se tuvo una dictadura del 
1976 a 1983, la cual fue terrible. Dentro de sus estrategias ilegales tenemos que 
cooptó al Poder Judicial para controlar y reprimir a la población. 

Al respecto, hay un libro que documenta las anteriores situaciones, y se los reco-
miendo, lleva por título: “¿Usted también, doctor? Complicidad de jueces, fiscales 
y abogados durante la dictadura” de Juan Pablo Bohoslavsky y Roberto Gargare-
lla5. En esta obra se documentan todas y cada una de las barbaries cometidas por el 
Poder Judicial en coadyuvancia con el Poder Ejecutivo. Por ejemplo, el proveerle a 
este último de una aparente legitimidad, se dio una dinámica sistemática de negar 
los habeas corpus, además, de legitimar normas fraudulentas, y por supuesto, una 
serie de maniobras penales para ocultar los crímenes y barbaries que se cometieron 
en aquella época.

Venezuela

Venezuela es un caso que nos llevaría mucho tiempo en su análisis. Pero, presento 
una síntesis. En 1999, llega Hugo Chávez al poder y en los siguientes meses de su 
gobierno se dedicó a sustituir a los integrantes del poder judicial. Posteriormente, 
con sus reiterados discursos en los siguientes años fue atacando la legitimidad de los 
jueces; dicha operación le permitió en el año 2004 obtener el control total del Po-
der Judicial. Ante ello se dio una legitimación de normas injustas, y por supuesto, 
los fraudes electorales.

Cuba 

Este país no se queda atrás en las ilegalidades que se han cometido desde el apara-
to político hacia su población. El régimen socialista actual, a todas luces bárbaro, 
tuvo la norma suprema de 1976, y posteriormente, la actual de 2019. En ambas, 
existe un diseño para un control del poder legislativo y del poder judicial, por el 
presidente en turno.

Bolivia

El caso de Bolivia es paradigmático porque es el único país de América Latina que 
tiene un sistema de elección popular de los integrantes del poder judicial. Sin em-
bargo, la operatividad ha resultado en fracasos constantes. Por ejemplo, en la ac-
tualidad no ha sido posible renovarlo dada la inestabilidad política; además, en la 
última elección hubo una cantidad muy alta de candidatos que se postularon, lo 
que generó que los electores tuvieran que consultar un libro para conocer quiénes 
eran los candidatos. Imaginemos un supuesto así en el Estado Mexicano.

5   Bohoslavsky, Juan Pablo (ed.), ¿Usted también, doctor? Complicidad de jueces, fiscales y abogados durante la dictadura, Editorial 
Siglo XXI, Buenos Aires, 2016.
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México

Por último, revisamos el caso de México. Pareciera que no tenemos una experien-
cia a la cual podríamos acudir para dimensionar las consecuencias de supeditar el 
Poder Judicial a la voluntad del Poder Ejecutivo, y sí la tenemos. Recordemos que 
la Constitución de 1857 en su artículo 92 ya preveía un sistema de elección de mi-
nistros de la Corte, de la siguiente forma: 

ART. 92. Cada uno de los individuos de la Suprema Corte de Justicia durará en su en-
cargo seis años, y su elección será indirecta en primer grado, en los términos que dis-
ponga la ley electoral6.

Dicho sistema fue ejecutado por medio de la Ley Electoral de 1857. Ahora bien, 
éste fracasó y llegó a las barbaries cometidas durante el porfiriato. Al respecto, 
Francisco I. Madero en el Plan de San Luis señaló:

Tanto el Poder Legislativo como el Judicial están completamente supeditados al Eje-
cutivo; la división de los Poderes, la soberanía de los Estados, la libertad de los ayun-
tamientos y los derechos del ciudadano, sólo existen escritos en nuestra Carta Magna; 
pero de hecho, en México casi puede decirse que reina constantemente la Ley Marcial; 
la justicia en vez de impartir su protección al débil sólo sirve para legalizar los despojos 
que comete el fuerte, los jueces, en vez de ser los representantes de la Justicia, son agen-
tes del Ejecutivo, cuyos intereses sirven fielmente; las Cámaras de la Unión no tienen 
otra voluntad que la del Dictador, los Gobernadores de los Estados son designados por 
él, y ellos, a su vez, designan e imponen de igual manera las autoridades municipales7.

¿A este tipo de Estado es al que queremos llegar?

Les dejo la reflexión histórica de nuestro país, y la de otros, para comentarla con 
posterioridad. 

Conclusiones

Finalmente, podemos comentar que para este año 2024 se presentan principalmen-
te dos razones para modernizar al Estado Mexicano. En primer lugar, la transfor-
mación de la sociedad mexicana que ha modificado la naturaleza e intensidad de 
sus requerimientos hacia el aparato político. Y, en segundo lugar, la permanencia 
intolerable de rezagos surgidos de factores ancestrales que se han venido agravando 
en los últimos tiempos como el tema de la impartición de justicia.

Sin embargo, seamos prudentes, si el poder judicial queda supeditado al Poder Eje-
cutivo como en épocas pasadas estaríamos ante un sistema autoritario que violen-
taría los derechos humanos y los principios esenciales de la democracia, como lo 
demuestran las experiencias de Estados Contemporáneos de América Latina.

6  Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos de 1857 https://www.diputados.gob.mx/biblioteca/bibdig/const_
mex/const_1857.pdf

7   Plan de San Luis http://biblioteca.diputados.gob.mx/janium/bv/l/psl_doc_facs_l.pdf
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Más bien, podríamos preguntarnos: ¿cuál es el diseño de Estado al que queremos 
llegar como nación?

Sería oportuno un debate profundo, desde diversas disciplinas, con bases teóricas y 
aspiraciones sociales, para reencontrar y reconstruir ese proyecto llamado: Estados 
Unidos Mexicanos.
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Es decir, nuestros mejores representantes de la Suprema Corte aquellos 
que emblemáticamente son y deben ser de categoría nacional.

Se requiere un conocimiento de la academia en sus aspectos relevantes, práctica ins-
tructora o de procesos y procedimientos; personas con un perfil profesional eficiente 
y eficaz; abogados o licenciados en derecho, sin duda.

Deben tener una edad que conlleve madurez intelectual para toma de decisiones ya 
fijada en nuestros requisitos y sostenida por los buenos resultados, con pensamientos 
vigentes no improvisados, con carrera judicial entre mayor práctica mejor congruen-
cia en sus resoluciones, con conocimiento amplio de las diversas materias que com-
prenden el mundo del derecho así como impartir justicia con equidad, perspectiva 
de género y consideración a los grupos vulnerables y en general de todos los dere-
chos humanos, implementando lenguaje sencillo y adecuado, experiencia de trabajo 
e interpretaciones actuales conocer la constitución, los criterios jurisprudenciales y 
orientadores tanto nacionales como tratados internacionales, con una comunicación 
con el tribunal europeo y el africano sin dejar de lado nuestra Comisión y Corte In-
teramericana e idónea aplicación de opiniones. 

La imparcialidad con currículum y semblanza honesta de paridad y justicia denota-
da en su actuar, buscando personas con una integridad moral y mental, exámenes 
médicos para estar en óptimas condiciones o en una adecuación necesaria, exámenes 
psicológicos y de trabajo resolver con rendimiento bajo estrés incluso auditorías de su 
vida, su economía que sean los óptimos individuos y personas íntegras.

No olvidemos la actualización constante en las escuelas judiciales, cursos necesarios 
de especialización y formación; respeto disciplina y lealtad a la Institución con una 
visión y misión bien definidas. Dentro de ello el estudio de las TIC y la inteligencia 
artificial como herramientas de trabajo.

La argumentación retórica y lenguaje corporal sin olvidar los principios básicos para 
su implementación.

La comunicación multidisciplinaria que debe existir con otras ciencias y orientacio-
nes filosóficas políticas y de Estado.

Suprema Corte ¿Cómo 
elegir a nuestros ministros?

M a r í a  d e  l o s  Á n g e l e s  R o j a n o  Z a v a l z a 
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Recordar que hoy por hoy seremos capaces de comprender y desarrollar el cumpli-
miento de las normas jurídicas desentrañar su contenido y más aún, el significado 
con una evolución.

Por último, marcar pautas para la confianza en nuestros jueces y preservar la paz 
social y respaldo con aceptación general.
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No existe una fórmula única e ideal para integrar a una corte constitucional. El nú-
mero de integrantes y la fórmula para designarlos varía en los diferentes estados 
constitucionales. 

Quizá la única premisa común que podemos sostener es que una institución de esa 
naturaleza es una condición necesaria -aunque no suficiente- para que un estado se 
considere una democracia constitucional.

Pero lo que importa es que exista y que funcione, no la manera concreta con la que 
se integra.

En España —por ejemplo— el Tribunal Constitucional tiene 12 integrantes nombra-
dos por el Rey; de ellos, cuatro a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos 
de sus miembros; cuatro a propuesta del Senado, con idéntica mayoría; dos a pro-
puesta del Gobierno, y dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. To-
dos deberán ser nombrados entre Magistrados y Fiscales, Profesores de Universidad, 
funcionarios públicos y abogados, todos ellos juristas de reconocida competencia con 
más de quince años de ejercicio profesional. (159 C. Española). 

En Colombia la Corte está integrada por nueve magistrados, nombrados por el Sena-
do de la República para períodos individuales de ocho años a partir de ternas envia-
das por el Presidente de la República, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de 
Estado. (Art. 239 constitucional y articulo 44 de Ley 270 de 1996).

La Corte Suprema de los EEUU también cuenta con nueve integrantes que son nom-
brados por el Presidente con la confirmación del Senado. El cargo es vitalicio (aun-
que también renunciable). (Art III Constitución). 

En nuestro país, desde 1994, la SCJN tiene 11 integrantes que son designados por el 
Senado de la República a propuesta del Presidente o, en su defecto, por este último 
si las senadurías no logran una mayoría calificada para designar en dos ocasiones. La 
responsabilidad dura quince años. (Artículos 94 y 96 constitucionales).

Todas cortes constitucionales —incluyendo la nuestra— han tenido buenos y malos 
momentos; mejores o peores integraciones y; mayores o menores momentos de ten-
sión y desencuentro con los poderes políticos democráticamente electos de su país. 

Integración 
de la SCJN

P e d r o  S a l a z a r  U g a r t e

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/psalazar
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Esas tensiones —vale la pena dejarlo asentado como premisa teórica— son con-
sustanciales al diseño institucional de las democracias constitucionales. En efecto, 
en diversas ocasiones, las cortes adoptan decisiones contramayoritarias y ello des-
encadena desencuentros políticos. Ello sin importar cómo están integradas. Existe 
ingente la literatura especializada al respecto. 

***

Por eso considero que, al determinar cuál debería ser la integración de una Corte 
Constitucional —que es el tema de esta mesa—, creo que es más importante e in-
teresante identificar ciertos criterios o principios que deberían garantizarse. A con-
tinuación propongo cinco:

A) Las personas integrantes deben ser expertas en derecho porque la jurisprudencia 
es una ciencia compleja cuyo ejercicio —sobre todo en el ámbito jurisdiccional— 
requiere conocimientos teóricos, técnicos, axiológicos y prácticos.

La formación, la experiencia y la capacidad no son fórmulas abstractas sino atribu-
tos que pueden acreditarse con medios objetivos.

B) Las personas integrantes deben ser honorables, autónomas y, sobre todo, inde-
pendientes de los diferentes intereses políticos y económicos que de manera legi-
tima coexisten en una sociedad. Por supuesto también deben serlo de los poderes 
ilegales y/o ilegítimos que también gravitan en todas las sociedades.

Tampoco se trata de criterios inasibles: un historial de deshonestidad académica, 
un contubernio acreditado, un expediente real de violencia de género —por men-
cionar algunos ejemplos—, no abonan en la honorabilidad pública de una persona; 
la militancia política en el partido gobernante no lo hace en la independencia; la 
dependencia económica de una gran corporación, no garantiza la autonomía de 
criterio y así sucesivamente. 

C) Las personas integrantes deben saber escuchar, deliberar y llegar a acuerdos 
porque trabajaran en un cuerpo colegiado que adoptara decisiones de alta relevan-
cia para la colectividad. Las capacidades técnicas deben acompañarse de habilida-
des sociales.

También en este caso, la trayectoria profesional de las personas ofrece las pistas ne-
cesarias para acreditar este atributo que es más escaso de lo que muchas veces se 
piensa. Escuchar antes de discutir y deliberar antes de decidir de manera desinte-
resada son atributos que no todas las personas entienden y tanto menos practican.

D) La integración del colegiado debe respetar el principio irrenunciable de la igual-
dad de género.

No se trata de una petición de principio sino de una política pública estratégica 
para la conformación de una sociedad justa e incluyente.
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E) La pluralidad y diversidad sociales debería verse reflejada en la composición de 
una corte constitucional. Ello no implica representación de grupos, colectivos o sec-
tores pero si apertura a la diversidad de voces y de visiones. 

Garantizar la diversidad no debe reñir con las capacidades técnicas, la honorabili-
dad, la independencia, etc.

***

De dónde provienen las personas de una corte constitucional, cómo se les designa, 
cuáles son las condiciones de estabilidad y seguridad con las que se desempeñan, 
cuáles son las salvaguardas institucionales para su independencia, entre otros as-
pectos, son cuestiones de enorme relevancia pero no son la materia de esta mesa así 
que no me adentro en ellas.

Tampoco he centrado mi atención en la iniciativa presidencial del 5 de febrero pa-
sado porque girar discursivamente en torno de ella reduce a sus contornos el es-
pectro de una reflexión y una discusión que considero debe ser más amplia, más 
ambiciosa y menos polarizada.



Hechos y Derechos
Número especial

Foros 
sobre la Reforma Constitucional 

en Materia de Justicia

1

El tren de la ausencia: 
a propósito de la reforma 

a la Constitución en materia de justicia1

I m e r  B .  F l o r e s 2

Que todo el que se queje con justicia, tenga un tribunal que lo escuche, 
lo ampare y lo defienda contra el fuerte y el arbitrario.

José María Morelos y Pavón

I

Agradecer la gran deferencia para participar en el Foro a los organizadores de éste y 
la invitación formulada por el propio rector me resulta más que obligado. Constituye 
un gran honor y responsabilidad aceptar la invitación para participar en esta mesa y 
hacerlo en nombre de mis colegas y de nuestra comunidad académica y universitaria. 
Siempre habrá que celebrar la posibilidad de contribuir a entablar un diálogo respe-
tuoso, libre y plural, razonado y ponderado. Confío en que eso sea: un intercambio 
recíproco de información, a partir de diferentes perspectivas y puntos de vista, y que 
las autoridades competentes no hagan oídos sordos, pues sí hay que cambiar algunas 
cosas, más allá de comas y puntos.

II

Si bien coincido con quienes afirman que el tren… de la reforma a la Constitución en 
materia de Justicia… ya partió y —como dice la canción— el boleto “no tiene regre-
so”; considero que corre el riesgo de no llegar a su destino si sigue de frente sin hacer 
algunas paradas —o al menos sin desacelerar en algunos momentos— para poder 
cambiar de ruta y hasta de vía. Así, podría chocar con otro tren o salir descarrilado 
si toma a exceso de velocidad la primera curva. Agrego que tampoco debería llegar a 
cualquier lugar, pues la “Exposición de motivos” de la Iniciativa —en su primer pá-
rrafo— ha anunciado, entre sus paradas, una necesarísima:

El gobierno de la Cuarta Transformación sostiene que una de las causas estructurales 
relacionada con la impunidad y la falta de justicia que ha padecido nuestro país en las 
últimas décadas ha sido la ausencia de una verdadera independencia de las institu-
ciones encargadas de impartirla, así como el distanciamiento cada vez más profundo 
que existe entre la sociedad mexicana con las autoridades judiciales que conocen y 

1  Participación preparada para la Mesa Uno “Integración de la SCJN”, Foros Reforma Constitucional en Materia de Justicia, 
Auditorio Alfonso Caso, Ciudad Universitaria, lunes 29 de julio de 2024.

2  Jefe de la División de Estudios de Posgrado y Profesor de la Facultad de Derecho e Investigador del Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas, Universidad Nacional Autónoma de México.
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atienden sus conflictos en los Juzgados de Distrito, los Tribunales de Circuito y la pro-
pia Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), lo que ha restado credibilidad en 
su actuación y pérdida de legitimidad en sus decisiones.

Más allá de coincidir o no con este diagnóstico, en todo o en parte. Adelanto que, 
en lo personal, hay aspectos de la iniciativa con los cuales estoy de acuerdo y otros 
en desacuerdo. Como parece que todos coincidimos en la necesidad de garanti-
zar una verdadera independencia, entonces la pregunta obligada es si la iniciati-
va como medio es coherente, congruente y consistente, con ese fin, i.e., la parada 
anunciada y hasta su destino final. Avanzo que, para mí, tal y como está la inicia-
tiva, en su conjunto, no la garantiza sino la compromete aún más, sobre todo al 
contemplar la elección de quienes integran la SCJN y tanto la elección como una 
eventual reelección del resto de las personas juzgadoras, así como al violentar los 
principios de inamovilidad y con ello la independencia en sí. Baste traer a colación 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José):

Artículo 8. Garantías Judiciales 
I. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada 
contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, la-
boral, fiscal o de cualquier otro carácter.

Como veremos, el diablo está en los detalles. Típicamente, pensamos en la inde-
pendencia judicial interorgánica (entre otros órganos o poderes), pero también es 
intraorgánica (dentro del propio poder órgano o poder). Así, habría que garantizar 
la independencia del poder judicial ante el ejecutivo y el legislativo, así como frente 
a otras instancias de éste y tal como está la iniciativa sobre ellos pendería la espada 
de Damocles empuñada por el Tribunal de Disciplina Judicial.

Aunado a lo anterior, una verdadera reforma en materia de justicia debería abarcar 
una reflexión muchísimo más amplia y contemplar aspectos relativos no sólo a la ac-
tividad jurisdiccional, sino también a la de las fiscalías, de las defensorías y hasta de 
las policías. Lo anterior, sin olvidar lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 1º 
de a CPEUM: 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de pro-
mover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En 
consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violacio-
nes a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley.

Reitero que no es que haya una única forma de hacer las cosas ni mucho menos que 
tengan que ser a mi manera o al modo mío. Sin embargo, el diseño debe ser com-
patible con los principios, ya consagrados en nuestra Constitución, incluidos los de-
rechos humanos y la dignidad de las personas. Al respecto, me permito evocar que 
la soberanía nacional reside esencial y originariamente en el pueblo, el cual tiene 
en todo tiempo el inalienable derecho de alterar o modificar su forma de gobierno 
(artículo 39). Así, el pueblo mexicano no solamente ha constituido una República 
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representativa, democrática, laica y federal (artículo 40) sino además ejerce su so-
beranía por medio de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de 
éstos, y por los de los Estados y la Ciudad de México, en lo que toca a sus regímenes 
interiores (artículo 41, primer párrafo). De esta forma, ha consagrado que el Supre-
mo Poder de la Federación está dividido para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo 
y Judicial (artículo 49, primer párrafo) y que ha depositado este último en la SCJN, 
entre otros juzgados y tribunales (Artículo 94, primer párrafo).

III

En lo referente al tema que nos ocupa en la mesa, i.e., la integración de la SCJN, 
invocamos algunas de las cuestiones contenidas en la iniciativa: 

1)	 Reducir el número de integrantes de la SCJN, de once a nueve (artículo 94, 
tercer párrafo). Lo cual no es problemático, pero habrá que ver si en este caso 
menos, es más.

2)	 Eliminar el funcionamiento en Salas para que solamente funcione en Pleno 
(artículo 94, tercer párrafo). De igual forma, no es problemático, pero habrá 
que ver si en este caso también menos, es más.

3)	 Reducir —como consecuencia de 1 y 2— el número de votos requeridos para 
que las decisiones contenidas en las sentencias dictadas por el Pleno sean 
obligatorias para todas las autoridades jurisdiccionales de la Federación y 
de las entidades federativas, de ocho a seis (artículo 94, décimo segundo pá-
rrafo). Esto tampoco es problemático y curiosamente representa una reduc-
ción del 72.72% al 66.66%, con lo cual parecería facilitar alcanzar el umbral 
requerido.

4)	 Reducir el encargo de 15 años a 12 años (artículo 94, décimo cuarto párrafo). 
Tampoco es problemático. Sin embargo, no es necesario —como lo prevé el 
Artículo Transitorio Tercero de la Iniciativa— que la duración tenga que ser 
de ocho, once y catorce años, para propiciar una renovación escalonada y 
gradual. No sería más adecuado: ¿nueve, doce y quince años? Al respecto, me 
gustaría sugerir que, en el caso, de reducir a nueve el número de ministros, lo 
más sensato sería que duraran nueve años y, en consecuencia, su renovación 
sería escalonada y gradual.

5)	 Incluir dentro de las limitaciones para ocupar el cargo de ministro o minis-
tra el no haber ocupado una magistratura del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (artículo 95). En algún momento, en un sector de 
la academia, había cierto consenso en torno a que el impedimento incluye-
ra también a quienes habían sido integrantes del Consejo de la Judicatura.3 
Ahora, me pregunto: ¿Y las personas integrantes del eventual Tribunal de 
Disciplina Judicial y del Órgano de Administración Judicial, no tendrían que 
estar impedidas?

3   Ver Héctor Fix Fierro (coord.), Ocho propuestas para fortalecer al Poder Judicial de la Federación y completar su transformación. 
Una propuesta académica, México, Instituto de Investigaciones Jurídicas, UNAM, 2018, pp. 43-45.
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6)	 Modificar el sistema de designación-nombramiento de quienes sean integran-
tes de la SCJN, a partir del mecanismo actual —es decir, de ternas propues-
tas por quien sea titular del Poder Ejecutivo Federal y con el voto de las dos 
terceras partes del Senado, e incluso a su designación directa por parte del 
ejecutivo en caso de rechazar las dos primeras ternas— a su elección median-
te voto popular directo y secreto (artículo 96). Considero que en este punto 
también había un cierto consenso en contra del mecanismo actual, el cual en 
la práctica funcionaba como una especie de “ternas de uno” —con cuates 
ya preseleccionados— e intercambio de cuotas entre los dos principales de 
la coalición gobernante, conocida como PRIAN y que dio lugar al lema “Ni 
cuotas ni cuates”. La elección parecería no ser el problema, pero el procedi-
miento para la selección de las candidaturas hasta su elección si me resulta 
muy preocupante. Tan grave es una elección por el “dedazo” de una sola per-
sona como por la “mano alzada” de todo el pueblo o de la mayoría calificada 
en el Senado.

7)	 Instrumentar el mecanismo para la elección de ministros y ministras —a dife-
rencia de la elección de la totalidad de Tribunales y Juzgados, la cual también 
supone la posibilidad de contender por la reelección— si es viable sin com-
prometer necesariamente la independencia judicial, pues serían electos para 
uno único período. Ahora bien, el problema —como ya avanzamos— no es 
en sí la elección sino el paso previo, i.e., la selección de las candidaturas, por-
que el procedimiento tal y como está previsto no garantiza un perfil imparcial 
e independiente, pues podría ser capturados por otros poderes públicos y pri-
vados (fácticos), al quedar sujetos a las promesas de campaña, a los compro-
misos partidistas, a los apoyos de uno u otro bando. 

Aunado a todo lo anterior, hay un problema que podría descarrilar toda la refor-
ma al realizar una “elección extraordinaria” —como lo prevé el Artículo Segun-
do Transitorio— y establecer que quienes están en funciones concluyan el período 
para el cual fueron designados antes de tiempo. En realidad, más que una conclu-
sión anticipada sería y tendría efectos de una remoción, sin que haya causas ni pro-
cesos entablados en su contra. Lo cual podría lugar a la puesta en marcha de los 
controles tanto de constitucionalidad como de convencionalidad, sobre todo por 
vicios procedimentales.

IV

Antes de concluir, me gustaría recordar que, entre dos extremos los cuales pueden 
llegar a ser viciosos, siempre hay posturas intermedias, en principio virtuosas. Mi 
propuesta sería: 

1)	 Evitar los dos extremos, ya sea dejar —la Constitución tal y como está— sin 
atender la problemática más amplia de la administración, impartición y pro-
curación de justicia, así como corregir algunos de sus defectos, pues si los hay, 
de un lado; o aprobar —la iniciativa tal y como está— sin las adecuaciones 
pertinentes, pues si incurre en algunos excesos, del otro. 
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2)	 Optar por un mecanismo que garantice la participación del pueblo a través 
de las instituciones académicas, de las organizaciones profesionales y de la so-
ciedad civil, en el proceso de selección de quienes serán ministros y ministras, 
a partir de la idoneidad de sus perfiles. Los cuales podrían incluir requisitos 
como contar con certificaciones, realizar exámenes, entre otras. Al respecto, 
me resulta preocupante que en la Iniciativa pretenda derogar el último párra-
fo del artículo 95, en vigor, el cual dispone:

Los nombramientos de los Ministros deberán recaer preferentemente entre aquellas 
personas que hayan servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de 
justicia o que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y antecedentes 
profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.

Por supuesto que estos estándares son abiertos, pero no por ello indeterminados 
sino determinables. Es más, el problema no es meramente cualitativo sino cuanti-
tativo. Como país, nos faltan más personas juzgadoras, en las diferentes materias 
y para todos los ámbitos federal y local. Quienes somos justiciables tenemos dere-
cho para que la justicia sea pronta y expedita, y que las personas juzgadoras sean 
independientes de otros poderes y no tengan que estar sujetos a los vaivenes de la 
política.

Mi alternativa a la propuesta concreta, contenida en la Iniciativa, respecto a la in-
tegración de la SCJN, sería nueve integrantes por nueve años (9x9), y para ello bas-
taría con o sin elecciones populares: 

1)	 Dejar concluir el periodo de los dos primeros ministros sin proceder a renovar 
los espacios que dejan vacantes; 

2)	 Renovar a los nueve integrantes restantes de la SCJN, conforme concluyan 
sus periodos, quienes actualmente la integran, con ello: 

A) Las dos personas entrantes en diciembre de 2027, concluirían su período 
en 2036;

B) Las dos personas entrantes en diciembre de 2030, concluirían su periodo 
en 2039;

C) Las tres personas entrantes en diciembre de 2033, marzo de 2034 y di-
ciembre de 2034, concluirán su período, una, en 2042, y las otras dos en 
2043;

D) Las dos personas entrantes en diciembre de 2036 y 2038, concluirán su 
período en 2045 y 2047; y, así sucesivamente.

Finalmente, es imperativo explicitar que las personas juzgadoras deben estar carac-
terizadas por su independencia e imparcialidad para poder defender la Constitu-
ción al garantizar los derechos y al resolver los conflictos entre los demás órganos 
o poderes. Cabe reiterar que, a pesar de no ser electas o quizás, mejor dicho, pre-
cisamente por no serlo, pueden cumplir con sus funciones de estirpe democrática. 
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Asumen la representación de los justiciables y de sus intereses, tanto de la(s) mayo-
ría(s) como de la(s) minoría(s), e inclusive de quienes están fuera o son marginados 
del proceso político. El poder judicial es democrático en la medida que garantiza a 
todos el acceso a una justicia pronta y expedita. 
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En primer término, deseo agradecer al Rector de la Universidad Nacional Autónoma 
de México, Leonardo Lomelí Vanegas, a la Doctora Sonia Venegas Álvarez, Directo-
ra de la Facultad de Derecho, y al Maestro Hugo Concha Cantú, Abogado General 
de la UNAM, la gentil invitación para participar en esta primera mesa del Foro Refor-
ma Constitucional en materia de Justicia. 

Es un honor acudir al llamado de nuestra Máxima Casa de Estudios para reflexionar 
en compañía de los distinguidos colegas que me acompañan, el sentido y el significa-
do de una propuesta disruptiva que, de ser aprobada, modificará la arquitectura del 
Poder Judicial de la Federación, la cual comienza por la integración de nuestra Su-
prema Corte de Justicia, su rostro más visible. 

En la exposición de motivos de la iniciativa en comento detectan dos problemas con-
siderados endémicos del Poder Judicial de la Federación y de paso, de los poderes 
judiciales locales: por una parte, la injusticia que deriva de la distancia entre la magis-
tratura y los justiciables, y, por la otra, la corrupción que resulta de los procedimien-
tos internos del actual Consejo de la Judicatura Federal el cual impide sancionar a los 
integrantes del Poder Judicial que cometen alguna falta. 

La respuesta considerada natural, es una reforma al sistema de justicia para recu-
perar la «legitimidad», a través de procesos de elección directa de Ministros de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como del resto de la magistratura y 
la judicatura federal y local, además de la desintegración del actual Consejo de la Ju-
dicatura Federal al dividir sus funciones en dos órganos, uno de administración —al 
que ni siquiera se le dota de nombre— y un Tribunal de Disciplina Judicial, para juz-
gar las irregularidades que cometan los jueces y magistrados. 

Leer esta iniciativa causa inquietud puesto que, en ella, se plantean modificaciones 
abruptas por los riesgos que conllevan para la configuración del Estado Mexicano -al 
afectar la conformación de uno de los tres poderes de la Unión, así como la manera 
en que éste se vinculará a la sociedad mexicana-, pero también da lugar a la necesi-
dad de entender desde dónde está abordando el presidente de la República esta po-
sible reforma y de qué manera pueden interpretarse sus efectos, en caso de que fuera 
aprobada.  Una de las claves se encuentra en la frase: 

E u g e n i a  P a o l a  C a r m o n a  D í a z  d e  L e ó n

La integración de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación en la iniciativa de reforma 
constitucional de 5 de febrero de 2024
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La presente reforma no debilita al Poder Judicial ni merma su autonomía e indepen-
dencia, sino que la fortalece a través de la legitimidad emanada del poder popular, 
cerrando la brecha sistemática que se ha creado entre dicho poder y la sociedad, y 
restituyendo la confianza ciudadana en las instituciones y funcionarios que, lamenta-
blemente, han caído en el desprestigio debido a abusos y excesos de ciertas personas 
que se han resistido a entender la dimensión de la transformación que vive México y a 
confiar en la madurez política y la sabiduría de nuestro pueblo1. 

A partir de esta expresión se infiere el trasfondo de la reforma: La connotación 
democrática con la que reviste la reforma judicial, obedece a la retórica en la que 
quienes ejercen el poder en turno establecen a priori una división entre una minoría 
privilegiada, oligárquica, elitista, ciega a las necesidades de los «otros», frente a una 
mayoría «real», la cual ha sido excluida de la toma de decisiones, del ejercicio de 
derechos, de las condiciones mínimas de subsistencia, y cuyas demandas pretende 
representar y cumplir. 

A esta mayoría le otorgan diferentes títulos, sin embargo, cuando hace referencia 
al «pueblo» —y hablo de este concepto porque así está plasmado en la iniciativa—, 
es importante resaltar en él no caben todos, pues en palabras de Ernesto Laclau: 
“El ‘pueblo’ […] es algo menos que la totalidad de los miembros de la comunidad: 
es un componente parcial que aspira, sin embargo, a ser concebido como la única 
totalidad legítima”2. De ahí que la demanda de justicia expresada en la iniciativa 
presenta una contradicción in situ, ya que de modo subyacente deja fuera a esa otra 
parte de la población desplazada en las urnas, considerada, en los hechos, apóstata 
de la causa reivindicadora de la mayoría. 

Lo que redunda en un discurso atractivo que busca dar paso a la reformulación 
de las normas que han regido al Poder Judicial de la Federación y en particular de 
la Suprema Corte de Justicia, instituciones que, en el contexto de la iniciativa, se 
consideran caducas por sus vicios, sus carencias, y sus yerros. Cito nuevamente la 
iniciativa: 

Esta reforma pretende romper con la inercia de los acuerdos cupulares, donde las y 
los ministros, magistrados y jueces no eran responsables ante la ciudadanía sino ante 
quienes los propusieron en el cargo, orientando sus decisiones a la protección y defensa 
de intereses personales y de grupos fácticos. Al impulsar la democratización y someter 
a los integrantes del Poder Judicial al voto popular, se garantiza que representen las 
diferentes visiones que conforman la sociedad mexicana, logrando así que el acceso a 
una justicia pronta, expedita e imparcial, sea una realidad y no un principio escrito, 
que sólo se utiliza para fundar y motivar los procesos judiciales, pero que no se refleja 
en la realidad de las personas justiciables3. 

1   López Obrador, Andrés Manuel, “Iniciativa del Ejecutivo Federal con proyecto de decreto, por el que se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de reforma al Poder Judicial”, en Gaceta Parlamentaria, 6457-15, México, Cámara de Diputados, 5 de fe-
brero de 2024, p. 3, disponible en: https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205-15.pdf  [con-
sultado el 20 de julio de 2024].   

2   Laclau, Ernesto, La razón populista, Argentina, Fondo de Cultura Económica, 2005, pp. 107-108. 
3   López Obrador, Andrés Manuel, op. cit., p. 3. 
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En otras palabras, la redención del Poder Judicial, y en particular, de la Supre-
ma Corte de Justicia plantea a través del «sometimiento» al voto popular, a partir 
del cual pretende alcanzar la deseada cercanía entre esa abstracción denominada 
«pueblo» fundada en el intento democratizador que promete, desde una elección 
general en la que los votantes conocen a los candidatos, quienes hipotéticamente 
comparten las visiones y experiencias de vida comunes con ellos. 

En primer lugar, ¿es adecuado hablar de un «sometimiento» de los jueces al voto 
popular? Sabemos que la propia Constitución establece el voto activo y pasivo 
como un derecho y una obligación de los ciudadanos en sus artículos 35 fracción I 
y 36, fracción III4, por lo que resulta inquietante que la propuesta se redactade uti-
lizando una palabra vinculada con la claudicación y no con la expresión plena de 
nuestros derechos políticos.  

En segundo término, resulta de suma gravedad la afirmación del nombramiento de 
los ministros de la Suprema Corte de Justicia con el propósito fundamental de suje-
tarse a los designios de cúpulas y grupos de interés, rodeándolos así de un aura de 
ilegitimidad, debido a que el actual modelo contemplado en la Constitución Políti-
ca parte de un procedimiento en el que intervienen tanto el Poder Ejecutivo, como 
el Legislativo, pero, sobre la base del voto que depositamos los ciudadanos para ele-
gir a nuestros representantes. 

En otras palabras, una afirmación como la consignada en esta iniciativa mancilla 
el pacto fundante del Estado Mexicano consignado en nuestra Ley Suprema al sos-
layar el principio de división de poderes, así como el peso que tenemos los ciuda-
danos al elegir a quienes nombran a su vez, a los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia por mandato constitucional, lo que les dota de la legitimidad suficiente y 
necesaria para desempeñar su función.  

Un tercer aspecto por destacar recae en la supuesta relación que colige entre una 
justicia pronta y expedita y la coincidencia derivada entre los ministros y sus hipo-
téticos votantes por compartir el mismo ethos, es decir, los mismos rasgos de com-
portamiento y carácter. 

Sin embargo, no existe una relación lógica ni fáctica entre la celeridad y la eficacia 
de las sentencias derivada de la afinidad entre un juzgador y los justiciables. Por el 
contrario, lo que debe buscarse es la imparcialidad en su decisión, ya que el senti-
miento de identidad con alguna de las partes en conflicto implicaría un sesgo, incli-
naría la balanza sobre la protección de personas, grupos e intereses particulares, lo 
cual es precisamente lo que busca evitar con esta reforma. 

Un cuarto argumento radica en el desdén conferido a la obligación constitucional 
de fundar y motivar jurídicamente las decisiones de los ministros de la Suprema 
Corte, reforzándolo más adelante con la omisión del requerimiento específico del 
título de abogado, contenido en el artículo 93 de la Constitución Federal de 1857, 

4   Cfr. artículos 35 fracción I y 36 fracción III, en Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, México, Cámara 
de Diputados del H. Congreso de la Unión, pp. 45, 49, disponible en: https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-
blio/pdf/CPEUM.pdf  [consultado el 20 de julio de 2024]. 
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el cual limitaba a establecer que para ser electo a ese cargo se requería “estar ins-
truido en la ciencia del derecho, a juicio de los electores”. 

Por lo que en la iniciativa en comento se critican las voces manifestadas en contra 
del requerimiento del título profesional de abogado en los debates del constituyen-
te de 1857, al señalar que: “Estas acaloradas discusiones dejan entrever el carácter 
clasista y racista de algunos constituyentes de la época que menospreciaban el cri-
terio del pueblo”5. 

Sin el ánimo de caer en anacronismos, este argumento en contra de los abogados 
conlleva un reproche implícito a la especialidad de los conocimientos jurídicos de 
los actuales Ministros de la Suprema Corte, en un afán anti-intelectualista de re-
calcar la reivindicación de una mayoría que votará a favor de aquellos que se soli-
daricen con la refundación del pueblo que, por fin, verá satisfechas sus exigencias, 
cualesquiera que estas sean, o dicho de una manera más acuciosa, con las deman-
das de la élite que fue electa por esa mayoría.     

La propia Historia nos brinda, al menos dos ejemplos de ministros y presidentes de 
la Suprema Corte de Justicia que durante la vigencia de la Constitución de 1857 
asumieron el cargo, pero se distinguieron en otras lides vinculadas a la política, y, 
sobre todo, al campo militar: el general Jesús González Ortega, reconocido por la 
defensa de Puebla contra el Ejército Francés en 1863 y, a pesar de no haber conclui-
do sus estudios como abogado6, fue designado ministro y Presidente de la Suprema 
Corte en ese mismo año7, aunque en 1865 haya resultado responsable del delito de 
abandono voluntario del cargo de Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación8.  

En el mismo tenor, cabe recordar que el General Porfirio Díaz Mori, sin haberse 
titulado como abogado por su ingreso a las filas liberales9, también fue nombrado 
de ministro y presidente de la Suprema Corte en 188310, es decir, durante la presi-
dencia de Manuel González, en ese cuatrienio que fue intermedio de sus períodos 
presidenciales. 

De ambos casos emergen varias dudas razonables las cuales pueden aplicarse a la 
propuesta actual, puesto que en ningún párrafo o disposición presenta una vacuna 
contra la aproximación de los ministros con el poder político y contra los riesgos 
que implica la afinidad entre los votantes y los ministros. 

5   López Obrador, Andrés Manuel, op. cit., p. 7.
6   Álvarez, José Rogelio (dir.), Enciclopedia de México, Estados Unidos de América, T. VI, 2001, pp. 3445-3447. 
7   Cabrera Acevedo, Lucio, Índice alfabético de personas en la Historia de la Suprema Corte de Justicia en el siglo XIX (1821-

1914). México, SCJN, PJF, 2001, pp. 254-256. 
8   Cabrera Acevedo, Lucio, Documentos constitucionales y legales relativos a la función judicial 1810-1917. México, SCJN, 

PJF, T. II, 1997, pp. 128-129. 
9   Tello Díaz, Carlos, Porfirio Díaz, Su vida y su tiempo: La guerra 1830-1867. México, Conaculta, Debate, 2015, p. 126. 
10   Carlos Tello Díaz afirma que el general Díaz no tomó posesión de ellos porque prefirió el cargo de senador de 

la República. Cfr. Tello Díaz, Carlos, Porfirio Díaz, Su vida y su tiempo: La ambición 1867-1884. México, Conaculta, 
Debate, 2018, pp. 474-475; Cabrera Acevedo, Lucio, Índice alfabético… op. cit., p. 266.
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Por el contrario, resultan aleccionadores, en tanto que ambos personajes eran con-
siderados «héroes nacionales» en su momento, pero cuyos conocimientos, habilida-
des y destrezas quedaron manifiestas en otros campos de acción, lo que nos permite 
hacer hincapié en la «idoneidad» de las personas que desempeñan un cargo tan 
especializado como lo es el de ministro de la Suprema Corte en la actualidad y no 
solamente en los requisitos establecidos por la Constitución. 

La iniciativa también ensalza la elección consignada en la Constitución de 1857 
para los ministros de la Suprema Corte en su artículo 9211, ´ lo que cabe hacer la 
siguiente acotación: se trataba de una elección indirecta a partir de electores desig-
nados en las juntas electorales de distrito, de conformidad con los artículos 2, 3, 16, 
18, 43 y 48 de la Ley Orgánica Electoral de 185712. 

No obstante que el nombramiento de los ministros de la Suprema Corte era a través 
de electores y no por voto popular, como prevé en el proyecto en comento, ambos 
comparten un elemento en común: la cercanía entre los candidatos a ministros de 
la Corte y los políticos militantes que los incluían en la lista para su elección. Esta 
proximidad fue uno de los motivos que tuvo el Congreso Constituyente de 1917 
para descartar la elección directa de los ministros de la Suprema Corte e, incluso, 
para excluir al presidente de la República en el proceso de designación13. 

Sin embargo, en el artículo 95 de la presente iniciativa de reforma constitucional no 
deja lugar a las ambigüedades al recaer la postulación de los candidatos a ministros 
en una lista conformada por diez personas propuestas por el titular del Ejecutivo, 
diez por el Congreso de la Unión —es decir, cinco por cada Cámara— y hasta diez 
personas por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia14.  

Con ello, no garantiza la independencia de los futuros ministros, toda vez que con-
firma el esquema de afinidad de los aspirantes con un proyecto político que deja 
fuera a las minorías, en el que responderán precisamente a los intereses de quienes 
previamente realizaron la selección, y que será confirmada por el sufragio popular 
de votantes cuyo referente será la recomendación directa o indirecta de quien de-
tente el poder al momento de la elección. 

De ahí que el objetivo de esta reforma consista en debilitar al Poder Judicial a partir 
de su control por parte de ambos poderes, ya que, al incidir en el método de selec-
ción de los ministros, determina un perfil concreto con el que se corre el peligro de 
que las futuras sentencias queden viciadas a partir de la ideología dominante del 
partido político al que pertenece el titular del Ejecutivo y la mayoría del Congreso 
quienes aprobaron la preselección de los nombramientos. 

El citado artículo 96 señala que el Senado de la República se limitará constatar los 
requisitos de elegibilidad al día de la elección, consistentes en los ya establecidos 

11   Tena Ramírez, Felipe, Leyes Fundamentales de México 1808-1994. 18ª. ed., México, Porrúa, 1994, p. 622. 
12   Cabrera Acevedo, Lucio, Documentos constitucionales…, op. cit., pp. 88-90, 92. 
13   Diario de los Debates del Congreso Constituyente. México, H. Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, LII Le-

gislatura, edición facsimilar, T. II, 1985, pp.514-517, 520-523, 
14   López Obrador, Andrés Manuel, op. cit., pp. 69-70.
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por el texto constitucional, aunados a la limitación para que los Magistrados del 
Tribunal Electoral sean propuestos durante el año previo a la elección.15

Todo ello en desdoro de la idoneidad de los candidatos, puesto que una cosa son 
estos requisitos y otra muy diferente que posean los conocimientos jurídicos, las ha-
bilidades, las competencias y las destrezas prácticas que requieren para ejercer las 
funciones de un ministro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

Sobre ellos no se hace referencia, e infiere que la razón estriba en el afán de elimi-
nar el malentendido elitismo que permea transversalmente la iniciativa y proscribe 
la ilusoria «superioridad» que el saber le confiere a los expertos, para suplantarla 
por el carácter, la sensibilidad moral, las emociones, es decir, por ideas más cerca-
nas a las “diferentes visiones que conforman la sociedad mexicana”16, haciendo de 
ellas un valor que conlleva la hipotética proximidad entre el pueblo y los ministros 
de la Corte. 

¿Esa es la integración de la Suprema 
Corte de Justicia que se desea? 

No, porque la inserción sin ambages de la cabeza del Poder Judicial en un proyecto 
político que conlleva la exclusión de las minorías acarreará una interpretación de 
la ley que rompe con sus características básicas: generalidad, abstracción, obligato-
riedad y impersonalidad. 

No, porque en el fondo, lo que propone es la sustitución de una élite por otra, en 
otras palabras, los aspirantes a ministros de la Suprema Corte de Justicia serán per-
sonas que cumplan con los requisitos de elegibilidad, pero más allá de eso, serán 
personas que responderán a los intereses de una pléyade política y de los grupos de 
interés que la rodean, lo que restará independencia a sus decisiones, por el sesgo 
ideológico inherente en ellas y refrendan la existencia de acuerdos cupulares.

No, porque en aras de generar un acercamiento entre la Suprema Corte de Justicia 
y la sociedad, planteado en la iniciativa, en el fondo desnuda el prejuicio anti-elitis-
ta que se tiene en contra de expertos, en este caso, en la especialidad de la función 
judicial, lo que traduce en la omisión de los requisitos de idoneidad que debieran 
estar contenidos en ella. 

No, porque esta propuesta reproduce los desaciertos de la Constitución de 1857, 
subsanados por el Congreso Constituyente de 1917, lo que implica un retroceso 
histórico. 

No, porque de los argumentos vertidos con antelación, se infiere que el resultado de 
la puesta en marcha de esta iniciativa, si es que se aprueba, será el contrario al que 
se busca alcanzar: la justicia será más parcial, más lejana, más sesgada y 
subordinada a los intereses y vaivenes políticos. 

15   López Obrador, Andrés Manuel, op. cit., pp. 68-69.
16   Ibidem, p. 3.
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Por lo que concluyo, la integración de la Suprema Corte y, en general, el modelo 
que proponen en la iniciativa para el Poder Judicial debe ser reformulado. 
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Número especial

Foros 
sobre la Reforma Constitucional 

en Materia de Justicia

1

Los foros relativos a la Reforma Judicial, organizados por la Universidad, 
versan sobre un tema de gran trascendencia para la sociedad; y constituye 
una magnífica oportunidad para su análisis, en un ambiente de tolerancia, 
pluralidad y libre expresión de ideas, que siempre han caracterizado la 
discusión y debate entre los universitarios y universitarias.

El tema de la reforma judicial, objeto de esta exposición es el relativo a la Justicia lo-
cal, tema de gran interés para este ponente, quien además de ser académico de esta 
Facultad, se desempeña como Juez en materia familiar en el Poder Judicial del Esta-
do de México, designado a través de concurso de oposición; y, por ende, lo expresado 
constituye la opinión de un operador del sistema de justicia local.

Introducción

La iniciativa de reforma presentada el 5 de febrero de 2024 por el titular del Ejecu-
tivo federal contempla cambios importantes en el sistema de impartición y adminis-
tración de justicia, entre los que se destacan los siguientes:

•	 Elección de personas juzgadoras por voto popular
•	 Creación de un nuevo órgano de administración judicial
•	 Creación de un tribunal de disciplina judicial
•	 Cambios procesales para garantizar una justicia pronta y expedita

Dicha iniciativa propone cambios en el ámbito federal; no obstante, si se aprueba la 
reforma, sus efectos trascenderán en el ámbito local, en las entidades federativas, en 
términos de los Artículos 116 fracción III y 122 fracción IV Constitucionales, que 
disponen esencialmente que las Constituciones y las Leyes Orgánicas de las entidades 
federativas establecerán las condiciones para la elección de [jueces y magistrados] por voto di-
recto y secreto de la ciudadanía; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un órgano de 
administración judicial con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones, conforme 
a las bases establecidas en la Constitución Federal para el Poder Judicial de la Federación, así como 
del ingreso, formación y permanencia de quienes sirven en los Poderes Judiciales locales; así como 
que deberán establecerse mecanismos transparentes y paritarios de elección de jueces y magis-
trados; dejando a consideración de dichos ordenamientos el tiempo de duración en el 
ejercicio de su encargo; reiterando la prohibición de que perciban una remuneración 
mayor a la establecida para el Presidente de la República.

La justicia local en México: 
elementos para una reforma 

integral

E s t e b a n  B a r r ó n  G u t i é r r e z
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Contexto de la justicia local

Carga de trabajo. Para proporcionar un contexto al tema de justicia local y el im-
pacto que en ella tendría la iniciativa de reforma judicial, en principio, vale señalar 
que la justicia cotidiana corresponde a los tribunales locales; el 85% de los asuntos 
judiciales corresponde a los tribunales de los estados, es decir a tribunales locales: 
divorcios, controversias en materia familiar, arrendamientos, juicios ejecutivos mer-
cantiles, reivindicaciones, juicios penales o laborales, corresponden normalmente y 
se tramitan ante tribunales locales.

Los tribunales locales son, por ende, los que tienen la mayor carga de trabajo, y 
constituyen el primer punto de acceso de los ciudadanos a la administración de jus-
ticia; pues los tribunales federales conocen únicamente de un 15% de los asuntos.
Número de órganos jurisdiccionales y titulares. Por otra parte, mientras el Poder Ju-
dicial de la Federación –excluyendo la SCJN y el TEPJF– cuentan con 932 órganos 
jurisdiccionales, contando con 1,580 titulares (jueces, juezas, magistradas y magis-
trados), contando con un total de 54,388 personas servidoras públicas entre órga-
nos administrativos y jurisdiccionales [Censo Nacional de Impartición de Justicia 
Federal del INEGI]; los poderes judiciales locales, se componen de 5,315 órganos 
jurisdiccionales y administrativos [contando con 603 magistrados y 4,398 jueces y 
juezas, aproximadamente] que requieren las labores de 73,000 personas servidoras 
públicas. En el caso del Estado de México, por ejemplo, se cuenta con 430 jueces y 
60 magistrados.

Presupuesto. Aunado a lo anterior, mientras que en 2022, el Poder Judicial Fede-
ral ejerció un presupuesto total de 77,407 millones de pesos, (con un incremento 
interanual de 4.5 por ciento), la suma del presupuesto ejercido por la totalidad de 
poderes judiciales locales en ese mismo año equivale aproximadamente al 50% de 
dicha cantidad, lo cual da una idea de la asimetría existente en recursos entre el 
ámbito federal y el local; e incluso en cuanto a entidades federativas, pues mientras 
los poderes judiciales en la Ciudad de México o Estado de México, ejercieron más 
de 7,000 y 5,000 millones para ese año, Colima o Campeche, ejercieron tan sólo 
276 y 324 millones, respectivamente.
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Número de jueces. Aunado a lo anterior, según el Censo Nacional de Impartición 
de Justicia Estatal 2021 del INEGI, para atender las necesidades de la sociedad en 
materia de justicia, la media nacional es de 4.4 jueces por cada cien mil habitantes. 
No obstante, lo anterior, por ejemplo, en el Estado de México, el estado más pobla-
do del país, se tienen únicamente 2.7 jueces por cada cien mil habitantes, lo cual 
está muy lejos de la media nacional, así como del estándar sugerido por la OCDE, 
de 18 jueces por cada cien mil habitantes, lo cual da una idea de la enorme carga 
de trabajo existente en la justicia local.

Consecuencias. Con el crecimiento demográfico del país y las grandes transforma-
ciones que en todos los ámbitos ha tenido la sociedad mexicana, se han incremen-
tado considerablemente el número de litigios a nivel nacional —la mayoría de los 
cuales son tramitados antes tribunales locales—, lo cual ha ocasionado que la carga 
de trabajo en los tribunales locales sea enorme.

Lo anterior, aunado a la insuficiencia de personal judicial —jueces, secretarios de 
acuerdos, actuarios, oficiales judiciales, así como personal auxiliar administrativo y 
pericial—, así como la insuficiencia de recursos financieros, materiales, de instala-
ciones ha dificultado la función jurisdiccional en los poderes judiciales locales, pues 
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los juicios se vuelven lentos, tardados y complejos, muchas veces las sentencias se 
dan a destiempo y con mucha dilación; por lo cual resulta sumamente complica-
do de cumplir el mandato constitucional de impartir justicia de manera pronta y 
expedita.

Cabe acotar, en este punto, que, dada la asimetría y la diversidad de circunstancias 
existentes en las entidades federativas, en algunos estados, como es el caso del Es-
tado de México, a pesar de la insuficiencia de personal y de recursos, los juicios se 
tramitan, en general, de manera más rápida que en la mayoría de entidades federa-
tivas; no obstante, ello se logra a partir del esfuerzo y trabajo del personal judicial, 
la mayoría de las veces fuera de sus jornadas laborales, para abatir la enorme carga 
de trabajo que tienen diariamente, con las consecuencias que esto acarrea en los 
ámbitos personal, familiar, afectando su salud y produciendo estrés laboral.

La justicia local en la iniciativa de Reforma Judicial

Un primer apunte, en torno a la iniciativa de Reforma Judicial es que la misma se 
encuentra sustentada —tal y como se desprende de su exposición de motivos—, en 
el análisis que se hace de la justicia en el ámbito federal y de los órganos del Poder Judi-
cial Federal —particularmente, de la SCJN y del CJF—, así como de la problemática 
que advierte en el mismo; sin embargo omite tomar en consideración, en su totali-
dad, para dicho análisis y sustentación, cualquier referencia al ámbito local, omi-
tiendo indicadores, estadísticas, datos o circunstancias relativas a la justicia local, a 
los poderes judiciales de las entidades federativas, así como de la problemática y las 
circunstancias en que se encuentran inmersos.

Por tanto, dicha iniciativa está diseñada como respuesta a las dificultades que pre-
senta la relación entre el Ejecutivo Federal y la SCJN y, en última instancia, como 
una respuesta para resolver los problemas que su suscitan, en todo caso, en el ámbi-
to de la justicia federal, más no al de la justicia local, pues sí bien ambas presentan 
algunos problemas comunes, no obstante, la justicia local cuenta con una proble-
mática y una complejidad muy diversa a la federal, con temas como la excesiva 
carga de trabajo, la insuficiencia de recursos financieros, humanos y materiales, la 
falta de instalaciones e infraestructura adecuados, de capacitación, de evaluación 
del desempeño, o de un adecuado sistema de responsabilidades, los cuales, si bien 
se encuentran presentes en la justicia federal, son más característicos de la justicia 
en el ámbito local, que requieren, a nuestro parecer, soluciones diversas a las plan-
teadas en la reforma judicial presentada por el Ejecutivo.

En este sentido, la iniciativa de reforma judicial resulta incompleta, por lo cual, sí 
se pretende reformar la justicia local, se requeriría mayor discusión y análisis del 
contexto y problemática que presenta la función jurisdiccional en las entidades 
federativas.

Necesidad de una Reforma integral en el ámbito local

Desde nuestra perspectiva, se requiere una reforma integral a la justicia local, que 
atienda no sólo temas orgánicos sino problemas estructurales, que tome en conside-
ración, por lo menos, los siguientes elementos:
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1. Dotar de mayores recursos económicos, ya sea, a través de participaciones fede-
rales o, por parte de las propias entidades federativas, para el fortalecimiento de los 
poderes judiciales locales, y sea posible la contratación de más personal judicial y 
administrativo, y sea factible contar por lo menos con 8 a 10 jueces por cada cien 
mil habitantes, así como invertir en infraestructura, instalaciones, capacitación, y 
mayores recursos financieros, tecnológicos y materiales. La inversión de mayores 
recursos a los poderes judiciales locales resulta fundamental, sobre todo en el mar-
co de la implementación del nuevo CNPCyF, por virtud del cual se armoniza la 
justicia civil y familiar a nivel nacional, máxime que, para la implementación del 
sistema acusatorio adversarial a nivel nacional, a través del CNPP, se destinaron 
cuantiosos recursos.

Lo anterior, aunado al establecimiento de mecanismos de racionalidad en el gas-
to, transparencia y rendición de cuentas, que garantice el uso adecuado de dichos 
recursos.

2. El establecimiento y fortalecimiento de un sistema meritocrático que garantice 
la igualdad de oportunidades en el acceso a la función jurisdiccional con base en 
el mérito y con el fin de impulsar el desarrollo de la función jurisdiccional para be-
neficio de la sociedad; a efecto de que no sean las componendas políticas, los com-
promisos de grupo o el “sistema del botín”, el mecanismo a través de los cuales se 
seleccione a las personas servidoras públicas judiciales, sino la competencia por 
mérito, de acuerdo a su habilidad profesional, capacidad y experiencia, mediante 
procedimientos transparentes, objetivos y equitativos.

Vale la pena señalar que debe fortalecerse la carrera judicial para el acceso a los 
cargos relacionados con la función jurisdiccional –sobre todo, el de jueces y jue-
zas, puesto que dicha función no es política, sino técnica, especializada y requiere 
años de estudio, experiencia y especialización; máxime que resuelve sobre temas 
muy delicados, como los derechos, el patrimonio, la libertad de las personas, los de-
rechos de niños, niñas y adolescentes; y por ende, requiere de personas que hayan 
hecho de la judicatura un proyecto de vida, pudiendo incorporar a litigantes, aca-
démicos y especialistas de reconocida capacidad que cuenta con la experiencia y 
habilidades, para incorporarse a dicha función, a través de concursos de oposición 
transparentes y abiertos, que garanticen igualdad de oportunidades y la selección 
con base en el mérito.

La designación de jueces, juezas, magistrados y magistradas a través de voto popu-
lar, desde mi punto de vista, no resulta viable en el ámbito local, puesto que estos 
jueces no resuelven acciones de inconstitucionalidad o controversias constituciona-
les ni emiten declaratorias generales de inconstitucionalidad o determinan suspen-
siones con efectos generales en contra de leyes expedidas por el Poder Legislativo 
—cuestiones competencia de los tribunales de control concentrado de constitucio-
nalidad—, y, por el contrario, crearía mayor confusión, problemas y estrés en los 
órganos jurisdiccionales y en las personas servidoras públicas parte de los órganos 
jurisdiccionales —que tendrían que llevar a cabo las funciones y trabajo de los nue-
vos juzgadores— y en los propios justiciables, pues un juez requiere de experiencia 
y no puede ser improvisado de la noche a la mañana. 
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3. El fortalecimiento del sistema de administración y de gestión de recursos hu-
manos de los poderes judiciales locales, a través de la mejora de los procesos, tan-
to de ingreso como de promoción, a través de concursos de oposición imparciales 
y transparentes; en los rubros de capacitación, actualización y especialización que 
tengan por objeto el mejoramiento profesional y la permanencia en la función ju-
risdiccional; sistemas de evaluación del desempeño con base en criterios de medi-
ción y valoración del desempeño de la función jurisdiccional; el establecimiento 
de un adecuado sistema de reconocimientos y estímulos y un adecuado sistema de 
responsabilidades penales y administrativas que combata y erradique los actos de 
corrupción y las conductas inadecuadas.

Ello en el marco de una reforma jurisdiccional y administrativa más amplia, que 
facilite la simplificación de procesos, el uso de las nuevas tecnologías, atención al 
público con calidad y calidez, la difusión de un código de ética para personas ser-
vidoras públicas judiciales, mayor transparencia y una mejor rendición de cuentas.

4. La legitimación de los jueces, desde nuestro punto de vista, no deviene propia-
mente de su elección mediante voto directo, sino de la calidad de sus sentencias, del 
sentido de las resoluciones que emitan, que se encuentren debidamente fundadas y 
motivadas, que sean dictadas conforme a derecho, que resuelvan las controversias 
que son sometidas a su jurisdicción, que salvaguarden los derechos humanos de los 
justiciables y por ende, sean garantes de la legalidad, la constitucionalidad y la con-
vencionalidad (aún de manera difusa), que preserven el Estado de Derecho y así, 
recomponer el tejido social y mantener la paz social. 

5. La intención de toda reforma al sistema de impartición y administración de justi-
cia debe tener por objeto beneficiar a la sociedad y, particularmente, a los usuarios 
del sistema, es decir, a los justiciables; y en este sentido, vale la pena escuchar todas 
las voces que, desde la academia o desde la judicatura, puedan aportar elemen-
tos valiosos para su discusión, y en este sentido este foro representa una magnífica 
oportunidad para ello.
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En materia de Justicia Local la iniciativa de Reforma contempla en sus artículos 116, 
f. III, 122, f. IV y el transitorio Octavo, que las Constituciones y Leyes Orgánicas de 
los Estados establecerán las condiciones para la elección por voto directo y secreto 
de los jueces y magistrados; la creación de un Tribunal de Disciplina Judicial y de un 
órgano de administración judicial con independencia técnica. Los procedimientos 
para la elección serán similares a los contemplados para el caso federal. Las legisla-
turas locales tendrán 180 días naturales desde la entrada en vigor para realizar las 
adecuaciones a las Constituciones Locales para cumplir con la Reforma. Es decir, lo 
aplicado a nivel federal debe adaptarse a nivel local.

Revisemos previamente algunos datos sobre los poderes judiciales locales para dar-
nos cuenta de la dimensión y posibles implicaciones de la Reforma. Los poderes judi-
ciales locales están compuestos por 5,315 órganos jurisdiccionales y administrativos 
donde laboran 73 mil servidores públicos. Existen 2,886 órganos de primera instan-
cia; 381 de segunda instancia; 135 de ejecución de sentencia; 390 de primera instan-
cia y ejecución de sentencia, y 1,523 órganos o unidades administrativas.1

Los Tribunales Superiores de Justicia de los diferentes Estados cuentan con 603 ma-
gistrados; y con 4,398 jueces y juezas.

Durante 2022 ingresaron 2,154,768 asuntos a los poderes judiciales estatales, de los 
cuales concluyeron en primera instancia 1,320,702. Si dividen estos asuntos resueltos 
en primera instancia entre los 4,389 jueces locales en 2022, esto significa que en pro-
medio cada juez resolvió 300 asuntos, poco más de un asunto al día en promedio de 
acuerdo con los días laborables.

El 52% de los asuntos pendientes de resolución están agrupados en el Estado de Mé-
xico, la CDMX, Veracruz, Jalisco y Nuevo León. Estos estados concentran uno de 
cada tres juzgadores locales.

Los nombramientos de magistrados lo hacen los congresos locales (salvo en el Edo. 
de México donde los hace el Consejo de la Judicatura). Los jueces son designados, 
por lo general, a través de concursos de oposición realizados por los Consejos de la 

1   Los datos más recientes son del 2022 y provienen del Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal (2023) del 
INEGI. Disponible en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/productos/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/
productos/nueva_estruc/889463913795.pdf

Una iniciativa sin 
justificación

J u a n  A .  C r u z  P a r c e r o

https://www.filosoficas.unam.mx/sitio/cruz-parcero
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Judicatura locales.
La iniciativa de Reforma, por lo tanto, implica retos y problemas similares a los 
analizados en materia federal.
Quisiera por ello entrar en algunos problemas de la iniciativa de Reforma que han 
generado dudas serias.

1. Problemas y soluciones

La iniciativa de Reforma parte de detectar algunos problemas estructurales de 
nuestro sistema de justicia (32):

•	 Impunidad;
•	 Falta de Justicia en el país;
•	 Falta de independencia de las instituciones encargadas de impartirla;
•	 Distanciamiento con la sociedad mexicana;
•	 Falta de credibilidad;
•	 Falta de legitimidad en sus decisiones;
•	 Protección de poderes fácticos;
•	 Falta de órganos efectivos para combatir corrupción, impunidad y nepotismo.

Nadie puede negar la existencia de estos problemas, pero es muy simplista mencio-
narlos sin ofrecer o remitir a un diagnóstico serio donde apreciemos cómo los esta-
mos entendiendo, y cuáles son los estudios y la información de sustento. Referir a 
la falta de justicia en el país, por ejemplo, no nos dice mucho. Hay muchas dimen-
siones y ámbitos de la justicia (y las injusticias) y solamente algunos de ellos están 
vinculados con la administración de justicia. Para los grandes problemas de justicia 
social, por ejemplo, son otros poderes públicos y actores sociales quienes tienen ma-
yores responsabilidades y obligaciones. De modo que, sin un buen diagnóstico no se 
puede saber bien si las respuestas serán o no eficaces.

Lo sorprendente de la iniciativa de Reforma es que concibe como remedio a to-
dos estos problemas la elección democrática de todos los jueces federales y locales 
(recuérdese que hablamos de casi 5 mil juzgadores a nivel local y 1,580 juzgado-
res a nivel federal3). Creen que la legitimidad democrática del poder soberano de 
alguna forma tendrá efectos causales positivos para contrarrestar los problemas 
enunciados.

Reflexionemos sobre la legitimidad de una decisión judicial. Es ampliamente acep-
tado que decidir correctamente un asunto judicial tiene relación, por un lado, con 
valorar la evidencia presentada en un caso, valorarla de modo imparcial y bajo 
criterios y estándares científicos o propios de diversas técnicas periciales. Por otro 
lado, tiene relación con conocer las normas jurídicas (reglas y principios jurídicos) 
aplicables al caso a juzgar, y es muy importante saber interpretar dichas disposi-
ciones y saber justificar la selección de alguna interpretación posible dentro de las 
alternativas presentadas. Ambas operaciones suponen tanto conocimientos especia-

2   Los números refieren a la página de la iniciativa de Reforma en la Gaceta Parlamentaria.
3   Los datos son del año 2022 del Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal del INEGI (2023), disponible 

en: https://www.inegi.org.mx/programas/cnijf/2023/
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lizados como juicios valorativos los cuales tienen que ser justificados. 

Podemos decir y aceptar algunos de estos juicios valorativos (por ejemplo, elegir 
una interpretación liberal o conservadora de un conjunto de normas sobre temas 
relacionados con derechos reproductivos de las mujeres, sobre derechos a la pro-
tección de la salud de las personas o sobre derechos a la protección del medio am-
biente), pueden ser juicios políticos y sería preferible que quienes los hacen posean 
legitimidad democrática. 

Sin embargo, en este tipo de juicios, lo esperado de un buen juzgador o juzgadora 
no es una inclinación ideológica o, mejor dicho, no esperamos que su inclinación 
ideológica cuente con legitimidad democrática. Esperamos ofrezca buenas razones 
para inclinarse por una decisión en el caso a resolver. Las “buenas razones” no pue-
den ser autoreferenciales, es decir, no son buenas porque provienen de un juez o 
jueza electa. Las personas que juzgan sean electas o no lo sean, pueden equivocarse 
al invocar malas razones, evaluar mal la evidencia, y en general cometer errores de 
juicio (falla en las inferencias lógicas, prejuicios, sesgos cognitivos, sesgos epistémi-
cos, etc.). 

Su eventual origen democrático no legitima las malas decisiones y errores, no legiti-
ma las malas razones. El juzgador o juzgadora que condena a una persona inocen-
te (sin evidencia pertinente) por error en los razonamientos, por negligencia, por 
ceder a la presión pública (la opinión pública), por ceder a una instrucción de otro 
poder (legal o fáctico), por corrupción, etc., no le trasmite ninguna legitimidad a su 
decisión por haber sido electo democráticamente.

No pienso que ser un buen juzgador es solamente un asunto técnico y de poseer 
conocimientos jurídicos, ni que este saber jurídico es ajeno a cuestiones políticas, 
pero ello no significa que la elección democrática de jueces sea alguna forma de 
conseguir lo que muchas veces falta en muchos juzgadores: sensibilidad, empatía, 
sentido de la justicia, responsabilidad, y otras tantas virtudes necesarias (morales y 
epistémicas) para ser un buen juez.

Por ello, insisto en que señalar vagamente los problemas que tenemos, sin especifi-
car cómo entendemos la relación causal con el remedio propuesto (la elección de-
mocrática de juzgadores) es por lo menos irresponsable.

2. Modelos de juzgadores

La iniciativa de Reforma presenta una disyuntiva histórica entre jueces ciudadanos 
y jueces profesionales. Considera, por ejemplo, que la selección de jueces debe ir 
más allá de cumplir ciertos requisitos (edad, nacionalidad, experiencia profesional), 
y debe considerar sus capacidades, su solidez ética y moral, su sensibilidad y cerca-
nía con las problemáticas y preocupaciones de la sociedad (15). Además, considera 
que los nombramientos judiciales tienen un origen político fuertemente vinculado 
a las clases gobernantes en cada momento histórico (16). Explica dos modelos tra-
dicionales para nombrar jueces: el burocrático (sistema continental) y el profesional 
(common law), aunque reconoce que en la mayoría de los países presentan modelos 
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híbridos que combinan estos sistemas.

El sistema burocrático pone énfasis en la formación de los jueces, en la carrera ju-
dicial y la selección por concursos. El modelo profesional pone énfasis en la selec-
ción de los jueces entre profesionistas (abogados) y otros profesionales del derecho 
(académicos, por ejemplo); esta selección la hacen normalmente por el Ejecutivo.
Después de hacer un repaso muy general por los sistemas de diversos países, pre-
senta el caso de Bolivia para advertir las ventajas de una elección democrática de 
los magistrados del Tribunal Constitucional Plurinacional (nada dice del desastre 
actual de ese sistema). 

Aquí se produce ya una grave confusión en lo que busca con la Reforma: prime-
ro, la propuesta de reforma termina por aceptar implícitamente que es necesaria 
la formación especializada implicada tanto en el modelo burocrático como en el 
profesional, sin embargo, con el caso Bolivia termina por enfatizar la forma de los 
nombramientos por elección popular. A través de ello, sin precisar cómo o por qué, 
la elección democrática de jueces es presentada como un mecanismo para lograr 
una especie de combinación entre el modelo profesional/burocrático con el modelo 
ciudadano (el ciudadano con solidez ética y moral, sensibilidad y cercanía con las 
problemáticas y preocupaciones de la sociedad).

El proceso híbrido propuesto para las elecciones populares de todos los jueces hace 
improbable que puedan conseguirse tales finalidades. Es decir, el proceso democrá-
tico propuesto que depende de las propuestas de candidatos del Ejecutivo, el Poder 
Judicial (la SCJN) y el Poder Legislativo (y sus equivalentes en los Estados), para 
todos los cargos de jueces, magistrados y ministros, no evita mantener el sistema de 
“arreglos cupulares” tan criticado, es decir, las propuestas de candidatos/as de cada 
uno de estos poderes no deja de concebirse como un “arreglo cupular”. 

¿Es probable que estos “arreglos cupulares” nos alejen de los fines de proponer pro-
fesionistas capaces, éticamente sólidos y sensibles de los problemas sociales? Desde 
luego es posible, pero no hay ninguna garantía que ello vaya a ocurrir más de lo que 
ocurre ahora en algunos altos cargos judiciales y, por el contrario, si es posible que 
donde hoy existen concursos de oposición de jueces y carreras judiciales, sea más 
probable que lleguen juzgadores más preparados y éticamente más sólidos con lo 
que la reforma implicaría un retroceso en este sentido.

Es también posible que los poderes fácticos logren mantener la influencia, la cual 
ya tienen, en cualquiera de los tres poderes para presentar candidatos afines a sus 
intereses. Es por ello posible, pero también altamente probable, dado nuestro régi-
men político existente, que los candidatos elegidos por el pueblo en urnas lleguen 
a los cargos judiciales con muy diversos compromisos previos y la legitimidad de-
mocrática aporte poco o nada para lograr un sistema de justicia más independiente 
y autónomo. Es más probable que los ciudadanos que van a elegir entre diversos 
candidatos seleccionados por los tres poderes terminen eligiendo a quienes son 
propuestos por un partido político afín a sus preferencias electorales, sin atender a 
si es mejor preparado que otros, si es éticamente más sólido que otros o si es más 
sensible socialmente que otros. Como sucede en cualquier elección hoy día, será la 
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publicidad (legal o ilegal) o la filiación política exhibida la que determine a quien 
gane. Por ende, las virtudes que ofrece teóricamente el modelo ciudadano se verán 
frustradas en la práctica.

Por lo dicho, considero no existe una probabilidad razonablemente alta (ni siquiera 
una probabilidad ligeramente mayor a la actual), para pensar que la democracia 
logrará elegir a mejores perfiles profesionales, quienes sean a su vez más rectos mo-
ralmente y más sensibles socialmente. Pienso que el sistema con mejores garantías 
a ofrecer para aumentar la probabilidad de que ello ocurra es fortalecer las carreras 
judiciales, incluso reformarlas para que ciertos criterios –como los relacionados con 
la sensibilidad social, los cuales suelen estar ausentes en los procesos de selección- 
se incorporen.

3. Falta de justificación y fundamentos de la iniciativa

La exposición de motivos de la iniciativa de Reforma recurre a algunos estudios 
para intentar justificar sus propuestas, pero me llamó la atención de que no hay 
ningún fundamento o estudio de algún experto que sugiera que todos los jueces de-
ben ser elegidos democráticamente. Si bien es cierto que existe una discusión seria 
sobre el nombramiento democrático de jueces,4 estas discusiones están centradas en 
el nombramiento de jueces de cortes supremas, de ministros o magistrados, como 
lo hace Jaime Cárdenas Gracia, quien no solo es citado sino seguido de cerca en la 
exposición de motivos de la iniciativa de Reforma.5

Hay que decir que los trabajos de Cárdenas Gracia nunca proponen nombrar a to-
dos los jueces, solo a los ministros de la SCJN y a otros magistrados de Tribunales 
Superiores como los del Tribunal Electoral. Y es muy significativo que en la exposi-
ción de motivos no sigue a este investigador -muy cercano a la 4T- cuando llama la 
atención sobre la falta de legitimidad de las decisiones de los jueces. Él ha advertido 
en sus trabajos que las decisiones judiciales han perdido legitimidad, pero su posi-
ción oscila en pensar que recuperar la legitimidad pasa por elegir democráticamen-

4   La literatura sobre este tema es muy basta, remito a modo de ejemplo a Luigi Ferrajoli, Derecho y razón. Teoría del ga-
rantismo penal,  Trotta, Madrid, 1997, donde aborda la discusión sobre los modelos de juzgador que se han presen-
tado históricamente, los principales argumentos de quienes los han defendido y los problemas que involucra tratar 
de garantizar un modelo de juzgador. Véase en particular las pp. 574 y ss. Para Ferrajoli la principal garantía de 
control sobre el funcionamiento de la justicia es lo que llama la responsabilidad social, lograda gracias a la crítica de 
la opinión pública (agregaría también la crítica especializada de la academia), a las resoluciones judiciales; es la 
vigilancia de la prensa, de los “juristas libres”, lo que produce mejores resultados: “La crítica pública de las activi-
dades judiciales -no la genérica de los males de la justicia, sino la argumentada y documentada dirigida a los jue-
ces en particular y a sus concretas resoluciones- expresa, en efecto, el punto de vista de los ciudadanos, externo al 
orden judicial y legitimado por el hecho de que su fuerza no está basada en el poder sino únicamente en la razón; 
y es por tanto más eficaz si proviene también de otros magistrados, por la ruptura que provoca de la solidaridad 
corporativa y de las apariencias técnico-jurídicas que envuelven siempre las decisiones. Es por esta vía, mucho 
mejor que a través de las sanciones jurídicas o políticas, como se ejerce el control popular sobre la justicia, rompe 
la separación de la función judicial, emancipan los jueces de los vínculos políticos, burocráticos, y corporativos, 
deslegitiman los malos magistrados y la mala jurisprudencia y se elabora y da continuamente nuevo fundamento 
a la deontología judicial.” Cfr., p. 602. 

5   En la página 23, nota 23, cita el trabajo “Elección por voto ciudadano de los ministros de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación” de Jaime Cárdenas, en Hechos y Derechos, No. 76, Julio-agosto 2023. Este texto es una versión 
más actualizada (y recortada) de otro que citaré también más adelante: Jaime Cárdenas Gracia, “La cuestiona-
ble legitimidad democrática de origen de los órganos electorales”, en Luis Espíndola Morales y Rogelio Flores 
(coords), Diálogos democráticos, Instituto de Estudios Constitucionales, Querétaro, 2019, pp. 275-289.
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te a los jueces de la SCJN y de otros Tribunales Superiores, pero para el resto de los 
casos pasa por saber interpretar y argumentar mejor las decisiones:

“La argumentación permite la justificación de las decisiones de la autoridad y, con 
ello, el convencimiento con razones a la sociedad. Sin argumentación sólida, los 
órganos electorales pierden legitimidad y no responden a las exigencias de la de-
mocracia y del Estado de Derecho. Es muy importante que los ciudadanos sepan 
cómo votan los miembros del Tribunal Electoral y por qué votan de esa manera.”6

En esto coincido con él, como vimos más arriba cuando hablamos de Ferrajoli, es 
el ejercicio de fundamentación y motivación de las decisiones lo que legitima el ac-
tuar de los juzgadores. El origen democrático de sus nombramientos no garantiza, 
no promueve, no aportan nada a la legitimidad de las decisiones (y no puede apor-
tar nada porque el Poder Judicial es un “poder” diferente a los otros dos poderes), 
y pone en riesgo que esta fundamentación y motivación sólidas la puedan lograr, 
pues enfoca el problema de la legitimidad donde no corresponde.

Autores como Cárdenas confunden precisamente lo que pueden ser fines políticos 
partidistas (a veces legítimos pero no siempre), por ejemplo, querer quitar de los 
órganos jurisdiccionales a personas o grupos considerados como antagónicos a sus 
intereses, -a Cárdenas le preocupa que los ministros de la SCJN tengan compromi-
sos con el PAN y PRI y con ciertos políticos poderosos de estos partidos-, confunde 
–digo- esos fines políticos con los fines institucionales de lograr una mejor adminis-
tración de justicia y mayor legitimidad de las decisiones. Esto último se logra con 
capacitación, mucha capacitación, mejor educación jurídica, con una carrera ju-
dicial y concursos de oposición (los cuales siempre pueden mejorarse), con perfec-
cionar el perfil de los juzgadores para buscar además de conocimiento, sensibilidad 
social y rectitud moral; con mecanismos legales específicos y recursos económicos 
para evitar los problemas de rezago, obstrucción de la justicia, fraude a las leyes, 
corrupción, falta de acceso a la justicia, y con el control llamado por Ferrajoli res-
ponsabilidad social. 

Las elecciones democráticas no abonan nada a tener una mejor administración de 
justicia, salvo cuando consideran que la situación existente es tan grave que requie-
ren sacar a todos y que llegue quien llegue por la vía electoral, por muy malos que 
sean, será mejor tal situación. Pero dudo mucho que esta sea la situación de nuestro 
país, sin negar que tenemos serios problemas. 

¿Por qué para la legitimidad de las decisiones judiciales la democracia electoral 
es irrelevante? Los jueces deciden sobre hechos y sobre derecho, están llamados a 
guiar el proceso de prueba, valorara la evidencia, y a aplicar e interpretar la Cons-
titución y las leyes. Su legitimidad depende de que estas operaciones la hagan co-
rrectamente, actúen de modo imparcial y con objetividad.

Uno de los problemas más graves de nuestro sistema de justicia es el acceso a ella, y 
tal falta de acceso es debido a un mal diseño de los recursos legales (exceso de for-
malismos), pero también a la falta de juzgados y suelen estar tan rebasados de tra-

6   Jaime Cárdenas Gracia, “La cuestionable legitimidad democrática…”, cit., p. 288. 
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bajo que optan por formas legales (más formalismos), para limitar el acceso de más 
casos o para desechar los que tienen sin entrar al fondo. La elección democrática de 
juzgadores no remediará este problema, incluso podría agravarlo de otras formas, 
por espacio no puedo ahora precisar en este trabajo, (básicamente la idea gira en 
torno a que si identifican mal cuáles son los problemas, los remedios no servirán, los 
recursos destinados a falsas soluciones serán recursos y dinero desperdiciado y los 
esfuerzos que sí son eficaces se deteriorarán y no serán tomados en cuenta).

La iniciativa de Reforma, por tanto, parte de una mala teoría, de un mal análisis de 
las experiencias existentes y de una falta de comprensión de los debates y posturas 
teóricas que existen sobre estos temas. Todo indica que es una iniciativa hecha al 
vapor, sin sustento y cuyos resultados serán gravísimos.
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Al respecto, cabe mencionar que la justicia y la política nunca van de la mano, por 
lo que es incorrecto pretender que los magistrados y jueces sean electos democráti-
camente. Además de que, en el supuesto no deseado, aun cuando la iniciativa de re-
formas al poder judicial federal se aprueben, se encontraran con un dique para su 
aplicación, en virtud de que el artículo 116, fracción III, párrafo segundo, del proyec-
to de reformas, dispone en la parte relativa que las Constituciones y las Leyes Orgá-
nicas de los Estados, establecerán las condiciones para su elección por voto directo y 
secreto de la ciudadanía, dado que en muchas constituciones estatales, se prevé que 
para poder modificar una constitución de un estado se requiere mayoría calificada 
en los Congresos locales, por lo que se estima que va a ser difícil que la propuesta de 
reformas se apliquen. 

ARTICULO 116 CONSTITUCIONAL. 
PODER JUDICIAL

ARTICULO 122 CONSTITUCIONAL. 
TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINIS-
TRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO 

Fracción III.-….
Párrafo segundo.
La independencia de los magistrados y jue-
ces en el ejercicio de sus funciones deberá es-
tar garantizada por las Constituciones y las 
Leyes Orgánicas de los Estados, las cuales 
establecerán las condiciones para su elec-
ción por voto directo y secreto de la 
ciudadanía; la creación de un tribunal 
de Disciplina Judicial y de un órgano 
de administración judicial con inde-
pendencia técnica, de gestión y para 
emitir sus resoluciones, conforme a 
las bases establecidas en esta Cons-
titución para el Poder Judicial de la 
Federación; así como del ingreso, for-
mación y permanencia de quienes sirvan a 
los Poderes Judiciales de los Estados. 

A…
Fracción IV. 
El ejercicio del Poder Judicial se deposita en 
el Tribunal Superior de Justicia, el tribu-
nal de Disciplina Judicial local, el ór-
gano de administración judicial y los 
juzgados y tribunales que establezca la 
Constitución Política de la Ciudad de Méxi-
co, la que garantizará la independencia de 
los magistrados y jueces en el ejercicio de sus 
funciones. 

El poder judicial de los estados y el 
Tribunal de Justicia Administrativa 

de la Ciudad de México

H u g o  C a r r a s c o  I r i a r t e
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Los Magistrados integrantes de los Poderes 
Judiciales Locales, deberán reunir los requi-
sitos señalados por las fracciones I a V del 
artículo 95 de esta Constitución. No podrán 
ser Magistrados las personas que hayan ocu-
pado el cargo de Secretario o su equivalente, 
Procurador de Justicia o Diputado Local, en 
sus respectivos Estados, durante el año pre-
vio al día de la elección.

Las propuestas de candidaturas y la 
elección de los magistrados y jueces inte-
grantes de los Poderes Judiciales Locales se 
realizarán conforme a las bases que 
establece esta Constitución para el 
Poder Judicial de la Federación y en 
los términos y modalidades que es-
tablezcan las Constituciones locales 
respectivas, garantizando mecanis-
mos transparentes y paritarios de 
elección. 

Las candidaturas se harán preferentemente 
entre aquellas personas que hayan prestado 
sus servicios con eficiencia y probidad en la 
administración de justicia o que lo merezcan 
por su honorabilidad, competencia y antece-
dentes en otras ramas de la profesión jurídi-
ca. Los magistrados durarán en el ejercicio 
de su encargo el tiempo que señalen las 
Constituciones Locales, podrán ser ree-
lectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados 
de sus puestos por el Tribunal de Discipli-
na Judicial y en los términos que determinen 
las Constituciones y las Leyes de Responsa-
bilidades de los Servidores Públicos de los 
Estados.

Las leyes locales establecerán las condicio-
nes para su elección por voto direc-
to y secreto de la ciudadanía y para 
el funcionamiento de órganos de ad-
ministración y disciplina con inde-
pendencia técnica, de gestión y para 
emitir sus resoluciones, conforme a 
las bases establecidas en esta Consti-
tución para el Poder Judicial de la Fe-
deración; así como del ingreso, formación, 
permanencia y especialización de quienes 
integren el poder judicial. 

Los magistrados durarán en el ejercicio de 
su encargo el tiempo que establezca la Cons-
titución Política de la Ciudad de México; po-
drán ser reelectos y, si lo fueren, sólo podrán 
ser privados de sus puestos por el Tribu-
nal de Disciplina Judicial y en los tér-
minos que establecen esta Constitución, así 
como la Constitución y las leyes de la Ciu-
dad de México. 

Los magistrados y los jueces percibirán una 
remuneración adecuada e irrenunciable, la 
cual no podrá ser mayor a la estable-
cida para el Presidente de la Republi-
ca en el presupuesto correspondiente 
y no será disminuida durante su encargo.

Cuantías en materia tributaria y Tribunales administrativos

Al respecto, la reforma propuesta al artículo 17, constitucional, en la 
parte relativa que dispone que las leyes preverán las cuantías en 
materia tributaria en las cuales tanto los Tribunales Administrati-
vos como los Jueces de Distrito y Tribunales de Circuito del Poder Ju-
dicial de la Federación o, en su caso, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, deberán resolver en un máximo de seis meses, conta-
dos a partir del conocimiento del asunto por parte de la autoridad 
competente.
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Materia Tributaria 
I.- En la primera parte de dicho artículo, se hace alusión a la materia 
“tributaria”, sin embargo, considero que se debe hacer un ajuste y re-
ferirse a la materia contributiva, para que sea acorde al contexto cons-
titucional, a que el artículo 31 fracción IV dispone que es obligación 
de los mexicanos contribuir al gasto público de manera proporcional y 
equitativa, que está vinculado a la democracia, es decir, un sistema im-
positivo democrático y no al tributo, pues este trae a colación, al pago 
del mismo por el uso de la fuerza, la dominación o la conquista, por 
ejemplo, en la época de los aztecas o de la colonia. 

Resolver en un máximo de 6 meses 

II.- Disposición que no es clara, pues se podría entender que cada ór-
gano jurisdiccional tiene seis meses para resolver los asuntos relativos 
a la materia tributaria. Además de que no resulta beneficioso para los 
contribuyentes, ya que muchos asuntos fiscales, se resuelven en menos 
de dos o tres meses, y esa reforma induce a que los juzgadores, en un 
momento dado, no se apuren, de tal manera que se prolonguen los jui-
cios innecesariamente. 

Lo que incluso choca con las disposiciones que se establecen tanto en la 
legislación local como federal, para resolver los asuntos, cuyo plazo es 
mucho menor a los seis meses, por lo que se sugiere que esa propuesta 
debe suprimirse. 

Lo peor de todo, es que termina dicho numeral haciendo mención a 
“contados a partir del conocimiento del asunto por parte de la auto-
ridad competente”, puesto que el referirse a autoridad competen-
te nos remite a las diferentes etapas del procedimiento que finalmente 
puede terminar con una liquidación. Aquí urge que en su momento se 
hagan los ajustes correspondientes. 

Tribunales contenciosos administrativos 
en la CDMX y en los estados

Es importante destacar que ni el Tribunal Federal de Justicia Adminis-
trativa, así como a los Tribunales Administrativos de los Estados y el 
Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México, no fueron 
incluidos en las reformas al Poder Judicial de la Federación. 
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PUEBLOS INDÍGENAS Y COMUNIDADES AFROMEXICANAS
En tercer lugar, quiero destacar con tristeza y melancolía, que, en las reformas al 
Poder Judicial de la Federación, no se consideró a un segmento importante de la 
población, como son los pueblos indígenas, a los que hace referencia el artículo 2 
constitucional, en donde establece que:

La Nación tiene una composición pluricultural sustentada original-
mente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de poblacio-
nes que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que 
conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, 
o parte de ellas…. COMUNIDADES AFROMEXICANAS

De los que Benítez señala que la historia moderna del país, conspiró para hacer 
invisible a la población indígena; primero, el hecho mismo de la conquista. Un pue-
blo derrotado, a veces, prefiere no ser notado. Se mimetiza en la oscuridad para ser 
olvidado, a fin de no ser golpeado. Nadie sabía dónde estaban los huicholes, los co-
ras, los pimas o los tarahumaras, y a nadie le interesaba su existencia.  

Lo que es increíble, las reformas constitucionales al Poder Judicial Federal, también 
los han olvidado, parece ser que no los ven, pues solo se acuerdan de ellos para 
cuestiones electorales o la entrega del bastón de mando, dejándolos en muchas oca-
siones en manos de la delincuencia organizada, que los explota y se aprovechan de 
ellos, ante el silencio e inactividad de las autoridades que deberían de protegerlos. 
Cuando ese sector tan importante de la sociedad esta sediento de justicia en todos 
los ámbitos, real y concreta. 

Dentro de este contexto es que se proponen las siguientes adiciones a las reformas 
constitucionales al Poder Judicial de la Federación: 

1.- En relación al Poder Judicial de los estados, se estima que el artículo 116, frac-
ción III, debe de ajustarse para hacer alusión a la pluriculturalidad e inter-
culturalidad y al pluralismo jurídico e igualdad de hombres y mujeres, 
asimismo, deberá contemplar mecanismos de coordinación con la juris-
dicción indígena. 

2.- Lo mismo en relación a las propuestas para la integración de los órganos juris-
diccionales federales, que debe ser de manera paritaria y pluricultural. 

3.- Que, en los circuitos con población indígena, se procurarán que las propuestas 
recaigan en personas que cumplan los requisitos indicados previamente y 
además conozcan la cultura y lengua indígena de dicha circunscripción.

Los jóvenes han sido olvidados

Se traiciona a los jóvenes de este país, debido a que se pretende plasmar en el artí-
culo 97, fracción II de la constitución, lo siguiente: 

Artículo 97, fracción II. Tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos 
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el día de la elección para el caso de Magistrada y Magistrado de Circuito, y 
de treinta años para el caso de Jueza o Juez de Distrito;
Cuando la exigencia no debe de ser los años cumplidos, la edad, si no la experien-
cia, y antigüedad que demuestren haber obtenido en las áreas correspondientes.

Lo anterior debido a que, en la impartición de justicia, en muchas ocasiones se 
requiere la fuerza y vitalidad de la juventud, en las arduas tareas que tiene que 
enfrentar un juzgador, puesto que una persona joven, como lo ha demostrado la 
historia, tiene mayor vigor y su pensamiento, así como una visión de la actualidad, 
y el manejo de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, además de 
que no tienen las deformaciones que aparecen en el transcurso del tiempo, ni mu-
cho menos el pensamiento cuadrado y rígido de las ideas que se van forjando para 
dictar una sentencia. Dicho de otra forma, a los jóvenes los quieren tener en la ban-
ca realizando el trámite de expedientes y formulando los proyectos de sentencia, 
todo por no tener 35 años, cuando muchos de ellos están trabajando en esas tareas, 
desde que eran estudiantes o pasantes en derecho. Por eso mismo, como profesor 
universitario, tengo que velar para que mis jóvenes estudiantes, que toman el cami-
no de trabajar en los juzgados, tribunales y Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que tienen los conocimientos necesarios para poder desempeñar exitosamente estas 
labores y sin embargo se les limita a que sean titulares en esos órganos jurisdiccio-
nales, todo por no haber cumplido 35 años, debe evitarse una estocada mortal a la 
juventud que es el presente y futuro de nuestra República.  
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Durante el desarrollo de las diversas ponencias que hemos escuchado en los días pre-
vios, se ha insistido, no sin razón, en plantear como uno de los temas de discusión 
más destacados sobre el proyecto formulado por el Ejecutivo Federal, el respeto a la 
división de poderes. Sin dejar de lado su importancia, deseo resaltar que la discusión 
debe conducirse también y de modo igualmente reflexivo, en la importancia de pre-
servar intocado al federalismo como la forma de Estado que hemos defendido des-
de nuestra primera Constitución que como país independiente nos dimos en 1824 y 
cuyo bicentenario estaremos festejando durante el próximo mes de octubre.

Como bien sabemos, el Estado Federal nace de la idea norteamericana propuesta 
inicialmente por Alexander Hamilton que buscaba responder a una serie de necesi-
dades de organización territorial propia de las colonias norteamericanas, y cuyo eje 
dominante era proponer una estructura de recaudación fiscal diseñada por Hamilton 
a partir de la formación de un Gobierno Nacional que, con responsabilidad, equili-
brara también los derechos y autonomía de las hasta entonces colonias británicas que 
se integraban a un pacto federal inédito. 

El respeto a la autonomía interna de las Entidades, más cercana a un acuerdo confe-
derado, era sostenida, entre otras figuras, por Thomas Jefferson; se advertía en ella, 
la visión popular francesa emanada de la Ilustración; es decir, forjar un gobierno de 
origen popular, pero limitado constitucionalmente.

Poco a poco, el federalismo Norteamericano se convirtió en una visión novedosa del 
Estado Constitucional, el que, a principios del siglo XIX fue definido de forma defi-
nitiva por la Suprema Corte de Justicia de ese país al establecer como uno de sus pi-
lares fundamentales, la figura jurídica que hoy conocemos como la teoría dual de las 
soberanías, federal y local, y que, como resultado del icónico caso Marbury contra 
Madison, estableció, además la supremacía de la constitución sobre las leyes locales 
y el papel del Poder Judicial como el contrapeso necesario para la defensa efectiva de 
la Constitución. 

En los Estados Unidos hemos advertido que este equilibrio entre la soberanía federal 
y local es una práctica hoy habitual y observada por todos los actores políticos, pero 
que opera de forma muy distinta en otros sistemas federales, como el nuestro en que 
las decisiones del gobierno central se tornan prácticamente en mandatados de obli-
gación ineludible para las entidades federativas. 

Justicia local
C a r l o s  J a v i e r  V e r d u z c o  R e i n a 
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Por ello, al hablar de justicia local en el marco del proyecto de reforma que hoy dis-
cutimos, plantea diversas aristas que convendría considerar desde nuestra propia 
visión nacional y estructura constitucional, y que claramente ha privilegiado, en 
los hechos, la solidez de un federalismo jerárquico que define la tradición cultural, 
jurídica y política de nuestro país y que, desde luego, no responde a las estructuras 
tradicionales de los sistemas federales típicos de corte norteamericano. Sin embar-
go, habría que destacar que el federalismo en sus diversas expresiones no ofrece 
una sola visión ni una estructura homogénea de lo defina. De ahí, la importancia 
de su análisis.

Conviene destacar que la reforma propuesta por el Ejecutivo Federal se ha enfo-
cado de manera clara y resuelta en la estructura del Poder Judicial Federal y par-
ticularmente en la forma de elegir e integrar a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, y en menor medida a los Tribunales Colegiados de Circuito. 

Frente a esta propuesta, me parece que debemos destacar inicialmente, que la per-
cepción popular sobre la impartición de justicia, debida o indebida, muy proba-
blemente no se vincule al trabajo de la Corte como tribunal constitucional, sino al 
desempeño de los tribunales locales y eventualmente al de las fiscalías generales de 
justicia de cada entidad. El punto clave de la propuesta de reforma, considero, está 
en la discusión de la debida justicia local, la que por cierto, poco ha sido atendida 
en la disposición del proyecto. 

El ciudadano común se ve inmerso de manera natural en temas judiciales que ata-
ñen a su entorno más cercano; por ejemplo, a la familia. Pensemos en juicios de 
divorcio, de determinación de pensión alimenticia o del estado de interdicción de 
un familiar cercano. O procedimientos judiciales que se relacionan con su casa ha-
bitación, el pago de hipotecas, arrendamientos, juicios que definen la posesión o 
disposición de inmuebles. En este tipo de asuntos los involucrados son generalmen-
te ajenos a una declaratoria general de inconstitucionalidad la que, probablemen-
te, no les importaría si han perdido su casa como resultado de un juicio especial 
hipotecario. 

Adicionalmente, decía, debemos considerar además el papel de las fiscalías genera-
les de Justicia de cada entidad, las que aunque no forman parte del Poder Judicial 
de la Entidad a la que pertenecen, suelen ser confundidas por la sociedad con el pa-
pel de los juzgadores. Es muy probable que cualquier persona que fuese consultada 
en este nivel de cercanía con un juez local o con un ministerio público del fuero co-
mún, se sienta agraviada tanto por una sentencia que considera injusta, como por 
la fabricación de hechos que para ellos se convierten en una responsabilidad penal 
injusta o artificial.

Esta percepción popular, muy justificada sin duda, es la que ha sustentado el res-
paldo popular hacia una reforma integral del Poder Judicial Federal. Desafortuna-
damente, su resultado no resolverá la preocupación social por una mayor y mejor 
impartición de justicia, pues, curiosamente, la justicia local es un tópico de segundo 
nivel en la propuesta de reforma, aunque su importancia resulta coyuntural para 
garantizar su efectiva instrumentación. 
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De acuerdo con cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), 
los poderes judiciales locales, tanto jurisdiccionales como aquellos vinculados a la 
justicia administrativa, se integran por más de 73,000 servidores públicos; de estos, 
aproximadamente 5,035 son jueces y magistrados de sala. La mayor parte, desde 
luego, desempeña funciones en órganos de primera instancia que en México suman 
más de 2800.1

La mayor cantidad de juicios se concentran como resulta lógico, en los Estados de 
mayor índice poblacional como la Ciudad de México, el Estado de México, y los 
estados de Veracruz, Jalisco y Nuevo León. Probablemente derivado de esta cir-
cunstancia geográfica, los rezagos más significativos en la emisión de sentencias se 
encuentran en estas entidades. 

La relación población-litigio debe ser analizada como un elemento adicional en 
la percepción popular de justificación a la propuesta de reforma, pues se identifi-
ca como un elemento que ilustra el desaseo de los jueces, la falta de justicia pron-
ta y expedita y no necesariamente el contenido de las sentencias que emiten los 
juzgadores. 

Podríamos pensar, entonces, que un incremento en el personal capacitado en la 
procuración e impartición de justicia nos ayudaría a mitigar o en alguna medida 
modificar la idea de que el retraso en la emisión de sentencias es sinónimo de co-
rrupción judicial. Esta medida no implica que ambos fenómenos (retraso y corrup-
ción judicial), no puedan coexistir, pero su efecto seguramente se puede atemperar 
con una presencia mayor de personas calificadas al interior de los poderes judiciales 
locales. 

Conviene igualmente destacar que actualmente, los jueces de primera instancia son 
designados en la mayoría de los casos a partir de una selección definida mediante 
la aprobación de exámenes previos cuyo origen y estructura procede de los propios 
congresos locales. Es decir, la intervención de los órganos legislativos de cada En-
tidad resulta en los hechos una suerte de participación indirecta de la sociedad a 
través de sus representantes populares que de modo directo definen los procesos de 
designación de los juzgadores.

Así la selección de los perfiles idóneos para una adecuada función judicial no que-
da reservada a estructuras burocráticas en las que la participación popular resulte 
marginada o no sea tomada en cuenta para este importantísimo fin. Desde luego, 
dos cuestiones muy sensibles deberán vigilarse siempre en la selección de juzgado-
res, que a nivel local son fundamentales y tienen una relevancia coyuntural: auto-
nomía y capacidad técnica. De no observarse ambas calificaciones en la selección 
de los futuros juzgadores, de prosperar la reforma, el trabajo de los jueces será aún 
más criticado que lo que es hoy. 

En un sistema democrático de corte constitucional, es claro que el poder de las ma-

1   Fuente: Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2023. Presentación de Resultados Generales. Actua-
lización: 22 de marzo de 2024. Consultado en: https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cnije/2023/
doc/cnije_2023_resultados.pdf  

https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cnije/2023/doc/cnije_2023_resultados.pdf
https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cnije/2023/doc/cnije_2023_resultados.pdf
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yorías representa el ejercicio del poder político. Esas mayorías, se encuentran suje-
tas a lo que manda la propia Constitución. Por ello, insisto, la independencia de los 
juzgadores debe ser una garantía para la sociedad tanto en nivel federal como local. 

Creo muy arriesgado que se afirme simplemente que “los juzgadores deben servir al 
pueblo”, sin acotar o advertir el principio que nos advierte que los juzgadores están 
para hacer preservar el imperio de la constitución y eventualmente de la ley. De esa 
manera, es como el juzgador sirve a la sociedad, como un contrapeso de los excesos 
de los otros poderes y como un vigilante permanente de que, en un Estado de dere-
cho, la ley es el marco en que los ciudadanos se conducen pero también es el límite 
en que los poderes constituidos deben conducirse. 
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Los problemas

¿Qué hace el Poder Judicial de cada estado? Su función más importante es resolver 
conflictos entre particulares de la vida cotidiana de las personas: en las materias ci-
vil, familiar, mercantil, laboral; dejo deliberadamente de lado la materia penal. Por 
tanto, mejorar la administración de justicia de los estados es una necesidad para el 
bienestar de una sociedad, y de los individuos y familias que la integran, razón por la 
cual son bienvenidas reformas a los poderes judiciales. Pero las propuestas sobre qué 
se necesita hacer, han de partir de un diagnóstico más amplio del que contiene la ex-
posición de motivos de la iniciativa de reforma constitucional del presidente Andrés 
Manuel López Obrador1. Éste se concentró en el ámbito federal y particularmente 
en los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuya función es muy 
diferente a la que despliegan los jueces de primera instancia en las materias civil y 
familiar de los estados y los magistrados de las salas de apelación en tales materias.

Un primer problema real de la justicia estatal, como lo indicaba en este foro el doctor 
Diego Valadés en el acto inaugural2, es la lentitud en los procesos judiciales. Suelen 
durar hasta varios años. ¿Qué consecuencias tiene que no se tenga una justicia pron-
ta y expedita? La lentitud de los juicios, su prolongación en el tiempo constituye una 
formidable barrera de cristal del derecho de acceso a la justicia, para las personas 
más pobres y aún para las clases medias. Constituyen gastos elevados para quienes 
tienen necesidad de contratar servicios profesionales de abogados para representarles 
en juicios prolongados, gastos imprevistos que no todos pueden sufragar. Y muy fre-
cuentemente la administración de justicia que no es rápida simplemente deja de ser 
justicia. Por ejemplo, en un caso de declaración de interdicción de una persona adul-
ta mayor, la muerte puede venir antes que la sentencia. O en un asunto de adopción 
de un niño, la mayoría de edad puede llegar antes que finalice el juicio, o la pensión 
alimenticia. Ahora bien, la lentitud de los juicios a su vez afecta la percepción social 
sobre los jueces y magistrados, y sobre el Poder Judicial en su conjunto. Las encuestas 
de opinión lo reflejan. 

1   López Obrador, Andrés Manuel, “Iniciativas del Ejecutivo, con proyecto de decreto, por el que se reforman, adi-
cionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de 
reforma del Poder Judicial”, en Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados, año XXVII, número 6457, lunes 5 de 
febrero de 2024, anexo 15.

2   Valadés, Diego, “Reflexiones sobre la reforma judicial en México”, Hechos y Derechos, agosto 2024.

Problemas de la justicia estatal 
y propuesta de solución

D a n i e l  B a r c e l ó  R o j a s

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/armando
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Un segundo problema de la justicia local es la legalidad de las resoluciones y sen-
tencias judiciales, su objetividad. Esto tiene que ver con el apego de los jueces solo 
a lo que indican las leyes al emitir sus acuerdos, autos y sentencias. La rectitud de 
las sentencias, su apego únicamente a la ley tiene como condición sine qua non la li-
bertad e imparcialidad de los jueces, por un lado, y por otro lado que existan meca-
nismos idóneos de control de desempeño de los jueces endógenos al Poder Judicial.

Un tercer problema es la necesidad de establecer nuevos juzgados con nuevas com-
petencias como condición necesaria para la eficacia de ciertas leyes estatales, de las 
que a su vez depende la eficacia de las leyes generales que emite el Congreso de la 
Unión.

Lentitud de los procesos. Causas y soluciones

¿Por qué son tan prolongados los juicios? La respuesta es porque los poderes judi-
ciales de los estados no cuentan con el número suficiente de jueces y magistrados 
para resolver el número de casos que cada año se presentan ante el Poder Judicial. 
Así de simple. Y lo pruebo con los siguientes datos que les proporciono, solo de un 
solo estado de la República —Tabasco, mi estado natal. Pero son datos que reflejan 
la situación que viven la mayoría de los poderes judiciales locales—. A los juristas 
aquí presentes y que siguen este Foro por internet, permítanme cierta indulgen-
cia en la presentación de los datos que expondré de forma que los pueda entender 
cualquier ciudadano sin necesidad que sean licenciados en derecho y sus represen-
tantes populares en los congresos estatales que en los próximos meses emprenderán 
las reformas sobre administración de justicia en las constituciones y leyes estatales. 

Al Poder Judicial del Estado de Tabasco le solicitaron justicia en “35, 289” procesos 
que se abrieron en el año 2023 “a través de los juzgados civiles, familiares, mixtos 
y de oralidad mercantil”. Son datos que extraigo del informe anual de 2023 del 
Magistrado Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Tabasco. Se 
generaron 35, 289 procesos judiciales, que tienen que resolver en primera instancia 
43 jueces y en segunda instancia 6 magistrados distribuidos en dos salas. Tabasco 
cuenta con 49 juzgadores civiles, familiares, mixtos y de oralidad mercantil en to-
tal. Según la página web del Poder Judicial del estado, como ya dije 43 de primera 
instancia y 6 de apelación.

35,289 procesos al año, divididos para su resolución entre 43 jueces de primera ins-
tancia, nos da como resultado 820 procesos judiciales que tiene que resolver cada 
juez de primera instancia en un año. Vamos a suponer que cada expediente tiene 
200 hojas —suelen tener muchas más, aun cuando no todos los procesos concluyen 
en sentencia—, y multipliquemos 820 expedientes judiciales al año por 200 hojas: 
Esto significa que cada juez tendría que leer al año 164,000 hojas. Y si luego di-
vidimos 164,000 hojas entre 365 días del año, esto significa que cada juez tendría 
que leer 449 hojas al día. Adviértase: No estoy contando sábados, ni domingos, ni 
días festivos del calendario oficial, ni vacaciones, estoy dividiendo 449 hojas entre 
365 días. Yo les pregunto a ustedes ¿cuántas horas les tomaría leer con cuidado 
449 hojas? Desde luego leer las hojas que va acumulando el expediente no agota la 
tarea de un juez. Además de leer pretensiones judiciales tienen que conducir per-
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sonalmente el desahogo de pruebas y/o conducir entrevistas cara a cara con los 
justiciables —por ejemplo, niños o adultos mayores— y aún visitarles en hospitales 
o centros de acogida, o en sus domicilios particulares. Emitir acuerdos ante promo-
ciones de las partes, y autos en las distintas etapas del proceso. Y el juez tiene que 
analizar y tomar la decisión judicial ajustada a la ley estatal. 

Pero no solo eso, para dictar su sentencia el juez tiene que estar al tanto de la juris-
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sobre interpretación de de-
rechos humanos y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. El juez debe 
tomarse un tiempo para razonar cada asunto en su totalidad visto para sentencia, y 
redactar los hechos del caso, los argumentos de derecho en los que motiva y funda 
su razonamiento, y su sentencia. ¿Mediante la elección popular de los jueces vamos 
a encontrar personas que tengan la capacidad física e intelectual de leer 449 ho-
jas al día y además tengan tiempo para redactar acuerdos, autos y sentencias? No. 
¿El establecimiento de un tribunal de disciplina con potestades de destitución es un 
incentivo adecuado para que los jueces de primera instancia de Tabasco hagan su 
trabajo en tiempo, para que lean con reposo 449 hojas al día y dicten sus sentencias 
y si no lo hacen que se les corra? No.

¿Cómo se resuelve el problema de la lentitud de los procesos judiciales en los esta-
dos? Con un presupuesto suficiente para el poder judicial de cada estado que per-
mita contar con un número adecuado, suficiente, de jueces de primera instancia, 
para resolver el número de casos que entran cada año a los poderes judiciales es-
tatales en busca de justicia. Es un problema de aritmética y presupuesto, como lo 
señalaron desde hace décadas en sus respectivos estudios Hugo Concha Cantú y 
Héctor Fix Fierro.  No culpemos de ello a los jueces estatales. Este problema lo han 
generado los gobernadores y sus mayorías parlamentarias que no otorgan un pre-
supuesto adecuado al poder judicial porque es una erogación que no les produce 
votos, no es un gasto popular, no es un gasto mediático. Este es en realidad un pro-
blema constitucional mayor causado por el hiperpresidencialismo de los estados, 
por el desequilibrio entre los poderes. 

También desde luego la lentitud de los procesos judiciales se puede reducir descar-
gando la saturación de los juzgados estatales de primera instancia con reformas a 
la legislación procesal y de organización judicial. Algunas de estas medidas de de-
recho procesal y de diseño institucional ya se han impulsado en los últimos lustros 
y se están viendo sus exitosos frutos, como los mecanismos alternativos de solución 
de controversias.  

Y otra causa que satura el trabajo de los jueces —y propicia lentitud en los proce-
sos judiciales— es la calidad, complejidad semántica, y longitud de los escritos que 
presentan muchos abogados litigantes. ¿Por qué sucede esto? Valadés apuntaba por 
un lado el problema que generan —permitan que lo exprese sin la elegancia de él- 
las miles de escuelas patito de derecho que existen en el país, más de 2,000;3 Cada 
año egresan de ellas cientos de jóvenes que sin más abren sus propios despachos.  

3   Valadés, op. cit.
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También identificó Valadés los efectos de la falta de colegiación obligatoria de los 
abogados litigantes4, instancia de control profesional con las que se cuenta en otros 
países, pero no en el nuestro. La falta de conocimiento jurídico y el abuso del dere-
cho procesal por los abogados litigantes sin preparación jurídica rigurosa o sin ética 
profesional, no debe seguir en la total impunidad. Ello tiene un efecto directo en la 
lentitud de los procesos judiciales y en la calidad de las resoluciones judiciales, pero 
que no es causada por los jueces de primera instancia que en realidad son una de 
las víctimas de este fenómeno, las otras desde luego son las personas a las que tales 
abogados representan. Este problema no lo va a solucionar ni las elecciones popu-
lares de los jueces ni el tribunal de disciplina sobre el desempeño de los jueces que 
se pretende erigir. 

Solución: Por un lado, se requiere mayor capacidad institucional de las facultades 
de derecho de las universidades públicas del país para cubrir la demanda de abo-
gados con un formación académica rigurosa —presupuesto—, y de otro lado la 
colegiación obligatoria de la abogacía por mandato de ley para el ejercicio de la 
profesión ante los poderes judiciales de los estados.   

Elección popular de jueces de primera instancia de los 
estados. Propuesta concreta para llevarlas a cabo

Y ya con lo dicho se empezó a perfilar los contornos del segundo problema: cómo 
garantizar la conformidad de cada sentencia de los jueces locales a las leyes estata-
les, al código nacional de procedimientos civiles y familiares según lo interpretan 
los jueces federales, y a la jurisprudencia tanto de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación sobre derechos humanos como de la Corte Interamericana.

¿Cómo vamos a asegurar la capacidad técnico-jurídica y especialización de un juez 
de primera instancia para aplicar con rectitud el derecho civil o familiar de cada 
estado? ¿Cómo vamos a asegurar que tengan un mínimo de solvencia ética para 
desempeñar el cargo? La respuesta, la mía —que fundo en la evidencia empírica 
de los logros que ya tiene la carrera judicial en México en el ámbito federal y en 
algunos estados, y lo que observo de otros países con estados de derecho sólidos— 
es que necesitamos servicios civiles de la carrera judicial robustos en todos los esta-
dos. Complementariamente requerimos instancias de control de desempeño de los 
jueces, endógenas al poder judicial, con lo cual no quiero decir que deban ser inte-
gradas solamente por magistrados y jueces del propio poder judicial como sucede 
actualmente con los consejos de la judicatura. Se deben abrir a la sociedad civil, a 
personas que sin ser licenciados en derecho tienen sin duda un fortísimo incentivo 
gremial o personal para el recto funcionamiento de la administración de justicia 
local, como puede ser por ejemplo la incorporación de un miembro de la Cáma-
ra de Comercio en Tamaulipas o de la Asociación de Hoteles de la Riviera Maya 
en Quintana Roo, o de las asociaciones de madres buscadoras de desaparecidos en 
Veracruz.  

Por falta de tiempo, remito a los interesados a explorar la experiencia del Poder 
Judicial del Estado de California en cuanto al equivalente de nuestros consejos de 

4   Idem. 
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la judicatura estatales, que en la iniciativa de reforma constitucional del presiden-
te se pretende hacer con nuevos órganos de administración judicial y tribunales de 
disciplina.

Basado en las experiencias de los países democráticos del mundo con estados de 
derecho sólidos, como los que integran la Unión Europea, así como los Estados 
Unidos en el ámbito federal, yo considero que la elección de los jueces de primera 
instancia de los estados no es la medida de ingeniería adecuada para resolver los 
problemas de la justicia local mexicana. Pero viendo que la mayoría parlamenta-
ria del Poder Revisor de la Constitución federal va a reformar el artículo 116 de la 
Constitución federal para obligar a los estados a elegir popularmente a sus jueces 
locales, considero mi responsabilidad como académico del IIJUNAM, y como ciu-
dadano, hacer una propuesta para mi estado natal. Recordemos que el federalismo 
constitucionalmente nos exige un mínimo de homogeneidad institucional, pero no 
de uniformidad, de tal suerte que puede haber diferencias con respecto al esquema 
federal, así como entre un estado y otro. 

La propuesta sobre elecciones de jueces de primera instancia de los estados que a 
continuación haré se inspira en sus trazos principales en la proposición que ha he-
cho Peter D. Webster5 en escritos académicos y en su tesis de maestría presentada 
en la prestigiosa Universidad de Virginia para los estados de su país, los Estados 
Unidos de América. Webster no es el único académico que ha escrito sobre ello en 
los Estados Unidos. La bibliografía sobre elecciones de los jueces locales de la Re-
pública Norteamericana es extensa. 

Me valgo de la experiencia de Webster porque es una persona que ha sido juez local 
en su país, y que como académico ha estudiado a profundidad los procesos de elec-
ción de todos los estados de la Unión Americana, y las propuestas de reforma que 
en cada estado se han hecho para superar los problemas de teoría constitucional y 
operativos que plantea la elección popular de los jueces. Una razón añadida que 
motiva mi propuesta es que prefiero para mi país, y para mi estado natal, que nos 
aprovechemos de la experiencia de los estados de Norteamérica a la de Bolivia. En 
primer lugar, porque los estados americanos cuentan con una experiencia de dos 
siglos en la elección popular de jueces locales y Bolivia únicamente una década. En 
segundo término, porque estoy convencido que si en los estados adoptamos el es-
quema que sugiero, se le facilitará al doctor Juan Ramón de la Fuente y al maestro 
Marcelo Ebrard Casaubon, futuros secretarios de Relaciones Exteriores y Econo-
mía de la Presidenta Claudia Sheinbaum, los argumentos sobre la solidez del estado 
de derecho en México bajo el esquema de jueces electos, que dichos funcionarios 
tendrán que utilizar para persuadir a los concernidos decisores públicos y empresa-
rios de Estados Unidos y Canadá para lograr la continuidad del T-MEC, de la cual 
depende en buena medida la prosperidad económica y social de México. 

En este orden de ideas, propongo que los legisladores locales consideren para los 
jueces de primera instancia que en el futuro6 se integren a los poderes judiciales de 

5   Webster, Peter D., “Selection and Retention of  Judges: Is There One Best Method?”, Florida State University Law 
Review, vol. 23, número 1, 1995, pp. 1-42.

6   No aplicaría para los jueces que actualmente se encuentran en funciones, se presenta propuesta al final del 
apartado. 



6

los estados, el sistema compuesto y diacrónico de “comisión de mérito y elección 
popular de retención” que bajo diversas modalidades se práctica en varios estados 
de la Unión Americana. 

En tal esquema la elección popular no es primariamente un método de selección de 
los jueces sino de evaluación ex post de su desempeño. El sistema compuesto y dia-
crónico que propongo de “comisión de mérito y elección popular de retención” es 
perfectamente compatible con los artículos transitorios de la iniciativa de reforma 
constitucional del presidente AMLO, así como con su propuesta de reforma a los 
artículos 116 y 122 de la CPEUM en la cual deja un margen de apreciación a los es-
tados para dictar las modalidades de la elección popular de sus jueces. Este sistema 
compuesto y procedimiento diacrónico del que les hablo combina la designación 
por méritos profesionales de los jueces a cargo de una comisión, por una parte, con 
la elección popular como mecanismo de evaluación por otro. El sistema se constru-
ye con una comisión no partidista, integrada mayoritariamente por miembros de 
la sociedad civil, no todos abogados, la cual determina -mediante la aplicación de 
un examen público de oposición a los aspirantes a juez local- la idoneidad para el 
cargo de un número de candidatos. Con los resultados del examen de oposición la 
comisión emite y exhibe públicamente en una lista, por orden de mayor a menor 
mérito, el nombre de cada candidato. 

El citado dictamen de elegibilidad de la comisión se hace público en los diarios lo-
cales de mayor circulación del estado, en la radio y tv locales, en las plataformas 
digitales, así como en el diario oficial del estado. De esta lista el gobernador y los di-
putados ratifican por voto de la mayoría absoluta, en un procedimiento parlamen-
tario público, a aquel candidato que se encuentra en primer lugar de la lista para 
cada juzgado civil o familiar que ha hecho la comisión; y de ser el caso el goberna-
dor y los representantes populares deben explicar y justificar ante la ciudadanía si 
en lugar de optar por el primero de la lista de candidatos de la comisión, eligen al 
segundo, al tercer o al cuarto lugar.  

El juez así nombrado por elección democrática indirecta ejerce la función por un 
período de dos años, al término del cual el citado juez se presenta a una “elección 
popular de retención”. Esta elección es solo de evaluación, sin candidato alternati-
vo de oposición, sin intervención de partidos políticos, y con información oficial del 
desempeño del juez, proveída al votante a través de las sentencias emitidas de los 
jueces, que deben ser públicas, para que se les pueda analizar. 

De esta manera el pueblo, mediante su voto directo, le confía la función jurisdic-
cional por periodos de nueve años a los jueces de primera instancia, prorrogables 
mediante sucesivas elecciones populares de retención.  

Ahora bien, con respecto a los jueces de primera instancia que ya se encuentran 
en funciones, en mi opinión, solo se les debe exigir presentarse a una elección de 
retención en las elecciones del año 2027. Esto se puede establecer en un artículo 
transitorio de la reforma a la Constitución de cada estado. 
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Creación de juzgados de primera instancia de medio ambiente, 
agua y urbanismo de los poderes judiciales de los estados. 
Omisión inaplazable para la eficacia de las leyes generales.

Necesitamos crear nuevos juzgados de los poderes judiciales de los estados con nue-
vas competencias sobre medio ambiente, agua y urbanismo, así como una sala de 
apelación y/o control constitucional en cada estado de la República para estas ma-
terias, al objeto de proveer garantía judicial eficaz a las siguientes leyes generales: 
Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; y la Ley 
de Aguas Nacionales, que se transformará en Ley General de Aguas Nacionales. 

Diego Valadés correctamente indicaba que debemos, cito: “realizar estudios de im-
pacto normativo y jurisdiccional para conocer la eficacia de las leyes, los reglamen-
tos y las sentencias”7. Pues bien, sobre la base de un estudio que yo he hecho desde 
la periferia al centro, observando in situ las leyes generales en su aplicación local 
por las autoridades estatales y municipales en Palenque Chiapas y en Tenosique 
Tabasco, puedo afirmar que por no contar en Palenque y Tenosique con juzgados 
estatales especializados en dichas materias, las leyes generales arriba indicadas no 
son enteramente eficaces, se violan constantemente por acción u omisión de las au-
toridades y los habitantes de dichos municipios. 

Las leyes generales se caracterizan por condicionar el contenido de las leyes estata-
les de la misma materia, buscan la homogeneidad del tratamiento de una materia 
en toda la geografía nacional. Para garantizar la homogeneidad en su implemen-
tación, las leyes generales les imponen obligaciones a los poderes ejecutivos de los 
estados, a los gobiernos municipales y a las personas. Y para lograr este efecto 
vinculante en el ámbito territorial subnacional, por razones de competencia tales 
obligaciones deben ser recogidos por las leyes estatales de la materia. Estas últimas 
incluso reproducen textualmente lo que indica la ley general como obligación para 
el gobierno estatal, los gobiernos de los municipios y los vecinos. 

Como ya dije soy originario del Estado de Tabasco. Desde fines de los años setenta 
del siglo pasado, hemos sufrido gravísimos daños al medio ambiente por la activi-
dad de PEMEX. Andrés Manuel López Obrador fue precisamente el actor político 
que identificó el problema y representó políticamente a los afectados de comunida-
des indígenas y campesinos. En su tiempo los conflictos medioambientales se cana-
lizaron a instancias políticas para negociar las afectaciones. Ello puede tener una 
explicación y justificación temporal. Pero pasados lustros y décadas ha de advertirse 
críticamente que no se han construido garantías judiciales locales para la solución 
de los conflictos medioambientales.  Al día de hoy no tenemos aún tribunales esta-
tales especializados en medio ambiente.  Desde 1988 tenemos en México una Ley 
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, y en Tabasco tenemos una Ley 
de Protección Ambiental del Estado de Tabasco que reproduce lo dicho por la Ley General. 
Pero no tenemos juzgados de medio ambiente en Tabasco que provean la garantía 
judicial de la ley estatal que en su casi totalidad y sin cambios repite los contenidos 

7   Valadés, op. cit. 
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de la Ley General. La consecuencia es clara: si una autoridad estatal o municipal o 
un vecino viola la ley estatal, que repite el contenido de la Ley General, se está vio-
lando la ley estatal pero también la Ley General. Ésta última pierde eficacia. 

 Es necesario por tanto crear la garantía judicial estatal de la Ley de Protección Am-
biental del Estado de Tabasco, que a su vez es indirectamente garantía judicial de la Ley 
General de Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente. Solo en estrechos segmentos 
provee dicha garantía judicial el tribunal de justicia administrativa de Tabasco y los 
juzgados locales en materia penal. Para la tarea podríamos apoyarnos en la guía 
técnica que para este propósito específico propone la ONU en Environmental Courts 
and Tribunals. A Guide for Policy Makers, que se traduce como Juzgados y Tribunales de 
Medio Ambiente. Una Guía para los Decisores Públicos8.

Además de crear una primera instancia, el control constitucional estatal sobre es-
tas materias es ineludiblemente necesario para que localmente se pueda garantizar 
judicialmente por vía indirecta la Ley General de Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, y demás leyes generales arriba citadas. Así sucede por ejemplo en otros 
estados federales, como Suiza o Alemania, entre otros. Propongo que se otorgue 
legitimación procesal local para que los titulares de las unidades administrativas 
federales SEDATU, CONAGUA, SEMARNAT puedan iniciar juicios locales en 
Tabasco por incumplimiento de las leyes generales de cuyo cumplimiento son res-
ponsables. Para tal propuesta me inspiro en la Ley Federal de Planeación Urbanís-
tica de Suiza.9

8   United Nations Environmental Programme, Environmental Courts and Tribunals. A Guide for Policy Makers, Nairobi, 
UN, 2022.

9   Uhlmann, Felix y Patricia Popelier, “Multilevel law making, form, arrangement and design in theory and practi-
ce”, en Patricia Popelier, William Robinson, Joao Tiago Silveira, y Felix Uhlmann (ed.) Law Making in Multi-level 
Settings: Legislative challenges in federal systems and the European Union, Baden-Baden, Nomos, 2019, pp. 17-41. 
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Coincido con la iniciativa presidencial de reforma judicial en la importancia de bus-
car hacer efectivo el derecho humano de acceso a la justicia y a las garantías judicia-
les en materia de justicia expedita a fin de superar el atraso y el rezago judicial. En 
este sentido, entiendo que se trataría de garantizar que a toda persona se le imparta 
justicia en forma expedita y que tribunales independientes emitan sus resoluciones de 
manera pronta, completa e imparcial, como prescribe el artículo 17 constitucional, 
así como a ser oída con las debidas garantías y dentro de un “plazo razonable” por 
un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, como establece el artículo 
8 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

El objetivo de mi intervención es enriquecer la iniciativa a fin de superar algunas 
falencias e insuficiencias sobre este tema que identifico y precisaré. Mi propuesta es 
sencilla: incorporar de manera explícita los estándares interamericanos aplicables. 
De este modo, no solo se establecerá en forma más clara para las instancias jurisdic-
cionales nacionales su obligación de garantizar de manera efectiva el derecho huma-
no de acceder a una justicia pronta y expedita sino, al hacer más probable su respeto 
y observancia por las instancias nacionales, se evitará que México incurra eventual-
mente en responsabilidad internacional. 

Como sabemos, la iniciativa prevé adicionar, por una parte, el artículo 17 para que 
las instancias jurisdiccionales competentes resuelvan “en un máximo de seis meses¨ 
los asuntos tributarios. De transcurrir ese plazo sin sentencia, el correspondiente ór-
gano jurisdiccional deberá dar aviso al Tribunal de Disciplina Judicial y justificar las 
razones de la demora (como también se prevé esto último para los asuntos penales en 
el artículo 20).

La primera falencia que identifico es que el plazo límite previsto para resolver sea 
solo para los asuntos tributarios (además de los penales, ya contemplados con antela-
ción). También cuestiono que, de manera inopinada y sin justificación ni motivación 
alguna, se establezca como límite un plazo de seis meses. 

Aunque podría considerarse legítimo establecer un plazo para resolver los asuntos 
tributarios, a fin de que no transcurra demasiado tiempo para que el Estado recaude 
los créditos fiscales, considero preferible poner en el centro los derechos de la perso-
na humana y, en consecuencia, generalizar y garantizar el derecho de acceso a una 
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justicia pronta y expedita en todo tipo de asuntos. Tanto la Comisión como la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos han sostenido reiteradamente que las 
garantías establecidas en el artículo 8 de la Convención Americana —incluida la 
relativa a contar con una decisión dentro de un plazo razonable— no se limitan a 
procesos penales sino aplican también a procesos de otra naturaleza.

De allí que resulte relevante precisar en el texto constitucional que, como parte del 
derecho a una justicia pronta y expedita, “los órganos jurisdiccionales competentes 
deben dictar sentencia dentro de un plazo razonable en todo tipo de asuntos” (con 
independencia de que, si no se previera así, el orden jurídico en vigor ya contempla 
esa exigencia, en términos del artículo 1o. constitucional).  

En virtud de que el plazo requerido para resolver puede variar según la materia de 
que se trate, estimo preferible dejar a las leyes reglamentarias correspondientes la 
fijación de ese plazo límite para resolver, teniendo en cuenta la evidencia empíri-
ca, las cargas jurisdiccionales, las características de los distintos medios procesales 
según cada materia y las peculiaridades de las realidades federales y locales. Al res-
pecto, debe tenerse presente y ponderarse que el establecimiento de un plazo fijo 
puede incentivar que, ante el temor de alguna sanción, se emitan fallos sin la cali-
dad debida, en detrimento de la justicia. 

Asimismo, considero que a nivel legal convendría incorporar también los están-
dares interamericanos aplicables: En su jurisprudencia constante, los órganos del 
sistema interamericano han tomado en consideración cuatro criterios para esta-
blecer si el fallo de un asunto se emitió en un “plazo razonable”: a) la complejidad 
del asunto, b) la conducta de las autoridades judiciales, c) la actividad procesal del 
Interesado,1 y d) la afectación generada por la duración del procedimiento en la si-
tuación de la persona involucrada.2

El límite fijado a esta intervención impide profundizar en las características de cada 
uno de esos elementos. Baste advertir que, a fin de evaluar la complejidad del asun-
to, la Corte Interamericana ha tenido en cuenta otros cinco criterios: i) la comple-
jidad de la prueba; ii) la pluralidad de sujetos procesales o la cantidad de víctimas; 
iii) el tiempo transcurrido desde la violación; iv) las características del recurso en la 
legislación interna, y v) el contexto en el que ocurrieron los hechos.3 

Entre los referidos criterios no se menciona la carga jusrisdiccional, toda vez que 
ésta, eventualmente, no eximiría de responsabilidad internacional al Estado, pues 
su obligación habría sido dotar de suficientes juzgados y tribunales al sistema ju-

1   CIDH, Informe de Fondo No. 77/02, Waldemar Gerónimo Pinheiro y José Víctor dos Santos (Caso 11.506), Pa-
raguay, 27 de diciembre de 2002, párr. 76, así como CIDH, Informe de Fondo 74/2017, Victorio Spoltore (Caso 
12.656), Argentina, 5 de julio de 2017, párr. 41. Ver también Corte IDH, Caso López Álvarez vs. Honduras. Sen-
tencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 132; Caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú. Sentencia 
de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 166; y Caso Acosta Calderón vs. Ecuador. Sentencia de 24 
de junio de 2005. Serie C No. 129, párr. 105.

2   CIDH, Informe No. 111/10, Caso 12.539, Fondo, Sebastián Claus Furlan y familia, Argentina, 21 de octubre 
de 2010, párr. 100; CIDH. Informe No. 1/16. Caso 12695. Fondo. Vinicio Antonio Poblete Vilches y familiares, 
Chile, 13 de abril de 2016, párr. 149.

3   Corte IDH, Caso Andrade Salmón vs. Bolivia. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 1 de diciembre de 
2016. Serie C No. 330, párr. 158.  
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dicial para garantizar el derecho de las y los justiciables a contar con una decisión 
dentro de un plazo razonable (téngase presente que la proporción entre personas 
juzgadoras y población en México es más baja que la de varias democracias cons-
titucionales). En cambio, para efectos de determinar una eventual responsabilidad 
individual de la persona juzgadora, sí sería relevante incluir la carga jurisdiccional 
entre tales criterios, pues sí podría constituir una excluyente de responsabilidad, en 
virtud de que tal situación escapa de su órbita competencial.  

Asimismo, en cuanto a la conducta de las autoridades judiciales, la Corte Intera-
mericana ha entendido que los jueces, como rectores del proceso, tienen el deber 
de dirigir y encausar el procedimiento judicial con el fin de no sacrificar la justicia 
y el debido proceso en pro del formalismo. En este sentido, será relevante asegurar 
que en las leyes procesales respectivas se les atribuyan facultades directivas idóneas 
a las personas juzgadoras y los tribunales para que estén en aptitud de agilizar de-
bidamente el proceso.  

Otra de las falencias que identifico es que las eventuales faltas de quienes inte-
gran los tribunales sean resueltas por un Tribunal de Disciplina Judicial de elec-
ción popular, previa postulación de los órganos ejecutivo y legislativo. Como se ha 
señalado a la largo de este foro, además de ser incompatible con estándares inte-
ramericanos la intromisión de las ramas políticas de gobierno en la conformación 
del órgano de disciplina judicial,4 son múltiples los riesgos de que se encomiende a 
un órgano de elección popular por los sesgos político-partidistas e ideológicos en 
que podría incurrir ante la probabilidad de coincidir con los intereses de la misma 
mayoría que conformó a los órganos ejecutivo y legislativo, en detrimento de la in-
dependencia judicial. 

Aun cuando se estimase que la elección popular de las personas juzgadoras no es 
necesariamente incompatible con la Convención Americana si se salvaguarda que 
su selección sea por mérito y calidad, recuérdese que el Estado tiene la obligación 
constitucional y convencional también de prevenir las violaciones a los derechos 
humanos, como podría ser la del derecho de acceso a la justicia, que incluye la ga-
rantía de independencia judicial, razón por la cual no habría justificación alguna 
para correr el riesgo de afectar dicha independencia judicial, como lo ha puntua-
lizado la Relatora Especial sobre la independencia de magistrados y abogados de 
Naciones Unidas en su importante comunicado del 29 de julio de 2024 dirigido al 
gobierno mexicano con relación a la iniciativa presidencia de reforma judicial que 
se analiza.5  

Otra falencia de la iniciativa es que diversas causales previstas para la aplicación de 
sanciones a las personas juzgadoras adolecen de vaguedad (por ejemplo, al prever 
sancionarlas cuando sus determinaciones no se ajusten al principio de excelencia), 
lo cual resulta violatorio del principio de legalidad previsto en el artículo 9º de la 
Convención Americana. 

4   CIDH, Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia, hacia el fortalecimiento del acceso a 
la justicia y el Estado de Derecho en las Américas, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 44, 5 de diciembre de 2013, párr. 197.

5   Mandato de la Relatora Especial sobre la independencia de magistrados y abogados, Ref.: OL MEX 11/2024, 
Ginebra, Suiza, 29 de julio de 2024.  
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Igualmente, pretender que las decisiones del Tribunal de Disciplina Judicial sean 
definitivas e inatacables y, por lo tanto, no proceda juicio ni recurso alguno en su 
contra, viola el derecho a recurrir el fallo, previsto en el artículo 8, párrafo 2, inciso 
h), de la Convención Americana.

Una falencia más de la iniciativa es contemplar el deber de las personas juzgadoras 
de informar y justificar ante dicho tribunal el incumplimiento del plazo establecido, 
pues ello implica una carga adicional que podría resultar incongruente con la finali-
dad de garantizar  el acceso a una justicia pronta y expedita. Lo mismo ocurre, por 
ejemplo, con la previsión de reducir el número de integrantes de la Suprema Corte y 
que ésta deba actuar solo en Pleno, así como la previsión transitoria de que todas las 
personas juzgadoras concluyan su encargo tan pronto rindan protesta las personas 
sustitutas elegidas en una elección extraordinaria, sin gradualidad en la implementa-
ción y echando por la borda los significativos esfuerzos y avances en la implantación 
de una carrera judicial. 

En cambio, si lo que se desea es evitar que el Estado Mexicano eventualmente incu-
rra en responsabilidad internacional porque no imparta justicia dentro de un pla-
zo razonable, cabría ponderar establecer la posibilidad de que las y los justiciables 
acudan al órgano encargado de la vigilancia y disciplina judicial —que no debe ser 
de elección popular, aunque tampoco estar presidido por quien presida la Suprema 
Corte—, para plantear dicha violación y que, de actualizarse, se le otorgue la repa-
ración correspondiente.
  
En este sentido, debe advertirse como una falla más de la multicitada iniciativa el 
no prever otras medidas necesarias que contribuyan de manera efectiva a abatir 
el rezago y atraso judicial y garantizar justicia pronta y expedita, como es el impul-
so al uso de nuevas tecnologías y de los medios alternativos para la solución de con-
flictos, así como el incremento sustancial a los presupuestos tanto del Poder Judicial 
de la Federación como de los poderes judiciales de las entidades federativas para 
mejorar la proporción entre personas juzgadoras y población. 

Incluso, como se ha venido destacando a lo largo de este foro, estimo indispensa-
ble que la reforma a la justicia se aborde en su integridad, es decir, no solo trate 
al Poder Judicial sino incluya a las fiscalías, las policías y fuerzas de seguridad pú-
blica, los centros de readaptación social e, incluso —como advertía Diego Valadés 
en la ceremonia inaugural—, el ejercicio de la abogacía, así como las escuelas de 
derecho. 

En este sentido, se requiere de una previa, diligente y suficiente reflexión y pon-
deración de la evidencia empírica, el derecho comparado y las aportaciones de 
personas expertas, sin incurrir en precipitaciones o perspectivas parciales que, en 
lugar de proporcionar soluciones integrales, consistentes y efectivas a los problemas 
y desafíos de la justicia, impliquen el riesgo de agravar la impunidad, corrupción, 
nepotismo, tráfico de influencias y mora judicial, o bien minar la autonomía, inde-
pendencia judicial y rendición de cuentas de las y los operadores de justicia.
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Justicia pronta y expedita 
en el contexto de la iniciativa de reforma 

La iniciativa de reforma constitucional en materia judicial presentada por el Eje-
cutivo federal el pasado 5 de febrero de 2024 contiene sorprendentemente poco en 
términos de garantía de “justicia pronta y expedita”. Quizá vale la pena reseñar qué 
significa “expedita”, un término no necesariamente transparente para muchas per-
sonas. Según el diccionario, “expedita” significa “sin obstáculos, sin estorbos o in-
convenientes”, lo cual vincula esta parte de la iniciativa no solo con la rapidez, sino 
con una noción más amplia que apela a la agenda de acceso a la justicia, señalando 
la necesidad de que sea amplio y fluido. Este tema, sin duda de capital importancia 
y respecto del cual queda mucho por hacer en México, tiene un espacio marginal en 
el contexto de la iniciativa: una pequeña adición al artículo 17 y otra al artículo 20. 

Ciertamente, la exposición de motivos presenta como parte de este rubro temático 
también las reformas a los artículos 110, 111, 116 y 122, y una de las reformas al artí-
culo 94, pero el contenido de estas previsiones nada tiene que ver con el tema de justi-
cia pronta y expedita. La propuesta para el artículo 110 establece que los integrantes 
del tribunal de disciplina judicial y los del órgano de administración, y sus homólo-
gos a nivel estatal, pueden ser sujetos de juicio político. En el artículo 111 se dispone 
que este mismo abanico de funcionarios pueda ser objeto de enjuiciamiento penal 
durante su encargo, siempre que las legislaturas del nivel correspondiente aprueben 
la declaración de procedencia por mayoría absoluta de sus miembros presentes. En 
el artículo 116 se obliga a los Estados a reformar sus constituciones para acoger un 
diseño de la judicatura estatal que sea homólogo al que la iniciativa establece para el 
nivel federal. En el artículo 122 se extiende este mismo mandato a la Ciudad de Mé-
xico. Además, en la propuesta de cambio al 116 se establece que ningún cargo electo 
de la judicatura puede ganar más que el presidente y en el propuesto artículo 94 se 
elimina el haber de retiro vitalicio de los ministros. Como puede observarse, se trata 
de temas ajenos a la agenda de justicia pronta y expedita.

1  Este texto recoge una versión ampliada de mi exposición en la Mesa Siete de los Foros Reforma Consti-
tucional en Materia de Justicia (Sede IIJ UNAM: 1 de agosto de 2024). Agradezco la invitación y el ar-
duo trabajo de organización al Abogado General de la UNAM, Hugo Concha Cantú, a la directora de 
nuestro Instituto, Mónica González Contró, a los investigadores Alberto Abad y Camilo Saavedra, y al 
resto de sedes de la UNAM que coorganizaron el evento. 

Justicia pronta 
y expedita

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/fpou
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Y este es un primer rasgo extraño e inexplicable. La exposición de motivos (pp. 
29-33), presenta a la justicia pronta y expedita como uno de los grandes ejes de la 
propuesta. La exposición habla de “procesos lentos, caros y tortuosos” (p. 19), de 
la necesidad de aumentar la confianza ciudadana en las autoridades de seguridad y 
de impartición y procuración de justicia (p. 30) (nótese que ahí sí se vincula la refor-
ma del poder judicial con las de las instituciones que más lo requieren, desde hace 
décadas: la policía y las fiscalías), se asocia lentitud de la justicia con la impunidad 
(pp. 30-31)… ¿Y qué se hace, a la hora de la verdad, en el articulado propuesto, so-
bre el tema? Prácticamente nada.   

Al artículo 17 de la Constitución, que consagra el derecho a acceder y obtener la 
protección de una justicia pronta, completa, imparcial y gratuita, se propone efec-
tuarle la siguiente adición: “Las leyes preverán las cuantías en materia tributaria 
en las cuales tanto los Tribunales administrativos como los Jueces de Distrito y los 
Tribunales de Circuito, o en su caso la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
deberán resolver en un máximo seis meses, contados a partir del conocimiento del 
asunto por parte de la autoridad competente. En caso de cumplirse con el plazo 
señalado y que no se haya dictado sentencia, el órgano jurisdiccional que conozca 
del asunto deberá dar aviso inmediato al Tribunal de Disciplina Judicial y justificar 
las razones de dicha demora o, en su caso, dar vista al órgano interno de control 
tratándose de tribunales administrativos”. 

En el artículo 20, que regula los principios y derechos básicos que deben orientar el 
diseño legal del proceso penal en México y que ahora acoge un modelo acusatorio 
y oral, la fracción VII del apartado B prevé en sus primeros párrafos el derecho de 
las personas imputadas que sea juzgada antes de cuatro meses cuando los delitos de 
que se las acusa conllevan una pena que no exceden los dos años de prisión y antes 
de un año si la pena es superior (salvo que la defensa del imputado solicite mayor 
plazo). La iniciativa propone añadir que, si no se cumplen esos plazos, “el órgano 
jurisdiccional que conozca del asunto deberá dar aviso inmediato al Tribunal de 
Disciplina Judicial y justificar las razones de dicha demora”.
 
En los apartados que siguen enfatizaré tres puntos principales. En primer lugar, se-
ñalaré que estas propuestas no solucionan ninguno de los problemas existentes en 
materia de acceso efectivo a la justicia e introducen diferenciaciones por materia 
y por monto económico que son cuestionables desde la perspectiva de la igualdad. 
Además de omitir todos los temas cruciales en la agenda de acceso a la justicia, no 
dialoga con las importantes reformas que el poder legislativo mismo ha aprobado 
en los pasados años con miras a agilizar la justicia y acercarla a la ciudadanía, como 
el paso a la oralidad en casi todas las materias y la generalización de los medios al-
ternativos de solución de controversias.

En segundo lugar, apuntaré que hay razones para pensar que el resto de las medi-
das contenidas de la iniciativa tendrán, de hecho, un impacto negativo sobre el ser-
vicio de administración de justicia –esto es, generarán una justicia más lenta, menos 
pronta y menos expedita—. 
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En tercer lugar y finalmente, señalaré que lo acotado de estas propuestas parece 
anunciar efectos limitados, pero es improbable que sea así. El efecto de estas refor-
mas se acumulará al efecto de las demás que están bajo consideración del Congreso 
(elección por sufragio universal de todas las personas juzgadoras del país y desti-
tución de la totalidad de la judicatura actual; desaparición de la carrera judicial 
para los cargos titulares; creación de un aparato disciplinario omnipresente en la 
administración de justicia diaria; neutralización de las acciones y las controversias 
como medios de control de constitucionalidad de las leyes, etc.). Ello tendrá efectos 
sistémicos fuertes a nivel de vida ciudadana, donde derivará en un sistema de justi-
cia mucho peor que el actual, que perderá terreno frente a las justicias informales 
y privadas. Pero también tendrá un efecto acumulado enorme sobre la democracia 
y el sistema constitucional, que en este momento está bajo los efectos de una diná-
mica de erosión constitucional y reforma abusiva en los términos descritos por los 
debates académicos comparados. 

Los acotados cambios a los artículos 17 y 20 
de la Constitución 

Hay un notable consenso académico, reflejado en estas mesas, acerca del tipo de 
medidas que habría que adoptar urgentemente en México para aumentar el acceso 
a la justicia: empezar por la justicia estatal y local; reformar los ministerios públicos 
y las policías; reforzar la justicia cívica municipal y los juzgados de primer contacto; 
elevar la ratio de juzgadores por número de personas, que ahora mismo es una de 
las más bajas del mundo; aumentar los recursos de las defensorías; etcétera. Para 
acortar la duración de los procesos, me parece además crucial modificar el enroque 
entre los juicios ordinarios y el amparo contra sentencias, que ahora genera que los 
juicios duren años; profundizar en las implicaciones del control difuso para que no 
sea necesaria la interposición del amparo; y eliminar el barroquismo procedimen-
tal, entre otras medidas. Una agenda ambiciosa, extensa y urgente. 
 
Nada de ello se hace. Se proponen los dos pequeños ajustes que he mencionado (la 
necesidad de resolver los asuntos fiscales de ciertos montos en seis meses o si no dar 
vista al Tribunal de Disciplina Judicial y justificar el retraso, y la necesidad de res-
petar los plazos de procesamiento penal y en caso contrario dar vista el Tribunal de 
Disciplina Judicial y justificar por qué no se están respetando).

No se entiende por qué, si se considera que los problemas de justicia lenta e inefec-
tiva son generalizados, se otorga a la materia fiscal esta consideración reforzada y 
se la inserta en un artículo solemne y principial, frontispicio del derecho al acceso 
y protección de la justicia: el artículo 17. ¿Qué tienen de especial este subtipo de 
asuntos administrativos, que tienen que ver con impuestos, con derecho de propie-
dad (y no con el derecho al agua, a la salud, a la libertad y seguridad personal o a la 
educación)? Todavía menos se entiende que resulte determinante la cuantía econó-
mica. ¿Por qué los asuntos de mucho dinero merecen prioridad? ¿No deberían los 
asuntos fiscales de cuantía pequeña (que puede ser muy grande a escala de la vida 
de muchas personas) recibir la misma consideración y respeto que los de cuantía 
mayor?
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La propuesta del artículo 20 es también extraña, porque en algún sentido es redun-
dante (ya se establece en los párrafos anteriores la obligación de no superar ciertos 
límites temporales) y porque los problemas que generará en la administración de 
justicia el grillete cotidiano del Tribunal de Disciplina serán especialmente serios 
en materia penal. Para ver si está o no justificada la demora, sin duda tendrán que 
atenderse los elementos que la jurisprudencia interamericana ha sintetizado en cri-
terio reiterado (la complejidad de la litis, el número de partes, entidad de las cargas 
probatorias, etc.), y ello implica que para evaluarlos el Tribunal de Disciplina ten-
drá que asomarse necesariamente al fondo. Este control potencialmente arbitrario 
y político sobre el proceso penal podría generar enormes problemas. 
 
Además, como he señalado, en los pasados años el legislador mismo ha hecho un 
esfuerzo enorme para implementar la oralidad en todas las materias, no solo la 
penal. Hay juicios orales familiares, civiles, hasta en materia mercantil y adminis-
trativa, y hay una apuesta nacional por los medios alternos de resolución de con-
troversias en la nueva ley general de la materia, publicada el 26 de enero de 2024. 
Es extraño que la exposición de motivos no se haga eco de ello con la idea de dar 
al tema un tratamiento holístico.

La iniciativa podría generar más retrasos y 
obstáculos a la justicia, no menos 

Es fácil aventurar que varias de las medidas que contiene la iniciativa generarán, de 
hecho, una justicia con todavía mayores obstáculos y retrasos.  

a) La Suprema Corte se reduce de once a nueve miembros y se eliminan las Salas 
(art. 94). Todo ello sin recortar el menú competencial de la Corte, sin una simpli-
ficación en la arquitectura de los juicios y de los recursos, y con el requerimiento 
añadido de que todas las sesiones sean públicas.  

Es claro que estas medidas generarán mayor saturación de trabajo en la Suprema 
Corte. Una reforma orientada a aumentar la prontitud y expeditez de la justicia 
podría descentralizar todavía más las decisiones dentro de la Corte (permitiendo 
que algunas cosas se decidan por sección de tres ministras). Habría que pensar si se 
puede avanzar también en la descentralización de decisiones a nivel de Tribunales 
Colegiados, donde ciertas decisiones menores podrían ser unipersonales. 

b) El sistema de elección por sufragio universal de todas las personas juzgadoras 
federales y locales (art. 96 y 97) también generará una justicia más lenta y menos 
expedita, por al menos tres razones. Uno, porque, tal y como viene la reforma, 
nada garantiza que las personas incluidas por los partidos políticos en las listas de la 
judicatura tengan conocimientos sobre qué implica administrar justicia en el con-
texto normativo y procedimental mexicano, particularmente complejo, con lo cual 
tendrán una curva de aprendizaje enorme, que hará más lento su ritmo de trabajo. 
Dos, porque, además, tendrán que lidiar con las previsibles interferencias y distrac-
ciones asociadas a sus deudas políticas, esto es, a la necesidad de atender formal 
o informalmente (incluso si las acaban rechazando) las demandas de los políticos 
que los pusieron en las listas, así como los cuestionamientos de las y los electores, a 
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quienes la propuesta sitúa en la posición de “mandantes” empoderados para pedir 
cuenta a sus “mandados” (quienes sentirán la presión de reaccionar a sus reclamos, 
aunque ello se aleje de la resolución independiente e imparcial de las controversias 
sociales). Y tres, porque también tendrán que ocupar tiempo en preparar su ree-
lección o en buscar trabajo futuro (recordemos que bajo el esquema que se propo-
ne, las personas juzgadoras duran en su encargo nueve años, con posibilidad de ser 
reelegidos).  
 
c) El sistema de disciplina y castigo perfilado por la reforma, que permite a cual-
quier persona y autoridad denunciar a las y los integrantes de la judicatura ante 
el Tribunal de Disciplina y dota a este de competencias descritas en términos ex-
traordinariamente ambiguos (art. 100), obligará a las personas juzgadoras a estar 
pendientes de defenderse de denuncias arbitrarias, de la evolución de los eventuales 
procesos iniciados contra ellos, etc.

Al evaluar este rubro no solo hay que considerar el tiempo que deberán invertir en 
justificar su actuación ante el Tribunal de Disciplina, sino también los efectos que 
tendrá sobre el adecuado desempeño de sus funciones el estar permanentemente 
bajo esa espada de Damocles y el modo en que las y los distraerá de la resolución 
sustantiva de los asuntos. Nadie puede trabajar bien sin un grado mínimo de tran-
quilidad y seguridad, y el sistema que perfila la reforma prefigura una especie de 
escenario de “guerra de todos contra todos” (denuncias presentadas por cualquier 
persona contra las personas juzgadoras ante el Tribunal de Disciplina, juicios po-
líticos y procesamiento penal de los integrantes del Tribunal de Disciplina y del 
órgano de administración, etc.) que puede desencadenar un escenario permanente-
mente tensionado. La creación de un sistema orientado a fomentar la impugnación 
generalizada del actuar de las autoridades responsables de resolver los conflictos 
sociales afectará la capacidad del sistema y hará más arbitraria y lenta a la justicia. 

d) Finalmente, habrá que evaluar los efectos en términos de acceso a la justicia 
pronta y expedita de las propuestas de reforma a los medios de control constitucio-
nal analizadas en la mesa anterior. La iniciativa las encuadra en otros rubros, pero 
tienen vinculaciones con el que estamos analizando. Se trata de la prohibición de 
otorgar suspensiones con efectos generales en acción, controversia y amparo, así 
como de dar efectos generales a los resolutivos en amparo contra leyes (Art.107: 
“tratándose de juicios de amparo que resuelvan la inconstitucionalidad de normas 
generales, en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos generales”). La 
iniciativa mantiene el mecanismo de declaratoria general de inconstitucionalidad 
introducido en 2011 y reformado en 2021, mantiene la vinculación inmediata de 
los precedentes votado por 6 de los 9 ministros y, quizá lo más relevante, NO modi-
fica el artículo 105 en la parte que exige ocho votos para declarar inconstitucionales 
las leyes en acción y controversia.  

La propuesta más grave es, sin ninguna duda, esta última, pues hará casi imposible 
–al pedir ocho de nueve votos—la invalidación de leyes en acción y controversia. 
Esta medida no solo elimina la vía central de garantía de la Constitución frente al 
legislador, sino que no se entiende en el contexto de una propuesta donde la Cor-
te ya no es “antimayoritaria”, pues tiene la misma fuente de legitimidad de origen 
que el legislador. 
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La propuesta menos problemática, también sin ninguna duda, es la que impide dar 
efectos generales a la suspensión. Es razonable que en las vías de control abstrac-
to no se suspenda la eficacia de la norma hasta que se arribe a una conclusión de 
fondo y es razonable que en una vía de efectos no generales como es el amparo no 
se otorguen medidas generales en la vía cautelar. Hay que matizar, en cambio, la 
evaluación de la propuesta sobre los efectos de las sentencias en los amparos con-
tra leyes. A mi juicio, el texto de la iniciativa en este punto debe tomarse como una 
mera reiteración de la formula Otero que no debe entorpecer la confección de 
resolutivos “modernos” (con órdenes a veces complejas, con perspectiva de cam-
bio estructural), con frecuencia imprescindibles para que la protección judicial sea 
efectiva. El riesgo es que esta adición al artículo 107 se interprete incorrectamente 
y nos retrotraiga a prácticas remediales que dejan muchos reclamos legítimos sin 
protección (como sucedía tradicionalmente bajo las interpretaciones formalistas 
de las causales de improcedencia de la Ley de Amparo). La ampliación de la tutela 
de amparo a intereses legítimos individuales y colectivos; la naturaleza colectiva o 
difusa de muchos derechos; y la necesidad de adoptar medidas de protección efi-
caz que aseguren la no repetición, alcancen a casos similares y beneficien a colec-
tivos desfavorecidos, sin recursos para litigar, exige otorgar flexibilidad remedial a 
la persona que juzga. La evolución incipiente de la práctica jurisdiccional en Mé-
xico sobre este tema es uno de los avances más importantes de las décadas recien-
tes. Cuando se adoptan este tipo de resolutivos, por cierto, no se está dando efectos 
generales al amparo sino adoptando las únicas medidas eficaces para proteger los 
derechos en juego.

Las consecuencias sistémicas 
de la reforma

Podría pensarse que, por lo acotado, estas previsiones serán esencialmente inocuas. 
El problema se quedaría en su enorme costo de oportunidad, en su no contribuir 
a superar ninguno de los grandes problemas de acceso a la justicia que subsisten 
en nuestro país. Pero desafortunadamente, lo más probable es que generen muchos 
problemas adicionales a los que ya tenemos. El efecto de la totalidad de las refor-
mas que se proponen es mayor que la suma de los efectos de cada una de sus partes. 
El efecto acumulado del control político ex ante (mediante el sistema de elección 
popular) y ex post (mediante el aparato represivo del Tribunal de Disciplina) de los 
nombramientos judiciales a todos los niveles; las dificultades logísticas de imple-
mentación; la priorización del punitivismo como eje central de la gestión cotidiana 
de lo judicial; la invitación a la desconfianza y al juego del “todos contra todos” y el 
consiguiente desprestigio del derecho como gestor de convivencia; y la ausencia de 
cambios urgentes como los que deberían dirigirse a la policía y a las fiscalías, tendrá 
consecuencias preocupantes en al menos dos planos. 

Al nivel de la vida cotidiana de las personas, la reforma puede frustrar (todavía más) 
el papel del derecho como instrumento de pacificación social y de protección de de-
rechos. Si sus propuestas no se acotan poderosamente o se reconsideran, acabare-
mos con un sistema de justicia marginal, menos relevante, con menos espacio frente 
a los sistemas informales de resolución de conflictos (crimen organizado, arbitraje 
privado, caudillismo, etc.). En algún sentido, México ha pasado los últimos treinta 
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años tratando de aumentar el espacio del derecho sobre el espacio de la política, 
la economía y el poder desnudo. La situación sobre el terreno en estos momentos 
(en términos de violencia, falta de control territorial del Estado, etc.) es desafiante 
y esta reforma no parece ir en la dirección que nos llevaría a recuperar el rumbo. 

A nivel de mantenimiento de los resortes básicos de la democracia constitucional, 
esta reforma, tanto en lo individual como acumulada a varias de las otras presenta-
das por el Ejecutivo en febrero de 2024, parecen peldaños en un camino de inexo-
rable autocratización. La desaparición de organismos constitucionales autónomos 
y el traspaso de sus competencias al Ejecutivo; la transferencia del control de la 
Guardia Nacional a manos militares; la transformación del INE en un instituto de 
elecciones y consultas que se aleja del modelo ciudadano fundacional; el cese ma-
sivo de todos los jueces estatales y federales del país y la sustitución por personas 
validadas en paquete por el voto ciudadano a partir de propuestas controladas por 
el Ejecutivo y el Legislativo (y por una Suprema Corte que a su vez emanará en su 
mayor parte de listas controladas por el Ejecutivo y el Legislativo)… Todo ello pre-
figura el tipo de concentración masiva de poder que destruye la democracia y la 
constitución desde dentro. En los pasados años los estudios constitucionales com-
parados han descrito y teorizado las características de procesos políticos ahora bien 
conocidos: erosión constitucional, legalismo autocrático, autoritarismo cauteloso, 
constitucionalismo abusivo, retroceso democrático. Ojalá los pasos que se han dado 
en esa dirección sean revertidos y se puedan poner las energías colectivas en la con-
secución de reformas verdaderamente progresistas. 
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El Poder Judicial tiene la gran encomienda de proteger y garantizar los derechos 
humanos, por ello, es imprescindible eficientizar y consolidar sus funciones bajo pa-
rámetros de verdadera objetividad, profesionalismo, independencia, autonomía e im-
parcialidad. Al igual que cualquier institución, el Poder Judicial es perfectible, pero 
para mejorarlo, se requiere de un análisis integral para detectar y consolidar los acier-
tos que se han logrado alcanzar a través de años de reformas, pero también descubrir 
aquellas áreas que representan obstáculos para alcanzar una verdadera tutela judicial 
efectiva, así, es indispensable realizar un diagnóstico a profundidad, donde incluso se 
evalúen aquellos factores externo que impactan en la impartición de justicia. 

Uno de los grandes descontentos que ha externado la ciudadanía respecto al Poder 
Judicial, es la tardanza en la tramitación de sus procesos; una demanda social total-
mente válida, pues como lo sostuvo el Primer Ministro británico, William Gladstone: 
“La justicia demorada es justicia denegada”, por ello, uno de los puntos trascenden-
tales que se deben analizar en esta reforma, es cómo provocar que la impartición de 
justicia no se dilate, tomando en consideración que esta es una problemática que lle-
va años presentándose en nuestro país, no solo dentro del Poder Judicial, sino tam-
bién en otros órganos jurisdiccionales.

En la iniciativa de reforma que presentó el ejecutivo federal el 05 de febrero del 
presente año, se señala lo siguiente: “Al impulsar la democratización de la justicia y 
someter a los integrantes del Poder Judicial al voto popular, se garantiza que repre-
senten las diferentes visiones que conforman la sociedad mexicana, logrando así que 
el acceso a una justicia pronta, expedita e imparcial sea una realidad y no un princi-
pio escrito…” La pregunta que al respecto formulo, es ¿la designación de ministros, 
ministras, magistrados, magistradas, jueces y juezas a través del voto popular provo-
cará que la impartición de justicia sea rápida? Existen cargos públicos que no han 
podido superar sus vicios, aunque sus funcionarios hayan sido electos por voto popu-
lar. El retraso en la impartición de justicia no es una simple problemática que radi-
que exclusivamente en las personas operadoras, sino un problema estructural donde 
intervienen varios factores que en muchas ocasiones sale de las manos de las y los 
juzgadores, como es: 

 Un número insuficiente de personas juzgadoras para atender el cumulo de conflic-
tos que se plantean ante ellas. En el Catálogo Nacional de Indicadores que se publi-

Justicia expedita
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có en el año 2022 se señaló que, en la Ciudad de México, la región más conflictiva 
en nuestro país, por cada 100,000 habitantes hay tanto solo 4 personas juzgado-
ras, mientras que en entidades tan importantes como el Estado de México, Nuevo 
León, Puebla, tan solo hay 2 por cada 100,000 habitantes, lo cual coloca a nuestro 
país a la mitad del promedio de jueces y juezas que hay en el continente americano. 
Es necesario crear más Tribunales que atiendan la administración de justicia, de 
lo contrario, el derecho humano a una justicia pronta y expedita continuará sien-
do solo una expectativa. Pongo un ejemplo, el caso de la reforma laboral, donde 
se determinó que las Juntas de Conciliación y Arbitraje debían dejar de conocer y 
resolver los conflictos laborales, ante el visible retardo en la impartición de justicia, 
trasladando la misma al Poder Judicial, sin embargo, el insuficiente número de Tri-
bunales laborales creados en ciertas entidades federativas está a punto de provocar 
el colapso de este naciente sistema de justicia.

Otra causa que provoca el retardo en la impartición de justicia es la reposición 
de procedimientos por violaciones a los derechos humanos cometidas durante su 
tramitación o en la emisión de la sentencia. El Estado debe garantizar la profe-
sionalización de las y los impartidores de justicia. De nada sirve que el proceso se 
substancie en los plazos establecidos por las leyes, si por el desconocimiento o falta 
de pericia de las personas juzgadoras se violentan derechos humanos. Se requiere 
de una justicia pronta, pero bajo estándares de calidad que responda al dinamismo 
de los derechos humanos. Las diversas escuelas judiciales han contribuido en la ca-
pacitación y actualización de los operadores jurídicos, pero se requiere seguir avan-
zando en este tema, no solo en el conocimiento de la doctrina, de las normas y de la 
jurisprudencia, sino en la toma de decisiones para saber apreciar la verdad y privi-
legiar la solución de controversias, pero sin violentar el debido proceso y la igualdad 
de las partes, juzgando con la debida perspectiva cuando intervengan personas en 
situación de vulnerabilidad, por ello también es necesaria la profesionalización de 
las defensorías públicas, que permitan el acceso a la justicia en igualdad de oportu-
nidades. Es así, que deviene imprescindible que las personas impartidoras de justi-
cia cuenten con pleno conocimiento y experiencia en la materia que van a juzgar. 

Otro factor que contribuye a la demora en la tramitación de los procesos judiciales 
es la falta de implementación o deficiencias en las tecnologías establecidas para la 
impartición de justicia. Se ha creado el juicio en línea, pero el mismo requiere de 
inversión para modernizarlo y hacerlo eficiente. Estamos en la cuarta revolución 
industrial, con miras hacia una quinta, es indispensable que se aprovechen todos los 
avances tecnológicos para facilitar la tramitación de los procesos e impartir justicia 
de manera pronta y accesible. Las nuevas tecnologías pueden aligerar las tareas de 
las y los operadores jurídicos, así como agilizar el desahogo de diligencias proce-
sales, pero para ello se requiere modernización y capacitación, como es el uso de 
plataformas digitales de comunicación, que se deben ejecutar entre todos los poder 
judiciales federales y locales, con las autoridades administrativas y con las demás 
instituciones que contribuyen y participan en la impartición de justicia, pero tam-
bién es indispensable garantizar la accesibilidad de esta tecnología a toda persona 
justiciable.
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Por otra parte, al hablar de herramientas que pueden coadyuvar en la anhelada im-
partición de justicia pronta y expedita, no podemos pasar por alto a los mecanismos 
alternos de solución de controversia, previstos desde el año 2008 en el artículo 17 
Constitucional. La mejor solución de controversias es la que proviene de las propias 
partes en conflicto, por ello, se requiere también fortalecer y profesionalizar a los 
Centros de Justicia Alternativa, de mediación y de conciliación, para que auxilien 
y propongan a los contendientes soluciones alternar; siendo fundamental crear una 
cultura de paz dentro de toda la sociedad mexicana.

No podemos cerrar los ojos ante la corrupción. Los casos en donde se  retarda do-
losamente los procesos judiciales, deben ser duramente sancionados, por ello es 
necesaria la existencia de un organismo disciplinario que imponga sanciones en ca-
sos de demoras injustificadas en la impartición de justicia, la iniciativa de reforma 
propone plazos máximos para la substanciación de los procesos según la materia; 
sin embargo, es indispensable prever de manera clara cuál será el Tribunal y el pro-
ceso disciplinario que se seguirá para garantizar también el derecho de audiencia 
y defensa de los implicados, pues se debe tener presente que el artículo 8.1 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, prevé “Toda persona tiene de-
recho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable…”. No 
todas las controversias es posible que se resuelvan dentro de los plazos establecidos 
en las leyes, debemos tener presente que la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos, en el Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua, retomando diversos criterios de la 
Corte Europea, precisó que se deben tomar en cuenta tres elementos primordiales 
para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: 1) la 
complejidad del asunto; 2) la actividad procesal del interesado; y 3) la conducta de 
las autoridades, elementos todos ellos que deben ser valorados objetivamente, para 
concluir si la demora procesal amerita alguna sanción y de qué tipo será la misma.

De esta forma, es importante advertir que, el Poder Judicial debe ser transformado, 
pero para fortalecerlo, para que de manera eficiente cumpla con su encomienda 
principal que es la protección de los derechos humanos, en plazos breves pero ra-
zonables, bajo la independencia e imparcialidad que debe revestir a este Poder, ya 
que solo así se  consolidará un verdadero estado constitucional en nuestro país, pues 
como se indicó en el artículo 16 de la Declaración de los Derechos del Hombre y el 
Ciudadano: “Una sociedad en la que no esté asegurada la garantía de los derechos ni reconocida 
la división de poderes, no tiene Constitución”

Estos foros nos han permitido realizar reflexiones constructivas en torno a la refor-
ma judicial. Como profesoras y profesores de esta máxima casas de estudios, tene-
mos la encomienda y el compromiso social de preparar a las nuevas generaciones 
para que, con pensamiento crítico, busquen la mejora del estado de derecho, ape-
lando a la justicia, al sentido propositivo y a la ética social, convirtiéndose en ver-
daderos promotores y garantes de los derechos humanos. 

De mi parte concluyo con esta interrogante ¿Se debe reformar al Poder Judicial? 
Sí, pero dotándolo de todas las herramientas, para poderle  exigir la justicia que 
mandata el artículo 17 Constitucional, la cual debe ser administrada por tribunales 
que estén expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijan las leyes, emi-
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tiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial, para ello se debe 
garantizar que este Poder actúe bajo sus principios de objetividad, profesionalismo, 
independencia y autonomía, a efecto de contar con Tribunales donde se cumpla la 
frase celebre del Ciervo de la Nación: “que todo el que se queje con justicia tenga un tribu-
nal que lo escuche, lo ampare y lo proteja contra el fuerte y el arbitrario.” 
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Derecho constitucional 
de acceso a la justicia1

M a r í a  M a c a r i t a  E l i z o n d o  G a s p e r í n 2

¿Cuál es la intención del legislador? Obviamente modificar la norma constitucional 
siempre debe tener un propósito racional hacia el bien común, o no?

Los invito a analizar “el texto en su contexto”. ¿Qué tipo de problema subyace? ¿Se 
está intentando resolver algo a través de esta nueva propuesta normativa constitucio-
nal? ¿Qué es lo que está soslayando el legislador racional?

La problemática es aún más grave, considero que no se está atendiendo lo que real-
mente es importante y que está vinculado al derecho constitucional de acceso 
a la justicia.

Intentaré articular una concepción del constitucionalismo democrático sobre la base 
de una corresponsabilidad entre los Poderes de la Unión y la activa participación de 
la sociedad en su conjunto. 

¿Saben Ustedes cuántos y cuáles son los asuntos que generan el cuello de botella en 
la impartición de justicia? Basta consultar los datos que arroja el INEGI, en el Censo 
Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2023. Son poco mas de 2,100,000 asuntos 
en las materias Familiar, Civil, Mercantil y Penal, distribuidos entre los 5000 magis-
trados y jueces ordinarios que existen a nivel nacional en todo los Estados.3

1   Intervención en los “Foros Reforma Constitucional en Materia De Justicia”. UNAM. IIJ. Mesa 7. 1 de agosto de 2024. Se 
basa en el reciente artículo de investigación de la autora difundido en: https://www.te.gob.mx/blogEje/front/publi-
caciones/busqueda/1218 https://www.youtube.com/live/QpA5UTe4two

2   Doctora en Derecho con mención honorífica y medalla al mérito universitario por la UNAM. Doctora Honoris 
Causa por la Universidad Enrique Diaz de León. Especialista en Justicia Constitucional, con más de 35 años de ex-
periencia en el servicio público y la academia. Cuenta con la Medalla al Mérito Judicial Federal por su desempeño 
como Magistrada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación designada por la Cámara de Senadores. 
Su último cargo fue ser Consejera Electoral del Instituto Federal Electoral designada por la Cámara de Diputados. 
Actualmente es consultora internacional e investigadora y académica universitaria, autora de varios libros y nume-
rosos artículos de investigación sobre cuestiones constitucionales, género y justicia electoral.

3   INEGI- Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2023, pp. 5, 11 y 12 https://www.inegi.org.mx/conteni-
dos/saladeprensa/boletines/2023/CNIJE/CNIJE2023.pdf



2



3

De esos asuntos algunos llegan a instancias constitucionales y se distribuyen entre 
los 881 órganos federales, como sigue:4

Hoy debemos analizar el conjunto de fenómenos sociales, políticos y económicos, 
vinculados a los aciertos y los defectos de la organización judicial que han produ-
cido la lentitud procesal y que ya tiene alcances ecuménicos. Hay algo mucho más 
atrás en todo esto.

El distinguido jurista español Niceto Alcalá-Zamora y Castillo llegó a demostrar 
que gran parte de los retrasos no descansan en la longitud de los plazos fijados por 
el legislador, sino por las “etapas muertas” o sea los periodos de inactividad entre 
dos actuaciones procesales consecutivas o también llamados “entreactos”.

4   Consejo de la Judicatura Federal. Anexo Estadístico 2023, p. 11. https://www.scjn.gob.mx/sites/default/files/
informe_labores_transparencia/anexo_estadistico/2023-12/INTRO_2023.pdf
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Al tomar protesta de su cargo —sea por concurso de oposición o bajo el nuevo sis-
tema que se pretende implantar mediante la votación popular—, los Jueces o Ma-
gistrados Federales en México deben estar conscientes de la cobertura demográfica 
para impartir justicia. Créanme que cuál más se lleva una sorpresa. Sabían Ustedes 
la relación entre juzgados y población? Obviamente el índice de natalidad hace es-
tragos pues según los datos estadísticos, la población en México ha crecido cinco 
veces más, durante los últimos 60 años.

Si hacemos un balance entre número de órganos judiciales federales y grueso de 
la población, según el Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal 2022 del 
INEGI, con 54, 388 servidores públicos adscritos a órganos jurisdiccionales, para 
un total de 131,230,255 habitantes, donde la natalidad es del 1.2 % anual, esto es 
1,312,000 mexicanos más, según los principales resultados del censo de población 
y vivienda 2020 y su actualización con los del Consejo Nacional de Población, 
CONAPO. 

COBERTURA DEMOGRÁFICA por 
CADA UNO de dichos órganos

Número y TIPO de ORGANO 
JUDICIAL

508,644258  Tribunales Colegiados de 
Circuito -TCC

3, 364, 87839  Tribunales Colegiados de 
Apelación -TUA

305,187430  Juzgados de Distrito - JD
1, 182, 255111  Tribunales Laborales 

Federales - TLF
3, 124, 53042  Centros de Justicia Penal 

Federal - CJPF

¿La sobresaturación de expedientes se evita creando más órganos judiciales? No. 
Existe un problema aun mayor. La imagen del iceberg representa aún antes de la 
pandemia, el verdadero problema social de insatisfacción: con un 66% de quienes 
acuden a los tribunales federales y sus pretensiones son desechadas, sobreseídas o 
denegadas y sólo un 33% queda Amparado.

No se puede negar que las disputas son cada vez más numerosas, por lo que hay que 
buscar mecanismos e instrumentos eficaces para lograr su solución de forma pacífi-
ca con la participación de todos. Existe una corresponsabilidad de Estado, sus 
instituciones, y la sociedad civil, esto es: de TODOS.

Saben Ustedes ¿qué diferencia existe entre el derecho a una tutela judicial efectiva 
y el derecho de acceso a la justicia? ¿Es lo mismo? ¿De qué forma la sociedad pue-
de participar activamente para lograr una justicia pronta y expedita? ¿La sobresa-
turación solo se resuelve estableciendo un plazo fatal de 6 meses o un año para que 
el juez resuelva un asunto? ¿Se descongestionan los juzgados sólo con denunciar el 
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retraso e imponer sanciones disciplinarias a los operadores judiciales? ¿Qué políti-
cas públicas se necesitan para dotar de eficacia al texto constitucional del artículo 
17 sobre el acceso a la justicia? 

El  acceso a la justicia no es sinónimo inseparable de una tutela judicial efectiva. Es 
importante que a todos nos quede claro que hay otros caminos de acceso a la jus-
ticia antes de judicializarla. Es deber del Estado en su conjunto habilitar, instruir, 
educar, enseñar a la sociedad a canalizar sus diferencias y controversias a través de 
los mecanismos que el constituyente permanente ha establecido precisamente en 
tan citado artículo 17 constitucional.

¿Ustedes creen que la garantía judicial referente a la responsabilidad sólo puede en-
focarse hoy en la garantía procesal para que el juez goce de un procedimiento en el 
que se demuestre su conducta indebida y que amerite sanción?, o en la garantía del 
justiciable de poder exigir ante un órgano superior que le imponga al funcionario 
judicial correcciones disciplinarias o lo substituya cuando realice actos que lesionen 
los intereses procesales de los justiciables?.

¿El cuello de botella se evita estableciendo plazos de 6 meses o un año a partir de la 
presentación de la demanda? ¿La justicia se garantiza sancionando e imponiendo 
medidas disciplinarias a los operadores judiciales? No. Nos nos equivoquemos, la 
respuesta es NO, aún y cuando substituyamos en materia penal y tributaria el sis-
tema de la prueba legal o tasada por el de la valoración razonada o de la sana crí-
tica, para que el juzgador pueda cumplir con esa justicia pronta y expedita dentro 
de estos plazos perentorios. 

¿De qué otra manera puede involucrarse la ciudadanía en las decisiones fundamen-
tales de los Poderes de la Unión que no sea solamente a través de la elección directa 
de las personas que los encabezan?

El doctor Héctor Fix Zamudio, investigador emérito de este Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la UNAM, en su estudio intitulado “La Administración de Justi-
cia”,  decía hace 44 años que“...la experiencia ha demostrado inclusive en los países 
de mayor desarrollo jurídico, económico y social que estos instrumentos tradicio-
nales son insuficientes en nuestra época para resolver el angustioso problema de un 
sector importante de los gobernados, cuya proporción aumenta en forma conside-
rable en los países en vías de desarrollo como el nuestro...”.5

Hay que promover la reconstrucción del tejido social, con mayor diálogo y habi-
lidades de comunicación, negociación, y gestión de conflictos que se comuniquen 
por todas la vías judiciales y alternas para el debido ejercicio de este importante 
derecho de acceso a la justicia. Necesitamos un movimiento de envergadura 
nacional que mueva conciencias y democratice la participación de los 
gobernados en la gestión de conflictos con el propósito de descongestionar 
las instancias judiciales, para que los pleitos que entran al sistema judicial sean los 
menos y poder así replantear la administración de justicia. Con lo anterior tendre-
mos una arquitectura jurídica más diligente, sólida, robusta en el que el ciudadano 

5   Vid. https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/2/982/6.pdf
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se involucra en buenas prácticas de diálogo, negociación, conciliación y solución 
pacífica de sus problemas. De esta manera el ciudadano participa de la administra-
ción de justicia y el Estado deja de tener el control preponderante de la solución de 
los conflictos.

Me resulta claro, que el deber del Estado Constitucional es buscar el bien común.  
No podemos negar la preocupación de que se imparta justicia de forma pronta y 
expedita, pero tampoco podemos ocultar los elevados índices de judicialización de 
la conflictiva social que la frena, difiere y sobresatura.

Perdón queridos amigos, si queremos democratizar la justicia, la respues-
ta está en el modo de concebir el acceso a la justicia a través del deber 
de la sociedad y del Estado y sus instituciones para difundir en todo el 
país la existencia, accesibilidad y beneficios de los mecanismos de so-
lución de controversias que involucren la voluntad, la cooperación y el 
diálogo, propicien una convivencia social armónica y despresuricen y 
descongestionen al poder judicial.

Establezcamos pues el diálogo coordinado entre el Consejo Nacional de Mecanis-
mos Alternativos de Solución de Controversias y el Centro de Mecanismos Alter-
nativos de Solución de Controversias del PJF (DOF 23 de julio 2024) con el sector 
académico y la sociedad civil para establecer y dar seguimiento a estos cambios 
generacionales de democratización de la justicia y de la cultura de la controversia 
a una cultura de paz que facilite la convivencia armónica con una nueva visión de 
justicia pronta, inmediata, económica y expedita. 

Este diálogo nacional impulsará las políticas públicas necesarias a fin de operar y 
ejecutar las estrategias dentro de una ruta crítica de programas y acciones a seguir 
en todo el país, y durante un tiempo razonable (quizá 8 años a semejanza del Con-
sejo de Coordinación para la implementación del Sistema de Justicia Penal SETEC 
en el artículo 9 transitorio del Decreto de Reformas Constitucionales publicadas en 
el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008). 

No solo es importante contar con el derecho humano de acceso a la justicia, sino 
saber cómo ejercer ese derecho. 

Por tanto, respecto del Decreto de Reformas Constitucionales en materia de Justi-
cia cuya iniciativa fue presentada por el Ejecutivo Federal el 5 de febrero de 2024 y 
dictaminada por la Cámara de Diputados el pasado mes de abril de 2024 propongo 
respetuosamente:

1) Desde la academia y la sociedad civil hagamos un llamado respetuoso al Con-
greso para que incorpore un artículo transitorio que nos comprometa a todos en 
los siguientes términos:

“Dentro de los dos meses siguientes a la entrada en vigor del presente Decreto se creará una instan-
cia de coordinación integrada por representantes de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
además del sector académico y la sociedad civil, para que conjuntamente con el Consejo Nacional de 
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Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias y el Centro de Mecanismos Alternativos de 
Solución de Controversias del Poder Judicial Federal coadyuven y apoyen a las autoridades locales 
y federales hacia una cultura de paz”.

2) Mientras tanto, como universitarios debemos romper con esa sinergia de judi-
cializar todo. Hace falta cambiar la ideología y generar procesos de aprendizaje 
y fomentar en el educando una capacitación (habilidades, destrezas, conocimien-
to) para generar un regimiento de personas facilitadoras, personas profesionales 
colaborativas, conciliadores, mediadores, árbitros que auxilien en el ejercicio del 
derecho de acceso a la justicia, y que coadyuven en la vinculación, composición, 
diálogo, relaciones interpersonales, (familiares, comunitarias, sociales) a favor de la 
solución pronta y expedita de los conflictos. Necesitamos una ciudadanía más activa 
que construya acuerdos. Por tanto considero importante que el Consejo Universita-
rio de la Universidad Nacional Autónoma de México (y de todas las Universidades 
del País) analicen, ponderen y reflexionen sobre la viabilidad de instituir la Escuela 
Nacional de Justicia que forme profesionales altamente calificados en la cultura de 
la paz, o en su caso ampliar la cobertura del Posgrado en Medios Alternativos de 
Solución de Controversias (que actualmente solo existe en el Posgrado de la Facul-
tad de Derecho de nuestra Universidad), para que de forma transversal abarque a 
Psicólogos, trabajadores sociales, sociólogos, pedagogos, Politólogos, historiadores, 
etc con la finalidad de consolidar un amplísimo frente de facilitadores del diálogo y 
negociación para la solución pacífica de los asuntos.

3) No debemos seguir formando únicamente abogados procesalista rijosos y litigio-
sos en las Facultades de Leyes del país para que sólo acudan y saturen los juzgados 
y tribunales en busca de justicia. Está en juego la paz de la sociedad.

4) Celebremos esos convenios de colaboración con el Consejo Nacional de Me-
canismos Alternativos de Solución de Controversias orientados a la obtención de 
esa importante certificación de personas facilitadoras públicas y privadas que ven-
gan a engrosar considerablemente el Registro de Personas Facilitadoras y el 
Sistema de Convenios que ayude a despresurizar la congestión en el Poder Judicial 
Federal y locales.

Hay razones a favor de concebir un nuevo constitucionalismo de acceso democrá-
tico a la justicia, considerando las mismas vías que gozan de la misma dignidad y 
que el Estado ha instaurado precisamente en el artículo 17 constitucional. Se trata 
pues como lo dijo el Señor Rector, el doctor Leonardo Lomelí en el acto inaugural 
a estos Foros, de poner el acento, en la justicia asequible, visible y entendible para 
todos y de planificar políticas públicas para que de forma universal puedan acceder 
a una justicia pronta y expedita. Fomentemos pues la participación ciudadana, con 
una sociedad activa en el ejercicio del derecho de acceso a la justicia expedita. Si es 
un reto, pero es alcanzable y plausible.
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El análisis en torno a la reforma en materia de justicia propuesta por el 
presidente Andrés Manuel López Obrador se ha centrado esencialmente en 
dos aspectos: 

El primero, y mismo que ha generado un gran debate, es en torno a la elección de los 
integrantes de los órganos jurisdiccionales a través del voto popular.

El segundo, la creación de un Tribunal de disciplina y de un órgano de administra-
ción, que sustituirán al Consejo de la Judicatura Federal. 

Recapitulando, el Poder Judicial como lo conocemos, fue reconfigurado hace 30 
años, estos cambios permiten afirmar que ninguna institución es permanente, todas 
son objeto de revisión y de mejora, no pueden permanecer intactas, puesto que hay 
muchas razones para modificarlas.

Entre el principio y lo fáctico del derecho

La Justicia expedita es un principio, pero este no debe ser solo una abstracción, nece-
sita materializarse en la facticidad del derecho, en el sistema de procuración e impar-
tición de justicia, en todos los ámbitos de aplicación de la norma.

El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, como se 
encuentra actualmente configurado, establece el derecho de toda persona a gozar de 
una justicia pronta y expedita, entre otros aspectos.

El principio de justicia expedita, según la interpretación de la Corte, prevé que exis-
tan tribunales e instancias que permitan el acceso de los gobernados a la jurisdicción 
del Estado para componer las controversias que existan, tanto con otras personas, 
como respecto de los actos de autoridad, pero este no es problema.

La justicia pronta y expedita, se traduce en la realidad al establecer cuanto tiempo 
es razonable para la emisión de una sentencia, laudo o resolución, sin contar los im-
ponderables que se presenten en los procedimientos en las más diversas materias, el 
justiciable, siempre está a la expectativa de cuál es el desenlace de su reclamo.

La justicia expedita a revisión, 
del principio a la facticidad

M a r c o  A n t o n i o  E s c o b a r  C u a p i o
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Un punto de disenso de la reforma en cuanto a lo expedito de la justicia es que se 
adiciona un párrafo al artículo 17. La justicia expedita debe ser sujeta a revisión, 
porque la percepción de la ciudadanía es que quienes imparten justicia, no necesa-
riamente están del lado del justiciable.

La justicia administrativa 
y los grandes contribuyentes del Estado

La reforma tiene un especial énfasis en la justicia tributaria, ¿Cuál es la razón por 
la que existe una preocupación particular en este rubro? 

En este sexenio nos encontramos casos emblemáticos, derivados de la determina-
ción de créditos fiscales, las sentencias emitidas con motivo de éstos se encuentran 
disponibles en sus versiones públicas en los portales de transparencia del Poder Ju-
dicial y del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, en algunos casos la secuela 
procesal continua en las instancias correspondientes.

Dichas determinaciones son una de las posibles causas, por la cual la iniciativa pone 
énfasis en obtener resoluciones a favor del justiciable, ya que hay una política fiscal 
de por medio, no en perjuicio del ciudadano, sí en beneficio de este, al igual que de 
la hacienda pública.

Justicia formal y los mecanismos alternativos 
de solución de conflictos 

No obstante, no todos son claros oscuros en el sistema de impartición de justicia, en 
el mandato del presidente de la República, se han implementado una serie de refor-
mas que permiten con meridiana claridad, advertir que el sistema de impartición 
de justicia como se encuentra actualmente configurado puede y deber ser puesto al 
día, a propósito del reclamo de la falta de evidencia empírica en torno a la reforma.

Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias 

La Ley General de Mecanismos Alternativos de Solución de Controversias, permite 
soluciones, esta reforma toca al Poder Judicial y a la Justicia Administrativa en estos 
órganos jurisdiccionales está en proceso la implementación de dicha ley. Habrá que 
apostar por dejar de lado los esquemas tradicionales de impartición de justicia, en 
donde la solución no trastoque principios como el de seguridad jurídica, legalidad 
o debido proceso. 

Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares

El Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, que acorde al régimen 
transitorio se aplicará de manera gradual, establece una serie de lineamientos, cuya 
finalidad es garantizar la aplicación de una justicia pronta y expedita en pro del 
sistema judicial y de la ciudadanía, sobre todo evita la dispersión procesal en las 32 
entidades, lo que generaba criterios en ocasiones encontrados entre normas proce-
sales que trataban los mismos temas. 
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La incorporación de la oralidad, los procedimientos en línea y las audiencias vir-
tuales, el uso de la tecnología contribuye a mejorar los procedimientos, en beneficio 
del justiciable.

La justicia laboral 

Otro reforma crucial es la hecha en materia de justicia laboral, donde destaca la 
efectividad y el principio de justicia expedita aplicado  en la Ciudad de México, me-
diante el Centro de Conciliación Laboral, desde el inicio de sus operaciones en oc-
tubre de 2022 hasta mayo de 2024, ha recibido 112,160 solicitudes de conciliación 
prejudicial en materia laboral en asuntos individuales, de los cuales se han resuelto 
84, 622 expedientes, logrando 56, 917 convenios, y solo 27,538 asuntos no conci-
liados, representando un porcentaje de efectividad del 67.4%.1

Cambio de régimen 
y reforma al Poder Judicial de la Federación 

En México vivimos un cambio de régimen, el sistema político como estaba conce-
bido ya no es tal, la idea de la legitimidad en el ejercicio del poder ha cambiado, 
una transición democrática, la cual se ha venido dando desde hace más de 40 años.
El día de hoy estamos ante una reconfiguración de este ejercicio del poder y por su-
puesto ante la renovación de las instituciones que establece la propia Constitución, 
no estamos en presencia de reformas casuales o llevadas a cabo por circunstancias 
emergentes.

Es parte de una reconfiguración del Estado mexicano, hace muchos años en la des-
cripción magistral del cambio de régimen que realizó el maestro Luis Javier Garri-
do, en su libro el Partido de la Revolución Institucionalizada, analizó los cambios 
que se dieron en el México posrevolucionario, el cambio del centro del poder, su 
eje conductor, la creación de instituciones, el ascenso de una nueva clase política. 
La reforma en los diversos foros y espacios de reflexión se analiza desde el punto de 
vista de los operadores jurídicos o desde la conceptualización del derecho, desde la 
tradición jurídica, sin tomar en cuenta lo que el justiciable requiere, es decir, desde 
lo cotidiano, desde la percepción que hay de la ciudadanía, respecto del sistema de 
impartición y procuración de justicia que requiere una profunda reforma.

1   https://reformalaboral.stps.gob.mx/#container2
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P e r l a  G ó m e z  G a l l a r d o 1 

El atender estos foros “Reforma constitucional en materia de Justicia”, pasa por la-
mentar que la UNAM sea reactiva a las propuestas de reforma constitucional y la dis-
cusión sea en análisis o crítica a los dictámenes que ya prepara la Comisión de Puntos 
Constitucionales y no así con propuestas sistematizadas con las que cuenta y deben 
emerger de la Máxima Casa de Estudios de nuestro país. Cabe recordar el esfuerzo 
que realizó el Jurista Jorge Carpizo, cuando presentó: “Elementos para la construc-
ción de una política de estado para la Seguridad y Justicia en Democracia”, que con 
pleno sentido de oportunidad hizo público la UNAM en agosto de 2011, previo al 
inicio del sexenio para que formara parte de la agenda nacional, además de diversas 
acciones que se asignó la propia UNAM y que cumplió atinadamente. Este documen-
to que a la fecha sigue teniendo vigencia, más en los aspectos de Justicia para jóvenes, 
niñas y niños y personas en situación de vulnerabilidad, debe ser retomado y actuali-
zado como un insumo relevante ahora en el cambio de sexenio.
 
Para enfocarnos en el tema de la mesa, en pocas palabras la “justicia pronta y expe-
dita” no existe en la Constitución, es una cuestión gramatical pero también de evolu-
ción constitucional. Como refiere el especialista Luis Vargas Bravo, si se lee el artículo 
17 constitucional lo expedito no es la justicia sino los tribunales. Es muy importante 
porque el que la justicia sea expedita significa, en la primera acepción del Dicciona-
rio de la Lengua Española, que debe impartirse “libre de estorbos”, “pronto a obrar”. 
En cambio, cuando se califica, como dice la constitución a los tribunales quienes es-
tán expeditos para hacerlos debe hacerlo de forma pronta (que siguiendo la defini-
ción del diccionario es veloz, rápido, raudo, presuroso, ligero, ágil, activo, enérgico, 
vivaz, diligente , dinámico. Dispuesto, aparejado para la ejecución de algo). Enton-
ces, la justicia expedita no es inmediata como se piensa comúnmente, sino significa 
que no se tenga que cumplir requisitos previos para acudir a ella.

El que los tribunales estén expeditos para impartir justicia significa que estén prontos 
para hacerlo, es decir, que estén listos que cuenten con la posibilidad de avocarse a 
los problemas que se le plantean, de manera pronta completa e imparcial. Esto im-
plica que deben contar con las condiciones presupuestales, personales y materiales 
mínimas para lograrlo.

1  Maestra por oposición de la Facultad de Derecho UNAM,  Profesora Investigadora Titular C del Departamento de 
Estudios Institucionales de la UAM Cuajimalpa. 

Justicia expedita
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El Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal (2023) determinó la existencia 
de 1496 órganos jurisdiccionales y administrativos con solo 52388 personas que los 
conforman. 910 personas Magistradas y 737 personas juzgadoras. En materia Esta-
tal el mismo censo reporta 73000 personas integrantes de los Tribunales Superiores 
de Justicia, con 603 personas Magistradas en las Salas y 4398 personas juzgadoras. 
No podemos hablas de justicia expedita cuando el propio Poder Judicial Federal y 
Local carecen de recursos humanos (además de los materiales) para cumplir con 
oportunidad sus cargas de trabajo. Es totalmente desproporcional a las necesidades 
de una población de más de ciento veinte millones de habitantes de nuestro país.

En 1987 se reformó la constitución y se agregó que la justicia debía ser impartida 
en los plazos y términos que fijen las leyes, de manera pronta, completa e imparcial. 
Es decir, la justicia no debe ser impartida inmediatamente, sino respetando los pla-
zos y términos que fije el Poder Legislativo. A partir de ese momento, quien decide 
que tan “rápido” se imparte justicia es el legislador y no el impartidor de justicia. 
En 2010 se elevan a rango constitucional medios alternativos de solución de contro-
versias, entonces se admite que existan procedimientos previos a que una persona 
pueda acudir a un tribunal. Si en materia penal se admiten medios alternos de solu-
ción de controversias, donde es el derecho público por excelencia, porque el Estado 
despliega su poder para sancionar a las personas, mucho más en derechos privados 
como el civil o el mercantil.

Que se usen términos ambiguos como “cuantía tributaria” y se pida que pasados 
seis meses sin resolver se haga un acto de “mea culpa” para presentarse ante el Tri-
bunal de Disciplina Judicial (y cuidado con esta figura que evoca a ese Cuarto Poder 
revisor de la Constitución con un exacerbado poder de quienes podrán revisar la 
conducta de las personas juzgadoras y convertirse en el verdadero punto fino y de 
atención en la reforma que se plantea), puede generar una antinomia constitucional 
al dar por una parte el que los tribunales estén “expeditos” para resolver y al mis-
mo tiempo se determine un plazo que no queda claro en la exposición de motivos 
la razón de este. 

Ahora, el que el tribunal se encuentre pronto a resolver las controversias que les lle-
ven las partes, no significa que deba resolverlas de inmediato, como se piensa. No se 
puede generar una responsabilidad por dejar de cumplir un plazo que no depende 
necesariamente de su persona, no debemos olvidar que las abogados y abogadas 
que carecen de un ejercicio ético en su desempeño pueden propiciar las promocio-
nes dilatorias y ofrecer a su clientela retrasar dolosamente el fallo con las llamadas 
“chicanadas”, de ahí la importancia de reforzar en las instituciones de educación 
públicas y privadas el ejercicio profesional ético.

El enfoque sobre la necesidad de la “justicia expedita” se centra en la materia pe-
nal, cuando en asuntos de naturaleza familiar o sucesoria, tenemos juicios que pue-
den llegar a diez años para obtener una resolución definitiva, por las personas que 
no encauzan acciones dilatorias. Esto sin menoscabo de los plazos que en materia 
familiar y mercantil se fijan con el Código Nacional de Procedimientos en la ma-
teria, además de ampliar la oralidad en los juicios como si eso fuera la opción para 
lograr la rapidez de los casos, situación que impacta en los plazos de resolución de 
los casos en la vía federal.
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En el caso del artículo 20 se establece el plazo de cuatro meses en función de las 
sanciones, en donde es común que los indiciados esperen resolución por más tiem-
po que el que purgarían en el plazo determinado en el delito por el cual son proce-
sados sin tener claridad en el “usted disculpe” que se presenta en más casos de los 
que esperaríamos.

Al mismo tiempo no podemos permitir casos como, por ejemplo, los de daño moral 
en donde fue demandado Miguel Ángel Granados Chapa y Froylan López Narváez, 
cuya defensa gratuita llevé a cabo como proyecto académico de la UAM Cuajimal-
pa,  “00145/2007 REGINO DÍAZ REDONDO QUINTA SALA CIVIL DEL 
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL D.F. Y OTRA y otras. 04/02/2009 
SE SOBRESEE EN EL JUICIO DE AMPARO DIRECTO”, se resolvió en ese 
2009, el sobreseimiento con base en la entonces vigente, fracción V del artículo 74 
de la Ley de Amparo, que se refería a la situación de ausencia de promociones por 
más de 300 días naturales.

Lo escandaloso del caso, cuyo criterio afortunadamente ya no está vigente, fue de-
jar emitir su sentencia por parte del Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito, por-
que al enviar el caso a sentencia (con lo cual ya cerró la instrucción y solo se espera 
su fallo) se le dejó de solicitar o recordar el hacer su trabajo, pidió el cómputo de la 
última promoción (que era justo que el caso se iba a sentencia) y al exceder los 300 
días determinó el sobreseimiento, si bien favoreció a los periodistas, es una práctica 
contraria a lo expedito que dejó de resolver el tribunal al buscar aspectos de forma 
para dejar de atender el fondo.

Acorde a los estándares internacionales y gracias a los precedentes de Juristas tan 
emblemáticos como Fix Zamudio y Don Sergio García Ramírez, que desde la Cor-
te Interamericana de Derechos Humanos innovaron con el Control de Convencio-
nalidad que ya se reconoció por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
podemos aplicar los criterios en casos contra Brasil, Paraguay y Guatemala, que 
analizan como determinar las implicaciones de un “plazo razonable”.

Nos ilustra con sus criterios a través de cuatro elementos: 1) La complejidad del 
asunto; 2) La actividad procesal del interesado; 3) Conducta de la autoridad; 4) 
Afectación de la situación jurídica de la persona involucrada. Estos criterios ya los 
asumió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para atender 
el análisis del “plazo razonable”.

La complejidad, señala la CoIDH, que se revisa con la “complejidad de prueba, 
pluralidad de sujetos procesales o cantidad de víctimas, tiempo de la violación, re-
cursos presentados, interés y contexto.”

A manera de conclusión

Al revisar la justicia expedita, debemos visibilizar que en la mayoría de los casos 
quienes no acceden siquiera a la exigencia de resolución en tribunales, son las per-
sonas cuya cuantía es menor y resulta más gravoso el buscar a una persona abogada 
que dejar de exigir el pago de, por ejemplo, “su tanda”, en la necesidad de la justi-
cia cotidiana, se requiere atender estos casos que quedan fuera de toda estadística. 
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Quienes nos formamos en las instituciones de educación pública e hicimos nuestros 
primeros litigios desde el Bufete Jurídico Gratuito de la Facultad de Derecho de la 
UNAM, entendemos la necesidad de este clamor por parte de quienes pareciera 
que carecen del privilegio de tener acceso a la justicia.

En cuanto a los Derechos Humanos que se buscan proteger con lo expedito de las 
resoluciones de las controversias, no debemos olvidar que los operadores jurídicos, 
incluidas las personas integrantes de las Fiscalías, también son pueblo y personas que 
merecen el reconocimiento de sus Derechos Humanos. Bien decía Carpizo, que vi-
vimos en un país en donde cuando una persona funcionaría pública hace su trabajo 
le debemos decir ¡Gracias!, por el nivel de riesgo y precariedad que padecen en su 
desempeño.

Se debe erradicar la violencia institucional que se viven en las fiscalías, el desgaste 
de postular en los concursos para juzgados o Magistraturas y ver la reiterada se-
lección de los sobrinos de funcionaros del Poder Judicial. El Poder Judicial es como 
la UNAM, tan grande que cabe la excelencia, pero también la miasma, de ahí que 
toda generalización tiende al error.

En cuanto a la propuesta, se pueden poner candados con base en lo que la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos considera que es la “complejidad” de un 
caso. Bibliotecas enteras existen sobre los aspectos de la técnica legislativa en ma-
teria constitucional, es en la Carta Magna en donde se deben fijar los principios y 
bases, no reglamentar y menos poner palabras ambiguas o con adjetivos que solo 
generan incertidumbre. 

Además, debemos alertar sobre la importancia de la redacción de los artículos tran-
sitorios en donde se verán los plazos y modalidades que tendrán las legislaturas 
para atender la reforma constitucional. Cuando son los artículos cuya vacatio legis 
más se incumple.

En el caso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, pareciera que se les olvidó 
que también es un poder y parte del gobierno de la República. Dejar de atender 
que debían revisar los alcances de sus prestaciones y salarios, como una exigencia 
ética y no sólo jurídica hizo que perdieran la legitimidad en el debate. Entender 
que quedarse en su estado de confort de la disciplina jurídica, nos lleva a lo que ya 
señalaba Friedrich Nietzsche, en esa serpiente que se muerde su propia cola, con 
ello no se atiende las necesidades que requieren de la transdisciplina, además de re-
flexionar sobre lo que todavía se está analizando respecto a la respuesta apabullante 
de los votos que ahora generan una mayoría que puede cambiar (para bien o para 
mal) lo que entendemos como sistema jurídico en México.

Que se nos llegue a incomodar para cimbrar esta inercia de los operadores jurídicos 
y de la propia academia, nos debe llevar a responder desde la racionalidad, recor-
dando que la razón no es democrática; pero estamos perdiendo en el discurso fren-
te a la mera opinión o la ideología, por lo difícil que es defender a las instituciones 
cuando las personas que las conforman quedaron a deber. Podemos estar frente al 
hecho de que nos amanezcamos sin ciertas instituciones y la sociedad no la extra-
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ñe, porque faltó esa “pedagogía social” de explicación y rendición de cuentas para 
mostrar la importancia de mantener el andamiaje como lo conocemos, se llega tar-
de y se dificulta este ejercicio.

Para poder ver de frente al alumnado, debemos llevar con entereza, pero sobre todo 
con humildad este ejercicio, salir de ese falso argumento de las ínfulas y del lenguaje 
que enmascara el pensamiento, solo con la autocrítica podemos fortalecer a las ins-
tituciones, no temer a que se cimbren, pero estar con las propuestas y encareciendo 
el debate con la fuerza de los argumentos.

No es gratuito en la literatura que Kafka mostrara en su obra “El Proceso” al abo-
gado enfermo, así está el sistema de justicia, recordemos también a Albert Camus 
con la obra que Jorge Carpizo recomendaba como obligada para el estudiante de 
Derecho: “La caída”, en donde el Juez penitente podía juzgar a otros porque antes 
se había juzgado así mismo. Hagamos ese mismo ejercicio.
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F r a n c i s c o  B u r g o a *

Agradezco al Rector de la UNAM, el doctor Leonardo Lomelí Vanegas, la invitación 
que me extendió con el fin de participar en estos Foros juntos con destacados colegas 
especialistas.

También, expreso mi reconocimiento a nuestro Rector, así como a las entidades 
académicas con docencia e investigación jurídica que han hecho posible este Foro: 
Facultad de Derecho, FES Acatlán, FES Aragón y el Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas; y por supuesto, al Abogado General, al maestro Hugo Concha Cantú por la 
organización.

Saludo a la doctora Sonia Venegas Álvarez, a la maestra Nora Goris Mayans, al 
maestro Fernando Macedo Chagolla, a quién también le agradezco la invitación para 
participar como parte de la FES Aragón y a la doctora Mónica González Contró.

Quiero hacer énfasis en lo acertado del nombre de este Foro, a diferencia de los que 
han sido convocados por otras instituciones como la Cámara de Diputados, que no 
se refiere a la reforma constitucional del Poder Judicial, sino a la Justicia porque pre-
cisamente una reforma debe y tiene que ser integral a la justicia.

Precisamente, por eso es significativo que la última mesa de estos foros se lleve a cabo 
en el Auditorio Héctor Fix-Zamudio de este Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la UNAM, dado que el doctor Fix-Zamudio fue un jurista cuya obra se centra en 
la justicia, en la protección de los derechos humanos, en el juicio de amparo y en el 
Poder Judicial. Su aporte es valioso para el desarrollo y fortalecimiento de la impar-
tición de justicia, al igual que el de su hijo, el doctor Héctor Fix-Fierro. Inclusive, 
aprovecho para recordarlo y recomendar el último libro que escribió en 2020, muy 
oportuno para la presente época: El poder del Poder Judicial y la modernización jurídica en 
el México contemporáneo, editado por este Instituto.

La aspiración constitucional es que tengamos una justicia expedita, libre de obstácu-
los y que sea pronta, completa e imparcial. El doctor Fix-Zamudio ha referido que si 
la justicia es lenta y retrasada no se puede considerar justicia e inclusive, pueda con-
siderarse una justicia denegada. De ahí que, en el día a día, lamentablemente nos po-
damos enfrentar a la expresión: “justicia retrasada es justicia denegada”.

*  Profesor de la Facultad de Estudios Superiores Aragón de la UNAM.

Justicia expedita
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Desde el inicio de la Revolución de Independencia de nuestro país, la exigencia de 
la justicia estuvo presente. Recordemos la célebre expresión de José María Morelos 
que sintetiza el anhelo: “que todo el que se queje con justicia tenga un tribunal que 
lo escuche, lo ampare y lo defienda contra el fuerte y el arbitrario”.

En el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexicana del 22 de 
octubre de 1814, se estableció en su artículo 24 que “la felicidad del pueblo y de 
cada uno de los ciudadanos consiste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad 
y libertad. La íntegra conservación de estos derechos es el objeto de la institución 
de los gobiernos y el único fin de las asociaciones políticas”.

Ya, en el México independiente, encontramos el primer antecedente directo de la 
justicia pronta, completa e imparcial señalado en el artículo 17 constitucional:
El artículo 18 del Acta Constitutiva de la Federación Mexicana del 31 de enero de 
1824, estableció “todo hombre que habite en el territorio de la Federación, tiene 
derecho a que se le administre pronta, completa e imparcialmente justicia…”.

En el caso de la Constitución Federal de los Estados Unidos Mexicanos del 5 de 
febrero de 1857, en su artículo 17, se indicó que “…los tribunales estarán siempre 
expeditos para administrar justicia…”.

En 1916, el Primer Jefe del Ejército Constitucionalista y Encargado del Poder Eje-
cutivo de la Unión, Venustiano Carranza, en la exposición de motivos del proyecto 
de reformas a la Constitución de 1857 que presentó ante el Congreso Constituyente 
de Querétaro, escribió que “…sea el Gobierno del pueblo de México por la coo-
peración espontánea, eficaz y consciente de todos los individuos que la forman, los 
que buscarán su bienestar en el reinado de la ley y en el imperio de la justicia, consi-
guiendo que ésta sea igual para todos los hombres, que defienda todos los intereses 
legítimos y que ampare a todas las aspiraciones nobles”.

Así, presentó la propuesta con la que complementó la idea de la justicia expedita 
proveniente de la Constitución de 1857 y que fue la que aprobaron los diputados 
constituyentes en el artículo 17 constitucional: “…los tribunales estarán expeditos 
para administrar justicia en los plazos y términos que fije la ley; su servicio será gra-
tuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales”.

Esa parte conducente del artículo 17 constitucional, prácticamente solo ha tenido 
una reforma y fue en 1987. El objetivo consistió en mantener el espíritu de 1824 
y quedar con la redacción que actualmente tenemos: “toda persona tiene derecho 
a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla 
en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera 
pronta, completa e imparcial”.

Es evidente que sí necesitamos una gran reforma en materia de justicia, pero tiene 
que sustentarse con un diagnóstico riguroso con datos duros y que atienda todos los 
aspectos de la justicia; porque no solamente en sede jurisdiccional se necesita ga-
rantizar la justicia sino también en instancias administrativas. Por dar un ejemplo: 
es necesario simplificar los trámites y hacerlos más accesibles para personas que 
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acuden para ejercer un derecho como lo es la pensión por viudez. En la práctica es 
una injusticia lo que pasan las mujeres viudas para que se les garantice su pensión.

Naturalmente, la eficiencia y la eficacia del sistema judicial es fundamental para la 
democracia constitucional, pues la justicia que es pronta, completa e imparcial no 
solo protege y garantiza los derechos de las personas, sino que también fortalece 
tanto la confianza en las instituciones como en la seguridad jurídica que necesitan 
las empresas, los mercados y los inversionistas.

¿Es posible lograr que la justicia sea pronta, completa e imparcial, en términos del 
artículo 17 constitucional? Esto, porque en caso de no lograrla, podemos afirmar 
que la justicia que es lenta, incompleta, parcial, costosa e ineficiente de ninguna 
manera es justicia.

Estoy seguro de que sí es posible garantizar el derecho de acceso a una justicia ex-
pedita, a pesar de los retos, desafíos y problemas que enfrenta como son la corrup-
ción y la impunidad. Para lograrlo, se requiere voluntad política desde los Poderes 
Federales Ejecutivo y Legislativo y emprender distintas acciones para (re)diseñar el 
sistema de justicia que las personas necesitamos en donde se incluyan también a las 
Fiscalías, ministerios públicos, policías, peritos, etc. 

Conocer y aprovechar la experiencia de las instituciones de procuración, imparti-
ción y administración de justicia, así como los criterios de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos será fundamental para elaborar la gran reforma a la justi-
cia que necesitamos. Incluso, que se tomen en cuentan los resultados del Encuen-
tro Nacional para una Agenda de Seguridad y Justicia que convocó durante varios 
meses la ministra presidenta de la Corte, Norma Piña. 

Sí a una reforma que realmente garantice una justicia expedita y no a una reforma 
que únicamente quiere garantizar “justicia expedita” en los asuntos fiscales que 
son los del interés del Gobierno Federal. De ahí que se proponga establecer un pla-
zo máximo de 6 meses para la resolución de asuntos tributarios, y de un año para 
asuntos penales. Esta situación, además de dejar fuera a otras materias como fami-
liar, civil, mercantil, administrativo, entre otras, deja abierta la posibilidad de que 
se dicten sentencias rápidas para evitar ser sometidos a procedimientos ante el Tri-
bunal de Disciplina Judicial, instancia que estará facultada para investigar y sancio-
nar la dilación, si es que no se justifica; pero, esto quedará en la discrecionalidad 
de dicho tribunal si sí o si no está justificada la demora en el dictado de sentencias. 
Inclusive, los jueces o magistrados no tendrán derecho a impugnar las decisiones de 
dicho Tribunal lo que constituye una violación al debido proceso.

Cada asunto tiene que ser analizado por los jueces de acuerdo con sus propias ca-
racterísticas. De ahí que no se justifica imponer esos plazos para que se resuelvan 
y menos, si no se tiene sustento en ningún criterio nacional, ni internacional que 
respalde los términos que propone la iniciativa presidencial.

Imponer plazos cuando tenemos pocos jueces por habitante en México comparado 
con otros países es un despropósito. Esto, tomando como base el Censo Nacional de 
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Impartición de Justicia Estatal 2021 del INEGI en el que nos indica que la media 
nacional es de aproximadamente 4.4 jueces por cada 100,000 habitantes; razón por 
la que también tienen una gran carga de trabajo.

De igual forma, también llama la atención que el presidente de México quiera que 
los juicios penales se resuelvan rápido y al mismo tiempo proponga ampliar el ca-
tálogo de delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa cuando ésta es violatoria 
de la libertad personal, del debido proceso, de la presunción de inocencia, entre 
otros derechos humanos. Entonces, ¿está a favor o no del lado de los derechos y las 
libertades de las personas? 

Con el objetivo de garantizar que la impartición de justicia sea pronta, completa e 
imparcial, considero necesaria la implementación de las siguientes medidas:

1. Modernización y digitalización del sistema judicial con el fin de tener procedi-
mientos simplificados, juicios en línea y mejorar el acceso a la información.

2. Capacitación permanente de jueces y personal judicial.

3. Fortalecer la carrera judicial en el Poder Judicial de la Federación.

4. Implementar la carrera judicial en todos los órganos jurisdiccionales federales y 
locales.

5. Implementar mecanismos para garantizar la transparencia y rendición de 
cuentas.

6. Incrementar el presupuesto a los órganos jurisdiccionales para contratar perso-
nal suficiente, tener mejor infraestructura física y tecnológica.

7. Fortalecer la autonomía e independencia judicial.

8. Promover y fortalecer los mecanismos alternativos de resolución de controversias.

9. Crear modelos de evaluación del desempeño de jueces.

10. Apertura a la participación ciudadana a través de observatorios ciudadanos y 
consejos consultivos.

11. Acceso igualitario a la justicia.

12. Crear unidades móviles de justicia en zonas rurales.

13. Fortalecer a las defensorías de oficio. 

14. Implementar la inteligencia artificial.

15. Campaña permanente de difusión de los servicios que ofrecen los órganos 
jurisdiccionales.
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16. Colegiación de la abogacía.

17. Fortalecer los sistemas de procuración de justicia, seguridad pública y 
penitenciario.

18. Fomentar la cultura jurídica (sustento en los artículos 3º y 31, fracción II, 
constitucionales). 

19. Expedir la legislación en materia de justicia cívica e itinerante.

20. Simplificar trámites gubernamentales para ejercer derechos.

Estas acciones buscan sentar las bases para tener una justicia expedita que vaya más 
allá del sistema judicial y poder contar con un sistema de justicia eficiente, justo y 
accesible para todas las personas.

Conclusiones

1. Sí se necesita una reforma constitucional en materia de justicia, pero no en los 
términos que propone el presidente de México, Andrés Manuel López Obrador.

2. La reforma tiene que ser integral a partir de un diagnóstico sólido en el que par-
ticipen todos los sectores involucrados con el objetivo de garantizar el acceso a la 
justicia.

3. A los legisladores se les solicita prudencia para no elaborar un dictamen con pri-
sas y mucho menos si lo que se busca es fortalecer y garantizar el derecho de acceso 
a la justicia.

4. Se exhorta a los legisladores que tomen en cuenta todas las opiniones que se 
han emitido en los Diálogos Nacionales para la Reforma del Poder Judicial de la 
Cámara de Diputados, en el Encuentro Nacional para una Agenda de Seguridad 
y Justicia de la SCJN, en estos Foros sobre la Reforma Constitucional en Materia 
de Justicia de la UNAM, las observaciones de la Relatora Especial sobre la inde-
pendencia de los magistrados y abogados del Consejo de Derechos Humanos de la 
ONU, entre otros espacios.

5. La narrativa oficial se ha encargado de anunciar que la reforma constitucional 
es inminente, sin embargo, falta que el INE y el TEPJF decidan si van a otorgar o 
no una mayoría calificada artificial, es decir, si permiten la sobrerrepresentación 
del oficialismo (Morena, PVEM y PT) y una subrepresentación de la oposición. Se 
necesita garantizar el pluralismo político y que los votos tengan su misma calidad.
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Mi intervención parte del supuesto que las instituciones, cualesquiera que sean, na-
cen o deberían nacer y, en su caso transformarse, por la razón, no por el mero hecho 
de poder crearlas, modificarlas y hasta desaparecerlas acaso por intereses inmediatos. 
Esta afirmación es válida en cuanto la solidez institucional es benéfica socialmente y 
apuntala a la democracia y al progreso humano, siempre que se apliquen con exacti-
tud y razonadamente las mejores prácticas en las instituciones.

Dos preguntas surgen cuando hablamos de la función jurisdiccional:  

1. ¿Cuál es el mecanismo que asegure su independencia y la mejor impartición de 
justicia? y 
2. A partir de la facilidad de la crítica cuando lo difícil es crear, ¿es acaso esta inicia-
tiva de reforma judicial la mejor posible para la función jurisdiccional?.

Intencionalmente me he referido a la función jurisdiccional, es de todos sabido que la 
iniciativa que nos ocupa no abarca la totalidad de los tribunales, pues no comprende 
a los tribunales de justicia administrativa ni a los tribunales agrarios, aunque la refor-
ma les impacte o les llegue a impactar indirectamente. Si se considerara a estos tribu-
nales tendríamos que renombrarla como reforma jurisdiccional y no tan solo judicial. 

También es notorio que la iniciativa no se articula con el sistema nacional antico-
rrupción, y me dirán ustedes con sobrada razón que aún es un sistema incompleto; 
no obstante, específicamente no se observa articulación con la Ley General de Res-
ponsabilidades Administrativas, la cual, tratándose de faltas administrativas dispone 
la existencia de dos órganos distintos; una autoridad investigadora y otra la substan-
ciadora del procedimiento por posibles faltas administrativas de conformidad con el  
artículo 3 fracciones II y III. La pregunta sería cuál es el tratamiento a esas funcio-
nes que deben estar diferenciadas, la iniciativa parece omisa en cuanto a estos temas. 
Esas áreas sí están delimitadas en el Consejo de la Judicatura Federal actual.

Me explico, de acuerdo con la iniciativa, el Tribunal de Disciplina Judicial será el 
encargado de investigar, substanciar y resolver. Parece ser un órgano concentrador. 
Esperemos que la legislación secundaria se encargue de separar, dentro del propio 
Tribunal, las áreas que desahogarán las fases del procedimiento, especialmente si to-
mamos en cuenta que sus resoluciones serán inatacables.

Órgano de 
administración judicial

R o s a  C a r m e n  R a s c ó n  G a s c a



2

El Órgano de Administración Judicial propuesto ya no contaría con las facultades 
de investigar y substanciar los procedimientos. 

Uno de los motivos de la iniciativa es separar a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación de la función administrativa y disciplinaria de todo el poder judicial. Pro-
pone sustituir al Consejo de la Judicatura por dos órganos: el de Administración 
Judicial y el Tribunal de Disciplina Judicial. Se discute mayormente sobre el Tri-
bunal de Disciplina Judicial, no obstante, el Órgano de Administración representa 
por sí mismo gran importancia, sólo como ejemplo, se ocupará de la elaboración 
y remisión del presupuesto del poder judicial federal así como recibir la propuesta 
de presupuesto por parte del Tribunal Electoral de la Federación para su incorpo-
ración en la remisión que haga del presupuesto al ejecutivo federal en su totalidad. 
Si la pretensión de la iniciativa es regenerar al poder judicial en el ámbito federal, 
lo adecuado sería que este órgano del Estado, independiente como lo son el legisla-
tivo y el ejecutivo tenga libertad para defender la propuesta de su presupuesto ante 
la Cámara de Diputados y lo propio tengan los poderes judiciales de los estados de 
la República.

El Órgano de Administración Judicial estaría, según se lee en la iniciativa, dotado 
de independencia y autonomía técnica, de gestión y separado funcionalmente de la 
Corte, no queda clara su naturaleza jurídica, de la simple lectura podría tratarse de 
un desconcentrado administrativo con facultades de resolución para ocuparse de: 

1. La administración, carrera judicial y control interno del poder judicial. Al efecto 
contaría con la Escuela de Formación Judicial, encargada de los concursos de opo-
sición, además del Instituto Federal de Defensoría Pública cuyos integrantes serían 
formados en la Escuela mencionada.
La función de control interno es altamente representativa ya que significa hacer 
análisis y evaluar riesgos potenciales que pudieran constituir faltas administrati-
vas, lo que no es común que se haga en el ejercicio de la función pública, la mayor 
parte del trabajo del control interno suele centrarse en intervenir en procesos de 
entrega-recepción soslayando, sea por las cargas de trabajo cotidianas o por desco-
nocimiento, la función de desarrollo administrativo que compete al Estado. No se 
observa en la iniciativa particularidades sobre tal control.

2. Además, se ocupará de la distribución del número de circuitos y de la competen-
cia territorial de los tribunales colegiados de circuito, de los tribunales colegiados 
de apelación y de los jueces de distrito; del ingreso, permanencia y separación del 
personal judicial, de la formación, promoción y evaluación del desempeño; el con-
trol de los recursos humanos, materiales y financieros, y de la determinación de la 
especialización por materias incluidas la radiodifusión, telecomunicaciones y com-
petencia económica, rubros de alta especialización jurídica.

En cuanto a sus nuevas funciones tratándose de aspirantes a magistraturas y a juz-
gados deberá: 

1. remitir al Senado un listado relativo al número total de vacantes a cubrir, según 
la materia de especialidad del tribunal de circuito o del juzgado de distrito vincula-
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do a la vacante y al circuito al que estén adscritos. 

2. Las postulaciones ante el órgano electoral hasta de dos personas correrán a cargo 
de cada poder, del presidente de la  República, de cada una de las Cámaras -una 
persona por Cámara mediante mayoría calificada- y del pleno de la Corte por ma-
yoría de 6 votos. 

3. Conceder licencias a magistrados y jueces hasta por dos meses. 

4. Para el caso de defunciones, renuncias o ausencias definitivas el Órgano de Ad-
ministración someterá una terna para designar a una persona interina en tanto se 
realice la elección correspondiente. Tratándose de ministros a la Corte deberán sa-
tisfacerse los requisitos de elegibilidad de magistrados de circuito y jueces de distrito. 

5. Homogeneizar la administración del Tribunal Electoral tal cual los demás tribu-
nales del poder judicial.

Funcionará colegiadamente en un pleno y la duración del encargo será por seis 
años improrrogables, lo cual lo sujetará políticamente al sexenio de que se trate con 
menoscabo de su independencia. Los miembros serán designados uno por el pre-
sidente de la República, otro por la Cámara de Senadores y tres por el pleno de la 
Corte y destaca, a diferencia del Tribunal de Disciplina Judicial que no se requerirá 
ser magistrado, juez o licenciado en derecho para integrarlo.

Se prevé que inicie funciones cuando rindan protesta los magistrados elegidos para 
el tribunal. Y si lo que se consigue es que los juzgadores sean elegidos popularmen-
te, cobra relevancia que la iniciativa no contempla la paridad de género tanto en la 
composición del órgano de administración como en el tribunal, especialmente en 
éste, pues se trataría de cargos de elección popular. 

Por otra parte, la iniciativa no garantiza la especialización ni valora la experien-
cia adquirida en el quehacer cotidiano de los ejecutores del derecho.  Tampoco se 
articula con mejoras en el desempeño de las Fiscalíass General y locales, en la Se-
cretaría de Seguridad Pública y en el Sistema Nacional de Seguridad Pública, ni 
se pronuncia con relación al quehacer cotidiano de la administración pública en la 
cual hace falta la prevención oportuna de la comisión de infracciones que terminan 
por convertirse en litigios. Ciertamente en el quehacer judicial hay situaciones que 
es necesario modificar para mejorar, pero lo deseable es que el esfuerzo sea integral 
y coordinado en todas las áreas participantes.
 
Cierro mi intervención subrayando que el poder sin límites claros no brinda seguri-
dades, en cambio cuando el Estado sabe proveer seguridad jurídica y pública brin-
da desarrollo a la sociedad y obtiene recursos. 

Fuerza es que el Derecho consolide el camino como regulador y obtenedor de de-
rechos sociales, y esto es aún político. El Derecho no debe entrar al servicio de la 
política si eso sucede la acción comunitaria tendrá que esforzarse en la protección 
de la vida y la estabilización de espacios de libertad.
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U l i s e s  L e o n a r d o  G a r c í a  V á z q u e z 1

El consejo de la judicatura federal se creó a partir de las reformas constitucionales de 
1994 y 1995, cuya creación fue con la intención de fungir como un órgano integrante 
del Poder Judicial con independencia técnica, de gestión para emitir sus resoluciones. 
En tales consideraciones, si bien la creación del órgano denominado “Consejo de la 
Judicatura” fue creado con el objetivo de “separar a los órganos jurisdiccionales de 
tareas administrativas; establecer mecanismo de control y supervisión de toda la es-
tructura institucional incluida la carrera judicial.

Actualmente el consejo de la Judicatura Federal, está integrado por siete miembros 
de los cuales, uno es el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, quien también lo 
será del propio consejo; tres consejeros designados por el pleno de la corte, por ma-
yoría de cuando menos ocho votos, de entre los Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito; dos Consejeros designados por el senado de la república, y uno por el pre-
sidente de la república mexicana; cuya función entre otros es la de velar por la auto-
nomía de los órganos del Poder Judicial, supervisión de la conducta de los servidores 
públicos, administración de los recursos del Poder Judicial y de la carrera judicial.

Con la propuesta a la reforma, se solicita la sustitución del Consejo de la Judicatura 
Federal, por el órgano de administración Judicial y el Tribunal de disciplina, como 
órganos autónomos e independientes. Así tenemos que el órgano de administración 
judicial será integrado por cinco personas designadas por un periodo de seis años por 
los Poderes de la Unión: el Poder Ejecutivo nombrará uno; el Senado nombrará uno; 
y la SCJN nombrará tres. Cuya responsabilidad en términos amplios sean las funcio-
nes administrativas, de carrera judicial y de control interno, así como de elaborar el 
presupuesto del Poder Judicial. 

Como se menciona, el órgano de administración judicial tendrá garantías de inde-
pendencia técnica y de gestión, así como las facultades para conocer todo lo relacio-
nado con la administración, carrera judicial y control interno del Poder Judicial de 
la Federación, específicamente la determinación del número de circuitos y su com-
petencia territorial, escuela federal de formación judicial, la que incluirá el ingreso, 
permanencia y separación del personal judicial, así como su formación, promoción y 
evaluación de desempeño; el Instituto Federal de Defensoría Pública, la administra-
ción de los recursos  humanos, materiales y financieros del Poder Judicial.
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Sin embargo, desde mi punto de vista el riesgo que se advierte es que en principio, 
no se menciona el perfil que tendrán los integrantes de dicho órgano, específica-
mente si serán abogados, contadores, actuarios, administradores o carrera afín, así 
como tampoco si se sostendrá con integrantes del propio Poder Judicial, lo anterior 
para conocer las propias necesidades que se requieran, tanto recursos humanos, 
materiales y económicos; esto es debido a que el cuerpo colegiado que integrara el 
Órgano de Administración Judicial será autónomo, pues se insiste, no se advierte 
que se goce de una comunicación interna, máxime que tendrá amplias facultades 
de administración y sus determinaciones serán inatacables, luego entonces será un 
órgano con una posible arbitrariedad y abusos laborales, pues es bien sabido que 
todos los que trabajamos para el poder judicial sea a nivel federal o local, emplea-
mos horas extraordinarias para cumplir con nuestro deber constitucional, horas 
extras que no son remuneradas como sucede en el ámbito laboral privado e incluso 
cargos jurisdiccionales que en comparación con otros empleos puede considerarse 
mal pagados sobre todo por la responsabilidad que implica el desempeño del en-
cargo, dado que comparando con distintos empleos y contrario a lo que se piensa, 
pertenecer al Poder Judicial es un decisión noble que conlleva un deber social, para 
ser justos con las determinaciones jurisdiccionales. 

Con esta modificación implica que el Poder Judicial se encuentre dividido sin guar-
dar una interrelación entre sí, ya que se merma las capacidades institucionales de 
la SCJN, ello sin soslayar posibles fricciones y divisiones, que podrían producir di-
visión dentro de la institución.

Otro dato relevante y de mucha importancia, es que con esta reforma y la creación 
de este organismo autónomo, es evitar el nepotismo que existe en el Poder Judicial, 
empero, se insiste al no mencionar el perfil de los integrantes de dicho órgano, se 
corre el riesgo que quienes lleguen tengan afinidad política y al controlar la escuela 
judicial, estarán ponderando los nuevos ingresos y ascensos, bajo los amiguismos, 
compadrazgos, y en si el nepotismo ahora será más permeable y mucho más visible.

Finalmente, como área de oportunidad el nuevo órgano judicial de administración 
para que tenga una verdadera independencia y autonomía, deberá de implemen-
tar mejores prácticas de transparencia, rendición de cuentas, garantizando en todo 
momento su actual autonomía presupuestal, ya que si bien también se propone una 
reducción en las prestaciones laborales, lo que conlleva a un ahorro significativo, 
ello sirva para la implementación de mayores órganos jurisdiccionales y por ende la 
contracción de más colaboradores judiciales, con lo cual en medida de lo posible se 
podrá cumplir con los estándares internacionales como lo contempla la OCDE de 
la que Estado Mexicano forma parte, misma que establece que deben ser 18 jueces 
por cada cien mil habitantes, siendo que en México según censo del INEGI sostie-
ne que se cuentan con 4.6 jueces por cada 100 mil habitantes, y así satisfacer con la 
carga de trabajo de la justicia cotidiana (civil, mercantil, laboral, familiar, penal) y 
por ende también para la justicia Federal.
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El presidente López Obrador, ha demostrado ser un mago, que da mucha 
luz algunas cosas para que brillen, y quita los reflectores a otras, para que 
pasen en lo obscurito.

Su iniciativa de Reforma Judicial se centró desde el principio, en el tema de la elec-
ción de ministros, los magistrados y jueces, que es sobre el que más se ha polemizado, 
y que se basa en las críticas al actual poder judicial; pero sin que se note mucho, la 
verdadera espada de Damocles y las cadenas que se impondrá al poder judicial está 
en las entidades que sustituirían al Consejo de la Judicatura, el Tribunal Disciplinario 
y solo llamado Órgano Administrativo Judicial.

Los que llegan por elección, como los legisladores de Morena y aliados, están en la 
realidad, subordinados a quienes los propuso, sea el partido, o el presidente, y no ver-
daderamente, al pueblo que los eligió, y que solo fue un medio de legitimación; lo que 
vemos con los legisladores de Morena, es lo que veríamos con la elección de juzgado-
res, o sea de ministros, magistrados y jueces, y que ya vemos con las tres.

Pero pese a lo anterior, el presidente teme, que como paso con una ministra y un mi-
nistro actuales, algunos de los juzgadores electos, actúen con independencia, y ape-
gados a la Constitución y la ley, y no a los deseos e intereses de gobierno.

El Tribunal Disciplinario y el Órgano Administrativo Judicial, son los que pueden 
dar y quitar, quitar, premiar y castigar en forma discrecional y sin que haya recurso 
contra sus decisiones.

El Órgano Administrativo Judicial, significaría la pérdida de la independencia y au-
tonomía, al tener a los juzgadores, el gobierno de la 4T, bien agarrado, en donde más 
duele, en lo económico y en su estabilidad laboral. 

Si ésta mal el poder judicial, si se requiere una reforma judicial pero no así, más que 
esto en mucho, la culpa es del poder ejecutivo, que no da el presupuesto suficiente 
para el funcionamiento, profesional, ágil y honesto que se requiere, y del legislativo 
que no crea leyes procesales para mejorar el funcionamiento.

1  Profesor FES Acatlán
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Somos de los países en el mundo que menos jueces por 100 mil habitantes tene-
mos, y en el actual gobierno, además se ha disminuido en términos reales, éste 
presupuesto. 

La reforma en lugar de asegurar y blindar el presupuesto del poder judicial, le quita 
a la Suprema Corte y a los demás órganos jurisdiccionales, el derecho a administrar 
sus recursos, sus asignaciones presupuestales, etcétera.

Es como si en una dependencia o entidad del gobierno federal, o a un gobierno 
estatal o municipal, se le quitaran el mando sobre su oficialía mayor, sus áreas de 
administración, de recursos materiales, personal, finanzas y presupuesto, todo ello 
y mucho más, lo manejara otro órgano alineado al gobierno morenistas. 

Este órgano sería autónomo de la Suprema Corte, no lo presidirá como ahora su-
cede, el presidente de la Corte, y estaría integrado por una persona designada por 
el Ejecutivo Federal, uno por el senado, y tres nombrados por la Suprema Corte. 
Otra cuestión no se limita que los miembros del órgano, sean licenciados en dere-
cho, sino que pueden de carreras cómo economía, actuaría o cualquier otra afín lo 
que implicaría que puede ser la que sea, esto es grave porque del órgano depende la 
escuela judicial federal y la defensoría de oficio. Tiene una función materialmente 
legislativa, cómo es emitir acuerdos generales obligatorios y está a su cargo el in-
greso, promoción y sobre todo la separación, con el terrible agravante de que sus 
resoluciones serían definitivas e intocables.

El Órgano es un suprapoder, le correspondería la administración, vigilancia, carre-
ra judicial, control interno, formación y evaluación del Personal, fiscalización per-
manente de los recursos humanos, materiales y financieros, elabora el proyecto de 
presupuesto entre otras cosas.

El mayor poder en toda entidad pública o privada o de cualquier naturaleza, lo tie-
ne el que maneja el dinero, esto es, él tiene el control y disposición de los recursos 
materiales, personales y financieros.

Hay absurdos, cómo que quien manejara la administración, también manejara la 
contraloría, o sea la vigilancia sobre el manejo de los recursos, que el mismo órgano 
administraría. La dependencia de los juzgadores, privados de facultades adminis-
trativas, con respecto al órgano, les limitará en su independencia y autonomía con 
respecto a un órgano, ya que si se doblan ante el Órgano este les dará satisfacciones, 
recursos, plazas, y si no hay castigo.

El resultado de lo anterior es que las decisiones de los juzgadores serán parciales a 
favor del gobierno y aceptaran todas las consignas, y así en lugar del principio pro 
homine, o sea en favor de los derechos humanos, prevalecerá el principio pro imperium, 
a favor del poder político.
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La discusión sobre la reforma judicial debe reconocer que el Poder Judicial en Méxi-
co está en disputa por los actores políticos, las élites judiciales y académicas. En esta 
tensión desafortunadamente la conversación pública está centrada en la propuesta 
del presidente y no existe por parte del Poder Judicial una mirada alternativa que 
permita un contraste de diagnósticos, soluciones y propuestas. 

Uno de los debates recurrentes en la ciencia política es sobre la eficacia y el impacto 
del diseño institucional, es decir, cómo determinadas reglas e incentivos motivan y 
restringen a los actores y sobre todo generan determinados resultados. En la propues-
ta del presidente López Obrador sobre la desaparición del Consejo de la Judicatura 
y su sustitución por el órgano de administración judicial y el tribunal de disciplina 
judicial tienen un nudo en su configuración. El principal problema es que trastoca 
la independencia judicial interna y politiza la gobernanza judicial por la integración 
que propone y sobre todo por las funciones que le atribuye. 

En primer lugar, la iniciativa considera construir un órgano de administración de jus-
ticia integrado por 5 miembros que durarán en su cargo 6 años. La Suprema Corte 
de Justicia de la Nación (SCJN) nombrará 3, el Poder Ejecutivo designará a un in-
tegrante y el Poder Legislativo a otro miembro. La integración permite que el órga-
no esté controlado en su mayoría por miembros nombrados por la SCJN, pero no se 
debe perder de vista que los ministros de la Corte serán electos. Desde mi perspecti-
va, con la conformación comienza la politización de la gobernanza judicial porque 
los incentivos que tendrán los ministros electos (ciclo electoral) pueden orientar de-
terminada configuración del órgano de administración judicial y porque durarán en 
el cargo el mismo tiempo que el presidente. 

Es necesario recordar que los orígenes de los órganos de gobierno y administra-
ción judicial están en separar las funciones administrativas de las jurisdiccionales. En 
América Latina uno de los propósitos en el diseño de los órganos de gobierno judicial 
fue la independencia judicial interna y sobre todo evitar prácticas basadas en el pa-
trimonialismo para el ingreso y promoción de los jueces (Pozas-Loyo y Ríos Figueroa, 
2010). La independencia judicial interna se fortaleció mediante diseños instituciona-
les en los que el ingreso, permanencia y promoción tuvieran criterios basados en el 
mérito y profesionalismo. La reforma propuesta dinamita los esfuerzos de los últimos 
30 años en construir una carrera judicial profesional y sobre todo pone en riesgo la 
independencia de los operadores jurídicos. 

El mal diseño del órgano 
de administración judicial

J o s a f a t  C o r t e z  S a l i n a s
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En cuanto a las funciones la reforma plantea que el consejo de administración se 
haga cargo de las tareas de administración, carrera judicial, presupuesto y con-
trol interno. Los consejos de gobierno del Poder Judicial en general se encargan 
de tres funciones: 1) administración: gestión de presupuesto y recursos materiales; 
2) nombramiento de jueces; 3) administración de la carrera judicial: promoción, 
adscripción y disciplina judicial (Garoupa y Ginsburg, 2009). En América Latina 
existe una variación sobre estas funciones que ofrecen un mosaico de institucio-
nes con más poder que otras en combinación con su integración. La propuesta de 
reforma construye una institución encargada del gobierno judicial sin una de las 
funciones clave de los consejos de gobierno: el nombramiento de jueces y magis-
trados y su disciplina. Sin estas herramientas el órgano de administración judicial 
será un órgano débil. Por un lado, los jueces y magistrados serán electos, por lo que 
su adscripción no estará entre las funciones, y de la disciplina judicial se encargará 
el tribunal de disciplina judicial. Este último se integrará por 5 magistrados electos 
por la ciudadanía y su objetivo será investigar y sancionar el comportamiento judi-
cial. El diseño institucional trastoca la independencia judicial “interna” porque la 
evaluación del desempeño y la imposición de sanciones o distinciones de las juzga-
doras y magistrados recae en actores que fueron elegidos por la ciudadanía. 

La iniciativa trastoca la división administrativa de lo jurisdiccional y agrega los in-
centivos electorales en la selección de los integrantes del órgano de administración 
de justicia y en el tribunal de justicia  judicial. El diseño puede generar inestabili-
dad, falta de autonomía y sinceridad por parte de los operadores jurídicos.
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La competencia del nuevo órgano administrativo judicial básicamente se constriñe, 
de acuerdo con la propuesta, a las acciones de nombramientos y formación de jue-
ces, la creación de nuevos órganos jurisdiccionales y el manejo del presupuesto co-
rrespondiente bajo peculiares dominios; se pretende crear entonces, un órgano de 
administración judicial independiente con autonomía técnica, de gestión y que pue-
da realizar sus encomiendas separada de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La elección de los integrantes de dicho órgano no será popular como el resto de las 
propuestas, sino indirecta, es decir, serán propuestos por la Cámara de Senadores, 
por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y por el Poder Ejecutivo Federal, aun-
que tampoco se especifica el perfil de sus integrantes, lo cual es indispensable saberlo 
desde este momento para determinarse la conveniencia o no de los mismos.

Pero lo más preocupante de esta propuesta, además de controlar el presupuesto por 
parte del Poder Ejecutivo, es que sus decisiones son inatacables, pues recordemos que 
este órgano será el encargado de la administración de la carrera judicial y de su con-
trol interno, del ingreso, permanencia, ascenso y separación de funcionarios judicia-
les (salvo jueces y magistrados), de la promoción y evaluación del desempeño de los 
empleados, administración y control de los recursos humanos, financieros y materia-
les, sin olvidar la Escuela de Formación Judicial y el Instituto de Defensoría Pública.

Negar cualquier recurso o disposición jurídica respecto a las decisiones de dicho ór-
gano es negar el acceso a la justicia; porque cerrar la puerta para que el personal 
afectado por las decisiones del mismo no pueda tener derecho a una defensa por po-
sibles irregularidades, nada nos garantiza que el órgano no dictamine resoluciones 
contrarias a la norma. El amparo es la herramienta jurídica que a ninguna persona 
debe serle negada su aplicación y en el poder judicial mucho menos.

Ahora bien, es importante subrayar que el presupuesto del órgano administrativo 
será integrado por éste en su totalidad, generando un solo presupuesto y remitido al 
Poder Ejecutivo para ser incluido en el Presupuesto de Egresos de la Federación del 
año fiscal que corresponda, lo cual, indiscutiblemente incide en una mordaza econó-
mica y de control para su actuar.

1   Jefa de la División de Universidad Abierta de la Facultad de Derecho-UNAM
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Si bien el proyecto de reforma considera ciertos estándares relativos a la indepen-
dencia judicial de la organización de las naciones unidas relativos a la separación 
de las funciones administrativas de las jurisdiccionales, los controles presupuesta-
rios que se pretenden establecer merman el objetivo de independencia, pues re-
cordemos la separación de poderes y su espíritu, lo que incluye necesariamente lo 
relativo a la índole presupuestal. El poder judicial no puede estar supeditado a los 
contentillos electorales o de fuerzas políticas que se encuentren en el momento en 
el poder, debe ser totalmente imparcial.

Ahora bien, es de suma importancia que su autonomía en todo sentido esté garanti-
zada respecto a la selección, ascenso y evaluación de ámbito jurídico al, sin embar-
go, es necesario que se tenga presente la integración de la academia y la sociedad 
civil con el objeto de transparentar los concursos y más aún la formación teórica 
práctica de sus integrantes, con ello tener la seguridad que quien va a impartir jus-
ticia cuenta con los estándares de calidad en sus conocimientos y en su formación 
judicial por lo que resulta necesario establecer criterios objetivos de selección, per-
manencia y por supuesto, con perspectiva de género. No olvidemos que es lo que 
pasó con el servicio civil de carrera en la Administración Pública Federal, veamos 
ese espejo.

El acercamiento de la justicia con la sociedad también principia aquí, en el conoci-
miento de la sociedad civil en los temas organizativos de administración como por 
ejemplo lineamientos, proyectos, actividades de transparencia, entre otros. 
Que la academia y la sociedad civil sean factores fundamentales de participación, 
supervisión y de identificación de problemáticas en su funcionamiento; que no sean 
excluidos por el solo hecho de no coincidir en ideas o ideologías políticas como ha 
sucedido hasta el momento.

Por otra parte, el número de miembros que van a constituir el órgano administra-
tivo (antes 7 ahora 5) podrán ser compensados con la sociedad civil y con miem-
bros de la academia para so pesar las actividades que, en su caso, sobre carguen las 
actividades laborales, es cierto que no por aplicar la austeridad se sacrificarán los 
tiempos y resultados de éxito; ello ya lo hemos estado experimentado en la propia 
Administración Pública que cada vez más se hunde en sus propios problemas.

Espero que realmente todos los analistas de la reforma judicial seamos escuchados 
y, en su caso, reproducidos en las mejoras a la propuesta final, que no solo seamos 
considerados como teóricos (porque no solo damos clase), sino como parte de quie-
nes queremos permanentemente un respeto al Estado de Derecho, porque cierta-
mente dicha propuesta contiene cosas positivas, pero también, hay que reconocer 
que contiene negatividades que más que avance, nos lleva a un retroceso que Mé-
xico no necesita.
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C a r l o s  P é r e z  V á z q u e z *

En estos días veraniegos de 2024 en México, toda la discusión pública se concentra 
en la reforma al poder judicial propuesta por el presidente Andrés Manuel López 
Obrador. 

La explicación del presidente para sostener su iniciativa de reforma es milimétrica, 
exacta e inobjetable: la judicatura está lejos de la democracia que, vibrante, se expre-
só el 2 de junio en las urnas. Ministras, ministros, magistradas, magistrados y jueces 
son vistos con distancia y generan desconfianza en el pueblo elector. 

Este año se cumplen treinta de la reforma constitucional que cambió, a nivel federal, 
la integración y funciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que creó al 
Consejo de la Judicatura Federal. Al día de hoy, el balance de ese cambio es negati-
vo a los ojos de la gran mayoría de votantes que se expresaron en junio pasado. Los 
votantes respaldaron, mayoritariamente, la visión presidencial que acusa a todos los 
poderes judiciales del país de corrupción, derroche y lejanía respecto de los intereses 
y de las necesidades de la población. Es imposible no admitir que las urnas hablaron, 
por lo que sería muy grave que las personas integrantes de la judicatura, y en espe-
cial, quienes la dirigen, fingieran sordera.

En este contexto, me parece que la propuesta del ejecutivo federal se queda corta y 
no sirve a sus propios deseos, lo cual resulta un tanto anticlimático pues parece ser 
temerosa, a priori, a una democratización radical de los poderes judiciales. En esa ló-
gica, la receta que el presidente nos propone, es decir, elegir popularmente a todas 
las personas que se dedican a juzgar en México, parece más un veneno que una cura. 
La toxicidad del proyecto presidencial se demostraría con la que sería su consecuen-
cia inmediata: la desestabilización brutal, de golpe y porrazo, de uno de los tres po-
deres del Estado, con la inyección de incertidumbre a la vida social que eso conlleva.  
Alegar que las personas designadas por el voto popular contarían con una gran legi-
timidad social, no remediaría los enormes problemas logísticos que tanto la organi-
zación de una elección inédita en México, como la puesta en operación de una nueva 
estructura a cargo de resolver millones de pleitos en marcha en los tribunales, permi-
ten prever en perjuicio del legítimo y añejo reclamo de justicia de la sociedad. Ni si-
quiera queda claro que las olas y olas de votantes que fueron a las urnas a principios 
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de junio pasado, vayan a sentir una gran emoción que los lleve de nuevo a partici-
par para, en esta ocasión, elegir jueces.

Por eso, si la democratización radical de la impartición de justicia es el punto de 
llegada de la reforma propuesta, ¿por qué no ir más allá volteando a ver a nuestra 
propia historia para recuperar, gradualmente, la existencia de los jurados populares 
como elemento central de legitimidad democrática del aparato de justicia?

Los jurados populares son parte de una tradición jurídica que fue borrada por los 
autoritarismos implacables que tuvieron vigencia en México durante el porfiriato 
y la posrevolución, mismos que generaron efectos muy perniciosos para la demo-
cracia nacional, al poner el poder jurisdiccional en manos de jueces designados, 
primero, por el poder político hegemónico y represor y, luego, por una casta de fun-
cionarios jurisdiccionales que, a lo largo de los últimos treinta años, se enquistaron 
en los poderes judiciales del país. 

Desde la época de la Reforma en la segunda parte del siglo XIX, muchos intelec-
tuales liberales mexicanos consideraron que la instauración de los jurados integra-
dos por personas comunes para juzgar a quienes violaran la ley, representaba un 
triunfo de la democracia verdadera: “sólo los pueblos libres se juzgan a sí mismos, 
pues los monarcas absolutos no lo permiten” afirmó Laglois en el Congreso Consti-
tuyente de 1856. Bajo esta idea, los jurados populares se constitucionalizaron para 
que las personas que no cumplieran la ley, fueran juzgados por sus pares. 

A esta visión se opusieron, desde luego, posturas como la de Ignacio Vallarta, una 
de las figuras sacrosantas del Juicio de Amparo y del Poder Judicial de la Federación 
como lo conocemos, quien señaló que, en sociedades complejas y pobladas, la de-
mocracia se debería ejercer en forma indirecta, mediante representantes. 

Vallarta sostenía, además, que los jurados populares sólo podían integrarse por 
personas conocedoras de sus derechos, ilustradas y preocupadas por los asuntos pú-
blicos. Esta opinión positivista, elitista, discriminadora y auténticamente decimonó-
nica, contenía el huevo de la serpiente que serviría de pretexto a los autoritarismos 
ya mencionados, para desbarrancar la existencia legal de los jurados populares en 
el México postrevolucionario y, con ello, la verdadera democratización judicial.

En todo caso, los jurados tuvieron plena vigencia como órganos máximos de justi-
cia penal en el país entre 1869, fecha en la que el Presidente Juárez los instituyó en 
el Código Penal, y 1880, pues en esos años contaron con la facultad de conocer y re-
solver sobre casi todos los delitos que se cometían, siendo sus decisiones inapelables. 
Después de 1880, teniendo como pretexto el ideario positivista y como motivo 
real la corrupción rampante y creciente entre los funcionarios públicos, los jurados 
fueron despojados paulatinamente de autoridad, al ordenarse, por una parte, que 
sus decisiones pudieran ser revisadas por jueces designados por el poder político y 
al prohibírseles, por otra, conocer de delitos como peculado, abuso de confianza, 
quiebra fraudulenta, fraude contra la propiedad y la bigamia.
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La narrativa porfirista que, según Daniel Cossío Villegas, erigió el estado de dere-
cho simulado para proteger al autoritarismo y a la corrupción, fue degradando los 
poderes de los jurados para beneficiar la construcción de una judicatura integrada 
por “jueces profesionales”. El sonsonete clasista, como hemos visto, perdura hasta 
el día de hoy. 

Los últimos juicios célebres en los que se aplicó el jurado popular en México fueron 
el de León Toral, asesino del Presidente Álvaro Obregón y el de las llamadas “auto-
viudas”, un grupo de mujeres que, en el último quinquenio de la década de los años 
veinte del siglo pasado, asesinaron a sus maridos violentadores, siendo exoneradas 
por aclamación. 

En 1929, el presidente Emilio Portes Gil eliminó a los jurados populares del Código 
Penal, pero sin derogar la figura de artículo 20, fracción de VI de la Constitución, 
cláusula vigente hasta la entrada en vigor de la reforma constitucional de 2008, 
misma que introdujo el sistema penal adversarial en nuestro país. 

La propuesta del presidente López Obrador ofrece la oportunidad de discutir y 
mejorar la reforma impostergable del poder judicial. En ese ánimo, me parece que 
nombrar jurados de ciudadanos facultados para sentenciar con plena autoridad, 
puede atemperar y controlar el poder de impartidores de justicia electos popular-
mente, volviendo a convertir a los jueces en lo que alguna vez fueron: meros ins-
tructores de los procesos, ni más ni menos. 

Además, ¿quién podría negarse a que los propios jueces y, de hecho, todos los ser-
vidores públicos acusados de corrupción, fueran sometidos al juicio de jurados de 
ciudadanos y no por funcionarios designados y no votados que integrarían el llama-
do Tribunal de Disciplina que propone la reforma? 

Si se trata de democratizar al poder judicial, existen en nuestra historia constitucio-
nal modelos más radicales y menos tóxicos que pueden servir de inspiración para 
no depender en exclusiva de las decisiones de jueces electos. Para encontrar demo-
cracia real, vale la pena, como en tantas cosas, voltear al pasado y redimir los yerros 
cometidos históricamente.  
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Para entrar en materia, primero debo emitir un preámbulo relativo a la norma jurí-
dica, pues debo dejar en claro que existen, en cada sistema u orden jurídico muchos 
tipos de normas, como los reglamentos; decretos; circulares o emisiones particulares, 
que conservan un carácter jurídico, como contratos, acuerdos o legados; pero hay 
una norma jurídica que es de corte legislado, a la que conocemos tradicionalmente 
como ley. A nosotros, para los temas de esta plática, nos interesa la norma jurídica 
legislada, es decir, la que es el producto por antonomasia del trabajo conjunto de am-
bas cámaras del Congreso de la Unión.

En este sentido, la ley puede contemplar en sí misma dos posturas específicas, una 
que es eminentemente un control –de lo que sea– por lo cual prohíbe o permite algo 
de manera tajante y, por otro lado; tenemos a aquella que especifica que la norma 
conserva, en sí misma, la tutela de principios que van más allá de la simple prohibi-
ción o autorización. En otras palabras, procura principios o valores como la igualdad; 
salud; acceso a justicia; entre otras, en general, las ideas de este tipo, para ajustarlas 
al mundo de los hechos, implica sujetar a la propia norma a un análisis muy sesudo.

Todo lo anterior lo conocemos en el mundo académico como la distinción entre re-
glas y principios y reitero, con miras a la claridad deseada, que las reglas atienden 
al cumplimiento absoluto de la instrucción que se describe en la norma (como el de-
ber del conductor de hacer alto total en una avenida cuando la luz de un semáforo 
se ponga en color rojo), en cambio, el principio materializa la relación entre moral y 
derecho, el principio implica justicia y equidad y brinda razones para aplicar o no a 
la propia norma, así como la medida en la cual se aplicará.

En este sentido, no es lo mismo atender una consideración de cumplimiento o incum-
plimiento, que atender una consideración de interpretación donde se va a beneficiar 
o perjudicar a sectores amplios de la sociedad, este es un marco que nos interesa mu-
cho para efectos de esta plática.

Ahora bien, después de superar este preámbulo, cabe la pregunta, a qué nos referi-
mos específicamente en esta mesa de análisis, siendo la respuesta, a la suspensión, y 
no propiamente a la suspensión de la norma, sino a una medida procesal que se dicta 
antes de que se resuelva un juicio de amparo en lo principal, contra normas de ca-
rácter general.

Efectos generales de la suspensión 
en control de la constitucionalidad 

de normas generales
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Al respecto, hay que dejar en claro que la reforma propuesta por el Presidente de la 
República no deroga o elimina la figura de la suspensión, no, ésta continua; lo que 
se está prohibiendo, conforme al texto de propuesta de reforma para la fracción II 
del artículo 107 constitucional, es que los jueces no puedan emitir esta figura de 
suspensión con efectos generales, cuando se trate, como objeto de litis, a la consti-
tucionalidad o no de una norma.

Es necesario recordar que esta pretensión de reforma constitucional no es más 
que la coronación a una reforma hecha en la Ley de Amparo, sobre los artículos 
129 y 148, la cual fue publicada el pasado 14 de junio en el Diario Oficial de la 
Federación.

Ahora, la pretensión de cambiar a la Constitución en términos semejantes a la de 
aquella reforma es, a mis ojos, muy grave, porque de una u otra manera la trans-
formación que se llevó a cabo sobre la Ley de Amparo recayó sobre una disposi-
ción reglamentaria, del orden legal, lo que implicaba que en atención al régimen 
del parámetro de regularidad constitucional aún cabía la posibilidad, por parte de 
los jueces, de otorgar la suspensión en atención al régimen de protección de los De-
rechos Humanos que en supuesto aseguran, coordinadamente los artículos uno y 
133 de la Constitución, sin embargo, en caso de que prospere la reforma, eso ya no 
será posible.

En este instante es necesario rememorar la minuta que aludimos sobre la reforma 
a la Ley de Amparo sobre los artículos 129 y 148, ahí se expresó que  era necesario 
llevar a cabo los cambios para asegurar la división de poderes y el presupuesto de 
constitucionalidad de las normas, pero esto fue un grave error e incluso una tram-
pa, porque la suspensión, como todos nosotros lo sabemos o estamos estudiando 
en algún momento de la carrera, es una medida cautelar cuyo objeto es, dejar las 
cosas en el estado que se encuentre para que no pierda sustancia ni sentido el jui-
cio original, es decir, la suspensión nunca se posicionó sobre la constitucionalidad 
de las normas, tan sólo es un medio para hacer subsistir la litis del juicio y, además, 
no generar perjuicios en contra de las personas o el orden público. En este marco, 
podría decirse que en este proceso legislativo de transformación de la Ley de Am-
paro se confundió el objeto de la suspensión con la finalidad del Juicio de Amparo.

En este hilo conductual, debemos de platicar de lo que pudiéramos llamar suspen-
sión clásica, es decir, la suspensión que recae sobre reglas, no sobre principios; e 
igualmente, de la suspensión que atiende precisamente a los principios, pues como 
todos conocemos, después del año 2011, después de la “reducción de fronteras” 
gracias a la globalización, después de haberse conformado el criterio de un pará-
metro de regularidad constitucional reconocido en el expediente varios 912/2010 
y otros acontecimientos sociales y jurídicos, se fundó en el orden jurídico mexica-
no un deber garantista para asegurar el cumplimiento sustantivos sobre Derechos 
Humanos, una garantía de corte social que aplica e involucra a las colectividades 
y que ahora con esta reforma, en caso de aprobarse, se perderían definitivamente 
este tipo de suspensiones, pues el límite de prohibición ya no estaría en una ley, sino 
directamente de la Constitución, la cual no está sujeta a ser controlada, como sí po-
día acontecer en la Ley de Amparo.
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En esta misma línea argumental es muy importante manifestar que la reforma 
Constitucional remitida por el Presidente de la República al Congreso de la Unión, 
el 05 de febrero pasado implica también una modificación al artículo 105 para in-
cluir en su último párrafo la prohibición de emitir suspensiones con efectos genera-
les contra normas generales en las acciones de inconstitucionalidad y controversias 
constitucionales, tal como se venía haciendo conforme al marco interpretativo y 
argumentativo de los Ministros de la Suprema Corte.

Precisando y recapitulando, mientras que la Ley de Amparo después de aprobar-
se la reforma de junio de 2024 solamente suspendía en los efectos generales en vía 
de Juicio de Amparo, la actual reforma a la Constitución que estamos tratando lo 
extiende a las Controversia Constitucionales y a las Acciones de Inconstitucionali-
dad, lo cual, a mi modo de ver es peligroso o incómodo para la sociedad, porque le 
retira de tajo al juez la capacidad analítica y reflexiva para procurar a las personas, 
así como un velo protector a las colectividades; de esta manera, se atenta contra la 
independencia judicial y la labor de los jueces  de velar por el parámetro de regula-
ridad constitucional y los Derechos Humanos.

En otro orden de ideas, si se debe manifestar algo positivo a favor de la reforma al 
Poder Judicial que remitió el Presidente el pasado 05 de febrero, esto debe ser que 
con la redacción de la prohibición de otorgar suspensiones en juicios para detener 
los efectos generales de una ley, se consigue una seguridad jurídica, pues antes de 
la reforma se concedían suspensiones con efectos generales sobre normas genera-
les por la capacidad interpretativa del juez, es decir, el marco legal no prohibía ni 
permitía aquello, ahora, en caso de aprobarse la reforma se sabrá que ya no se es 
posible aquello, pero reiteramos, esto que puede estar abonando a la seguridad ju-
rídica va en detrimento de la capacidad analítica del juez de un estado de supre-
macía del orden de los Derechos Humanos, creo que estas propuestas propician de 
alguna forma el autoritarismo político para favorecer intereses de alguien que dicta 
manifestaciones que no son necesariamente en beneficio de un Estado Constitucio-
nal de Derecho.

Por último, deseo referirme a un tema separado de algún modo de las suspensiones, 
pero no así de las normas generales y es el relativo a la inclusión que se pretende 
establecer en el tercer párrafo de la fracción II, del artículo 107 de la Constitución 
y es relativo a las Declaratorias Generales de Inconstitucionalidad, lo cual es su-
mamente importante y por ello no debe dejarse pasar, atiende  a que se exigirá que 
para que éstas se consoliden deberán estar respaldadas por ocho votos de los nueve 
Ministros, lo cual hará prácticamente imposible acudir a esta institución para ase-
gurar el cuidado y procuración de la Constitución y del parámetro de regularidad 
constitucional, pues refleja aproximadamente un 90% de apoyo, mientras que con 
las actuales reglas se exige alrededor de un 75%, lo cual es un porcentaje mucho 
más plausible y asequible. Lo anterior refleja de alguna manera una inclinación en 
pro de un régimen y no del Derecho y valores neutros de apoyo a la sociedad.
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A n g é l i c a  M a n r í q u e z  P é r e z 1

Agradezco la oportunidad de participar en este importante foro. Hace algunos días 
durante la inauguración, el doctor Diego Valadés mencionaba que los universitarios 
estamos obligados a mantener la voz de la razón.

Esa razón que desde nuestro punto de vista ha estado ausente últimamente del dis-
curso público, ha sido sustituida por un discurso de polarización y de división. 

El índice de democracia en el mundo, coloca a México como un régimen hibrido, con 
rasgos autoritarios, con un escaso Estado de Derecho y en el que la independencia 
judicial se encuentra bajo amenaza.2

En este contexto, el pasado 5 de febrero de 2024, el Presidente de la República pre-
sentó diversas iniciativas de reformas entre ellas, una iniciativa de reforma al poder 
judicial federal. El ejecutivo propone, entre otras cuestiones, modificar los artículos 
105 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos3 para prohi-
bir que la admisión de los juicios de amparo, de las controversias constitucionales y 
de las acciones de inconstitucionalidad, en ningún caso den lugar a la suspensión con 
efectos generales.

De la exposición de motivos de dicha reforma se desprende que la misma tiene por 
objeto democratizar la justicia y generar paz, combatir la impunidad así como los 
altos costos del poder judicial federal. Asimismo, se expone que que hay falta de 
confianza del pueblo en las instituciones y que existe un distanciamiento de las auto-
ridades judiciales con la comunidad y que se debe confiar en la sabiduría del pueblo. 

1   Académica de la Facultad de Derecho de la UNAM.
2   ECONOMIST Intelligence. Democracy Index 2023 Age of  conflict. The Economist. 2024, pp. 4, 66. 
3   Artículo 105…
I a III..
Tratándose de controversias constitucionales o de acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas ge-
nerales, en ningún caso su admisión dará lugar a la suspensión de la norma cuestionada.
Artículo 107...
I…
II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los quejosos que lo hubieren solicita-
do, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere en el caso especial sobre el que verse la demanda. Tratándose 
de normas generales, en ningún caso las sentencias que se dicten fijarán efectos generales. 

Efectos generales de la suspensión 
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Ahora bien, en relación con el tema que aquí analizamos, la iniciativa estima que 
los juzgadores han utilizado de manera discrecional la suspensión con efectos gene-
rales y ésta es contraria a la fórmula Otero. Asimismo, la propuesta de reforma ex-
pone que existe una presunción de legitimidad y constitucionalidad de las normas 
y que la Suprema Corte de Justicia de la Nación está obligada a presumir la buena 
fe del proceso legislativo. Se menciona también que la suspensión representa una 
grave intromisión en las facultades constitucionales del Congreso de la Unión y que 
se vulnera el principio de división de poderes. 

Estas son las razones principales que sustentan la iniciativa en este apartado sin 
embargo, nada se menciona de cómo esta reforma va mejorar la protección de los 
derechos humanos y de la impartición de justicia.

Es importante precisar que la prohibición de suspensión con efectos generales, fi-
nalmente entró en vigor a través de una modificación a la Ley de Amparo, publica-
da el pasado 14 de junio de 2024 en el Diario Oficial de la Federación.4

Para poder analizar la conveniencia y los efectos de esta iniciativa, resulta conve-
niente precisar cuál es la naturaleza y razón de ser de la suspensión. Debemos re-
cordar que la suspensión es una medida cautelar provisional, que tiene por objeto 
paralizar los efectos de los actos reclamados, conservar la materia del juicio, pero 
sobre todo evitar que se generen más daños mientras se resuelve el proceso. Por eso, 
se ha concebido incluso como una forma de adelantar un derecho.

De tal manera que la suspensión se ha venido consolidando como una forma de 
protección los derechos humanos de las personas involucradas en un juicio y por tal 
motivo, contribuye a garantizar el derecho a una tutela judicial efectiva.

La concesión de la suspensión con efectos generales por parte del poder judicial 
federal, se ha dado de manera excepcional en los últimos años, considerando las 
atípicas iniciativas de reformas que se han presentado y que afectaban a un grupo 
importante de personas, por lo que de no haberse concedido se hubieran ejecutado 
de manera irreparable mientras se resolvían los juicios respectivos.

La suspensión con efectos generales en otros medios de control de constitucionali-
dad distintos al juicio de amparo, no es tema reciente. En el año 2016 el Tribunal 
de Justicia Administrativa, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y el Tri-
bunal Electoral todos de la Ciudad de México, presentaron una controversia cons-
titucional por virtud de la cual combatieron el contenido del artículo 121, fracción 
XIII, de la Ley de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Rendición de 
Cuentas de la Ciudad de México, publicada en la Gaceta Oficial de la Ciudad de 
México el 6 de mayo de 2016.

4   DECRETO por el que se reforman los artículos 129 y 148 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 
103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de suspensión del acto recla-
mado e inconstitucionalidad de normas generales,  Diario Oficial de la Federación, junio de 2024, disponible en ver-
sión HTML en internet:https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5730585&fecha=14/06/2024#gsc.
tab=0.
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Luego de haberse negado la suspensión solicitada en dicha controversia y que se 
presentara el recurso de revisión correspondiente, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación consideró que en el caso no se ponía en peligro la 
seguridad o economía nacionales, ni las instituciones fundamentales del orden jurí-
dico mexicano y que tampoco se afectaba gravemente a la sociedad. Por ello, con-
cedió la suspensión tomando en cuenta que había un riesgo potencial de violación 
de derechos humanos que se hubiera consumado de manera irreparable y deter-
minó que con dicha suspensión también se a protegería a los servidores públicos y 
colaboradores de esos organismos. 5

Como se mencionaba, la iniciativa considera que la suspensión con efectos gene-
rales va en contra de la formula Otero. Es importante precisar que esta fórmula es 
una figura jurídica que surgió hace más de 150 años y que la misma merece una 
nueva reflexión, pues las condiciones sociales, económicas y jurídicas de esa épo-
ca son completamente distintas a los retos que hoy enfrentamos. El derecho y las 
instituciones jurídicas no pueden permanecer estáticas ante las nuevas realidades.

La reforma en materia de derechos humanos del año 2011 estableció entre otras 
cuestiones, que las normas se interpretarán y aplicarán favoreciendo en todo tiem-
po a las personas la protección más amplia. Esta ha sido la guía de interpretación 
que han seguido, en la mayoría de los casos los juzgadores federales, para resolver 
los asuntos que se someten a su consideración y en particular, para conceder de ma-
nera excepcional un efecto general a las suspensiones.

Sin duda resulta atendible la preocupación del poder legislativo respecto al princi-
pio de división de poderes sin embargo, sería conveniente que dicho poder también 
tomara en cuenta otras opiniones que pueden contribuir a enriquecer la propuesta 
de reforma, como habitualmente sucede en una democracia constitucional.

La figura de la suspensión, y en particular la suspensión con efectos generales, me-
rece un análisis más profundo e incluso valdría la pena sumar al debate lo siguien-
te ¿La suspensión con efectos generales puede ser una oportunidad para acercar la 
justicia a todos y en particular a los que menos tienen?

Los efectos generales de la inconstitucionalidad de una norma en cualquier medio 
de control de constitucionalidad, desde nuestro punto de vista, constituye una valio-
sa oportunidad para acercar la justicia a los que menos tienen, lo cual sería acorde 
con lo que pretende al menos en la exposición de motivos la iniciativa de reforma 
presidencial. Que mejor que el pueblo que no tuvo la posibilidad de acceder a un 
juicio de amparo o que tampoco puede acceder a otros medios de control de cons-
titucionalidad por disposición de la ley, se beneficien de la declaración de inconsti-
tucionalidad de una norma. Eso es acercar la justicia al pueblo.

Hace ya varios años, el entonces Ministro Gudiño Pelayo sugirió una nueva reflexión 
de la fórmula Otero al señalar lo siguiente: “No dar efectos generales de manera 
excepcional a una norma que ha sido declarada inconstitucional atenta justamente 
contra el derecho a la igualdad, he insistido sobre las graves distorsiones que para 

5  Recurso de reclamación 32/2016-CA.
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nuestro sistema jurídico ha generado la “fórmula Otero” pero sí debo mencionar que 
afecta un principio fundamental de nuestra Constitución: la igualdad ante la ley 
pues para las personas amparadas la ley es inaplicable; todas las demás están sujetas 
a la ley aunque ya haya una verdad legal que establece su inconstitucionalidad”.6

En consecuencia, prohibir que los juzgadores federales puedan conceder de mane-
ra excepcional una suspensión con efectos generales, puede cerrar la puerta para 
que más ciudadanos accedan a la justicia. Asimismo, resulta contrario al criterio de 
interpretación previsto por el artículo 1 de la Constitución Federal. 

Sería conveniente que además del argumento relativo a que se invade la esfera de 
competencias del poder legislativo, se realice un análisis mas profundo desde una 
perspectiva de derechos humanos. 

La propuesta de reforma constitucional en los términos planteados no resuelve de 
manera directa los problemas actuales de la justicia y pone en riesgo las conquistas 
logradas en materia de derechos humanos. Lo anterior, porque no se centra en la 
justicia cotidiana, esa que enfrenta todos los días los ciudadanos en las calles. Por 
el contrario, se dirige al poder judicial federal, ese poder en el que los ciudadanos 
tienen la última esperanza de justicia cuando todas las autoridades les han fallado. 
Ese poder judicial federal que tiene como principal función hacer valer la Cons-
titución y los tratados internacionales, proteger los derechos humanos y limitar el 
poder. Un poder sin límites, representa un riesgo latente para los derechos y las li-
bertades de todos. 

Finalmente, permítanme terminar con una reflexión del jurista Eduardo Coture, 
quien en pocas palabras demuestra la relevancia que tienen los jueces profesionales 
e independientes en un Estado: “El juez es el centinela de nuestra libertad. Cuando 
todo se ha perdido, cuando todos los derechos han sido conculcados siempre queda 
la libertad mantenida por el Juez. Pero el día que el Juez tenga miedo, sea pusiláni-
me, dependa de los gobiernos, de las influencias o de sus pasiones, ningún ciudada-
no podrá dormir tranquilo”. 

6   https://escuelajudicial.cjf.gob.mx/publicaciones/revista/8/8_6.pdf
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Considero que encontrarnos en este auditorio que lleva el nombre del doctor Héctor 
Fix-Zamudio no debe considerarse una casualidad, sino una oportunidad para hacer 
lo que él, como parte de su labor como investigador, nos enseñó a hacer: un análisis 
procesal de las garantías constitucionales. En nuestro caso, del amparo, la acción de 
inconstitucionalidad y la controversia constitucional, en particular, de la medida cau-
telar denominada suspensión, que es el tema que le ocupa a esta mesa, integrada por 
muy distinguidos colegas. 

Con la finalidad de realizar un análisis serio y objetivo a esta parte de la “iniciativa”, 
aunque ya en vigor tras las reformas publicadas el pasado 14 de junio1 considero ne-
cesario plantear algunas preguntas, a fin de evaluar su conveniencia y, particularmen-
te, su conformidad con el orden constitucional. Porque contrario a lo que algunos 
todavía creen, no hay un “poder constituyente permanente” que supuestamente todo 
lo puede y que resulta una contradicción en sus términos, sino un “poder de refor-
ma” integrado por órganos constituidos, restringidos y, por ende, la reforma consti-
tucional tiene límites tanto de contenido como de procedimiento. Incluso, parte del 
análisis politológico del cambio constitucional en América Latina ha reconocido que 
“la necesidad de mejorar el desempeño de la constitución como instrumento efectivo 
y legítimo de gobierno es lo que justifica la decisión de reformarla y los lineamientos 
generales del cambio”.2 Por ello, resulta sorprendente la intención de no mejorar ese 
desempeño. 

He considerado necesario organizar mi participación formulando algunas preguntas 
y sus respectivas respuestas, con el objetivo de que resulte más clara, al tratarse de 
una temática con cierto nivel de complejidad.

Aunque la iniciativa de reforma constitucional se refiere a la prohibición de la sus-
pensión con efectos generales en contra de normas jurídicas, trataré de limitarme 
al amparo, ya que en la acción de inconstitucionalidad la Ley Reglamentaria de las 

1   Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación por el que se reforman los artículos 129 y 148 de la Ley de 
Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
materia de suspensión del acto reclamado e inconstitucionalidad de normas generales. 

2   Negretto, Gabriel L., La política del cambio constitucional en América Latina, trad. de Adriana Santoveña y Gabriel L. Ne-
gretto, México, Fondo de Cultura Económica, 2015, p. 67.

Efectos generales de la suspensión 
en control de la constitucionalidad 

de normas generales

D a n i e l  E d u a r d o  P r i n c e  Q u e z a d a
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fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución, explícitamente los prohíbe,3 lo 
que tiene justificación dado la abstracción que caracteriza a esta garantía constitu-
cional, es decir, que se realiza al margen de la aplicación de la norma general im-
pugnada y de su vigencia, incluso.  

Por el contrario, en controversia constitucional puede otorgarse la suspensión res-
pecto de actos, pero no tratándose de normas generales. Así, en general, en los pro-
cesos que en exclusiva conoce y resuelve la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
ya se prohíbe el otorgamiento de la medida cautelar tratándose de normas genera-
les, por lo que resulta innecesario añadirlo al texto constitucional. 

Cuestión aparte es referirse a la posibilidad de que puedan reformarse estas dispo-
siciones de la Ley Reglamentaria y que se regule para casos que, excepcionalmente, 
lo requieran, bajo la indispensable justificación. 

¿Cuál es la naturaleza jurídica de la suspensión?

Todos sabemos que si bien la Ley de Amparo, tanto la abrogada de 1936 como la 
vigente de 2013, dispone que la suspensión se tramita como incidente, pero esto 
constituye un error desde el punto de vista procesal, ya que sus características son 
las de una medida cautelar. Es decir, se trata de una decisión jurisdiccional que tie-
ne como finalidad que se deje de ejecutar o realizar un acto e incluso que se realice, 
mientras se tramita el juicio. 

Actualmente la medida cautelar en el amparo puede tener efectos tanto suspensivos 
como de restitución temporal y, en algunos supuestos, hasta definitivos, como ha 
sido el caso de la vacunación. 

¿Qué debe entenderse por “efectos generales”?

Tratándose de los procesos constitucionales que tienen como objetivo controvertir 
la constitucionalidad de las normas “generales”, se refiere a los efectos de las de-
cisiones que, eventualmente se dicten, en las que las normas no solo se declaran 
contrarias a la Constitución, sino que pierden su validez. Como se trata de normas 
generales, los efectos de las decisiones son también, generales o de alcance hacia 
todas las personas, erga omnes.

¿Hay una relación entre los efectos de la suspensión con los de 
las sentencias que conceden la protección constitucional?

Sí, hay necesariamente una relación. Como sabemos, procesalmente las decisiones 
jurisdiccionales tienen efectos para las partes en controversia, pero estos efectos in-
ter partes, no deben entenderse de manera extrema. En nuestro país se ha llegado 
a considerar con mucho rigor la relatividad de los efectos de las sentencias de am-
paro, pero se debe, en buena medida, a una lectura parcial del Acta Constitutiva y 
de Reformas de 1847 en la que se resaltó que a través del amparo no debía hacer-

3   Art. 64 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 
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se una declaración general sobre la inconstitucionalidad de las normas, no porque 
no fuera posible —y aquí está la lectura sesgada— sino porque estaba reservada al 
control político de constitucionalidad de leyes, previsto en los artículos 22, 23 y 24, 
respectivamente.

Para muchos la llamada “fórmula Otero” es sinónimo de relatividad de las senten-
cias de amparo. Resulta necesario distinguir entre los efectos inter partes o relativos 
(“limitándose dichos tribunales a impartir su protección en el caso particular sobre 
que verse el proceso”) y la expresión “sin hacer ninguna declaración general res-
pecto de la ley ó acto que lo motivare”. Esta última frase, se trata de una aclaración 
o recordatorio de que la declaración general de inconstitucionalidad de las leyes se 
realizaría a través del control político de constitucionalidad y no el jurisdiccional a 
través del amparo. 

Lamentablemente, esta lectura e incomprensión se trasladó, ya sin necesidad, a la 
Constitución federal de 1857, porque no se incluyó en esta el control por órganos 
políticos de constitucionalidad de las leyes y, posteriormente, a la vigente de 1917 y 
sus leyes reglamentarias. 

Se ha llegado al extremo de acreditar violaciones a los derechos fundamentales, por 
ejemplo, frente a omisiones legislativas, pero al estimar que otorgar la protección 
constitucional vulneraría el principio de relatividad, se negaba el amparo al que-
joso. Es decir, la función de proteger los derechos humanos se soslayó frente a una 
forma excesivamente rigorista de entender la relatividad de las sentencias, en lugar 
de hacerlo funcionar a su favor. ¿El hombre debe servir a la ley o la ley debe servir 
al hombre?

De manera afortunada, la introducción del interés legítimo, a través de la reforma 
constitucional del 6 de junio de 2011 ha permitido relativizar la relatividad o, como 
ha decidido la Suprema Corte, reinterpretarlo o modularlo, particularmente en de-
fensa de derechos humanos de índole colectiva o cuando el quejoso no es solo una 
persona, sino varias. 

¿Significa esto que una decisión jurisdiccional que concede 
el amparo puede ir más allá de lo estrictamente individual?

La respuesta es afirmativa. Y la decisión de diversos amparos, reflejada jurispru-
dencialmente, lo confirma. Si se pueden modular los efectos de las sentencias, tam-
bién se pueden hacer de las que conceden la suspensión. 

¿Quiere decir que tiene efectos generales ese tipo de decisiones?

No. Significa que entre la protección estrictamente personal que puede brindar una 
sentencia de amparo y los efectos generales – en ocasiones mal entendidos- se abre 
otra posibilidad: la de modular los alcances o efectos de las decisiones jurisdicciona-
les cuando se actúa con interés legítimo colectivo, incluso en la suspensión. 

O bien, incluso cuando no se actúa con ningún tipo de legitimación, esto es, la “ex-
tensión ultra partes de la cosa juzgada”, el efecto sobre sujetos no litigantes en pro-
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cesos sobre consumidores y usuarios en acciones en defensa de intereses colectivos 
y difusos.4

¿Tiene sustento, entonces, la iniciativa de reforma constitucional 
y la ya vigente reforma a la Ley de Amparo en este tema?

Mi respuesta es que la iniciativa de reforma constitucional, tratándose de la contro-
versia constitucional y la acción de inconstitucionalidad, resulta innecesaria, pues 
la prohibición de la suspensión contra normas generales resulta clara para ambos 
procesos. En su lugar, como he dicho, debería buscarse la regulación de la medida 
cautelar.

Con relación a la reforma a la Ley de Amparo que ha sido publicada y ha entrado 
en vigor, tienen déficit técnico y resulta preocupante al leer y analizar la iniciativa 
que habla de dicha “fórmula Otero”, cuando esa aclaración ya no está prevista en 
la Constitución a partir de la reforma del año 2011. 

¿Puede considerarse inconstitucional la reforma 
que ya se ha hecho a la Ley de Amparo?

Considero que sí, ya que el primer Capítulo de la Constitución se denomina “De 
los Derechos humanos y sus garantías”, siendo una de estas el proceso constitucio-
nal de amparo y, por ende, no resultan admisibles las reformas que se realicen en su 
perjuicio, conforme al límite establecido por el principio de progresividad.
	
De igual manera, no soportaría un control de convencionalidad, eventualmente 
realizado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 

Finalmente, resulta contradictorio y sorprendente que un gobierno que se dice de 
izquierda actúe en contra de la protección y avance de los derechos humanos y sus 
garantías procesales. En su lugar, hoy deberíamos estar analizando una iniciativa 
en la que se propusieran medios de justicia dialógica como las audiencias públicas 
que permitan la participación inclusiva, la escucha activa, el diálogo abierto, hori-
zontal, la previsión legal de los Amicus Curiæ e incluso, aunque más alejados de nues-
tra tradición jurídica, clausulas como la “no obstante” de la legislación canadiense, 
la abrogación de la prohibición de extender los efectos de la declaratoria general 
de inconstitucionalidad a las normas tributarias, las sanciones y responsabilidades, 
incluso al nivel más alto de servidores públicos, por el incumplimiento a las senten-
cias de amparo, controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad, 
la ampliación del plazo para ejercer amparo, la carga de la prueba y los estándares 
probatorios en el proceso constitucional de derechos humanos, entre otras que, ver-
daderamente, mejoren la impartición de justicia, de todo tipo e nuestro país.

4   Diccionario panhispánico del español jurídico. Consultado el 30 de julio de 2024. https://dpej.rae.es/lema/
extensi%C3%B3n-ultra-partes-de-la-cosa-juzgada 

https://dpej.rae.es/lema/extensi%C3%B3n-ultra-partes-de-la-cosa-juzgada
https://dpej.rae.es/lema/extensi%C3%B3n-ultra-partes-de-la-cosa-juzgada
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La función judicial, de juzgar es una función milenaria, una de las funciones públicas 
más antiguas que existen, el rey juzgaba y cuando es rebasado por el número de casos 
lo transfiere a un funcionario cercano a él, y éstos fueron los jueces. Esta función no 
se abandonó necesariamente al juez, responde al monarca por su actuación. 

“El poder de juzgar tan terrible entre los” esta es una frase de Carlos Louis de Se-
condant, Barón de Montesquieu, en su famoso libro “Del Espíritu de las leyes”, escrito 
en el año de 1748. La función judicial ¿Por qué la consideraba terrible?, esto pues la 
investigación, en la mayoría casos de aspecto penal, era mediante torturas y la sen-
tencia, ante la culpabilidad, las sanciones eran terribles también, la muerte por me-
dios crueles como el desmembramiento, la hoguera, o el destierro, la desposesión de 
patrimonio. De hecho en el siglo XV un juez que es detectado como corrupto, el juez 
Sisammes, por el rey de Persia Cambises II, lo manda a despellejar en vivo, la escena 
aún hoy la podemos ver plasmada en un óleo de 1498 de Gerard David, Despelleja-
miento de un juez (Gerard Davis 1498) pintada para el ayuntamiento de Brujas, por 
su sentencia injusta el rey le mandó detener y ordenó que se le despellejara vivo. Su 
piel se usó para tapizar el asiento en el que había presidido los juicios, y en el que 
debía sentarse su hijo, Ótanes, quien le  reemplazó y de quien se dice nunca dictó una 
sentencia injusta. Debía recordarse a Ótanes el origen del cuero para que lo tuviera en 
cuenta en sus audiencias, deliberaciones y sentencias.

La disciplina judicial ya no es tan terrible ahora, pero no se crean, incluso en Méxi-
co en la disciplina Judicial, en una de las primeras reformas constitucionales del siglo 
XX, se establece un juicio de conciencia, ¿Qué es un juicio en conciencia? sin pruebas, 
para juzgar a los ministros señalaba el Presidente en su iniciativa, es que es muy difícil 
comprobar a un ministro que es corrupto, como si fuera muy sencillo hacerlo a un Ejecuti-
vo Federal o local; y entonces yo (el Presidente) los acusa, lo aprueban los senadores, 
lo ratifican los diputados y ya queda sin trabajo y se separa del cargo al ministro, sin 
procedimiento en ley, esa era la manera de juzgar poco después se vieron más nobles 
las autoridades y agregaron una reformita más y le sumaron. El Presidente escuchará 
en privado al sr. Ministro. Pero la solución era misma.

 La función judicial indudablemente es muy relevante, la sociedad requiere del Es-
tado la impartición de justicia el reconocimiento de los derechos y sus pérdidas por 
los gobernados, los que deben de ser reivindicados con el servicio público del Estado, 

Tribunal 
de Disciplina Judicial

S e r g i o  R .  M á r q u e z  R á b a g o

https://es.wikipedia.org/wiki/Desollamiento
https://es.wikipedia.org/w/index.php?title=%C3%93tanes_(general)&action=edit&redlink=1
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pues si no podemos estar en presencia de un Estado fallido. La función de la juris-
dicción es precisamente la solución de controversias y se da para permitir la pervi-
vencia del Estado, el Poder Judicial no busca dirigir el Estado; esa contienda se da 
con los otros poderes, si lo hace el Ejecutivo estaremos en presencia de una forma 
de gobierno presidencial, si lo logra el legislativo será la forma parlamentaria, pero 
no existe calificativo para un sistema en el que rijan los jueces porque no existe. 
Ignacio Burgoa proponía que el gobierno de los jueces sería el mejor, pero no nos 
daba la fórmula de que esto funcionara.

EL señor presidente envía una iniciativa de reforma al funcionamiento del poder 
judicial se encuentra incomodo, dolido por varias resoluciones en contra de sus dis-
posiciones por jueces federales y la Corte que las ha declarado inconstitucionales; 
p.e. que el presidente de la Suprema Corte permanezca dos años más al frente del Más Alto Tri-
bunal, en un transitorio de ley y en contra de lo que señala la Constitución; eso sería 
inconstitucional. Varias resoluciones contrarias, lo importante del enojo presiden-
cial, es que nunca se aporta una razón jurídica por una incorrecta decisión judicial, 
seis, siete ocho y no se aportan razones, se dice que son agravios contra el pueblo, 
arreglos cupulares.

Ahora propone dejar la disciplina de los jueces federales en un Tribunal de Disci-
plina Judicial. La palabra Tribunal evidentemente para este órgano es incorrecto, 
inadecuado pues no resuelve controversias; aunque que Mario Melgar nos haya 
propuesto en su libro del Consejo de la Judicatura Federal que, si juzgan al resolver 
quejas administrativas, pues una opinión muy personal, por ser el consejero de la 
Judicatura. ¿Saben cuál fue el primer Acuerdo que tomó el Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal cuando accedió a la función en 1995?, ¿Cuánto va a ganar un 
consejero de la Judicatura Federal?, ¿que resolvieron?: lo mismo que un ministro de 
la Corte, en ese momento se pusieron a la par de los ministros, y el conflicto inició. 
De hecho, en la reforma de 1994, ubicaron al Consejo en el primer párrafo del ar-
tículo 94, y con ello, como uno de los titulares del Poder Judicial.

La pugna que nace en el 95 muere en el 99, se baja al Consejo al segundo párra-
fo como órgano desconcentrado, ya no como titular del Poder Judicial.  Si ustedes 
revisan el primer párrafo del artículo 94 encontrarán a los titulares del Poder Ju-
dicial, el párrafo señala: Se deposita el ejercicio del Poder Judicial de la Federación en una 
Suprema Corte de Justicia, en un Tribunal Electoral, en Plenos Regionales, en Tribunales Co-
legiados de Circuito, en Tribunales Colegiados de Apelación y en Juzgados de Distrito. Con su 
iniciativa de reforma no ponen al Tribunal de Disciplina Judicial, en este alcance y 
era importante ponerlo, ¿Por qué? Quieren que juzgue a los ministros y de donde 
viene el poder disciplinario, de donde la relación jerárquica, y si no hay jerarquía no 
hay poder disciplinario, ni alguno de los otros seis poderes jerárquicos tampoco. Y 
esto sería un concepto de violación, pero como ya dijeron no procederá juicio ni 
recurso alguno; en el año 94 también le pusieron lo mismo, pero ante el despido 
de dos secretarios de tribunal colegiado del poder judicial, y en recurso de revisión 
ante un desechamiento por improcedencia constitucional, atraído por la Suprema 
Corte, se resolvió que si procedía para revisar si se había cumplido con la legali-
dad. Yo siempre les digo a mis alumnos que no importa lo que lean en la Constitu-
ción o la jurisprudencia, que ellos argumenten procedencia, pues la Constitución 
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se interpreta, la jurisprudencia se abandona, ustedes propongan. El Derecho no es una 
ciencia exacta, inmutable. En física el agua hierve a los 100 grados, en Derecho, en 
la ciencia social, los criterios pueden variar por ello frecuentemente se toman de-
cisiones mayoritarias. La educación pública debe ser gratuita, decisión dividida, 3 
a 2; contra juicio político no procede amparo, decisión dividida y si procedió en el 
desafuero de López Obrador. 

La idea de un Tribunal de Disciplina Judicial no es novedosa y debe existir, por su-
puesto, pero número uno, la competencia, la materia de la que deberá conocer, no 
es nada clara, pareciera que no se trata solo de quejas administrativas, que se está 
instaurando una nueva instancia judicial de control de lo hecho por el juez inferior, 
un tribunal de tribunales como acertadamente señala el Dr. Saavedra finalmente no 
puede ser que instalemos una nueva instancia judicial.

Una queja administrativa atribución que desarrolla el Consejo de la Judicatura, es 
solo para ver si se cumplió legalmente con el procedimiento adjetivo, que no se re-
cibió una prueba, que estuvo mal, que no se llevó a cabo la audiencia constitucio-
nal, lo que sea que haya sido parte de un procedimiento y que se haya violentado 
eso si va. Si ustedes revisan cosas que ha hecho el Consejo de la Judicatura Federal 
yo estuve allí como secretario técnico del consejero Alfonso Oñate y a veces vi cosas 
ridículas como en la ocasión que, por ayudar a un juez, la mayoría decidió que los 
términos son una cuestión de criterio judicial. ¡Ridículo! 

La improcedencia del juicio de amparo se estableció para las decisiones del Consejo 
de la Judicatura en términos idénticos a los ahora utilizados; contra sus resoluciones 
no procede juicio ni recurso alguno, en 1999 ante la admisión de juicios se agregó, 
ni el juicio de amparo. Tengo algunas precisiones más, pero las realizaré en mi se-
gunda intervención.

 La función judicial tiene una relevancia innegable, permite la supervivencia del Es-
tado, de hecho es un Poder moderado, pues en los sistemas políticos y en el mundo 
no existe la dirección del Estado por el Poder Judicial, si predomina el Ejecutivo en 
la división de poderes el sistema de gobierno es presidencial, en cambio sí lo hace 
el Legislativo el sistema se llama Parlamentario, pero si domina el Judicial NO SE 
LLAMA, pues nunca domina, esto porque su función es resolver controversias y 
evitar la auto justicia la ley de la selva. La sociedad renuncia a su derecho de ven-
ganza, pero debe en retribución del Estado que recibió la función, y que lo cumple 
como un servicio público. El no cumplir el compromiso deviene en auto justicia y 
en un posible Estado fallido.

La sociedad requiere del Estado la impartición de Justicia, resolución de sus con-
flictos y pérdidas de acuerdo con las leyes, de acuerdo con lo acordado en el Pacto 
Social contenido en la Constitución como Pacto Político. La autoridad solo puede 
hacer lo que la ley le permite, el gobernado todo lo que esta no le prohíbe. 

En la impartición de justicia participan los poderes de la Unión, no exclusivamen-
te el Poder Judicial, cuando la sociedad dice que la justicia no es de buena calidad 
en México, empieza por tachar la actuación de la policía y el ministerio público, 
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cuando al día siguiente que se detiene a un posible delincuente, lo encontramos en 
la calle. Pero no se detienen a pensar ¿y si es inocente? ¿y sus derechos procesales?
El ejecutivo auxilia de manera directa al Ejecutivo y es responsable de la ejecución 
de sanciones. Cuando falla la justicia falla el Estado a la sociedad.

Pero nuestro tema es la función judicial, los funcionarios jurisdiccionales y la res-
ponsabilidad en que pueden incurrir en el cumplimiento de su función.

La trascendencia de la función judicial es vital para la existencia de un verdadero 
Estado de Derecho, no solamente un estado de legalidad, lo cual es diferente. La 
Alemania Nazi vivía bajo la regla de las leyes, pero difícilmente podemos argüir que 
era un Estado de Derecho en la cual no toda la población tenia protección de sus 
derechos como el más elemental Derecho a la vida.

Entre los cuatro elementos que distingue Elías Díaz para la vigencia del Estado de 
Derecho se encuentra la División de Poderes, una real y eficaz vigencia de Dere-
cho y del cual poco conocíamos los mexicanos desde la vigencia de la Constitución 
en 1917 y al año 2000, del 100% de las reformas a la Constitución el 80% fueron 
por iniciativa del presidente y del 20% restante el 90% de legisladores del Partido 
Oficial.

Hoy día podríamos pensar que existe el riesgo de regresión, lo que se advierte con 
la referencia “sin cambiar una coma”, que por cierto no es nuevo ya Antonio López 
de Santa Anna lo utilizó.

Para que exista división de poderes se debe garantizar la independencia del Poder 
Judicial, así lo refiere Sonia Venegas, directora de la Facultad de Derecho y que ex-
puso en la inauguración de estos foros el día de ayer: “La independencia del poder judi-
cial no es un lujo sino una conditio sine qua non a la democracia constitucional” y la iniciativa 
en estudio indudablemente debilita como resultado final al poder Judicial.

La reforma al Poder Judicial es muy deseable, pero de manera razonada, seria, 
completa, incluyente y participativa, Escuchar todas las voces interesadas en comu-
nicar, deben ser oídos con atención y respeto no como formalismo sin consecuen-
cias. La impunidad debe ser desterrada.

En su iniciativa se propone esta decisión irrevocable, pretende lograr la imparcia-
lidad, eliminar la corrupción y mejorar la calidad de la impartición de justicia. Lo 
anterior señala Diego Valadez, bajo diversas situaciones, pero en especial 3 medi-
das, la elección popular de juzgadores, reducir sus ingresos y un órgano discipli-
nario que censure sus sentencias, y concluye “lo anterior no resuelve el planteamiento y 
cancela avances logrados en décadas, no hay soluciones perfectas, pero si, las que logren el avance 
no el retroceso 

La iniciativa propone modificar el diseño y la estructura de los órganos administra-
tivos y disciplinarios del Poder Judicial con el objetivo de garantizar su autonomía, 
independencia y especialidad técnica, así como desligar la función jurisdiccional 
de las tareas estrictamente administrativas, y respecto de nuestro tema las funcio-
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nes sancionadoras y de disciplina del personal, que hoy se encuentran a cargo de 
la presidencia de la SCJN y de consejeras y consejeros de la judicatura que no ne-
cesariamente cuentan con las herramientas, aptitudes e independencia necesarias 
para cumplir con las enormes responsabilidades de un órgano tan relevante para el 
funcionamiento adecuado del Poder Judicial de la Federación.

La iniciativa concluye con la propuesta de creación del Tribunal de Disciplina Ju-
dicial con facultades amplias para recibir denuncias, investigar conductas presun-
tamente ilegales o ilícitas, y sancionar a las personas servidoras públicas del Poder 
Judicial que no cumpla la Constitución y las leyes o no rijan su actuación con ho-
nestidad, legalidad, probidad, independencia, objetividad, profesionalismo, lealtad 
y eficiencia, observando en todo momento las formalidades esenciales del debido 
proceso, pero privilegiando la justicia y el interés colectivo.

La trascendencia de la función judicial es vital para la existencia de un verdadero 
Estado de Derecho, los mexicanos buscamos, trabajamos por un verdadero Estado de 
Derecho. Elías Diaz nos dice que deben existir cuatro elementos el imperio de la ley, 
el segundo la División de Poder Público, esta reforma constitucional propuesta es 
en detrimento de la División del Poder Público y esto es innegable. El Poder Judicial 
se verá sometido a presiones muy fuertes. La idea de la reforma es tener la espada 
de Damocles arriba de la cabeza de los cinco mil jueces porque si bien es cierto los 
once ministros ahora no tenían una responsabilidad administrativa, ahora si la ten-
drían y los ministros no son el problema porque hoy día el Presidente puede nom-
brar ministro a la persona que él quiera y llene requisitos, si le rechazan dos veces 
su terna el tercer intento será para la decisión que él tome. Ahora con esto puede el 
presidente enviar de manera indirecta a una responsabilidad a un ministro del que 
no le guste una decisión y lo puede eliminar estando en funciones. Ahora bien, va-
mos a volver al México de los setentas, y es verdaderamente una lástima. 

Imagínense que en el año 2000 que me graduó como Doctor en Derecho mi tesis 
tenía que ver con reforma constitucional, el 80% de las reformas eran reformas por 
iniciativas del presidente y ni una solo se había nevado y el restante 20% venían del 
PRI, del PNR; del Partido Mexicano de la Revolución, es decir el 98% de la ade-
cuación constitucional provenía del Ejecutivo y nunca se le negó nada. Hoy día se 
mandan iniciativas de reforma y se acompañan con la leyenda así como ”sufragio 
efectivo no reelección”, y es “no le cambien ni una coma eso es violar el Estado de 
Derecho. López Portillo nacionaliza la Banca y le preguntan los reporteros ¿y que va 
a pasar con los amparos sr. presidente?, y contesta: “Aquí está el presidente de la 
Suprema Corte, el licenciado Mario Rebollo, ¿verdad que no va a proceder ningún 
amparo, no es así señor presidente? A lo que el cuestionado respondió, no señor 
presidente ninguno va a proceder. Procedió uno por un maestro de la Facultad y en 
revisión lo echaron para afuera.

Creo que tenemos una situación muy complicada, el presidente, el Ejecutivo tendrá 
a través de la elección a la mayoría de los ministros, magistrados y jueces, porque 
si tiene a la mayoría de los sufragantes, tendrá la mayoría de los jueces. Aunque los 
Partidos Políticos no puedan participar en la elección de manera directa lo harán 
de manera indirecta porque tienen la base electoral y creo que por lo menos, debe-
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mos opinar y pronunciarnos, aunque finalmente la mayoría parlamentaria la tienen 
de su lado. Esta decisión sobre el Poder Judicial y obviamente la decisión sobre la 
sobrerrepresentación será trascendental y definitiva, para el futuro del Estado de 
Derecho en México.
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La propuesta de crear un nuevo tribunal disciplinario para el Poder Judicial de Mé-
xico, particularmente uno elegido mediante voto popular directo, es una solución sin 
precedentes y altamente problemática para la supervisión de la función judicial en 
nuestro país. Si bien existe la necesidad de mejorar la transparencia y la rendición de 
cuentas, y aunque los detalles de los futuros procedimientos del tribunal disciplina-
rio son —por el momento— desconocidos, quiero expresar algunas preocupaciones 
serias sobre las implicaciones de esta propuesta para la independencia judicial y la 
integridad general del sistema de justicia: la propia necesidad de una reforma cons-
titucional, los problemas relacionados con la elección popular de jueces y las defi-
ciencias en el diseño competencial propuesto. También me gustaría explorar algunas 
alternativas más efectivas para la supervisión judicial. 

Cuestionando la necesidad de una Reforma Constitucional

Es cierto, como han dicho ya algunos colegas, que la Constitución no es un docu-
mento escrito en piedra. Sin embargo, debemos cuestionarnos seriamente la 
frecuencia y profundidad de nuestros cambios constitucionales. Los datos 
son alarmantes: desde su promulgación hasta febrero de este año, nuestra Constitu-
ción ha sufrido 156 reformas, 106 de ellas en los últimos 24 años. Esto significa que 
reformamos la Constitución 2.4 veces al año en promedio, una frecuencia que debe-
ría preocuparnos.

En cuanto al poder judicial específicamente, hemos tenido dos reformas mayores en 
este siglo: la de 2011 y la de 2021. La realidad es que aún no podemos evaluar 
completamente los efectos de la reforma de 2021. ¿Es prudente embarcarnos 
en otra reforma profunda sin haber visto los resultados de la anterior?

Además, muchos de los problemas en la impartición de justicia no se ori-
ginan en el poder judicial, sino en otras áreas del sistema de justicia. Los 
altos niveles de impunidad, por ejemplo, están más relacionados con deficiencias en 
la investigación y en las fiscalías. También tenemos pendiente una discusión seria so-
bre nuestro sistema penitenciario.

En este contexto, debemos preguntarnos: ¿Es realmente una reforma al poder judi-
cial lo más urgente para México en este momento?

Tribunal de disciplina judicial: 
tres críticas y una propuesta

K a r o l i n a  G i l a s
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Los riesgos de la elección popular de jueces

La propuesta de elegir por voto popular a los integrantes del tribunal disciplinario 
presenta graves riesgos. La elección por voto popular no garantiza una me-
jor impartición de justicia. El hecho de que las y los jueces sean electos no im-
plica que tomarán decisiones más imparciales, independientes, técnicamente mejor 
argumentadas, mejor razonadas o mejor apegadas a derecho. Por el contrario, la 
evidencia sugiere que puede comprometer la independencia judicial.

Las democracias, en general, no eligen a sus juezas ni jueces, y menos a quienes 
integran sus altas cortes. La evidencia que podemos encontrar entre las pocas ex-
periencias comparadas con las que contamos, centrados en algunas entidades de la 
Unión Americana, apunta a que la elección popular de los jueces tiende a desviar 
sus lealtades. Estas lealtades se dirigen principalmente hacia lo que los jueces creen 
que será popular y garantizará su elección.

Las investigaciones sobre el funcionamiento del sistema penal en Alabama, por 
ejemplo, evidencian que se dictan sentencias de pena privativa de libertad un 44% 
más largas en los años electorales. ¿Por qué? Porque ser “duros contra el crimen” 
suele ser un lema efectivo para las campañas. Resultados similares se han observado 
en trabajos sobre los sistemas de Washington o de Filadelfia. Estos datos son alar-
mantes y deberíamos tomarlos muy en serio al considerar la propuesta de reforma.
La elección de los jueces tampoco previene posibles actos de corrupción. Un caso 
ilustrativo ocurrió en Virginia Occidental en 2004, donde una empresa de carbón 
invirtió 3 millones de dólares para lograr la elección de un juez, quien posterior-
mente falló a su favor en un caso donde se disputaban 50 millones de dólares. Este 
caso ilustra cómo la elección popular puede abrir la puerta a nuevas formas de co-
rrupción e influencia indebida en el poder judicial.

Además, conocemos los cuestionamientos sobre el uso indebido de recursos públi-
cos y diversos ilícitos en nuestras campañas electorales para los poderes Legislativo 
y Ejecutivo. ¿Quién puede garantizar que no veremos los mismos problemas en la 
elección de integrantes del poder judicial?

Incluso los sistemas de elección limitada, como en Italia, donde el Consejo de la 
Judicatura es elegido por los propios jueces, no previenen actos de corrupción. En 
2019, hubo un escándalo considerable relacionado con la intervención de fuerzas 
políticas en la designación judicial, que resultó en la renuncia de varios integrantes 
de este consejo.

Tampoco hay garantías de especialización ni de que las personas electas por voto 
popular sean las más experimentadas, preparadas o con las mejores credenciales 
para el cargo. La importancia del dinero en las campañas es evidente, como se vio 
en Wisconsin en 2018, donde candidaturas con currículums más sólidos perdieron 
frente a candidaturas más jóvenes pero con mayores recursos para sus campañas.

Toda esta problemática sugiere que la elección de los integrantes del tribunal dis-
ciplinario, así como del resto de los órganos del poder judicial que se proponen, 
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probablemente llevará en México a problemas similares. En este escenario, las ha-
bilidades de campaña, las conexiones políticas y los recursos financieros serán más 
importantes que el conocimiento especializado y la experiencia necesaria para una 
efectiva supervisión judicial.

Deficiencias en el diseño competencial propuesto

En cuanto al diseño competencial, también hay preocupaciones importantes. La 
propuesta señala que el nuevo tribunal “que incurran en actos u omisiones contra-
rias a la ley, al interés público o a la adecuada administración de justicia, incluyen-
do aquellas vinculadas con hechos de corrupción, tráfico de influencias, nepotismo, 
complicidad o encubrimiento de presuntos delincuentes, o cuando sus determina-
ciones no se ajusten a los principios de objetividad, imparcialidad, independencia, 
profesionalismo o excelencia, además de los asuntos que la ley determine”. Esta 
redacción apunta a que el tribunal de disciplina podría revisar las decisiones judi-
ciales por su adherencia a principios amplios: “de objetividad, imparcialidad, inde-
pendencia, profesionalismo o excelencia”, lo que difumina peligrosamente la línea 
entre la supervisión disciplinaria y la revisión de apelación. 

La supervisión disciplinaria tiene como objetivo atender los casos de mala conduc-
ta de las y los jueces, garantizar su independencia y el apego a los principios de la 
ética judicial y promover altos estándares en el ejercicio de la profesión. Se trata de 
abordar las faltas genuinas —aceptación de sobornos, favoritismo, mal uso de los 
recursos o conductas impropias—, pero sin crear un sistema que pueda usarse para 
presionar a las y los jueces o influir en su toma de decisiones en casos específicos. 
Las decisiones judiciales —el contenido de las sentencias, sus sentido y argumen-
tación—, a su vez, se revisan a través del sistema de apelaciones establecido den-
tro de la jerarquía judicial. Los tribunales superiores analizan las decisiones de los 
tribunales inferiores en busca de errores legales, mala aplicación de la ley o irre-
gularidades procesales. Este proceso no se trata de disciplinar a los jueces, sino de 
garantizar la correcta aplicación de la ley y la coherencia de las interpretaciones 
sostenidas por el poder judicial.

El borrar las fronteras entre estos dos procesos, como se propone en la reforma, 
genera varios riesgos críticos: podría llevar a una extralimitación en la toma de de-
cisiones judiciales, estableciendo efectivamente una vía extrajudicial para impug-
nar fallos; puede producir un efecto intimidatorio en la independencia judicial, con 
personas juzgadoras priorizando evitar acciones disciplinarias sobre la aplicación 
imparcial de la ley; y podría politizar las decisiones judiciales, especialmente si los 
miembros del tribunal son elegidos. Además, los estándares vagos de revisión po-
drían resultar en una aplicación inconsistente de medidas disciplinarias, socavando 
la certeza jurídica y el proceso de apelaciones establecido.

Este traslape de las funciones disciplinarias y de apelación resulta altamente preo-
cupante. Amenaza el principio fundamental de separación de poderes al potencial-
mente crear un “super-poder judicial” que socava la jerarquía judicial establecida. 
Ataca el corazón de la independencia judicial, una piedra angular del estado de 
derecho, al presionar a las personas juzgadoras a considerar posibles consecuencias 
disciplinarias en lugar de enfocarse únicamente en la interpretación legal. 
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Además, podría erosionar la confianza pública en el poder judicial al crear confu-
sión sobre la finalidad de los juicios y los canales adecuados para impugnar decisio-
nes judiciales. En última instancia, pone a México en desacuerdo con las mejores 
prácticas internacionales para la gobernanza judicial, que enfatizan una clara se-
paración entre las funciones disciplinarias y de apelación para salvaguardar la inte-
gridad e independencia del sistema judicial.

Alternativas más efectivas para la supervisión judicial

Finalmente, y contrario a lo que se podría pensar, la elección popular de personas 
juzgadoras no despolitiza el proceso en sí ni la integración final. Las elecciones son 
el epítome de la política y el proceso político, implican la confrontación de ideas e 
ideologías, algo que, se supone, esperamos que las y los jueces dejen del lado al dic-
tar las sentencias. Inclusive, se busca implementar en el poder judicial el principio 
electivo que, sostenidamente, hemos criticado por tener dificultades en garantizar 
la representación de calidad en los poderes legislativo y ejecutivo. Ante las críticas 
recurrentes por los resultados electorales y la calidad de la representación política 
en nuestro país, ¿cómo podemos asumir que el mismo mecanismo generaría mejo-
res resultados para el poder judicial? 

Sin duda, existen mejores soluciones. No pretendo afirmar que el diseño actual sea 
perfecto, pero es crucial que nos hagamos las preguntas adecuadas: ¿Qué necesita-
mos mejorar realmente? ¿Dónde están los problemas fundamentales? ¿Cómo pode-
mos resolverlos de manera efectiva?

Hay experiencias y modelos que podemos considerar. Por ejemplo, el modelo ale-
mán, con el Tribunal Federal de Servicio para Jueces (Bundesdienstgericht für Ri-
chter), ofrece un enfoque equilibrado que podría adaptarse bien a la estructura 
federal de México. La integración de este tribunal involucra a los tres poderes del 
Estado y a autoridades tanto federales como estatales, lo que podría proporcionar 
un sistema de controles y equilibrios más robusto.

El modelo francés, con su Consejo Superior de la Magistratura (Conseil Supérieur 
de la Magistrature), presenta una composición mixta que incluye jueces, fiscales y 
nombramientos de diferentes ramas del gobierno. El Consejo está compuesto por 
magistraturas, elegidas por sus pares mediante voto indirecto, y personalidades ex-
ternas, que incluyen un consejero de Estado, un abogado y seis personas califica-
das nombradas por altas autoridades políticas, sujetas a aprobación parlamentaria. 
Esta composición mixta busca equilibrar la experiencia judicial con perspectivas 
externas, asegurando la independencia y diversidad del organismo. 

También tenemos ejemplos interesantes de modelos de composición mixta en paí-
ses como Reino Unido, Países Bajos, Canadá y Sudáfrica. Estos países han im-
plementado órganos disciplinarios que incluyen no solo a jueces, sino también a 
fiscales, académicos e incluso ciudadanos legos. Esta diversidad podría enriquecer 
el proceso disciplinario, aportando diferentes perspectivas y aumentando su legiti-
midad ante la sociedad.
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Además de estos modelos, podríamos considerar otras estrategias para mejorar 
nuestro sistema judicial sin recurrir a la elección popular. Por ejemplo, podríamos 
enfocarnos en mejorar los procesos de selección judicial, priorizando el mérito, la 
experiencia y la integridad ética. También podríamos implementar medidas para 
aumentar la transparencia en los procesos disciplinarios, sin comprometer la inde-
pendencia judicial, lo que podría aumentar la confianza pública sin los riesgos de 
la elección popular.

Conclusión 

La propuesta de crear un tribunal disciplinario elegido por voto popular presenta 
riesgos significativos para la independencia judicial y la integridad de nuestro siste-
ma de justicia. La evidencia internacional sugiere que la elección popular de jue-
ces no resuelve los problemas de corrupción o falta de confianza; por el contrario, 
puede exacerbarlos.

En lugar de embarcarnos en una reforma constitucional apresurada, deberíamos 
evaluar cuidadosamente los resultados de reformas anteriores, abordar los proble-
mas en otras áreas del sistema de justicia, como las fiscalías y el sistema penitencia-
rio, y considerar modelos alternativos de supervisión judicial que han demostrado 
ser efectivos en otros países.

Nuestra meta debe ser fortalecer la independencia judicial y la confianza pública en 
el sistema de justicia, no socavarlas. Hagamos una pausa, reflexionemos profunda-
mente y busquemos soluciones que verdaderamente aborden los problemas de fon-
do en nuestro sistema judicial. Solo así podremos construir un poder judicial más 
fuerte, más justo y más confiable. 
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La propuesta de reforma al Poder Judicial forma parte de una extensa iniciativa de 
reformas a la Constitución mexicana que de proceder en los términos en que fue pre-
sentada en febrero de 2024 darán lugar a una transición constitucional. 

Si bien el derecho en virtud de su naturaleza dinámica tiene que adaptarse a la reali-
dad que regula, estos cambios se tienen que realizar de manera razonada y justifica-
da en el marco de un estado de derecho, del aseguramiento de la división de poderes 
para preservar el equilibrio en el ejercicio de las funciones estatales y la previsión de 
controles interorgánicos, así como del respeto de los derechos fundamentales. 

En un sistema jurídico es posible identificar ciclos de actualización del derecho, algu-
nos más profundos, que se pueden considerar como transiciones jurídicas. En el caso 
de México se han realizado cambios importantes al sistema jurídico con fundamento 
en cuestiones relevantes como la democracia, los derechos humanos, la defensa de la 
Constitución o el libre mercado, por ejemplo. 

Las modificaciones al derecho, especialmente las reformas a la Constitución deben 
fundamentarse en la necesidad de transformar o de introducir alguna institución ju-
rídica, y esa necesidad debe demostrarse fehacientemente. No basta con enunciar 
criterios relevantes como justificación, pues cada iniciativa de reforma constitucional 
debe sustentarse en estudios que avalen el cambio que se propone y la forma en que 
contribuyen a un estado democrático de derecho. Desafortunadamente en México no 
siempre ha sido así y se ha abusado de la reforma constitucional en pro de proyectos 
de los gobiernos.

La perspectiva del presente análisis de la propuesta de crear un “Tribunal de Disci-
plina Judicial” (TDJ) es técnico-jurídica. En el caso del ejercicio de la función juris-
diccional, es indudable que es posible mejorar el funcionamiento de los órganos que 
la ejercen, como la relación entre tribunales federales y locales a través del amparo 
judicial, por mencionar un ejemplo. 

El debate en torno a una futura reforma judicial, en los términos en los que se ha 
planteado al Poder Legislativo, incide en diversos aspectos a considerar: la garantía 
de acceso a la justicia, el derecho a una justicia pronta y expedita, la independencia 
del poder judicial, la responsabilidad de sus integrantes —principalmente de quienes 

La naturaleza jurídica del 
Tribunal de Disciplina Judicial

C a r l a  H u e r t a  O c h o a
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dictan resoluciones para resolver conflictos. El cambio al diseño institucional ha ge-
nerado una justificada preocupación por la autonomía de los tribunales, y la impar-
cialidad en la toma de decisiones que es una de las garantías de nuestros derechos. 
La idea de crear un órgano con las facultades que se atribuirían al TDJ para deter-
minar la responsabilidad del personal del Poder Judicial Federal en los términos de 
la iniciativa afectaría la independencia judicial.

Los objetivos que se mencionan en la iniciativa para crear el TDJ son la realización 
de las funciones que ya realiza el Consejo de la Judicatura Federal creado en 1994, 
aunque es cierto que la reforma constitucional de 1999 tuvo por efecto restarle au-
tonomía al sujetarlo al control de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. La 
iniciativa de reforma pretende sustituir al Consejo de la Judicatura Federal por el 
Órgano de Administración Judicial y el Tribunal de Disciplina Judicial, y propone 
una redistribución de funciones entre dichos órganos administrativos. El denomi-
nado “tribunal”, en realidad no se puede considerar como un órgano judicial que 
resuelva conflictos, sino administrativo, que determinaría responsabilidad adminis-
trativa en términos del derecho positivo. No debe revisar el fondo de los asuntos ya 
que eso es competencia de otros tribunales, solamente verificar que al dictar una 
resolución no se incurrió en conductas sancionadas por la ley.

De ahí lo desafortunado de la denominación de este órgano, pues, además, el tér-
mino “disciplina” se asocia, por lo general, con obediencia a una autoridad y li-
neamientos impuestos en beneficio de una institución o un programa. Las personas 
que ejercen la función judicial deben gozar de autonomía para resolver las cuestio-
nes que se plantean a los tribunales. La disciplina es más bien propia de ámbitos en 
los que existe una jerarquía, como en el militar o los partidos políticos, donde sí se 
puede hablar de “obediencia”. Esta noción definitivamente no es compatible con la 
garantía de independencia del Poder Judicial.

El TDJ, según establece la iniciativa, se integraría por 5 miembros electos por “vo-
tación popular”, aunque en la medida en que los poderes Ejecutivo y Legislativo 
harían una propuesta, el electorado solamente convalidaría la preselección que hi-
cieran. Este procedimiento no sólo no es democrático, sino que no parece abrir la 
posibilidad a una auténtica participación ciudadana en la determinación de la ido-
neidad de las personas que elijan dichos poderes y a la transparencia en la selección 
de los candidatos. El resultado de la reforma no sería un órgano más democrático, 
ni la profesionalización de jueces, ni la consolidación de la carrera judicial.

En cuanto a la competencia del TDJ hay que advertir que se podrían determinar 
sanciones por “actos u omisiones contrarios al interés público o a la adecuada ad-
ministración de justicia”, y la decisión se podría basar en “los principios de ex-
celencia, profesionalismo, objetividad, imparcialidad e independencia”1 que son 
criterios vagos que constituyen una fuente de discrecionalidad que atenta contra 
la legalidad y la seguridad jurídica que caracterizan un estado de derecho. La gra-
vedad de esta propuesta que da lugar a la subjetividad es que además no se prevé 
recurso alguno, lo que es contrario a la garantía fundamental de contar con un re-

1   Iniciativa publicada en: Gaceta Parlamentaria, 5 de febrero de 2024, núm. 6457-15. Anexo 15, p. 119. Disponible 
en: https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205-15.pdf  

https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205-15.pdf
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curso para solicitar la revisión de decisiones que determinan responsabilidad ante 
una instancia judicial, independiente e imparcial. Este es un aspecto importante 
respecto del cual sí procede una reforma al artículo 100 constitucional para incluir 
dicha garantía.

Tras un riguroso análisis de la iniciativa es posible afirmar que el proyecto de re-
forma afectaría la independencia judicial y atenta contra la división de poderes, sin 
a cambio contribuir a la democracia, pues conlleva a una desinstitucionalización 
del Poder Judicial Federal y a la erosión de la cultura constitucional. Sería más be-
neficioso para el mejoramiento de la impartición de justicia abrir canales de co-
municación con la población, impulsar la transparencia y garantizar el acceso a la 
información que incluir la participación del electorado en la convalidación de la 
integración de los órganos del Poder Judicial Federal como se ha planteado.

Un poder judicial debe poder operar como un tercer poder para poder funcionar 
como un equilibrio en el ejercicio del poder público, no sometido a los otros po-
deres, de otra manera pierde su independencia, y ya no se garantiza la división de 
poderes.

El paquete de reformas que se presentó este año implica una profunda reforma del 
sistema jurídico, especialmente de las instituciones de justicia que debe enmarcarse 
en el contexto de un estado de derecho. De proceder en los términos planteados, se 
produciría una transición jurídica a un nuevo modelo que no podemos identificar 
aún. No obstante, no me parece que pueda considerarse como un modelo más “de-
mocrático”, más “social” o más justo.
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Quiero agradecer la invitación recibida por parte del Rector de mi Universidad, el 
doctor Leonardo Lomelí Vanegas, para participar en el Foro universitario sobre Re-
forma Constitucional en Materia de Justicia, así como a las instancias organizadoras de este 
evento, en especial a la Oficina de la Abogacía General y a la Dirección General de 
Estudios sobre Legislación Universitaria, quienes llevaron a cabo los detalles de la 
organización del evento, así como a la Facultad de Derecho, de la cual soy profesor. 
Me congratulo por la realización de este evento, ya que la convocatoria del Rector al 
sumar el esfuerzo de diversas instituciones universitarias ofrece una visión plural de 
un tema trascendente en la vida política y jurídica de nuestro país. 

En la mesa que participé correspondió abordar el tema sobre el Tribunal de Disci-
plina Judicial, producto de la iniciativa presentada por el titular del ejecutivo Federal 
el 5 de febrero de 2024. A continuación expongo algunas consideraciones en torno a 
esta iniciativa.

No es sorpresa que el titular del Ejecutivo federal haya sido la instancia que presen-
tó la iniciativa de reforma constitucional, ya que, en otra ocasión, hace treinta años, 
también fue el presidente de la República quien presentó una iniciativa de reformas 
constitucionales de gran calado al Poder Judicial,1 solo que en esa ocasión la iniciati-
va se presentó al inicio del periodo presidencial, mientras que ahora tuvo lugar en los 
últimos meses del mandato constitucional de seis años. Aquella iniciativa le quitó a la 
Suprema Corte de Justicia sus atribuciones administrativas para pasárselas al nuevo 
órgano denominado Consejo de la Judicatura Federal, ya que ello distraía la labor ju-
risdiccional del más alto tribunal; de manera especial, al nuevo órgano le transmitieron 
facultades tanto de nombramiento como de disciplina de los jueces de Distrito y ma-
gistrados de Circuito. Las preocupaciones de aquél entonces no están muy lejos de las 
que ahora motivan la presente iniciativa, en cuya exposición de motivos se indica que 
la situación prevaleciente produce un mal funcionamiento del Poder Judicial, ya que se 
han dado acuerdos copulares, no hay responsabilidad ante la ciudadanía sino ante 
quienes propusieron a los titulares y las decisiones están orientadas a la protección de 
intereses personales y de grupos de interés o fácticos, por lo que se cuestiona si es con-
veniente seguir con el Consejo de la Judicatura Federal para controlar la corrupción 
y la impunidad al interior del Poder Judicial o si continuar con él significará alentar 
la opacidad y la complicidad entre sus miembros.

1   Esta iniciativa se presentó el 8 de diciembre de 1994 y se publicó el 31 de diciembre de ese mismo año.

Reforma judicial: creación del 
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Después de treinta años de la reforma constitucional que introdujo al Consejo de 
la Judicatura Federal en nuestro ordenamiento jurídico, y teniendo presente que la 
situación imperante no ha cambiado radicalmente, nos encontramos ante un nuevo 
intento para combatir los flagelos de la corrupción y del nepotismo al interior del 
Poder Judicial de la Federación, explorando nuevos caminos que puedan arrojar 
resultados tangibles.

En la iniciativa de reforma constitucional al Poder Judicial la labor integral que rea-
liza actualmente el Consejo de la Judicatura Federal en torno a la administración, 
disciplina y vigilancia se divide y se otorga a dos nuevas instancias; por un lado, al 
Órgano de Administración Judicial se le confieren facultades en torno a la adminis-
tración, carrera judicial y control interno del Poder Judicial y, por otro, al Tribunal 
de Disciplina Judicial le corresponderá conocer de las cuestiones relacionadas con 
la conducta de los servidores judiciales. Con esta división se da realce a la labor dis-
ciplinaria separándola de las otras, y confiriéndosela a una instancia especializada 
para ello. 

De acuerdo con el primer párrafo del artículo 100 de la iniciativa en comento, el 
Tribunal de Disciplina Judicial será un órgano del Poder Judicial de la Federación 
con independencia técnica, de gestión y para emitir sus resoluciones. Esto quiere 
decir que este Tribunal, igual que como se conceptualizaba al Consejo de la Judica-
tura Federal, no es un órgano que ejerza la impartición de justicia, no es un órgano 
jurisdiccional. Por tanto, llama la atención que al órgano encargado de la disciplina 
judicial se le haya dado el nombre de Tribunal. Esta denominación, sin lugar a du-
das, produce confusión, pues da la impresión que es un órgano que resuelve contro-
versias como el resto de los otros órganos y, lo que es todavía más confuso, pareciera 
que ejerce funciones jurisdiccionales.

Los integrantes del Tribunal de Disciplina Judicial, como lo indica el artículo 96 
constitucional de la iniciativa constitucional, “serán elegidos de manera directa y 
secreta por la ciudadanía”, dándose las bases para ello. Por tanto, el sistema de elec-
ción popular alcanzó a la disciplina judicial buscando legitimidad democrática. El 
hecho de que para los jueces se hubiera seguido la opción del método de elección 
no debiera implicar, necesariamente, que para la disciplina judicial tuviera que 
seguirse la misma ruta, sobre todo que se trata de una actividad diferente a la de 
juzgar, como es la de supervisar la conducta de los juzgadores. No obstante, esta op-
ción de elección popular de la iniciativa presidencial puede considerarse como una 
nueva forma para que un órgano actúe más proactivamente en la vigilancia y, en su 
caso, sancione la conducta de los juzgadores, sin olvidar el hecho de que la elección 
por sí misma no es la que producirá el cambio que se requiere, sino que deben ser 
las personas que integren el nuevo Tribunal de Disciplina Judicial las responsables 
de cumplir con el mandato constitucional de disciplinar la conducta judicial.

El alcance de las facultades del Tribunal de Disciplina Judicial no se determina por 
completo en el texto constitucional que se propone, sino que se deja a la labor que 
realizará el legislador al expedir la ley correspondiente que desarrolle el conteni-
do constitucional propuesto. En varias ocasiones el texto constitucional propues-
to remite a la ley para que desarrolle el contenido constitucional, lo cual es algo 
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normal, sin embargo, estamos ante supuestos que para ser desarrollados por la ley 
previamente deben estar bien determinados en la Constitución, para evitar que el 
legislador pueda cambiar el sentido del objetivo trazado en ella. Dejar que la ley 
desarrolle las bases que establece la Constitución es correcto, siempre y cuando di-
chas bases sean claras y estén bien establecidas, lo que no parece ser el caso, como 
enseguida veremos. 

Que la ley establezca el procedimiento para que el Tribunal de Disciplina Judicial 
conduzca sus investigaciones, sin dejar señalados los parámetros a los que debe su-
jetarse dicho procedimiento, no es la mejor de las situaciones. Decir, igualmente, 
que el Tribunal conocerá de los asuntos que determine la ley es dejar un amplio 
margen de acción al legislador para que lo concrete de la forma que más le agrade, 
vaciando de contenido el texto constitucional y anulando el esfuerzo ya realizado al 
fijar las competencias del Tribunal en el texto constitucional.

Por tanto, sería plausible que el texto constitucional propuesto sea modificado para 
evitar estas inconsistencias y, en consecuencia, impedir que el legislador pueda dar-
le un sentido diferente a la iniciativa. Otro camino que pudiera seguirse, y esto 
aplica para todas las reformas constitucionales, es que la ley que desarrollará los 
contenidos constitucionales de esta iniciativa sea redactada y presentada para su 
aprobación en la misma sesión en que se apruebe la iniciativa de reforma constitu-
cional; de esta manera se tendrá a la mano la regulación completa del tema que se 
quiere regular, tanto en sus bases constitucionales como en su desarrollo legislativo, 
evitándose sorpresas posteriores.

Preocuparía que la revisión que deben efectuar los integrantes del Tribunal de Dis-
ciplina Judicial sobre la conducta de los juzgadores se vincule con los aspectos ju-
risdiccionales de fondo. Hay una línea muy delgada entre la conducta desplegada 
por el juzgador y la resolución que él mismo emite, sin embargo, no debe perder-
se de vista que con la revisión disciplinaria se supervisa que el actuar del juzgador 
sea lo más correcto posible y que no incida en el sentido ni en el contenido de la 
resolución a emitir; no se trata de revisar nuevamente la resolución emitida por el 
juzgador, sino que su actuar haya sido ejemplar para resolver el caso de la manera 
más objetiva posible.

En el artículo 97 constitucional propuesto, cuarto párrafo, se menciona correcta-
mente que el Tribunal de Disciplina Judicial investigará y, en su caso, sancionará 
“la conducta denunciada”. Aquí se acota muy bien la finalidad que se persigue con 
la responsabilidad disciplinaria. Sin embargo, otros textos que se proponen en la 
iniciativa ponen en entredicho esta situación, por lo que debieran ajustarse. Así 
sucede, por ejemplo, en el artículo 100 constitucional, cuarto párrafo, en el que se 
hace referencia a “actos u omisiones” vinculados con “hechos de corrupción, trá-
fico de influencias, nepotismo, complicidad o encubrimiento de presuntos delin-
cuentes, o cuando sus determinaciones no se ajusten a los principios de objetividad, 
imparcialidad, independencia, profesionalismo o excelencia”.

Por lo anterior, la apreciación de las conductas reprobables que acabamos de ana-
lizar debe acotarse para evitar que sea utilizada para restringir la labor jurisdiccio-
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nal, lo que podría resolverse indicándose en el mismo párrafo cuarto del artículo 
100 constitucional que: “...debe  respetarse la autonomía y libertad de los juzgado-
res al emitir sus resoluciones jurisdiccionales”.

En cuanto a las sanciones que se impondrán a los juzgadores que realicen conduc-
tas incorrectas al impartir justicia, en especial las relacionadas con la destitución 
e inhabilitación, resulta preocupante que se puedan imponer al mismo tiempo y 
por dos órganos, el Congreso de la Unión al conocer del juicio político y el nuevo 
Tribunal de Disciplina Judicial. Debiera buscarse certeza en cuanto al órgano que 
intervendrá para destituir e inhabilitar a dichos servidores judiciales, tomando en 
consideración que en la práctica estas sanciones solo se han impuesto por el Con-
sejo de la Judicatura Federal.

Con la redacción que prevalece en el párrafo cuarto del artículo 100 constitucio-
nal de la iniciativa en comento, en el sentido que sus decisiones “serán definitivas e 
inatacables y, por lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de éstas”, 
se cierra toda posibilidad de revisión, con lo que produce un drástico cambio res-
pecto de la regulación actual, en la que actualmente está abierta la puerta para la 
revisión, aunque muy restringida, limitada a los casos de adscripción, ratificación y 
remoción. Valdría la pena analizar con mayor detenimiento esta situación, no solo 
desde el punto de vista del derecho a una segunda instancia, sino también conside-
rando que al no ofrecer una segunda oportunidad para solucionar un problema a 
nivel nacional, las impugnaciones que puedan darse se irán más rápidamente a una 
instancia regional o internacional.

Por último, la iniciativa de reforma constitucional al Poder Judicial también alcan-
za a las entidades federativas, por lo que se proponen modificaciones a la Ciudad de 
México en el artículo 122 constitucional y al resto de las entidades en el artículo 116. 
En realidad, es poco el margen de regulación que se deja a las entidades federativas, 
ya que desde el artículo 116 constitucional, lo que se reitera en el 122, se estable-
ce que la reforma se hará “conforme a las bases establecidas en esta Constitución 
para el Poder Judicial de la Federación”. Además, el artículo octavo transitorio no 
deja duda alguna, puesto que en él se dice que las legislaturas de las entidades fe-
derativas tendrán un plazo de ciento ochenta días naturales para realizar las ade-
cuaciones a las Constituciones locales que correspondan para dar cumplimiento al 
Decreto de reformas constitucionales. 

Muchas gracias.
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Introducción

El presente escrito retoma lo expuesto en la participación presentada el 31 de julio 
de 2024, en la Mesa 4. “Elección de jueces y magistrados por voto popular”, en los 
“Foros Universitarios sobre la Reforma Judicial”. 
 
El estudio tiene un enfoque histórico, comparativo y de derechos humanos. Sitúa 
como eje de estudio a la Judicatura mexicana a través de la historia, las influencias 
española y norteamericana que tuvo en su formación, así como tendencias recientes 
sobre la elección de juzgadores por voto popular. También se resumen algunos as-
pectos que se han considerado relevantes sobre las modificaciones propuestas, el per-
fil tradicional de los juzgadores y los derechos humanos que pueden verse afectados. 
Estará dividido en tres apartados sustantivos.

Es un escrito breve en el marco de la mesa en que se presentó, pero que tiene un es-
tudio documentado sobre cada tema abordado, así como un enfoque basado en dos 
breves experiencias profesionales que he tenido en el Poder Judicial Federal. Por la 
importancia de la temática, puede generar nuevos estudios.  

Influencias y desarrollo del Poder Judicial Mexicano

La elección por voto popular ha estado presente para el Poder Legislativo, encargado 
de la elaboración de la legislación y el Ejecutivo, encaminado a dirigir la política pú-
blica. El Poder Judicial al tener a su cargo la resolución de conflictos entre dos partes, 
la mayoría entre particulares ha requerido de imparcialidad y su elección ha sido por 
concursos basados en competencias. 

El poder judicial mexicano tiene sus primeros orígenes en la época colonial, trayen-
do la tradición neoromanista de derecho legislado, igual que el resto de las colonias 
españolas en el resto de continente americano. 

El poder judicial en España y en la Nueva España designaba a los juzgadores consi-
derando las cualidades de quienes contaran con estudios en leyes, su labor fue per-
feccionándose y la experiencia transmitida como un oficio dentro de los órganos 
jurisdiccionales (CIENFUEGOS SALGADO). En el ahora territorio mexicano se 
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comenzaron a establecer las primeras cátedras de leyes en el año 1533, por la im-
portancia de contar con personas especializadas en leyes. De esta forma, se fue es-
tructurando la Judicatura mexicana. Érica Pani catedrática del Colegio de México 
ha documentado en su obra que aún en las fracturas históricas la Judicatura mexi-
cana había contado con estabilidad y permanencia (PANI). 

La segunda gran influencia que ha tenido la Judicatura mexicana ha sido la de Es-
tados Unidos de América, que estructuró la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la Constitución de 1857, con influencias norteamericanas.  

En Estados Unidos de América la formación jurídica es indispensable para ser juz-
gador, se basa en estudios formales sobre estudios de caso basados en precedentes, 
un sistema que tuvo su origen en la Universidad de Harvard en el año 1870 y que se 
expandió por todo el país (HERNÁNDEZ FRANCO). De igual forma, es necesario 
para poder ser juzgador acreditar el examen de la Barra Americana de Abogados. 

En el año 2006, surgió el Proyecto de Justicia Mundial, que es una asociación inde-
pendiente que examina a los poderes judiciales de todo el Mundo, abarca 142 paí-
ses y revisa elementos como el cumplimiento de la ley, los derechos fundamentales, 
la justicia civil y penal. En el año 2023 ha ubicado a España en el lugar 24, a Esta-
dos Unidos de América en el lugar 26 y a México en el lugar 116.

Sobre la elección de jueces por voto popular, se puede observar que ha tenido cierta 
presencia en algunos órganos locales de Estados Unidos de América. Su Judicatura 
se divide en Federal y Local, en la Federal no opera el voto popular, sino un siste-
ma de elección por dos órganos, como se estableció en México en el siglo XIX. La 
elección de jueces a nivel local es diversa en los 50 Estados que lo comprenden (SE-
RRA CRISTÓBAL). El sistema de elección de jueces comenzó con la designación 
por el Gobernador, sistema que aún opera en 5 Estados y por el Legislativo, que 
aún opera en 2 Estados.
A comienzos del siglo XX se establ
eció un sistema de elección partidista de jueces. Vale la pena tener presente que 
en Estados Unidos se maneja únicamente el Partido Demócrata y el Partido Repu-
blicano, con una alternancia permanente. No obstante, este sistema fue altamente 
cuestionado, actualmente prevalece sólo en 8 Estados, 4 de ellos en Estados de la 
frontera con México y otros 4 Estados noroeste de Estados Unidos. Se transitó a un 
sistema de votación no partidista, que prevalece en 13 Estados. Michigan tiene un 
procedimiento mixto de elección. En 1940, comenzó el Plan Missouri o merit plans 
que siguen 21 Estados, en ellos participa una Comisión Jurídica, integrada por 3 
ciudadanos, 3 abogados y el presidente del Tribunal Supremo. Su característica es 
que busca la mejor manera de elegir a juzgadoras, basado en capacidades y no en 
política. 

Ronald Dworkin, filósofo del Derecho, se refirió en su obra a las cualidades del juz-
gador y a la pericia para la resolución de casos difíciles (DWORKIN). 

A la exposición presentada se agrega el siguiente cuadro que se considera puede 
brindar mayor claridad en cuanto a los Estados y las formas de selección de juzga-
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dores en Estados Unidos de América, tema debatido en medios de comunicación 
después de la presentación. 

Métodos de selección judicial en Tribunales Estatales en E.U.A.

N o m b r a -
miento de 
gobernador

Elecciones 
legislativas

Elecciones 
partidistas

Elecciones no 
partidistas

M é t o d o 
Michigan

S e l e c c i ó n 
por mérito. 
Plan Misuri

5 Estados 2 Estados 8 Estados 13 Estados 1 Estado 21 Estados
California
Maine
Massachusetts
N u e v o 
Hampshire
Nueva Jersey

California 
del Sur.
Virginia. 

Alabama
Illinois
Luisiana
N u e v o 
México
C a ro l i n a 
del Norte
Ohio
Pens i l va -
nia
Texas

Arkansas
Georgia
Idaho
Kentucky
Minnesota
Misisipí
Montana
Nevada
Dakota del 
Norte
Oregón
Washington
V i r g i n i a 
Occidental
Wisconsin

Michigan Alaska
Arizona
Colorado
Connecticut
Delaware
Distrito de 
Columbia
Florida
Hawái
Indiana
Iowa
Kansas
Maryland
Misuri
Nebraska
Nueva York
Oklahoma
R h o d e 
Island
Dakota del 
Sur
Tennessee
Utah
Vermont
Wyoming

Fuente: American Judicature Society, National Center for State Courts.

En México, durante mucho tiempo los secretarios de Estudio y Cuenta de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación concursaban para ser Jueces de Distrito. En 1994, 
tuvo lugar una de las reformas constitucionales a la Judicatura de mayor relieve, 
con cambios estructurales a la Suprema Corte, en el número y nombramiento de 
los ministros y en la creación del Consejo de la Judicatura Federal.  Posterior a ello 
se enfatiza la formación judicial a través de Escuelas Judiciales y la Carrera Judicial, 
profesionalizándose el ingreso, formación, evaluación, promoción, permanencia y 
separación del personal del Poder Judicial.

Otro de los países que incorporó la elección de jueces por voto popular fue Bolivia, 
que en el año 2009 reformó su Constitución. Ha tenido dos elecciones en 2011 y 
en 2017. En las métricas del Proyecto de Justicia Mundial, desafortunadamente ha 
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tenido un descenso, del lugar 94 en 2015, lugar 106 en 1917, lugar 119 en 2019, al 
lugar 131 en 2023. 
Como parte de las influencias teóricas en Bolivia, podrían destacarse las “Teorías 
Decoloniales”, que se han desarrollado a partir de la década de los años ochenta 
en América Latina, en paralelo a lo que en aquel momento Naciones Unidas nom-
bró como “descolonización” del Continente Africano (Resolución 38/55 de 1983). 
Entre los autores más representativos se pueden mencionar a la socióloga bolivia-
na Silvia Rivera, como también al peruano Aníbal Quijano y al filósofo argentino 
Walter Mignolo (ANDRADE GUEVARA). Estas ideas parten de la Teoría Crítica 
de los años veinte de la Escuela alemana de Frankfurt, que también influyó en el 
feminismo teórico norteamericano de los años setenta. 

Otro país que vale la pena mencionar es Ecuador, que ha sido responsabilizado in-
ternacionalmente en al menos dos sentencias interamericanas por la sesión a juz-
gadores que realizaron sin seguir los procedimientos previamente establecidos y 
afectando diversos derechos, son los Casos Aguinaga Aillón y Quintana Coello y 
otros. El Proyecto de Justicia Mundial lo ubica en el lugar 96 en 2023. 

También vale la pena tener presente a la Judicatura del Japón, que el Proyecto de 
Justicia Mundial lo ubica en el lugar 14 en 2023, en donde su justicia cuenta con 
elementos histórico-culturales que se han unido a la justicia occidental. Tiene un 
nivel de criminalidad muy reducido, con sólo unas decenas de miles de presos, cifra 
ínfima en proporción a la población total del país. 

Cambios estructurales propuestos 
por la Reforma Constitucional

El presente estudio se centró en la elección de Jueces y Magistrados Federales en 
México, aunque vale la pena destacar los cambios más significativos en otros órga-
nos. En la Suprema Corte de Justicia de la Nación (art. 96 constitucional), se pro-
pone un cambio de 11 a 9 ministras y ministros, transitando de una terna sometida 
por el presidente al Senado a una elección por voto popular. Una reducción del 
número de ministros tuvo lugar, como se ha hecho mención, en la modificación 
constitucional de 1994 presentada por el presidente Ernesto Zedillo Ponce de León, 
economista de formación. 

El Tribunal Electoral, órgano que se incorporó en México en 1996 (art. 99 constitu-
cional), es una figura que no ha sido establecida de forma generalizada en el mun-
do. Es un órgano integrado por 7 Magistrados, elegidos a propuesta de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, sometida a la Cámara de Senadores, que transitaría 
a elección por voto popular. En este caso genera inquietud un posible “conflicto de 
intereses”, es decir, que se antepongan intereses secundarios a su elección, ya que 
es el órgano jurisdiccional que resuelve conflictos en las elecciones y el hecho de 
que sus miembros sean elegidos por voto popular podría deslegitimar su función. 
Finalmente, se destacan algunas ideas en atención a la mesa que motivó el escrito, 
la elección de Jueces y Magistrados Federales (art. 97 C), y cuyas reflexiones tam-
bién podrían ampliarse a los Juzgadores locales (art. 116, III, C), quienes llevan 
el grueso de asuntos en las distintas materias. Es importante reflexionar sobre el 
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sistema de carrera judicial que se ha seguido, el cual consiste en que una persona 
transite por diversos puestos en la Judicatura, en los que adquiere los conocimien-
tos indispensables, accediendo por concurso al siguiente escaño. También vale la 
pena tener presente, tanto en el Judicatura Federal como Local, la especialidad por 
materia, civil, penal, laboral, administrativa, que permite cierto grado de profesio-
nalización. oficial judicial, actuario, secretario de acuerdos y/o proyectista son los 
puestos que usualmente ha tenido un Juez Federal antes de su concurso conforme 
al procedimiento previo a la reforma constitucional, y tras varios años de experien-
cia profesional concursar para ser magistrado. El perfil jurisdiccional y el político 
podrían no ser compatibles para las respectivas funciones. 

Conforme a datos de 2022 se trata de 910 Magistrados y 736 Jueces de Distrito, en 
tanto a nivel local, 627 Magistrados y 4,398 juzgadores. 

En la presentación presencial no se pudo exponer una breve reflexión entre un 
perfil jurisdiccional, con uno político. En Estados Unidos en la década de los años 
cuarenta fue un tema sometido a reflexión. Esto puede incluir, en un perfil juris-
diccional, una sólida formación en la Judicatura, especializada por materia, con 
un carácter apolítico que puede fomentar la imparcialidad en los asuntos que lo 
ameriten. No sobra destacar algunas solidas formaciones jurídicas que sin tener ex-
periencia directa dentro de la Judicatura se han desempeñado como ministros; sin 
embargo, en el perfil de juzgadores puede tener un impacto diferente. De igual for-
ma, un perfil político puede tener otras características y también cualidades, pero 
que sin los conocimientos jurisdiccionales necesarios puede incidir en su desempe-
ño. El perfil y cualidades políticas, los costos de las elecciones y los tiempos de los 
procesos electorales son temas que también han generado inquietudes.    

El Derecho no debe ser pétreo, sino avanzar conforme al desarrollo social, pero la 
tendencia en las Democracias es no perder de vista que el avance normativo sea 
favorable para toda la población. Esto implica que toda reforma podría plantearse, 
siempre y cuando no atente contra los derechos de ninguna persona y especial que 
favorezca los derechos de la población, como puede ser un más amplio y mejor ac-
ceso a la justicia, con decisiones certeras, objetivas, elementos que el voto popular 
no necesariamente puede beneficiar. 

Los Derechos Humanos de los Juzgadores 
como consideración final

Otro gran tema es el de derechos humanos. Históricamente son los juzgadores los 
encargados de velar y garantizar los derechos fundamentales, pero también tener 
presentes que, como personas, son titulares de derechos humanos que se les deben 
respetar en todo momento. En la justicia internacional se han conocido algunos 
casos dirigidos al Estado de Ecuador relativas a la cesión de juzgadores, respecto a 
sus derechos laborales, al derecho al proyecto de vida, en general, de estudiantes de 
derecho y del personal de la Judicatura, los derechos de la Judicatura y las dimen-
siones de la independencia judicial. 
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En el desarrollo democrático, incluyente y protector de los derechos de toda perso-
na, es oportuno considerar que el voto popular es fundamental, pero no asegura la 
elección de personas que emitan leyes justas, de igual forma, es importante pensar 
que la elección por voto popular de juzgadores no asegura sentencias certeras, ob-
jetivas, racionales y que cumplan con los estándares indispensables de justicia. En 
específico, la experiencia de Estados Unidos de América ha demostrado que la elec-
ción partidaria por voto popular no generó las certezas necesarias y tuvo que evolu-
cionar, tanto a elecciones no basadas en partido, como principalmente en transitar 
a un modelo de méritos y competencias, como lo establece el Plan Missouri. 

Como parte del desarrollo democrático, entre otros factores también hay que re-
flexionar sobre la base de que una ley o modificación adecuada debe recibir el apo-
yo de la ciudadanía en lo general y con especial atención de aquellos grupos que se 
pueden ver afectados por una ley o reforma, como ocurre en el caso de la consulta 
pública, meta alcanzada gracias al avance en derechos humanos, de los derechos de 
los pueblos y comunidades indígenas. 
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G u a d a l u p e  S a l m o r á n  V i l l a r

Introducción

Como lo he señalado en otros espacios (Salmorán, 2024), elegir por voto popular a 
ministraturas, magistraturas y jueces es una ocurrencia, sin respaldo empírico, pro-
blemático desde un punto de vista teórico. Esta no es una simple opinión personal. 
Una rápida revisión de la literatura demuestra que elegir a los jueces mediante sufra-
gio universal y directo es más bien una idea impopular.

 A pesar de lo sostenido por la retórica presidencial, la elección popular de jueces no 
es una vía idónea para “democratizar al poder judicial”. Antes que apartar al sistema 
de justicia de la política —como algunos suponen— elegir a los jueces por voto po-
pular subordina a la judicatura al poder político. El sistema electivo se configura como 
ruta para dotar de juridicidad a una operación autoritaria que juega en detrimento 
de la autonomía e independencia judicial: purgar por completo el Poder Judicial en 
aras de abrir camino a la colocación de perfiles según las preferencias y lazos con el 
partido en el gobierno. 

Como enseña la experiencia boliviana —único caso en el mundo en adoptar este sis-
tema para definir la integración de algunas sus altas cortes de justicia— el sistema 
electivo no sólo no garantiza la selección de perfiles idóneos para la función judicial, 
expone a las personas juzgadoras a las presiones políticas, las deja fuertemente com-
prometidas con quienes respaldan sus candidaturas, convirtiéndolas en un compo-
nente más por la lucha por el poder.  

Por si fuera poco, contrariamente a lo que dice la iniciativa de reforma presidencial, 
el mecanismo propuesto por el ejecutivo no es abierto, ni directo ni transparente. No 
es directo porque, como hemos visto, la postulación de los cargos judiciales no está 
abierta a toda la ciudadanía; es necesario contar con el respaldo de los poderes públi-
cos que intervienen en la etapa de postulación. Lo anterior priva al procedimiento de 
un carácter directo. Recordemos, por ejemplo, que en el caso del Tribunal Electoral 
y la Suprema Corte, correspondería al presidente de la República, al Congreso de la 
Unión y a la propia SCJN, preseleccionar a las candidaturas que intentarán ganarse 

1   Ponencia presentada en la Mesa “Elección de jueces y magistraturas por voto popular”, de los “Foros Reforma 
Constitucional en materia de justicia” convocados por la UNAM, que se llevó a cabo en las instalaciones del Centro 
de Estudios Municipales y Metropolitanos de la Facultad de Estudios Superiores de Acatlán, el 31 de julio de 2024. 

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/msalmoran
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el favor del voto ciudadano. Este mecanismo tampoco garantiza mayor transparen-
cia en la designación de las autoridades jurisdiccionales, pues se presta a las nego-
ciaciones políticas tras bambalinas, ya no sólo entre quien encabeza el gobierno y 
las fuerzas políticas representadas en el Senado —como sucede actualmente— sino 
entre todos los poderes públicos que definen las candidaturas a someter a votación, 
sin necesidad de motivar públicamente sus propuestas.

En suma, en el sistema electivo planteado por el ejecutivo, el peso del voto ciudada-
no es marginal, la selección de las candidaturas queda a discreción de los poderes 
públicos y es un mecanismo que privilegia las afinidades políticas e ideologías por 
encima de la experiencia y conocimientos técnicos. 

En este espacio, antes que detenerme en los resquicios de la iniciativa de reforma 
presidencial, quisiera esbozar rápidamente cuatro planteamientos presentes en el 
debate público, que muchas veces pasan inadvertidos, pero que son problemáticos 
desde un punto de vista teórico. Me refiero, en primer lugar, a la necesidad de que 
el sistema de nombramiento de jueces sea congruente con las funciones (atribui-
das) a las autoridades jurisdiccionales al interior de la democracia. En segundo, al 
equívoco de reducir legitimidad democrática de las magistraturas a los sistemas de 
nombramiento. Tercero, la falsa identificación de la legitimidad democrática de la 
judicatura con la elección popular de jueces. Y, cuarto, y último, el supuesto carác-
ter representativo del poder jurisdiccional. Desde mi perspectiva, prestar atención a 
estos aspectos podría ser útil, no sólo para evitar confusiones sino, sobre todo, para 
afinar los anteojos con los que observamos y pensamos en alternativas de reforma 
para mejorar la legitimidad democrática del poder judicial.

Las funciones de las autoridades jurisdiccionales en democracia

Cuando nos referimos a la propuesta planteada por el presidente, nos referimos casi 
acríticamente al “Poder Judicial” cómo si se tratase un bloque, haciéndonos olvi-
dar que aquella expresión no hace referencia a un solo órgano o ente estatal, sino 
a un complejo y plural sistema de cargos jurisdiccionales. La propuesta de elegir 
por voto popular a los jueces comprometería a todo el sistema de justicia federal, 
y no únicamente a alguna de sus partes. Esto quiere decir que dicha reforma ven-
dría a sustituir, no uno sino, distintos sistemas de designación para diversas instan-
cias jurisdiccionales: el pleno de la Suprema Corte, las Salas del Tribunal Electoral, 
los Tribunales de Circuito y los Juzgados de Distrito de todo el territorio nacional, 
junto al Tribunal de Disciplina Judicial (instancia de naturaleza jurisdiccional que 
vendría a sustituir al Consejo de la Judicatura Federal). 

De tal forma que, sería más conveniente realizar una reflexión diferenciada para 
cada una de las jurisdicciones involucradas, tomando en consideración las distin-
tas funciones que desempeñan y los ámbitos competenciales que les corresponde, 
antes que pensar, en abstracto, en un único sistema de nombramientos que valga 
igualmente para todos, como si fuese un bloque homogéneo, con las mismas tareas 
y necesidades.



3

Pensemos en el caso de los tribunales constitucionales. Si bien, en principio, no 
hay un sistema de nombramientos para las altas cortes que sea el óptimo (o ideal). 
Los países en el mundo han adoptado distintos modelos de designación considera-
dos igualmente válidos. El método de acceso a tales cargos debe responder (o ser 
congruente) con las tareas que le son atribuidas a los máximos tribunales al interior de 
una democracia. Obviamente, todo dependerá del papel que le asignemos a las 
magistraturas, pero también de la concepción que tengamos de aquella forma de 
gobierno.  

Un sistema electivo como el que propone el presidente, por vía electoral, que obliga 
a las juezas y jueces a competir por sus puestos en la misma arena que los cargos de 
elección popular —orientado precisamente a recoger los humores del electorado— 
puede ser funcional para una democracia de tipo mayoritario como la que pro-
mueve el populismo2; una forma de gobierno en la que se espera que la autoridad 
judicial, antes que fungir como contrapeso a los demás poderes, sea deferente a las 
decisiones mayoritarias, en tanto que subordinada a la autoridad soberana del proceso 
democrático tramitado en sede legislativa (Gargarella, 2011, pp. 105-108). 

Sin embargo, el sistema electivo como fuente de legitimidad judicial parece total-
mente ajeno a un modelo de democracia constitucional –como el que hasta ahora 
ha configurado en México– según el cual la Suprema Corte, además de resolver los 
conflictos competenciales entre poderes, es la máxima autoridad para controlar que 
la actuación del gobierno y de los poderes representativos se apeguen a derecho, 
está dotada de amplias facultades para dotar de sentido a las leyes y ese erige como 
el último órgano garante de los derechos de las minorías (especialmente de las más 
vulnerables) contra los abusos e imposiciones del poder mayoritario (Salazar, 2006, 
pp. 91-94).

La legitimidad democrática del poder judicial

El debate público alrededor de la propuesta de reforma presidencial ha logrado re-
vivir una de las discusiones más controvertidas y examinadas en la teoría política 
y del derecho, relativa a la legitimidad democrática del poder judicial. De manera 
aproximativa, podríamos decir que, la legitimidad democrática de las personas juz-
gadoras se refiere a la aceptación (o respaldo) de la autoridad de los jueces y magis-
traturas para tomar decisiones en el ámbito judicial (Linares, 2008). 

Rediscutir sobre la legitimidad democrática las magistraturas y jueces invariable-
mente nos lleva a reflexionar sobre sus sistemas de nombramiento. Sin embargo, 
no está de más recordar que la legitimidad de las autoridades jurisdiccionales no se 
agota en la definición de las reglas de acceso a tales encargos. Además del origen de 
la titularidad de las ministraturas (y que la literatura ha denominado legitimidad de 
origen), la legitimidad democrática de los jueces y magistraturas depende de su com-
promiso con la constitución y las leyes vigentes en el ejercicio de las funciones que 
le han sido asignadas por tales normas.

2   Sobre el significado de populismo, me permito referir a Salmorán, 2021.  
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Podríamos decir, entonces, que una judicatura es legítima al interior de una demo-
cracia cuando sus nombramientos son resultado de un procedimiento establecido 
por ley, incluyente, transparente y sujeto a un amplio escrutinio público, según las 
reglas que definen quién(es) intervienen y cómo se designa a las personas juzgadoras. Y 
siempre que las funciones que justifican la existencia misma de los órganos jurisdic-
cionales sean ejercidas con independencia e imparcialidad por sujetos capacitados 
y competentes.

Desde esta perspectiva, el sistema electivo resulta igualmente problemático, en tan-
to que vincular la labor jurisdiccional al voto ciudadano, socavaría la confianza en 
la imparcialidad de las personas juzgadoras, porque, antes que resolver sus asuntos 
con base en la aplicación estricta de la ley, quedarían sujetas a las preferencias y 
opiniones del electorado.

La legitimidad democrática de la judicatura 
y elecciones populares

En las discusiones a favor de la reforma, parece permear una identificación de la le-
gitimidad democrática de la judicatura con la elección por voto popular. Hoy en día 
es común asociar la democracia a elecciones, no obstante, teóricamente no existe 
una relación inexorable (intrínseca) entre elecciones y la democracia. Por un lado, 
porque puede haber democracias “no electivas”, como las fórmulas políticas de la 
antigüedad que se destacan por su carácter directo. Por otro, el sistema electivo no 
es exclusivo de esta forma de gobierno, es compatible con otras formas políticas 
(Bobbio, 2003, pp. 403-404). Pensemos en los casos de una monarquía o aristo-
cracia electiva, pero también en el de una dictadura que permita la realización de 
elecciones, pero sin garantizar la libertad y equidad de los comicios, como suce-
de actualmente en Venezuela. Si bien las elecciones son un rasgo distintivo de las 
democracias contemporáneas, el simple hecho de acceder a un encargo mediante 
elecciones no convierte ipso facto a este cargo en democrático. Este no es el espacio 
para desarrollar este punto, no obstante, es imperioso recordar que la democracia 
no se resuelve en las elecciones, es antes que nada una forma de gobierno compleja 
y exigente, la cual, presupone, forzosamente, la división de poderes y la indepen-
dencia judicial. A menos que estemos dispuestos a identificar (o, peor aún, a reducir) 
la democracia con la imposición numérica de la mayoría –como algunos han suge-
rido– en nombre de no sé cuál teoría crítica del derecho y de la política.

El supuesto carácter representativo del poder jurisdiccional

Por último, el intento de equiparar a las personas juzgadoras con la de otros car-
gos electivos, como las diputaciones o senadurías, es simplemente un despropósito: 
¿cuáles podrían ser las promesas y ofertas políticas de los y las candidatas a un car-
go jurisdiccional? 

El que las personas que integran las asambleas legislativas sean elegidas mediante 
el voto ciudadano tiene sentido por el carácter representativo de tales órganos. En 
un Estado constitucional y democrático –como el que configura al ordenamiento 
jurídico mexicano– se espera que los representantes populares tomen las decisiones 
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colectivas a nombre de la ciudadanía y reflejen las distintas orientaciones políti-
cas y posiciones ideológicas relevantes en una comunidad política. En este sentido, 
la representación de “las diferentes tendencias políticas, culturales e ideológicas 
presentes en la sociedad mexicana” no es —como señala la propuesta de iniciati-
va presidencial— una función que corresponda a las personas juzgadoras, sino al 
Congreso de la Unión, a nivel federal, y a las asambleas legislativas locales, en las 
entidades federativas.

La vía para asegurar que las juezas y jueces “sean responsables de las decisiones 
que adopten” no pasa por elegir tales cargos mediante el voto popular. La legitimi-
dad que toca a las personas juzgadoras depende, como se ha señalado, de la peri-
cia técnica y conocimiento del marco normativo, de la calidad de los argumentos 
y la solidez de sus sentencias, no de contar con el voto mayoritario de una parte de 
la población.
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Elección de jueces y 
magistrados por voto popular1

 L u i s  C a r b a l l o  B a l v a n e r a
 

El título de la Mesa Cuatro, de estos Foros Universitarios sobre la Reforma Constitu-
cional en Materia de Justicia, pone en relieve uno de los apartados más sobresalientes 
de la iniciativa presidencial que es el objeto de su estudio y hoy día, materia de dis-
cusión nacional.

En esta fecha ya se han examinado, en las tres mesas precedentes, los procedimientos 
de selección de candidatos para la elección popular de Ministros, de integrantes del 
órgano de administración judicial y de magistrados del tribunal de disciplina judicial, 
así como de la nueva integración de los cuerpos colegiados respectivos, por lo que 
ahora, en esta Mesa y con el citado epígrafe, se tienen que abordar las cuestiones re-
lacionadas con los mecanismos de elección de magistrados y jueces, que son las cate-
gorías restantes en la composición constitucional del Poder Judicial de la Federación.

La relevancia del tema responde precisamente a que mediante esa denominación, se 
representa la parte medular de lo que conocemos como la judicatura federal.

A partir de aquí, procederemos a su revisión, considerando la respuesta a las siguien-
tes preguntas:

¿Qué es hoy en día en México la judicatura?

La judicatura, en su esencia constitucional, significa el conjunto de juzgadores que 
garantizan en nuestro país la eficacia del Estado de Derecho, al mismo tiempo que 
realiza, por su intermedio, una función consustancial al Derecho, un servicio a la co-
munidad y una composición de cuerpo colegiado profesional.

Este concepto, en el plano constitucional, tiene una relevancia superior al aspecto 
puramente formal del ejercicio de un poder del Estado, que es lo que se preconiza 
como motivo fundamental para lograr la reforma que nos ocupa, dado que, en la me-
dida del perfeccionamiento histórico de nuestro Estado de Derecho, aquella noción, 
asume un sentido más instrumental que sustantivo, y deja abierto el paso a las otras 
connotaciones apuntadas, para el avance a profundidad de los contenidos normativos 
que deben presidir la solución pacífica de las controversias, a fin de que en el momen-
to en que ésta se produce, prevalezca el imperio del Derecho y el logro de la Justicia.

1   Participación del autor en la sesión matutina del miércoles 31 de julio de 2024 en el Centro de Estudios Municipales 
y Metropolitanos de la Facultad de Estudios Superiores Acatlán.
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En ese contexto conceptual, la judicatura tiene hoy día un mayor significado como 
la función normativa consustancial de juzgar, resolviendo el conflicto conforme al 
Derecho y ejecutando lo sentenciado, dando a cada quien lo que le corresponde; al 
mismo tiempo que con ello se sirve a la comunidad, proporcionándole una tarea del 
mayor contenido económico, social y cultural, quien además la recibe de un cuerpo 
colegiado de carrera que agrupa a los impartidores de justicia y de quienes aquella 
recibe seguridad jurídica, certeza económica y paz social.

¿Además de las materias de amparo y electoral, cuáles otras disciplinas compren-
den actualmente su competencia en la jurisdicción ordinaria?

Los magistrados y jueces federales, como se recordará, son competentes para cono-
cer y resolver controversias en las materias:

penal en delitos del orden federal; 
civil, en asuntos sobre el cumplimiento o aplicación de leyes federales; mercan-
til, en todos sus aspectos; 
revisión fiscal y administrativa federal; 
marítima; 
diplomática y consular; y recientemente, además,
asuntos de competencia de los tribunales federales laborales.

En tanto que, en la materia administrativa federal, las normas generales, actos u 
omisiones de la Comisión Federal de Competencia Económica y del Instituto Fe-
deral de Telecomunicaciones, son también de su competencia a través del juicio de 
amparo indirecto.

¿Cómo se configura la judicatura federal, hoy en día?

La más reciente reforma constitucional, la publicada el 11 de marzo de 2021, inicia-
da también por nuestro presidente actual, modificó el artículo 94, primer párrafo, 
Constitucional, estableciendo que el ejercicio del Poder Judicial de la Federación, 
se deposita en:

una Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
un Tribunal Electoral, 
en Plenos Regionales, 
en Tribunales Colegiados de Circuito, 
en Tribunales Colegiados de Apelación y 
en Juzgados de Distrito.

Previamente, mediante reforma constitucional publicada el 24 de febrero de 2017, 
se dispuso que las controversias en materia laboral serían resueltas por los tribunales 
laborales del Poder Judicial de la Federación o por los de las entidades federativas, 
suprimiéndose con ello a las juntas federales y locales de conciliación y arbitraje.

La vigente Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, regula también a los 
llamados Centros de Justicia Penal, integrados por los jueces de control, tribunales 
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de enjuiciamiento y de alzada, de conformidad con el sistema de justicia penal oral 
y acusatorio.

Inclusive dentro de la nueva Ley de Carrera Judicial del Poder Judicial de la Fede-
ración, también se incluye ahora el Centro Nacional de Justicia Especializado en 
Control de Técnicas de Investigación, Arraigo e Intervención de Comunicaciones, 
en atención de la normativa que rige al mencionado proceso penal acusatorio.

¿Y qué historia tiene la judicatura?

La judicatura federal, en este año está cumpliendo 200 años de historia, toda vez 
que su configuración constitucional ya se incluía en la Constitución de 4 de octubre 
de 1824.

¿Y cuál es el número de integrantes actuales de la Judicatura?

El Censo Nacional de Impartición de Justicia Federal, elaborado por el INEGI en el 
2023, con su actualización al mes de marzo pasado, nos señala los datos de órganos 
jurisdiccionales e integrantes, como sigue:

Tribunal Electoral:

Sala Superior				   7   magistrados
5 Salas regionales 			   15 magistrados
1 Sala Especializada			   3   magistrados

Subtotal					     25 magistrados

Circuitos Judiciales:

270 Tribunales Colegiados 
	 de Circuito (TCC)			   810 magistrados
39   Tribunales Colegiados
	 de Apelación				    117 magistrados

25   Tribunales Unitarios de 
	 Circuito (TUC), se 				    25 magistrados
	 entiende en proceso
	 de conversión 

Subtotal:							       952 magistrados

449  Juzgados de Distrito					     449 jueces
41   Centros de Justicia Penal
	 Federal (CJPF)					     165 jueces
Centro Nacional de Justicia 
Especializado (CNJE)				        8 jueces
93   Tribunales Laborales Federales			  125 jueces
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Subtotal:							       737 jueces 

Totales:	 977 magistrados y 737 jueces que suman 1714
		  integrantes de la judicatura federal.

¿Cuáles son los problemas que enfrenta?

En la propia iniciativa del Decreto de Reformas publicado el 11 de marzo de 2021, 
ya se apuntaba como necesidad institucional, 

el “reforzamiento de las facultades institucionales de combate a la corrupción y al 
nepotismo”;
la consolidación de una verdadera carrera judicial para todas las categorías a las que 
se acceda por concurso de oposición;
el establecimiento de políticas que orienten las determinaciones institucionales en ma-
teria de adscripciones, readscripciones, reincorporaciones y ratificación de juzgadores;
limitar la discrecionalidad de los nombramientos otorgados por jueces y magistrados 
para garantizar que solo se otorguen a los vencedores en los concursos;
la capacitación y profesionalización del personal otorgándole a la Escuela Judicial un 
rol central en los concursos de oposición.

Además, a la opinión pública trascienden otras deficiencias, entre ellas varios casos 
de abuso laboral, así como la duración de los procesos y el tiempo en la resolución 
de los asuntos de su competencia.

¿Por qué motivos cambiar?

Llama mucho la atención, que el presidente promueva una nueva iniciativa en la 
que se contienen propuestas de reforma que en su conjunto contradicen, y algunas 
de ellas, hacen retroceder, las que postuló hace solo 3 años atrás, como es en este 
último caso, la ratificación primero y ahora la eliminación, del derecho de los juz-
gadores federales a la inamovilidad.

La nueva iniciativa de reforma, ahora sostiene que es necesario incorporar sal-
vaguardas y mecanismos democráticos que permitan a la ciudadanía participar 
activamente en los procesos de elección de ministros, magistrados y jueces, de ma-
gistrados del tribunal electoral y de un nuevo tribunal encargado de la disciplina 
judicial.

Ello, nos dice la iniciativa, “con el propósito de que sus integrantes sean responsa-
bles de las decisiones que adopten frente a la sociedad y que representen adecuada-
mente las diferentes tendencias políticas, culturales e ideológicas que conforman la 
nación para contar con un poder del Estado que constituya un pluralismo jurídico 
abierto, transparente, participativo, gratuito y con auténtica vocación de servicio.”

Al respecto, ya hemos advertido líneas arriba, que el concepto constitucional de la 
judicatura, en los tiempos que corren, tiene más un sentido instrumental y ejecutivo 
de lo resuelto en la sentencia, que sustancial, en tanto que, en la medida que se per-
fecciona nuestro Estado de Derecho, adquiere mayor relieve el examen a profundi-
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dad de los contenidos normativos esenciales, de los cuales deriva la argumentación 
que proporciona la solución más eficaz y sólida de las controversias.

Vale entonces preguntarnos ¿si los cambios propuestos resultan 
adecuados y pertinentes para sustentar esa función sustancial?

En consecuencia a lo antes dicho, más allá de las enormes complejidades, eleva-
dos costos económicos y graves dificultades de los procedimientos para la elección 
directa popular del crecido número de integrantes de la judicatura federal, se evi-
dencia que son preferibles los mecanismos objetivos de selección de los mejores 
aspirantes a ser impartidores de justicia, dado que otorgan igual legitimidad demo-
crática, al derivar su designación, de cuerpos colegiados integrados por represen-
tantes populares, y porque son resultado de la valoración y apreciación objetiva en 
concursos de conocimientos y desempeños, en los que se examina a profundidad el 
cumplimiento de requisitos legales y la idoneidad del candidato con el perfil de juz-
gador federal, que ya hemos insistido reside en ser el garante del Estado de Derecho 
en una sociedad democrática como la nuestra.

Habiendo precisado lo anterior, respecto de los motivos expresos de la medida más 
importante que genera la reforma judicial que nos ocupa, pasaremos ahora al exa-
men de otras cuestiones que de ella derivan.

¿Cómo se asegura el eficiente desempeño del juzgador?

Ya hemos dejado asentado que la judicatura forma un cuerpo profesional, -requeri-
do así por la necesidad de que el servicio que brinda a la comunidad se proporcione 
en las materias, en las instancias y en los lugares que así más se requieran, aten-
diendo a lo amplio de nuestro territorio nacional-, motivo por el cual, uno de los 
ángulos de análisis de las diferentes medidas que se incluyen en la reforma, resulta 
para mi indispensable, el relativo a la preservación de las garantías de estabilidad e 
independencia que se le deben otorgar a los juzgadores federales.

En todo lo relativo a la incorporación, formación, promoción, permanencia y retiro 
de los magistrados y jueces, las disposiciones vigentes han reforzado su desarrollo 
dentro de los ámbitos de la carrera judicial, mediante los instrumentos objetivos de 
los resultados en los concursos de oposición.

Asimismo, se han considerado los aspectos relativos a su nombramiento, adscrip-
ción y ratificación, atendiendo al principio contenido en el vigente artículo 97 
Constitucional, que establece que esos actos fundamentales en el desempeño de la 
judicatura, atiendan a lo previsto legalmente y que si al término del periodo de 6 
años de su designación, fuesen ratificados, lograrán la inamovilidad en el encargo, 
ya que en esas condiciones, solo podrán ser privados de sus puestos en los casos y 
conforme a los procedimientos que establezca la ley.

Precisado lo anterior, nos interesa examinar los cambios que se proponen en la 
iniciativa a las garantías de estabilidad e independencia que las normas constitu-
cionales deben otorgarles, que vienen siendo reconocidas por los convenios inter-
nacionales que nuestro país ha suscrito.
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Al respecto, nos parece oportuno referirnos a uno de los numerosos instrumentos 
internacionales que obligan a nuestro país en el establecimiento de esas garantías, 
al denominado “Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatu-
ra”, que fueron adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán en sep-
tiembre de 1985 y que fueron confirmados con proyección jurídica general por la 
Asamblea General del referido organismo, en sus resoluciones 40/32 de 29 de no-
viembre de 1985 y 40/146 de 13 de diciembre de 1985.

Entre dichos principios, es conveniente destacar en esta ocasión, los contenidos 
bajo el rubro de “Condiciones de Servicio e Inamovilidad”, expresados en los si-
guientes numerales, los cuales constituyen compromisos vinculantes para el legisla-
dor mexicano, en esta singular materia, al haber nuestro país votado a favor de las 
citadas resoluciones:

11. La ley garantizará la permanencia en el cargo de los jueces por los periodos es-
tablecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración, pensiones 
y condiciones de servicio y de jubilación adecuadas.

12. Se garantizará la inamovilidad de los jueces, tanto los nombrados mediante de-
cisión administrativa como de los elegidos, hasta que cumplan la edad para la ju-
bilación forzosa o expire el periodo para el que hayan sido nombrados o elegidos, 
cuando existan normas al respecto.

13. El sistema de ascensos de los jueces, cuando exista, se basará en factores objeti-
vos, especialmente la capacidad profesional, la integridad y la experiencia.

14. La asignación de casos a los jueces dentro del tribunal de que formen parte es 
asunto interno de la administración judicial.

¿En esa perspectiva, cuáles son las medidas más cuestionables de la reforma 
propuesta?

Me parece que lo son, las siguientes:

1. En el procedimiento de elección para magistrados y jueces, el que se realice por 
circuito judicial, fijándole de antemano a quien resulte electo el espacio en que ejer-
cerá jurisdicción, lo cual impide, indebidamente, una adecuada regulación interna 
de la judicatura y abre la puerta a distorsiones inapropiadas del ejercicio judicial, 
atendiendo a las circunstancias actuales de seguridad en el país.

2. La norma que sólo recomienda y no obliga a que las postulaciones de aspirantes 
a magistrados y jueces, recaigan en personas que hayan servido con eficiencia, ca-
pacidad y probidad en la impartición de justicia, o bien, que se hayan distinguido 
por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de 
la actividad jurídica; así como la eliminación de esta misma regla en la postulación 
de aspirantes a ministros.
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3. La regla que suprime la inamovilidad de magistrados y jueces, sustituyéndola por 
la que amplía a 9 años el nombramiento y permite la reelección para un nuevo pe-
riodo, cuando que se debe establecer, sin reticencias que, de ser reelecto, adquirirá 
la inamovilidad.

4. La norma que remite a la ley, la forma y duración de las campañas, cuando para 
seguridad de los aspirantes y de todo el proceso, éstas debieran limitarse a los me-
canismos de uso de los tiempos oficiales en los medios de telecomunicación y a los 
foros de debate organizados por el INEC.

5. La disposición que prohíbe que los magistrados y jueces electos, sean readscritos 
fuera del circuito judicial en que hubieran sido electos, cuando que, como hemos 
visto, la normativa internacional de garantías del juzgador señala que los mecanis-
mos de adscripción y asignación de asuntos a resolver, es un asunto interno de la 
administración judicial.

6. La omisión en señalar la preferencia de las candidaturas de magistrados y jueces, 
a aquellos aspirantes que provengan del sistema de carrera judicial, dado que la 
manera más objetiva de promoción y ascenso de los impartidores de justicia radica 
en la formación de personal de carrera.

7. En ese mismo sentido, para el caso de ausencia definitiva de un magistrado o 
juez, la norma debiera establecer que el órgano de administración judicial somete-
rá al Senado una terna formada preferentemente por aspirantes que provengan del 
sistema de carrera judicial, de tal manera que la Cámara elija a quien cubrirá en 
interinato, la vacante respectiva.

8. La omisión de prever, entre los requisitos de elegibilidad, que el aspirante de-
muestre cumplir con la presentación de los instrumentos de prevención y de ren-
dición de cuentas que le resulten aplicables, como son las declaraciones, fiscal, 
patrimonial y de intereses.

9. Igualmente resulta cuestionable que, en los perfiles de la integración del Pleno del 
órgano de administración judicial, se incluyan a personas que cuenten con “cual-
quier título profesional relacionado con las actividades” de administración judicial, 
dado que ésta exige perfiles que comprendan cabalmente los procesos jurídicos de 
las funciones, el servicio y la composición profesional que representa la judicatura 

10. La más cuestionable de todas las medidas que incluye la reforma, indudable-
mente, la constituye lo ordenado por el Transitorio Segundo de la iniciativa, que de 
manera simplista y terminante, ordena que los ministros, magistrados y jueces que 
se encuentren en funciones a la entrada en vigor del Decreto de reformas constitu-
cionales, “concluirán su encargo en la fecha que tomen protesta las personas servi-
doras públicas que emanen de la elección extraordinaria que se celebre, conforme 
a las disposiciones transitorias aplicables del presente Decreto.”

11. Las reglas para la “elección extraordinaria para renovar los cargos de mando 
del Poder Judicial de la Federación”, excepción hecha de los magistrados de Sala 
Superior y de Salas regionales del Tribunal Electoral.
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Es claro a todas luces que estas dos últimas determinaciones merecen una crítica 
particular y de ser posible detallada.

De la primera resulta la decisión de ordenar que en una fecha cierta, identificada 
hacia el 1º de septiembre de 2025, -en la que atendiendo a las normas que propo-
ne, se efectúe la toma de protesta de los ministros, magistrados y jueces que resulten 
electos por voto popular, directo y secreto-, “concluyan su encargo” quienes se en-
cuentren en funciones a la entrada en vigor de la reforma; disposición que significa 
la desaparición total, en ese preciso momento, del tribunal constitucional y de toda 
la judicatura federal, hecha excepción de los integrantes del Tribunal electoral que 
harán lo propio un mes después, el 1º de octubre de 2025, a fin de que en ese tiem-
po se encarguen de resolver las impugnaciones, calificar el proceso de la elección 
extraordinaria y declarar sus resultados.

Y al mismo tiempo, en ese preciso momento, se producirá la incorporación de los 9 
integrantes del tribunal constitucional entrante y del acceso de los 1714 magistra-
dos y jueces componentes de la nueva judicatura federal, con la salvedad apuntada 
del mes adicional para juzgadores electorales.

Las enormes consecuencias jurídicas que producirá, lo dispuesto por el Transito-
rio Segundo que mencionamos, dan lugar a la reflexión de que en esos términos se 
puede provocar una grave conmoción en la atención de los asuntos cotidianos que 
tienen a su cargo los cuerpos jurisdiccionales mencionados, con afectación directa a 
todos los justiciables que en ese momento sean parte en una controversia, lesionan-
do sus derechos humanos a un proceso justo con las debidas garantías, entre otras, 
a las de independencia judicial, inmediación, continuidad y tutela judicial efectiva.

De suerte que resulta a todas luces indispensable la modificación del referido Tran-
sitorio, habiéndose ya manifestado muchas voces y opiniones en el sentido que debe 
asumir su reforma.

Atendiendo a la existencia de un amplio sector de personas afectadas por las me-
didas que conlleva la reforma, queremos concentrarnos en aquellos magistrados o 
jueces que, -habiendo sido beneficiados por las reglas de la inamovilidad judicial, 
aún vigentes, atento a lo dispuesto por el artículo 97, primer párrafo, Constitucio-
nal-, cuentan con ese derecho reconocido tanto por la Constitución como por los 
tratados internacionales celebrados por nuestro país, por lo que también por estos 
motivos, debiera modificarse el citado Transitorio a fin de hacer la salvedad corres-
pondiente a esos supuestos que resultan del mayor relieve, a la luz de la normativa 
de derechos humanos que el Estado Mexicano debe respetar.
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El punto de partida: ¿necesitamos una 
reforma al método de selección?

¿Necesitamos un cambio en el método para designar o elegir a las personas juzga-
doras? Creo que la respuesta, en definitiva, es que depende. El método que tenemos 
para seleccionar a ministras y ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(SCJN) no es el mismo que, por ejemplo, el que tenemos para seleccionar a magis-
traturas del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF).2 De la 
misma forma, son distintos los procedimientos de designación que, a nivel federal, 
actualmente cuenta el Consejo de la Judicatura Federal (CJF), en comparación con 
las muy diversas formas que, en el ámbito local, se emplea para nombrar a personas 
juzgadoras en los diferentes peldaños de la jerarquía judicial.3

Ninguno de estos métodos es perfecto y, por lo mismo, cada uno de ellos podría ser 
mejorado mediante reformas legales o incluso constitucionales. Pero estas posibles 
modificaciones deberían pasar por una diagnóstico particular, que evalúe las espe-
cificidades de cada uno de estos cargos. Para saber qué debe ser modificado, es in-
dispensable evaluar la función específica que desempeña cada uno de estos órganos, 
la forma en que actualmente se elige a sus integrantes y finalmente los problemas (y 
virtudes) de cada uno de estos diseños institucionales. Sólo así estaremos en condi-
ciones de mejorar, efectivamente, los muy variados métodos de designación con que 
contamos. Por lo mismo, habría que apostar por reformas puntuales antes que por 
supuestas soluciones uniformes, como la planteada en la iniciativa presentada por el 
presidente Andrés Manuel López Obrador el 5 de febrero de 2024, conocido colo-
quialmente como el “Plan C judicial”.

1   Artículo preparado a partir de la ponencia presentada en la mesa “Elección de jueces y magistrados por voto popu-
lar”, realizada el 31 de julio de 2024 en el marco de los foros Reforma Constitucional en Materia de Justicia, convocados 
por la UNAM. Agradezco a Mauricio Varas Silva por su labor como asistente de investigación. 

2   El siguiente trabajo comparo y contrasto, entre otros, el procedimiento de designación para las y los ministros de 
la SCJN y las magistraturas electorales del TEPJF: Martín Reyes, Javier, “Ni imparcialidad ni mérito. Designación 
de magistraturas del Tribunal Electoral”, en Concha Cantú, Hugo Alejandro, y Garza Onofre, Juan Jesús (coords.), 
Repensar el Tribunal Electoral. Propuestas para su reforma, México, TEPJF, 2022.

3   Véase, por mencionar dos ejemplos destacados, los siguientes trabajos: México Evalúa, Independencia y buen gobierno de 
los poderes judiciales. Volumen I. Análisis normativo del diseño y funciones de los consejos de la judicatura. México, México Evalúa, 
2021; México Evalúa, Independencia y buen gobierno de los poderes judiciales. Volumen II. La razón de ser de los consejos de la judi-
catura locales (Cuatro estudios de caso), México, México Evalúa, 2021.

No, la elección popular de la 
judicatura no es la solución

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/jreyes
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En este artículo, me concentro sólo en uno de los métodos de designación: el que 
actualmente establece el artículo 96 de la Constitución para nombrar a quienes 
integran la Suprema Corte.4 En las siguientes páginas, hago un breve repaso que 
enfatiza los muchísimos problemas que tiene el actual método de selección, para 
después contrastarlo con el esquema propuesto en el Plan C judicial. Lo que me in-
teresa demostrar, en una nuez, es que la elección popular de la judicatura no es la 
solución a los problemas que actualmente tiene el método de designación.

El statu quo: ¿cómo se nombra actualmente 
a quienes integran la Suprema Corte?

El artículo 96 de la Constitución actualmente establece, literalmente, lo siguiente:

Para nombrar a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, el Presidente de la Re-
pública someterá una terna a consideración del Senado, el cual, previa comparecen-
cia de las personas propuestas, designará al Ministro que deba cubrir la vacante. La 
designación se hará por el voto de las dos terceras partes de los miembros del Senado 
presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no resolviere 
dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de Ministro la persona que, dentro de dicha 
terna, designe el Presidente de la República.
En caso de que la Cámara de Senadores rechace la totalidad de la terna propuesta, el 
Presidente de la República someterá una nueva, en los términos del párrafo anterior. 
Si esta segunda terna fuera rechazada, ocupará el cargo la persona que dentro de di-
cha terna, designe el Presidente de la República.

Durante muchos años, buena parte de la literatura especializada hizo una lectura 
por demás generosa —por decirlo de alguna manera— de este artículo constitucio-
nal, que fue uno de los productos de la reforma judicial de 1994. Se decía, en pocas 
palabras, que se trataba de un método de designación que generaba un genuino 
equilibrio entre poderes y que, por si fuera poco, limitaba la intervención del titu-
lar del Ejecutivo Federal. En palabras de uno de uno de estos trabajos, publicado a 
más de diez: 

Si en algún momento de la historia política de México se supuso que el mecanismo de 
nombramiento de los ministros de la Suprema Corte […] daba una preeminencia in-
sana al presidente de la República, tal suposición debiera ser totalmente abandonada, 
pues […] la injerencia del Poder Ejecutivo en la integración de los órganos del Poder 
Judicial […] se ha reducido a su mínima expresión.5

Estas visiones no se corresponden ni con la norma constitucional ni con la práctica 
política. La realidad, por desgracia, es muy distinta. Como tuve la oportunidad de 
exponer, en una artículo que publiqué hace ya casi diez años,6 en el juego de las de-

4   Para elaborar los siguientes apartados, retomo lo que previamente desarrollé, con mayor nivel de detalle, en Mar-
tín Reyes, Javier, “La elección popular de los poderes judiciales en México: breve radiografía del ‘Plan C’”, en 
López Ayllón, Sergio; Orozco Henríquez, José de Jesús; Salazar Ugarte, Pedro, y Valadés, Diego (coords.), Análi-
sis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), 
México, IIJ-UNAM, 2024, pp. 319-332.

5   Báez Silva, Carlos, “Cambio político y Poder Judicial en México”, Espiral. Estudios sobre Estado y Sociedad, vol. 11, 
núm. 32, enero-abril de 2005, p. 61.

6   Martín Reyes, Javier, “En el juego de la designación de ministros, el presidente siempre gana”, Nexos, El Juego de 
la Suprema Corte, 7 de abril de 2015.
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signaciones, el titular del Ejecutivo (casi) siempre gana. Esto es así ya que el propio 
artículo 96 de la Constitución le da una enorme discrecionalidad para seleccionar 
a todas las personas que integrarán la terna, sino también —y sobre todo— porque 
tiene la oportunidad de realizar un nombramiento directo en dos hipótesis: i) si el 
Senado no se pronuncia dentro del plazo improrrogable de 30 días y ii) si el Senado 
rechaza una segunda terna. 

Como expuse en su momento, incluso si la presidencia de la República envía una 
primera terna con perfiles carentes de competencia técnica e imparcialidad polí-
tica, el Senado tiene pocos incentivos para rechazar la terna. Esto es así ya que 
“siempre existe la amenaza de que el Presidente envié una segunda terna con per-
files aún más afines y, más importante aún, que realice una designación directa en 
caso de que ésta sea también rechazada”.7 Se trata, para decirlo pronto, de un pro-
cedimiento que simula un equilibrio de poderes, pero que en los hechos le da un 
poder desmedido al titular del Ejecutivo federal.

Y se trata, además, de un procedimiento que ha generado resultados mixtos. A la 
Corte han llegado, sin duda alguna, juristas de enorme talla, que han desempeñado 
con dignidad y decoro el cargo de ministras y ministros de nuestro tribunal cons-
titucional. Al mismo, tiempo, el procedimiento ha permitido que desempeñen el 
cargo personas que no cuentan ni con el mérito ni con la imparcialidad necesarias. 
Y esto, por supuesto, no ha sido una cuestión de colores partidistas. Los casos de 
Eduardo Medina Mora, por un lado, y Lenia Batres Guadarrama, por el otro, nos 
recuerdan que la lógica de las cuotas y los cuates ha estado presente a lo largo de la 
historia de la democracia mexicana.

¿Necesitamos, por tanto, un cambio en el método de designación de las ministras 
y ministros de la Suprema Corte? Creo que la respuesta es clara: sin duda alguna 
necesitamos una reforma. En particular, resulta necesaria una reforma que permita 
garantizar que las personas que acceden al más importante cargo judicial del país 
cuenten con la competencia técnica y la imparcialidad política para desempeñar el 
cargo. No obstante, como mostraré en el siguiente apartado, el “Plan C judicial” 
apunta exactamente en la dirección opuesta.

La propuesta presidencial: ¿qué propone el Plan C judicial?

La iniciativa de reforma constitucional en materia judicial que presentó el presi-
dente López Obrador contiene una enorme cantidad de cambios a los poderes ju-
diciales. La iniciativa pretende, de entrada, que prácticamente todas las personas 
juzgadoras del país —personas ministras de la SCJN, magistradas de circuito, jue-
zas de distrito, magistradas del TEPJF, así como magistradas y juezas de los poderes 
judiciales locales— sean electas por el voto popular, conforme al esquema que más 
adelante explicaré.

Pero la iniciativa pretende ir más allá de un cambio radical en el método de desig-
nación. Como en su momento apunté,8 la propuesta presidencial pretende limitar 

7   Idem.
8   Martín Reyes, Javier, “La elección popular de los poderes judiciales en México: breve radiografía del ‘Plan C’”, en 
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una de las principales garantías de la independencia judicial, al disminuir el perio-
do de nombramiento de las y los ministros, que quedarían en su cargo solo doce 
y no quince años, como sucede actualmente. Asimismo, busca realizar una cirugía 
mayor al funcionamiento interno de la Corte, al desaparecer las salas y reducir el 
tamaño del Pleno a nueve integrantes (y no once), lo cual tendría una incidencia 
por demás negativa en los tiempos de resolución. Por si fuera poco, la iniciativa 
pretende mermar lo poderes y facultades de la Corte, al establecer una prohibición 
expresa para que las suspensiones y sentencias dictadas en amparo tengan efectos 
generales, así como otra prohibición consistente en que las suspensiones dictadas en 
controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad no podrán tener 
efectos generales. Finalmente, la iniciativa presidencial plantea borrar del mapa 
constitucional al CJF y sustituirlo por dos órganos nuevos: un “órgano de adminis-
tración judicial” y un “Tribunal de Disciplina Judicial”, dotado de enormes facul-
tades —y muy escasos controles—.

En este artículo, por cuestiones de espacio, me concentro en cambio propuesto para 
elegir a las y los ministros de la Suprema Corte. En particular, la iniciativa presi-
dencial propone una nueva redacción para el artículo 96 de la Constitución, que 
conviene citar in extenso:

Las y los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las Magistradas y los 
Magistrados de Circuito, las Juezas y los Jueces de Distrito y las Magistradas y Magis-
trados del Tribunal de Disciplina Judicial serán elegidos de manera directa y secreta 
por la ciudadanía el primer domingo de junio en las elecciones ordinarias del año que 
corresponda, conforme a las bases siguientes:
I. Para el caso de Ministras y Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
la elección se realizará a nivel nacional observando el siguiente procedimiento:
a) El Senado de la República emitirá la convocatoria para la integración del listado 
de candidaturas el día que se instale el primer periodo de sesiones ordinarias del año 
anterior al de la elección que corresponda, el cual contendrá las etapas completas del 
procedimiento, sus fechas y plazos improrrogables;
b) El Poder Ejecutivo postulará de manera paritaria por conducto de la persona titular 
de la Presidencia de la República hasta diez personas aspirantes; el Poder Legislativo 
postulará hasta cinco personas por cada Cámara mediante votación calificada de dos 
tercios de sus integrantes presentes, y el Poder Judicial de la Federación, por conducto 
del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, postulará hasta diez personas 
por mayoría de seis votos;
c) El Senado de la República recibirá las postulaciones, verificará que las candidaturas 
propuestas cumplan los requisitos de elegibilidad establecidos en esta Constitución y 
en las leyes, y remitirá el listado al Instituto Nacional de Elecciones y Consultas antes 
de que concluya el año anterior al de la elección que corresponda, a efectos de que or-
ganice el proceso electivo. Los Poderes de la Unión que no remitan sus postulaciones 
al término del plazo previsto en la convocatoria respectiva no podrán hacerlo poste-
riormente, y
d) El Instituto Nacional de Elecciones y Consultas efectuará los cómputos de la elec-
ción y los comunicará al Senado de la República, que de inmediato realizará y publica-
rá la suma, y enviará los resultados a la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

López Ayllón, Sergio; Orozco Henríquez, José de Jesús; Salazar Ugarte, Pedro, y Valadés, Diego (coords.), Análi-
sis técnico de las 20 iniciativas de reformas constitucionales y legales presentadas por el presidente de la República (febrero 5, 2024), 
México, IIJ-UNAM, 2024, pp. 319-332.
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Judicial de la Federación, la cual resolverá las impugnaciones, calificará el proceso y 
declarará sus resultados antes de que el Senado de la República instale el primer perio-
do ordinario de sesiones del año de la elección que corresponda, fecha en que las per-
sonas aspirantes electas tomarán protesta de su encargo ante dicho órgano legislativo. 
II. Para el caso de Magistradas y Magistrados de Circuito, así como Juezas y Jueces de 
Distrito, la elección se realizará por circuito judicial bajo las modalidades que señale la 
legislación electoral y conforme al procedimiento establecido en la fracción anterior. 
Cada uno de los Poderes de la Unión postulará hasta dos personas de manera pari-
taria para cada cargo: el Poder Ejecutivo lo hará por conducto de su titular; el Poder 
Legislativo postulará una persona por cada Cámara mediante votación de dos terceras 
partes de sus integrantes presentes, y el Poder Judicial de la Federación, por conduc-
to del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con mayoría de seis votos.
Para la emisión de la convocatoria, el órgano de administración judicial remitirá al Se-
nado de la República un listado que señale el número de vacantes a cubrir, la materia 
y el circuito judicial respectivo.
Las Magistradas y Magistrados de Circuito, así como las Juezas y Jueces de Distrito, 
durarán en su encargo nueve años y podrán participar para ser reelectos cada vez que 
concluya su periodo.
Los Poderes de la Unión procurarán que sus postulaciones recaigan en personas hayan 
servido con eficiencia, capacidad y probidad en la procuración o impartición de justi-
cia, o bien, que se hayan distinguido por su honorabilidad, competencia y anteceden-
tes profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica.
Durante el lapso legal de campaña, las personas candidatas a Ministra o Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, Magistrada o Magistrado de la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación y Magistrada o Magistrado 
del Tribunal de Disciplina Judicial, tendrán derecho de acceso a radio y televisión de 
manera igualitaria, conforme a la distribución del tiempo que determine el Instituto 
Nacional de Elecciones y Consultas. Podrán, además, participar en foros de debate 
organizados por el propio Instituto dentro de los tiempos oficiales o en aquéllos brin-
dados gratuitamente por algún medio de comunicación bajo el principio de equidad.
Para todos los cargos de elección dentro del Poder Judicial de la Federación estará pro-
hibido el financiamiento público o privado de sus campañas, así como la contratación 
por sí o por interpósita persona de espacios en radio y televisión para promocionar 
candidatas y candidatos. Los partidos políticos no podrán realizar actos de proselitis-
mo a favor o en contra de candidatura alguna.
La ley establecerá la forma y duración de las campañas para los cargos de mando del 
Poder Judicial de la Federación. En ningún caso habrá etapa de precampaña”.

Casi tan importante como la propuesta para la nueva redacción del artículo 96 
constitucional es el régimen transitorio de la iniciativa presidencial. En particular, 
el artículo segundo transitorio establece una auténtica purga de toda la judicatura 
federal, lo cual incluye, por supuesto, a quienes actualmente desempeñan el cargo 
de ministras y ministros de la Suprema Corte. Este artículo transitorio establece, 
textualmente, lo siguiente:

Las Ministras y Ministros [sic] la Suprema Corte de Justicia de la Nación, las Magis-
tradas y Magistrados de Circuito, las Juezas y Jueces de Distrito, las Magistradas y 
Magistrados de la Sala Superior y salas regionales del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación y las Consejeras y Consejeros de la Judicatura Federal que 
se encuentren en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto, concluirán su 
encargo en la fecha que tomen protesta las personas servidoras públicas que emanen 
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de la elección extraordinaria que se celebre, conforme a las disposiciones transitorias 
aplicables del presente Decreto.
El Senado de la República, por única ocasión, tendrá un plazo de treinta días naturales 
posteriores a la entrada en vigor del presente Decreto para emitir la convocatoria para 
integrar el listado de las personas aspirantes que participen en la elección extraordi-
naria para renovar los cargos de mando del Poder Judicial de la Federación señalados 
en el párrafo anterior. Los Poderes de la Unión postularán al número de personas as-
pirantes a los que tengan derecho, en los términos previstos en los artículos 96, 99 y 
100 de este Decreto, y verificará que las postulaciones cumplan los requisitos de elegi-
bilidad aplicables a cada cargo. Una vez que el Pleno del Senado apruebe el dictamen 
de elegibilidad correspondiente por mayoría simple de votos de sus integrantes presen-
tes, remitirá los listados respectivos al organismo público electoral a que se refiere el 
Apartado A de la fracción V del párrafo tercero del artículo 41 constitucional, el cual 
deberá organizar, convocar y realizar el proceso electivo extraordinario en un plazo no 
mayor a un año contado a partir de la fecha de entrada en vigor del presente Decreto.
Una vez concluida la jornada electoral, el organismo público electoral efectuará los 
cómputos de la elección y los comunicará al Senado de la República, que de inmediato 
realizará y publicará la suma, y enviará los resultados a la Sala Superior del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, la cual resolverá las impugnaciones, ca-
lificará el proceso y declarará sus resultados. Las personas servidoras públicas electas 
tomarán protesta de su encargo ante el Senado de la República. 

Los inconvenientes: ¿qué problemas tiene el Plan C judicial?

Este espacio es insuficiente para analizar los muchísimos problemas que tiene la 
iniciativa de reforma judicial que presentó el presidente López Obrador. Por cues-
tiones de espacio, me limito a señalar algunas de las principales.

1. El Plan C judicial propone un esquema cerrado y controlado políticamente para la postulación 
de las candidaturas. Una de las piezas clave del control político que contempla la ini-
ciativa presidencial se da desde la postulación misma de las candidaturas. No cual-
quier persona que cumpla con los requisitos podrá ser registrada como candidata 
a la Suprema Corte. Sólo quienes cuenten con el respaldo del titular del Ejecutivo 
Federal (quien podrá postular hasta diez candidaturas), del Senado de la República 
(que postulará hasta cinco), de la Cámara de Diputados (que postulará hasta otras 
cinco más) o de la propia Suprema Corte (que podrá proponer a las últimas diez) 
podrá competir en las elecciones. La mayoría de las candidaturas para el máximo 
cargo judicial del país será determinada por órganos político-electorales —algo por 
demás paradójico en una iniciativa que supuestamente pretende “democratizar” al 
poder judicial—.

2. El Plan C judicial establece un férreo control político durante prácticamente todas las etapas 
del proceso de designación. No es ninguna casualidad que la iniciativa da un papel pre-
ponderante al Senado, que se convertiría en una auténtica autoridad electoral. Este 
órgano político no sólo estaría encargado de emitir la convocatoria, sino que se 
pretende que sea el encargado de calificar los requisitos de elegibilidad de las can-
didaturas, así como de hacer la “suma” de los cómputos de las elecciones. Dicho de 
otra manera, el Senado tendría el poder de determinar, en última instancia, quiénes 
serán las candidaturas y quiénes los ganadores de las elecciones. Se trata, en este 
sentido, de un retroceso de proporciones verdaderamente históricas, en la medida 



7

en que funciones clave de un proceso electoral serían encargadas a un órgano polí-
tico y partidista como lo es el Senado.

3. El Plan C judicial propone una purga de la judicatura de proporciones históricas. Conforme 
al régimen transitorio, se deberá organizar, convocar y realizar una elección ex-
traordinaria para elegir, entre otros, a las y los nuevos integrantes de la Suprema 
Corte. Y, a partir de ese momento, cesarán en sus funciones prácticamente todos los 
integrantes de la judicatura federal: ministras y ministros de la Corte, magistradas 
y magistrados de circuito, juezas y jueces de distrito, magistradas y magistrados del 
Tribunal Electoral, así como las y los consejeros de la judicatura federal. Se trata-
ría, en ese sentido, de una auténtica purga, de proporciones nunca antes vistas en 
la historia de la democracia mexicana, y que generaría una clara afectación de uno 
de los pilares de la independencia judicial: la inamovilidad de quienes desempeñan 
cargos judiciales.

Para concluir: ¿la elección popular de la judicatura es la solución?

México necesita, urgentemente, una reforma al método con el que se elige a quie-
nes integran la Suprema Corte de Justicia. Específicamente, necesitamos reempla-
zar un sistema que rompe el equilibrio de poderes, que da un poder desmedido a la 
presidencia de la República y que no garantiza necesariamente ni la imparcialidad 
ni el mérito de quienes acceden a los máximos cargos judiciales del país. Una even-
tual reforma debería, por tanto, establecer un nuevo mecanismo, que nos permita 
contar con juezas y jueces constitucionales que se distingan por su competencia téc-
nica y por su independencia de los poderes de todo tipo, especialmente el político.

Desafortunadamente, la iniciativa presentada por el presidente López Obrador 
apunta en una dirección opuesta. Se trata, como se ha podido ver, de una iniciativa 
que pretende purgar, capturar y debilitar a la judicatura, comenzando con la Su-
prema Corte de Justicia. Se trata, en ese sentido, de una iniciativa que no solo no 
resolvería los problemas que tiene el actual método de selección, sino que los agra-
varía. Se trata de una iniciativa que pretende sustituir la amenaza del dedazo pre-
sidencial por la certeza de la captura partidista. Por eso, creo que conviene decirlo 
fuerte y claro: la elección popular de la judicatura no es la solución.
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Prefacio: “A mi presentación debo agregar que soy un Hereje profesional y por tan-
to vengo a pronunciar un conjunto de herejías contra la tradición judicial mexicana 
forjada en el siglo XX y perfeccionada por el neoliberalismo en lo que va del XXI, es 
necesaria la instauración de un nuevo paradigma”.

1) La reforma judicial impulsada por la cuarta transformación funda un cambio de 
paradigma en la integración de los órganos del Poder Judicial.

2) El paradigma actualmente dominante se sustenta en dos principios: mérito y 
eficacia. 

3) Lo que busca es obtener la mayor eficiencia (merito más eficacia) sin importar en 
grado alguno la representatividad democrática que tiene connotaciones políticas. 

4) Como afirma Wendy   Brown, el objetivo neoliberal es apartar a la Política de las 
instituciones a fin de beneficiar la utilidad económica. Por ello se repite el argumento 
falso de que el Poder Judicial es inmune a la Política.

5) El mérito de la reforma constitucional judicial de AMLO camina en sentido con-
trario, sin renunciar a la eficiencia, que deben tener las instituciones, pone por de-
lante a la génesis de todo poder público, entendido el Poder Judicial como un poder 
público, a la ciudadanía, al pueblo, fundando el argumento en los artículos 39, 40 y 
41 constitucionales. 

6) Que la ciudadanía elija, mediante voto universal y directo, a jueces, magistrados y 
ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante un sistema de listas 
calificadas en razón de los atributos profesionales de los candidatos, implica dotar de 
la debida representatividad política al Poder Judicial, como hoy la tienen los poderes 
legislativo y judicial.

7) Cuatro herejías finales:

a) La ley no es neutral, la ley es producto de las relaciones de poder .

b) La imparcialidad judicial es antisocial y antihumana porque ignora las desigual-
dades materiales de las personas.

Eficientísimo neoliberal vs. 
Republicanismo democrático

R u b é n  I s l a s 
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c) Los jueces deben servir al interés general y público antes que al privado.

d) La impartición de justicia debe ser gratuita para los pobres, los ricos deben 
pagar las costas judiciales al Estado. Los contribuyentes no tenemos por qué 
subsidiar los litigios de los poderosos.

8) Lo que le falta a la reforma: Instituir en México el Jurado Popular. 
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Juzgar es, por lo demás, la obra más difícil del espíritu humano, enredado 
en las debilidades y pasiones humanas, la justicia de mostrarse superior a 
ellas debe permanecer impasible en medio del choque de las pasiones y 
de la agitación de los partidos.
Desafiar, si es necesario, al poder y socorrer valientemente al débil. 

Despreciar y reprimir la injusticia en donde quiera que se halle y cual-
quiera que sea su disfraz. El hombre encargado de impartir justicia en la 
tierra tiene el deber de dar a la sociedad una vida apacible.

J. Moliérac

Voy a centrar mi exposición en los aspectos de la iniciativa de reforma constitucio-
nal presentada el 5 de febrero de este año por el presidente de la República en los 
aspectos de la designación de magistrados de circuito y jueces de distrito, y que hace 
extensivo a los magistrados y jueces del fuero común.

Yo advierto que, desde este punto de vista, la iniciativa de reforma judicial parte de 
un diagnóstico inadecuado y propone una pésima solución que además es costosísi-
ma, tortuosa y que agravará los problemas que afectan al Poder Judicial y desde lue-
go, no resolverá los que indica en la exposición de motivos. Además, lo más grave 
es que esta reforma va a acentuar la falta de acceso de los más débiles al sistema de 
justicia. 

Requiere muchos recursos presupuestarios. En el Senado, Ricardo Monreal habla de 
tres mil quinientos millones de pesos. La candidata electa de siete mil, la Suprema 
Corte de treinta mil y el INE simplemente no sabe. Es una elección costosísima. 

Si a las personas que acceden a los juzgados y tribunales les dijéramos oye, hay 7 mil 
millones de pesos para el sistema de justicia, ¿cuál sería la respuesta de esas personas? 
La respuesta de esas personas, quieren más jueces, más secretarios, más instalaciones 
dignas para que los asuntos se resuelvan rápidamente, no con un sistema lo que pre-
tende realmente es una purga y una captura del Poder Judicial. 

Desde luego que esta reforma además preocupa a los mercados internacionales por 
la debilidad que va a generar en el sistema de administración de justicia, querámoslo 
o no. Principio de realidad freudiana el contar con un sistema de administración de 

Elección de jueces y 
magistrados por voto popular

A r i e l  R o j a s  C a b a l l e r o
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justicia confiable, predecible, es una condición para el crecimiento económico de 
este país. 

Politiza la justicia por el sistema de preselección que ya se mencionó aquí —el tema 
de la boleta es lo menos importante—. La preselección hecha por órganos políticos; 
no importa quién llegue a la boleta, finalmente va a ser una persona leal al régimen, 
que es lo único que interesa en esta reforma. En el aspecto que estoy comentando, 
lo más grave, no garantiza la profesionalización. 

Yo me pongo a pensar sinceramente cualquier abogado, por más años que tenga en 
el litigio, ¿podrá sentarse en una sala de juicio oral a resolver sobre la culpabilidad 
o la inocencia de una persona sin la experiencia y la capacitación adecuada?

Tenemos además jueces laborales, jueces en competencia económica, radiodifu-
sión y telecomunicaciones en materia administrativa en amparo; quienes requieren 
una altísima profesionalización y especialización. Eso no lo puede hacer cualquier 
abogado.

No garantiza la independencia de los juzgadores. También, querámoslo o no, la 
independencia judicial es un ius cogens, es un derecho de los justiciables a ser tra-
tados en condiciones de igualdad en los tribunales. Entonces podemos alegar una 
serie de cuestiones, pero son estándares internacionales que México está compro-
metido a respetar y los jueces deben ser independientes, deben resolver las contro-
versias sin deberle a nadie el cargo y sin tener las presiones de factores económicos, 
políticos o internos del Poder Judicial respectivo.

Además, la reforma lo que trae es que no trae las garantías judiciales adecuadas 
para que los jueces sean independientes. Vamos a ser condenados por la Corte In-
teramericana, seguramente porque estos asuntos ya se están preparando para llevar 
a esos tribunales. 

Atenta contra los derechos humanos de todos los mexicanos y mexicanas. La inde-
pendencia judicial no es un privilegio de los jueces, es un derecho de los ciudada-
nos. Viola los estándares que establece el Tratado de Libre Comercio con América 
del Norte (TMEC) del capítulo 23 y el artículo primero del Acuerdo Global con la 
Unión Europea, vamos a tener también problemas en ese sentido. Será un instru-
mento para la revictimización y la persecución política porque son jueces que le 
deben el puesto al régimen. Van a ser los jueces del Führer los que le juraron leal-
tad al Führer.

No seamos ingenuos, va a haber financiamiento ilícito, porque además la elección 
es por circuitos, por los grupos de interés de esos circuitos. Aunque está prohibido, 
pues ya sabemos que ese dinero llegará a promover esos candidatos. Y lo más gra-
ve, el crimen organizado tendrá formalmente pagados y en nómina a los jueces que 
además no tienen ninguna garantía para realizar su función.

En el caso del Poder Judicial de la Federación. Desperdicia los recursos monetarios, 
los recursos intelectuales que el pueblo de México ha invertido en la carrera judicial 
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durante 30 años. La Escuela Federal de Formación Judicial sacó ya un estudio de 
entre 1996 y 2024 se han realizado 113 concursos de oposición para jueces y ma-
gistrados de circuito. Han participado 37, 451 personas en esos concursos de opo-
sición y se han designado 1, 529 jueces y magistrados de Circuito.

Lejos de democratizar la justicia, combatir la corrupción y las influencias del cri-
men organizado, las agravará perjudicando a los que menos tienen y a los más dé-
biles. Serán comunes las resoluciones sin sentido, absurdas, fuera de técnica legal, 
basadas en sesgos ideológicos. 

Yo digo que esta reforma lo que va a traer es la muerte del derecho, porque final-
mente, después de una controversia, si el que va a decidir al final no lo va a hacer 
con independencia y profesionalismo final, el derecho se muere.

Las escuelas de derecho deberían de cerrar y dedicarse a enseñar tráfico de influen-
cias y marketing y otro tipo de cosas, pero no derecho, porque la reforma lo que 
hace es institucionalizar lo anterior. 

Claro que requerimos una reforma al sistema de justicia. ¿Qué deberíamos estar 
discutiendo acá? Los temas de seguridad son los que al 52.3% de los mexicanos nos 
preocupan.

Tenemos un sistema acusatorio penal que es un verdadero desastre, hay que reco-
nocerlo, tenemos que estar viendo qué pasa en las fiscalías. Eso es lo que le duele 
a la gente. Por ello, la campaña mediática ha querido confundir que la reforma va 
por ahí. Pero el Poder Judicial no son policías ni son fiscales y ahí están los verdade-
ros problemas ¿qué requiere la gente? Porque ahí dicen que votamos el 2 de junio 
por el Plan C y por la reforma judicial.

No, la gente lo que requiere, lo que demanda es un sistema efectivo, moderno, rápi-
do, cercano, de administración de justicia. Y eso se logra con presupuestos, con ca-
rrera judicial y sobre todo con la profesionalización de los juzgadores. La reforma 
va en sentido contrario de lo que requieren. La carrera judicial debe institucionali-
zarse y perfeccionarse en el ámbito local, en el Tribunal de Justicia Administrativa 
y en el Tribunal Agrario.

Hay que destacar que la relatora de la Organización de las Naciones Unidas para 
la Independencia, Margaret, en el informe que de 9 de abril de 2024 el cual rin-
dió ante el Consejo de Derechos Humanos de esta organización, lleva por título: 
“Salvaguardar la Independencia de los Sistemas Judiciales frente a los Desafíos 
Contemporáneos a la Democracia”, y creo que esto es importante porque ya nos 
está alertando la necesidad de modificar para capturar o frenar las instituciones de 
justicia. La relatora está viendo en el mundo un fenómeno de captura de las ins-
tituciones de justicia. Y dentro de las recomendaciones que hace la relatora dice: 
“Las decisiones sobre el nombramiento y el ascenso de los jueces deben adoptarse 
mediante un proceso transparente por parte de un Consejo Judicial o un órgano 
equivalente, independiente de los poderes legislativo y Ejecutivo”.
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El procedimiento de selección y nombramiento de jueces debe basarse en criterios 
objetivos previamente establecidos por la ley o por la autoridad competente. Esto es 
soft law para nuestro país, es una orientación muy fuerte de cómo deben de tomar 
las decisiones legislativas. 

Otro dato interesante en apoyo de lo que dije en mi primera intervención, si se lle-
vará a cabo la reforma constitucional como se tiene prevista, la elección sería para 
10, 152 candidatos, como se tiene que hacer por circuitos, en el primer circuito ju-
dicial hay 348 jueces y magistrados. Habría una boleta o boletas, o diría yo, una 
sección amarilla de 2,088 candidatos. Esto demuestra lo absurdo que además es la 
reforma. 

El relator de las Naciones Unidas para la Independencia de Jueces y Magistrados, 
en su momento, el doctor Diego García Sellan, hizo una visita al estado plurino-
minal de Bolivia y sobre este sistema magnífico que están proponiendo la iniciativa 
de reforma constitucional, dice en el punto 102: “la elección por sufragio universal 
de integrantes de las Altas Cortes y el Consejo de la Magistratura establecida en la 
Constitución de 2009, no ofrece las garantías suficientes para evitar injerencias po-
líticas, no asegura el nombramiento de personas idóneas a los cargos ni ha genera-
do legitimidad en los procesos de votación popular marcados por el ausentismo y el 
voto nulo o en blanco”, porque en Bolivia es obligatorio votar, entonces la gente, lo 
que acelera de su sección amarilla con todos los candidatos y vota en blanco o nulo. 
Yo sí creo que necesitamos una reforma judicial, pero que vaya en el camino de los 
estándares internacionales, vaya en el camino de las democracias constitucionales, 
vaya en el camino que el propio, por ejemplo, Eugenio Raúl Zaffaroni, juez de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, dice que es el modelo democrático 
contemporáneo de designación de jueces cuando se hace por un órgano indepen-
diente en base en méritos y a través de la carrera judicial. 

¿Qué problemas son los que hay que resolver? Pues dentro de ese esa línea de 
una democracia moderna, efectiva, cercana a la gente, están los estándares de la 
OCDE, nos dice que debemos tener 65 jueces por cada 100, 000 habitantes.

En México tenemos 2.2 jueces por cada 100, 000 habitantes. Estos datos yo creo 
que son alentadores, orientadores de lo que debemos estar haciendo en nuestro país 
en materia de justicia. Se acaba de aprobar la Ley General de Mecanismos Alter-
nos de Solución de Controversias y el Código Nacional de Procedimientos Civiles 
y Familiares sin recursos. 

¿Qué necesitamos? Recursos para que estos dos instrumentos que se tardaron mu-
cho en gestar, pues sí lleguen a la gente, se implementen con jueces capacitados, con 
un mayor número de jueces.
Tuvimos la noticia que en la Ciudad de México todavía tuvieron que cerrar por 
falta de presupuesto órganos jurisdiccionales, civiles y familiares. Eso le duele a la 
gente, que no hay el número suficiente de jueces, necesitamos fortalecer las defen-
sorías públicas, la digitalización e interconexión de los tribunales. 
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Yo simplemente quiero terminar con esta frase. 

Esta iniciativa la hicieron personas que no quieren a México, y la van a apoyar per-
sonas que son guiadas por la ideología y que tampoco quieren a México. 

Gracias.
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